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Me responda, según su conciencia, ¿Usted considera que puede ser verdaderamente libre un hombre que 

sufra el hambre, esté en la miseria, no tenga trabajo, y soporte la humillación de no saber cómo mantener 

a sus hijos y educarlos? Este no es un hombre libre. […] La libertad sin justicia social es una conquista 

vana. 

Sandro Pertini (Presidente de la Repubblica Italiana, 1978-1985) 

 

 

 

La libertad sin protección puede llevar a la peor de las servidumbres, la servidumbre de la necesidad. 

Robert Castel 

 

 

 

Al eludir el poder - al convertir a la economía en una disciplina no política- la teoría neoclásica destruye, 

por el mismo proceso, su relación con el mundo real. 

John K. Galbraith 

 

 

 

No hay comentarios imparciales en las ciencias sociales. Sólo los ingenuos (o los hábilmente 

intencionados) aseguran creer en la existencia de una ciencia social neutral. 

Javier Sampedro 

 

 

 

Mi papel - pero el término es demasiado pomposo - es mostrar a la gente que es mucho más libre de lo que 

piensa; que tiene por verdaderos y evidentes ciertos temas que se fabricaron en un momento particular de 

la historia, y que esa presunta evidencia puede ser criticada y destruida. Cambiar algo en la mente de la 

gente: ese es el papel del intelectual. 

Michel Foucalt 
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Introducción 

1. Sobre la formulación de la pregunta de investigación 

El discurso legitimador que acompaña la acción política del denominado 

“kirchnerismo”1, ha girado en torno al concepto de desarrollo económico con 

inclusión social. En Argentina se hace referencia a esta etapa política como a un 

periodo que exhibe rasgos que lo diferencian de la década anterior, esos años 90 

marcados por las reformas de desregulación de los mercados. Los hechos que 

marcaron el final de esa década y que, en el bienio 2001 y 2002, condujeron a 

una crisis sistémica para ese país, fruto de la conjunción simultánea de una 

crisis económica y política2, fueron considerados por muchos argentinos como 

un verdadero cisma en la historia del país. Las consecuencias sociales de la 

crisis, que pudieron observarse en toda su crudeza a lo largo de 2002, cuando la 

tasa de pobreza alcanzó niveles cercanos al 60% y la tasa de desempleo superó 

máximos históricos superiores al 20%3, pusieron a dura prueba todo el sistema 

político argentino, como demostró el resultado de las elecciones presidenciales 

de 2003, cuando Néstor Kirchner accedió al cargo con apenas un 22% de los 

votos, por la renuncia del denostado, según todas las encuestas del momento, 

ex-presidente Carlos Menem a presentarse a la segunda vuelta. En esos mismos 

meses, Argentina tomó la senda de un rápido crecimiento que caracterizaría a 

todo el mandato de Néstor Kirchner, legitimándose su presidencia en razón de 
                                                
1 Se hace referencia al período de la historia argentina caracterizado por las presidencias 
consecutivas de Néstor Kirchner entre 2003 y 2007 y de Cristina Fernández de Kirchner, cuyo 
primer mandato empezó en diciembre de 2007 y que fue reelegida para un segundo mandato en 
octubre de 2011. 
2 La recesión económica que venía gestándose a partir de 1998, se tradujo en una crisis fiscal, 
que durante 2001 desembocó en una crisis de confianza en la deuda pública argentina, 
generando fugas de capitales y una crisis bancaria. Las medidas que intentaban controlar la 
fuga de dólares restringiendo la disponibilidad de los ahorros para las clases medias (el célebre 
«corralito») desencadenaron una grave crisis política que produjo, en medio de masivas 
protestas callejeras, la renuncia del Presidente Fernando De la Rúa. A las pocas semanas, el país 
abandonaba el régimen monetario de la “Convertibilidad”, que desde 1991 había fijado la 
paridad entre el peso argentino y el dólar de Estados Unidos, provocando la devaluación de su 
moneda, y declaraba su deuda externa en “default”. 
3 Las estadísticas presentadas en la introducción provienen del Instituto Nacional de Estadística 
y Censos (INDEC). 
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los resultados obtenidos en lo económico, tanto en términos de una notable 

mejora de la tasa de desempleo como de una reducción consistente de la 

pobreza. A raíz de estos resultados, fue una constante en la retórica oficialista 

referirse a esa presidencia como la «salida del infierno»4. Con ocasión de la 

celebración de los 10 años de esa elección histórica, el oficialismo habla 

directamente de una “Década Ganada” en contraposición a las “décadas 

perdidas” de los 80 y 905.  

En términos más positivos, la retórica del kirchnerismo giró en torno a la 

construcción de un nuevo modelo de desarrollo económico con inclusión social, 

que recuperara la responsabilidad del Estado para promover una mejora de las 

condiciones de exclusión social en las que versaba una parte muy amplia de la 

población. En palabras de Néstor Kirchner, durante el acto de asunción 

presidencial: 

“Queremos recuperar los valores de la solidaridad y la justicia social que nos permitan 

cambiar nuestra realidad actual para avanzar hacia la construcción de una sociedad más 

equilibrada, más madura y más justa. (Aplausos). Sabemos que el mercado organiza 

económicamente, pero no articula socialmente, debemos hacer que el Estado ponga 

igualdad allí donde el mercado excluye y abandona. (Aplausos) 

Es el Estado el que debe actuar como el gran reparador de las desigualdades sociales en 

un trabajo permanente de inclusión y creando oportunidades a partir del fortalecimiento 

de la posibilidad de acceso a la educación, la salud y la vivienda, promoviendo el 

progreso social basado en el esfuerzo y el trabajo de cada uno. Es el Estado el que debe 

viabilizar los derechos constitucionales protegiendo a los sectores más vulnerables de la 

sociedad, es decir, los trabajadores, los jubilados, los pensionados, los usuarios y los 

consumidores.”6 

Esta perspectiva fue reiterada por Cristina Fernández de Kirchner 

durante el discurso de asunción en 2007: su gobierno, en línea con el anterior, 

                                                
4 Cfr., por ej., Fernández de Kirchner, 1 de marzo de 2011. Las referencias completas a los 
discursos políticos incluidos en el texto se recogen en la sección “Discursos” de la bibliografía. 
5 Cfr. la página web oficial del gobierno: http://www.decadaganada.gob.ar. 
6 Kirchner, 25 de mayo de 2003. 
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trabajaría para seguir construyendo un “modelo económico de acumulación con 

matriz diversificada e inclusión social” por una Argentina “más justa, más 

equitativa y más solidaria”7. Estas cuestiones, el desarrollo económico, la lucha 

contra la exclusión, la justicia social, y el papel que cumple el Estado en el logro 

de esos objetivos constituyen los temas fundamentales en torno a los cuales se 

desarrolla este trabajo de investigación. 

De un análisis preliminar del contexto socioeconómico argentino en el 

periodo posterior a 2003 pudo formularse la pregunta de investigación que 

sirvió de base a todo el análisis posterior: ¿puede decirse que bajo el 

kirchnerismo, Argentina ha empezado la construcción de un “modelo de 

desarrollo con inclusión social” que distingue esta etapa de las anteriores 

décadas? Para contestar a esta pregunta y formular hipótesis sobre la naturaleza 

del kirchnerismo, era necesario un proceso de deconstrucción de los conceptos 

implícitos en la consigna kirchnerista con el objetivo de contrastarlos con la 

realidad observada en el período que va de 2003 a 2012, por medio de un 

análisis de los datos oficiales. Baste decir que a finales de 2011, las tasas oficiales 

de pobreza y desempleo se habían ubicado por debajo del 10%. En el periodo 

posterior a 2003 la desigualdad de ingresos, medida por el índice de Gini, cayó 

cerca de diez puntos en porcentaje, recuperando los niveles de principios de los 

años 90, en lo que parece ser un cambio en la tendencia vigente en el periodo 

posterior a la dictadura militar de 1976. 

Sin negar estos logros, la cuestión reside en discutir el grado en que las 

variaciones observadas son el resultado de cambios estructurales subyacentes o 

son, en parte, la consecuencia observable de cambios de ciclo coyuntural, 

influenciados por el contexto internacional. En este sentido, este trabajo se 

inserta en el debate sobre las rupturas y continuidades que presenta el actual 

proceso político, y lo hace investigando el ámbito de las instituciones de 

producción del bienestar. En particular, se pregunta respecto al mayor 

                                                
7 Fernández de Kirchner, 10 de diciembre de 2011. 
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protagonismo que ha ido recuperando el Estado, focalizando su análisis en las 

reformas que se han producido sobre la política social. 

Con esa finalidad, la etapa kirchnerista no debe ser vista como un 

proceso homogéneo, ni acumulativo ni necesariamente progresivo. Al contrario, 

en términos generales y por simplificar, se debe distinguir por lo menos entre 

una primera fase, hasta 2007, en la que predominó el crecimiento del sector 

privado y el Estado8 se acomodó en mayor medida al funcionamiento de los 

mercados, de una segunda fase, posterior a 2007, caracterizada por una mayor 

polarización política, en la que se imprimió un giro más radical a las políticas 

públicas9. En este último periodo, no sólo la permanencia de heterogeneidades 

estructurales10 imprimió su efecto en el funcionamiento de las instituciones del 

bienestar, sino que el propio Estado actuó de forma creciente para paliar los 

efectos sociales negativos que resultan de la permanencia de estructuras 

económicas desequilibradas, al no conseguir transformarlas, ni modificar el 

balance entre los distintos componentes de la provisión del bienestar, por lo 

menos en el breve periodo. 

En este sentido, en el arco de tiempo analizado, la etapa posterior a 2007 

constituye un momento de particular interés en el que se consolidan y 

radicalizan las transformaciones vislumbradas en la etapa de la recuperación 

post-crisis (2003-2007). Constituye, en suma, una ventana temporal privilegiada 

                                                
8 Argentina es un Estado federal, pero por razones de espacio en el texto nos referimos por 
“Estado” al nivel nacional (federal) de la administración pública. 
9 Por “radical” se hace referencia a políticas que se alejan de las buenas “prácticas” de gestión 
macroeconómica, que son dominantes en los foros de discusión académica y en los documentos 
de las organizaciones internacionales. De hecho, en la primera etapa de la postconvertibilidad 
dominaba la gestión virtuosa de la macroeconomía, que se expresaba en los superávit gemelos 
(fiscal y externo), en la tasa de cambio flexible, en un régimen de metas de inflación, etc. en la 
línea de las recomendaciones de organizaciones como el Fondo Monetario Internacional. Las 
medidas que más se alejaban de la ortodoxia (las retenciones a las exportaciones, los subsidios 
al consumo) fueron resultado de la emergencia económica y política del momento (cfr. Costa et 
al., 2004). Fue en el ámbito del funcionamiento del mercado laboral, ya en 2004, donde se dio un 
primer giro “heterodoxo”, con la ley 25.877 que revertía los rasgos más neoliberales de las 
reformas laborales de los años 90. 
10 Baste señalar que luego de una década de elevadas tasas de crecimiento económico, la tasa de 
empleo no registrado entre los asalariados sigue permaneciendo por encima del 30% y cercana 
al 46% de la población económicamente activa (Secretaria de Seguridad Social, 2012). 
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para indagar en las relaciones recíprocas entre la política de las reformas y los 

cambios a nivel socioeconómico que experimentó Argentina. 

Con la finalidad de sistematizar las cuestiones a las que la formulación 

de la pregunta de investigación dio lugar, el trabajo fue dividido en dos partes 

separadas,  de cuya estructura en capítulos se dará detalle en la sección 

dedicada a describir la estructura de la tesis. Puede adelantarse, que en una 

primera parte teórica se desarrolla una revisión de la literatura que ha tratado 

sobre el desarrollo; las relaciones entre crecimiento, equidad y pobreza; el 

concepto de exclusión según un enfoque de derechos sociales; y, por último, las 

formas institucionales que asume la intervención del Estado en la creación de 

bienestar y su papel en garantizar el acceso a los derechos básicos 

fundamentales. Sobre la base de este marco teórico, en la segunda parte de esta 

investigación se presenta el estudio del caso argentino, centrado en el análisis 

de la interacción entre las políticas sociales desarrolladas por el Estado y las 

condiciones socio-económicas del país, en un enfoque que evalúa la etapa de la 

post-convertibilidad en una perspectiva pluridisciplinaria. Los objetivos a los 

que apuntó esta investigación, las hipótesis que la guiaron, y la metodología 

que ordenó la labor de análisis de las referencias y los datos obtenidos de una 

pluralidad de fuentes, serán descritos a continuación. 

2. De los objetivos, las hipótesis y la metodología 

a) Objetivos de la Tesis 

Objetivo General: 

La investigación apuntó a discutir si los gobiernos que gestionaron la 

etapa de elevado crecimiento económico posterior a 2003 en Argentina, 

lograron aprovechar el ciclo favorable para avanzar en la dirección de revertir 

los procesos anteriores de exclusión social, que llegaron a afectar a cerca de la 

mitad de la población durante la crisis de 2001-2002. A estos sectores les fueron 

negados derechos sociales fundamentales, como un nivel mínimo de ingresos, 

la protección social o el acceso a servicios públicos esenciales. Para ello, se 
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explora cómo ha cambiado, en la Argentina de la postconvertibilidad, y 

particularmente en el periodo posterior a 2007, el equilibrio entre los dos 

componentes principales de la producción del bienestar en esa sociedad, el 

mercado y el Estado, a la luz de la discusión teórica que se desarrolla en la 

primera parte del trabajo. 

La cuestión central reside en evaluar si el incremento de la intervención 

del Estado, tanto en la distribución de los ingresos como en la provisión de 

bienes y servicios básicos, ha promovido una reducción de las brechas en el 

acceso a los derechos económicos y sociales fundamentales para la población 

previamente excluida, o si al contrario, la mejora observada en los principales 

indicadores sociales y en la cobertura de la seguridad social, respecto a los 

niveles negativos registrados durante la crisis, fue causada principalmente por 

el ciclo económico positivo, impulsado por el contexto internacional favorable, 

y la mejora consecuente en las condiciones del mercado laboral. Con esta 

finalidad, el trabajo se propuso describir y analizar los cambios en las políticas 

de protección de ingresos frente a riesgos sociales implementadas por el Estado, 

focalizando el análisis en particular en las medidas que afectaron a la Seguridad 

Social, incluidos los seguros de salud denominados Obras Sociales, y la 

evolución de las políticas residuales destinadas a la población más vulnerable.  

Objetivos Específicos: 

• Describir el funcionamiento, el alcance y los límites, de las 

políticas sociales seleccionadas, tipificándolas según el modelo de provisión. En 

particular, se estudiaron las políticas contributivas situadas bajo la órbita del 

sistema de la seguridad social, como las pensiones y jubilaciones, los seguros de 

salud, y las asignaciones familiares. En el ámbito de las políticas de tipo no 

contributivo, se analizaron las pensiones no contributivas y las políticas de 

transferencia condicionadas de ingresos, con una atención particular al caso 

híbrido de la denominada Asignación Universal por Hijo (AUH). 

• Estimar la variación de la cobertura de las políticas seleccionadas 

y los efectos de desmercantilización que generan (cfr. antecedentes, en este 
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capítulo, para una definición preliminar de este concepto), por medio de un 

análisis del nivel de las prestaciones erogadas por el Estado. 

• Verificar cambios en el equilibrio entre el componente 

contributivo y no contributivo de las políticas sociales, y entre el sector estatal y 

el privado del régimen de bienestar, en particular en el análisis del sector salud 

argentino, para evaluar las transformaciones ocurridas en el periodo 

considerado. 

• Aportar al debate existente a nivel académico en Argentina en 

torno al modelo de desarrollo promovido por el kirchnerismo, resaltando las 

rupturas y continuidades en el papel de la acción estatal respecto a momentos 

anteriores de la historia argentina, en una perspectiva que abarca la evolución 

de la economía y sociedad desde la época de la industrialización estado-céntrica 

hasta la progresiva ruptura de ese régimen de acumulación iniciada por la 

dictadura militar de 1976 y completada por los gobiernos de la década de los 90. 

• Por último, a lo largo del texto se delinea desde la economía 

política una interpretación de las reformas implementadas en el sistema de las 

políticas sociales bajo el kirchnerismo y se discute su sostenibilidad futura, a la 

luz de los intereses que apoyan o se oponen a esas transformaciones. 

b) Hipótesis 

La hipótesis central es que en una primera fase el kirchnerismo adoptó 

una política moderada en el terreno económico que se acomodó al proceso de 

recuperación económica generado por la forma en la que el país salió de la crisis 

y pudo aprovechar el contexto externo. Los cambios más radicales que se 

observan en la acción del gobierno a partir de 2007, en particular en el ámbito 

de la política social, constituyen una reacción de corto plazo al cambio de 

coyuntura económica y política y no son una respuesta a los desafíos 

estructurales que presenta la lucha contra la exclusión social. Esta hipótesis 

puede expresarse bajo forma de tres hipótesis entrelazadas: 

• Las políticas implementadas durante el gobierno de la Presidenta 

Fernández son de naturaleza más radical que las implementadas en la primera 
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fase de la postconvertibilidad (2003-2007). La hipótesis es que este giro fue una 

respuesta a las mayores dificultades económicas, fruto del agotamiento de las 

fuentes de crecimiento que impulsaron la recuperación económica después de 

2002, y de la mayor polarización política, que el nuevo contexto conjuró. En 

otras palabras, se considera que el mayor alcance de las políticas sociales ha 

sido fruto de una estrategia defensiva de consolidación de las bases sociales del 

gobierno. 

• A causa de su diseño de corto-medio plazo, las medidas 

adoptadas no han modificado la estructura trabajo-céntrica del régimen de 

bienestar argentino, donde el peso del componente contributivo sigue siendo 

predominante. De hecho, las políticas adoptadas, tanto económicas como 

sociales, han reforzado esa estructura, al apuntar al empleo como mecanismo de 

progreso social, y atribuir a los planes sociales no contributivos el papel de 

paliar las situaciones de mayor vulnerabilidad y, al mismo tiempo, garantizar la 

capacidad adquisitiva de los sectores de menores recursos, con el objetivo de 

ampliar el mercado interno y sostener la demanda de empleo. 

• A causa de su diseño, las políticas sociales son particularmente 

sensibles al ciclo económico, no sólo porque sus fuentes de financiación 

dependen en forma considerable del buen funcionamiento del mercado laboral, 

sino también porque, en un periodo de inflación no moderada, el valor real de 

las transferencias depende de su continua actualización. La hipótesis es que el 

gobierno no ha modificado la estructura ni la distribución del poder económico, 

lo que le ha impedido realizar una verdadera redistribución progresiva, sino 

que ha llevado a cabo, más bien, una distribución de los recursos obtenidos de 

la renta exportadora o de la transferencia de un segmento a otro de las propias 

clases trabajadoras, financiando políticas no contributivas con la caja de la 

Seguridad Social. 

c) Metodología 

Enfoque: 



 
21

La investigación se desarrolló en base a una triangulación teórica y 

metodológica, cuantitativa y cualitativa (cfr. Denzin, 1970). Este enfoque se 

apoya en la idea de que analizar las políticas sociales de Argentina, significa 

necesariamente adoptar perspectivas que provienen de distintas disciplinas de 

las ciencias sociales. Además de trazar la trayectoria histórica que condujo a 

una determinada política, debe estudiarse su financiación, el grado de cobertura 

de la población que garantiza y el nivel de satisfacción de las necesidades 

básicas de los receptores, para estimar los efectos de desmercantilización de 

cada una de ellas. Todo ello, teniendo presente los efectos del contexto en 

términos del régimen de crecimiento económico, el grado de heterogeneidad de 

la estructura productiva del país y la distribución desigual de recursos 

(económicos, políticos) entre grupos sociales. 

Periodo de análisis: 2003-2012 

En el periodo de análisis elegido se observaron cambios de tendencia en 

los indicadores socioeconómicos respecto a la década anterior, aunque se 

evidenció una ruptura de esta evolución en coincidencia con la crisis 

internacional y las señales de un creciente conflicto distributivo, y las respuestas 

que desde el gobierno se dieron a este cambio de escenario. 

Técnicas de análisis:  

Para operacionalizar el grado en que las políticas sociales lograron 

reducir la extensión del área de la exclusión social en Argentina, es decir el 

nivel en que la intervención del Estado logró ampliar el cumplimiento de los 

derechos sociales fundamentales, se adoptaron conceptos derivados de la 

literatura sobre regímenes bienestar. En particular, a partir del concepto de 

desmercantilización, se propuso estimar no sólo la extensión de la cobertura 

alcanzada por cada una de las políticas seleccionadas en términos de la 

población objetivo, sino además calcular el nivel efectivo de las transferencias 

erogadas, respecto a la medida que mejor aproxima las necesidades básicas del 

individuo en términos de ingresos, la Canasta Básica Total, cuyo valor es 

utilizado para calcular la línea de pobreza. 
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Sin embargo el análisis de las políticas sociales en el caso argentino no 

permite estudiarlas de forma aislada respecto a las transformaciones del 

mercado laboral y de las políticas que lo regulan, en razón de la naturaleza 

contributiva de la Seguridad Social argentina y de cómo se han desarrollado 

históricamente sus instituciones. Por esta razón se analizaron detalladamente 

las transformaciones observadas en los niveles y en la calidad del empleo, con 

una atención especial a los trabajadores excluidos del mercado laboral regulado, 

y, por lo tanto, excluidos de la Seguridad Social. Al mismo tiempo, se estudió la 

evolución de la generación de ingresos en el mercado laboral, y los cambios en 

las políticas públicas de fortalecimiento de la capacidad negociadora de los 

trabajadores y la recuperación del salario social, señalando al mismo tiempo la 

persistencia de las brechas para los trabajadores no protegidos. Este análisis 

sirvió para confirmar la hipótesis del sesgo trabajo-céntrico de la acción estatal y 

de los efectos que supone para la población excluida del sector regulado. 

En concreto, se realizó un análisis estadístico de los datos oficiales 

obtenidos de fuentes secundarias, tanto respecto a la cobertura de las políticas 

sociales de transferencia o provisión de servicios, como al funcionamiento y 

regulación de los mercados laborales. Con esta finalidad, se elaboró una serie 

propia de precios al consumo para poder calcular el valor real de las cantidades 

monetarias observadas (cfr. Barbeito, 2010), como se discute en la sección 4.6.1. 

A su vez, se efectuó un análisis de aquellos cambios en la legislación, 

promovidos por el ejecutivo, con efecto sobre el sistema de políticas sociales y 

laborales, a través de una recolección de la información jurídica disponible, lo 

que permitió delinear las transformaciones en el diseño de las prestaciones 

sociales. El análisis sobre el nivel de las transferencias fue estimado elaborando 

una serie propia de la Canasta Básica Total, que se distingue de la oficial 

(INDEC) por incorporar incrementos de los precios más realistas.  El estudio de 

las fuentes de financiación de cada uno de los componente del régimen de 

bienestar y su peso en el gasto total, en el caso de las diversas áreas de la 

protección social, permitieron abordar los cambios estructurales en la 

producción del bienestar. Este aspecto fue destacado, especialmente, para el 
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caso del sector salud, donde coexisten en el ámbito de la financiación del 

sistema un componente público universal, junto a seguros colectivos y 

privados, y el gasto privado que recae sobre las familias, mientras que respecto 

a la provisión del servicio también conviven establecimientos privados y 

públicos. 

Por último, debe señalarse que la Agencia Española de Cooperación y 

Desarrollo de España financió una estancia de investigación de un año de 

duración que permitió efectuar entrevistas con expertos en el área del estudio 

de las políticas sociales argentinas, además de participar en las actividades de 

carácter académico organizadas por universidades de la Ciudad de Buenos 

Aires y otros organismos dedicados a la investigación, además de acceder de 

forma directa a la información y a los análisis publicados a lo largo de los 

últimos años, y que todavía no están disponibles para el público de los 

investigadores europeos. Este contacto directo con la realidad del objeto de 

estudio fue la base que permitió avanzar en la identificación de los factores 

principales que explican las transformaciones observadas, y en la reformulación 

continua de las hipótesis relacionadas con la política de las reformas en el caso 

argentino, como se deriva del método adoptado cuali-cuantitativo, en un 

proceso continuo de ida y vuelta entre la teoría y la realidad empírica a 

interpretar. 

3. Antecedentes teóricos 

Como se dijo, en la primera parte de esta tesis se delineó el marco teórico 

de la investigación que sirvió a la construcción de los instrumentos analíticos 

que fueron utilizados en la elaboración del estudio de caso y en la 

interpretación de los resultados. En ésta que constituye una anticipación de las 

principales conclusiones que derivaron de esa reflexión, se destacarán los 

principales rasgos de la perspectiva que se adopta en este texto y sus 

conexiones más significativas con el estudio de caso, para que resulte claro 

desde un primer momento cuales fueron los posicionamientos teóricos que 

guiaron la investigación. 
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Ya se adelantó con anterioridad que el enfoque adoptado fue de tipo 

multidisciplinar, ya que aprovechó de aportes que provienen tanto de las 

ciencias económicas cómo de las ciencias políticas. Así, en temas como 

desarrollo, pobreza y desigualdad; mercados laborales; instituciones y 

producción del bienestar; o políticas sociales se utilizó la literatura de  ambas 

disciplinas bajo la mirada unificadora de una crítica a las categorías que desde 

la corriente principal de la economía tratan sobre el equilibrio entre Estado y 

mercado y sus efectos sobre la producción de bienestar. Se trata de uno de los 

temas fundamentales del desarrollo, ya que éste no debe ser entendido como un 

producto directo y necesario del crecimiento económico. Al contrario, se define 

desarrollo como un proceso de transformación social en el que se genere una 

progresiva y universalizada expansión de las capacidades del ser humano. 

Aquí se hace referencia directa al concepto de capacidades propuesto 

por Sen (1995), entendidas como el conjunto de las posibilidades alternativas de 

elección que cada persona posee en relación al rumbo que desea imprimir a su 

propia vida. En este enfoque, tanto las libertades negativas (lo intangible de su 

esfera individual) como las positivas (sus oportunidades efectivas) merecen 

protección. Es en este punto que se evidencian las relaciones entre ésta y la 

perspectiva de los derechos humanos. Recuérdese lo que afirmaba Marshall 

(2006) a propósito de los derechos sociales: para que los individuos puedan 

disfrutar plenamente de los derechos civiles y políticos, constitutivos de la 

ciudadanía liberal, debe garantizarse a cada individuo un estándar de vida 

mínimo, con acceso a los servicios sociales básicos. Una persona que sea 

privada de ese derecho, pasará a depender para la satisfacción de sus 

necesidades básicas de la caridad y la filantropía de los demás ciudadanos, 

privándola de la precondición fundamental necesaria para ser miembros plenos 

de la sociedad: su autonomía de elección. En esta perspectiva, los derechos 

humanos son indivisibles: se garantizan con plenitud sólo si son respetados de 

forma simultánea. 

Lo que llegó a llamarse la cuestión social surge precisamente del 

divorcio entre el orden jurídico-político del liberalismo, fundado sobre el 
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reconocimiento de la igualdad de los derechos civiles y políticos del ciudadano, 

y un orden económico capitalista que se fundamenta sobre la desigualdad, el 

principio de acumulación y la protección absoluta de la propiedad privada. Un 

orden en el que debe solucionarse el problema de qué “lugar podían ocupar en 

la sociedad industrial las franjas más desocializadas de los trabajadores”, 

privados de toda propiedad excepto la de su fuerza de trabajo (Castel, 1997:20). 

En términos de justicia social, el dilema encuentra solución sólo si la sociedad 

llega a un arreglo en el que las desigualdades son permitidas sólo hasta el 

punto en que resultan beneficiosas para el conjunto de la sociedad y, a la vez, 

opera algún principio redistributivo de compensación que garantice el acceso 

universal a un mínimo de recursos y oportunidades para que nadie quede 

excluido de la posibilidad de perseguir en libertad su propio proyecto vital 

(Rawls, 1971). Bajo el paradigma de la justicia social, el bienestar y la libertad, 

en su sentido más amplio, pasan a coincidir. 

Respecto a cuál sería ese “mínimo”, existe un conjunto limitado y 

universal de necesidades humanas básicas que pueden ser cubiertas mediante 

una pluralidad de “satisfactores” (cfr. Doyal y Gough, 1991), es decir, de bienes 

y servicios que poseen la cualidad de satisfacer una necesidad. Es sólo por 

medio de la satisfacción de esas necesidades básicas, independientemente de los 

“satisfactores” necesarios en un determinado tiempo y lugar, que se garantiza el 

florecimiento de las capacidades humanas. Simultáneamente se establece una 

relación recíproca entre esas necesidades fundamentales, entendidas como 

objetivos generales que la sociedad debe perseguir, y el cumplimiento de los 

derechos humanos (Nussbaum, 2003). 

Como producto de este debate, se ha asentado una perspectiva 

superadora de una mirada sólo monetaria de la privación, a favor de una 

concepción multidimensional de la pobreza (cfr. Townsend, 1979), en términos 

de carencias en la satisfacción de las necesidades básicas. Finalmente, esa 

privación produce una negación de los derechos fundamentales, hecho que 

constituye una situación de exclusión social (cfr. Levitas, 2006) que deja una 

parte de la sociedad al margen de las condiciones de vida que son normales 
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para el resto de la población, a causa del propio funcionamiento de las 

estructuras sociales. 

En estos casos, el Estado no logra establecer y garantizar una definición 

universal de la ciudadanía, sino que prevalece una situación donde el 

cumplimiento de los derechos es desigual e incierto, y el propio orden 

democrático pierde legitimidad y se ve amenazado (O’Donnell, 1997). Esta 

responsabilidad del Estado deriva de que, contrariamente a lo que ocurre en las 

formas preexistentes de asistencia a favor los pobres, como la beneficencia y la 

caridad, en este caso los potenciales destinatarios de las políticas sociales no son 

simplemente personas necesitadas, sino pasan a ser titulares de derechos, con la 

legitimidad de exigir el cumplimiento de los mismos frente a la autoridad 

pública (Abramovich y Pautassi, 2009). Es este sentido en el que cobra 

importancia una discusión abierta sobre lo que hace el Estado, por acción o por 

omisión (Oszlak y O’Donnell, 1995), particularmente en el diseño de las 

políticas sociales11, ya que es en el ámbito de la intervención del Estado donde 

se juega el respeto y la garantía de los derechos económicos y sociales de los 

sectores que sufren exclusión social. 

Dicho esto, la perspectiva de derechos no siempre puede ser reconciliada 

con el enfoque del bienestar: existe una tensión inevitable entre el alcance de la 

intervención estatal y la esfera de los derechos individuales12. Esto se traduce a 

nivel agregado en una contradicción permanente entre la ampliación de los 

derechos sociales y la propia lógica de la acumulación capitalista, que pone 

                                                
11 Se define de forma amplia a la política social como toda acción del Estado que afecte al estatus 
social o a las oportunidades vitales de grupos, familias e individuos (Skocpol y Amenta, 1986). 
12 Como señalan Gamallo y Arcidiacono (2012: 69), la producción estatal de bienestar entra en 
conflicto con la libertad individual de una persona para disponer de sus ingresos, y de sus 
ahorros en particular, según su voluntad. Si este derecho es natural y absoluto, entonces sería 
ilegitima todo redistribución, y sólo serían aceptables los actos voluntarios de transferencia 
(Nozick, 1974). Pese a que la seguridad social no es redistributiva sino es una forma legislada de 
seguro colectivo obligatorio de cobertura contra riesgos sociales, en la que se sustituye el 
derecho de propiedad individual por el derecho de acceder a una prestación frente a una 
contingencia, este punto constituye un límite político a la expansión de la intervención estatal. 
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límites políticos y económicos a una continua ampliación del Estado13. La forma 

en la que estas contradicciones encuentran solución, por lo menos temporal, da 

lugar a un régimen de bienestar. Con este concepto se hace referencia a la 

matriz institucional (arreglos, políticas y prácticas institucionales) conformada 

por los mercados, el Estado, las familias y organizaciones de la sociedad civil, 

cuya configuración genera efectos en términos de bienestar y de estratificación 

social (Gough y Wood, 2004). El análisis de los regímenes de bienestar aborda 

las modalidades con las que las instituciones del Estado, por medio de 

mecanismos de extracción y redistribución de recursos, y bajo la forma de 

transferencias directas o mediante la provisión pública de bienes y servicios, 

intervienen sobre el funcionamiento de los mercados, el espacio social donde se 

desarrollan los intercambios que constituyen el principal mecanismo de 

distribución en las sociedades capitalistas14. 

Respecto a las formas en las que se desarrolla la intervención del Estado 

en las estructuras de producción de bienestar, el referente clásico son los 

trabajos de Esping-Andersen (1993, 2000), en particular su concepto de 

desmercantilización. En un sistema capitalista de mercado donde el bienestar 

del individuo depende de la venta en el mercado de su fuerza trabajo, “la 

desmercantilización se produce cuando se presta un servicio como un asunto de 

derecho y cuando una persona puede ganarse la vida sin depender del 

mercado” (Esping-Andersen, 1993:41). En otras palabras, este concepto hace 

referencia a los efectos que tiene una política pública en términos de desligar el 

bienestar del receptor de su capacidad de acceso a bienes y servicios en el 

mercado, debilitando el nexo monetario en el proceso de satisfacción de sus 
                                                
13 La intervención del Estado promovió la acumulación capitalista en el largo plazo, gracias a 
que redujo el costo de reproducción de la fuerza de trabajo y promovió la producción de bienes 
de uso colectivos, pero además también favoreció la integración social y la legitimación del 
statu quo, moderó los ciclos económicos y los conflictos sociales. Sin embargo, desde el punto 
de vista de cada capitalista individual la intervención estatal representa un costo privado que 
reduce su ganancia y, por lo tanto, a nivel agregado tiende a ralentizar la acumulación. 
14 Esta tipología tripartita retoma la intuición de Polanyi et al. (1976) sobre las tres formas de la 
distribución en las sociedades humanas: redistribución (de una autoridad pública), intercambio 
(en el mercado) y reciprocidad. Esta última predomina en los otros componentes del régimen de 
bienestar, especialmente en las familias, donde se observan formas de producción del bienestar 
no de mercado (especialmente trabajos de cuidado). 
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necesidades básicas. En la perspectiva de esta investigación, invocar la 

desmercantilización significa reclamar para la responsabilidad del Estado un 

conjunto de bienes y servicios, e incluso relaciones sociales, excluyéndolos de la 

esfera mercantil, como fundamentos materiales de los derechos sociales15 (cfr. 

Gamallo y Arcidiácono 2012). 

Según Esping-Andersen el efecto de desmercantilización de una política 

dependerá del principio que establece la elegibilidad del acceso a la misma: 

necesidad, contribución y ciudadanía. A cada uno de estos se asocia un modelo 

de Estado de bienestar. Al principio de necesidad, el modelo liberal, en el que el 

Estado asume una responsabilidad residual a favor de las personas que quedan 

excluidas del mercado involuntariamente, los “pobres merecedores”, 

reduciendo al mínimo la interferencia sobre los incentivos individuales, con el 

resultado de un bajo grado de desmercantilización. En el modelo conservador-

contributivo funciona un mecanismo de seguro colectivo, donde la 

redistribución opera horizontalmente, según categorias ocupacionales, y la 

eligibilidad depende del estatus laboral del receptor, con el objetivo de 

preservar el orden socioeconómico (y de género); así, la desmercantilización es 

intermedia. Por último, el socialdemócrata, donde las políticas sociales son 

universalistas y se rigen por el principio de la titularidad de los derechos de 

ciudadanía, produciéndose el grado máximo de desmercantilización. 

De ello resulta que las instituciones estatales de bienestar no son 

neutrales respecto a las desigualdades, al contrario constituyen las instituciones 

clave en la estructuración de las clases y del orden social y, por esa razón, son 

“sistemas de estratificación social” (Esping-Andersen, ibid.). Esta característica 

explica por qué su evolución sea dependiente de una trayectoria histórica (path 

dependent), ya que su propio funcionamiento va generando las bases sociales 

que las sostienen (burocracias de servicios y categorías de receptores), y por qué 

                                                
15 “La fundación de derechos sociales legislados reduce la esfera de influencia del mercado y 
cambia las bases de la distribución, que pasan de estar centradas en el poder económico a 
fundamentarse en los recursos de tipo políticos en las áreas […] incluidas en el status de 
ciudadanía”(Korpi, 1989:313). 
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su consolidación en el tiempo genera estructuras resilientes (Pierson, 1996). Sin 

embargo, los cambios demográficos y las transformaciones en el 

funcionamiento de la economía capitalista (Taylor-Gooby, 2004) han puesto en 

entredicho los fundamentos de los Estados de bienestar. En particular, la crisis 

de la sociedad de pleno empleo debilitó la principal fuente de financiamiento y 

de apoyo político del Estado de bienestar, es decir, las clases asalariadas 

organizadas. Al tiempo que el mercado laboral se fue fragmentando, 

excluyendo cada vez más trabajadores del acceso a empleos con derechos 

sociales plenos, el equilibrio existente en los regímenes de bienestar de los 

países más desarrollados se vio afectado a favor de un mayor peso del mercado, 

más allá de que las estructuras y los principios rectores de las instituciones 

estatales fueran reformados solo paulatinamente (Clayton y Pontusson, 1998). 

Junto a este vaciamiento progresivo de las instituciones de la seguridad 

social, a causa de la destrucción del empleo de mayor calidad, se produjo un 

progresivo desfinanciamiento de las arcas del Estado, que supuso una gradual 

reducción de la calidad de los bienes y servicios erogados en respuesta a la 

crisis fiscal (Pierson, op. cit.), y una restricción tanto del acceso como de la 

cuantía y duración de las transferencias. Ese proceso incentivó una fuga de los 

sectores medios hacia la oferta del sector privado y debilitó aún más el apoyo 

hacia las políticas públicas. Es decir, las clases medias que contrataron formas 

privadas de provisión de bienestar dejaron de sostener el coste tributario de 

mantener políticas que ya no las beneficiaban para apoyar la agenda de 

reducción del papel del Estado16 (Huber et al., 2009). 

En el caso de Argentina, el incremento de la exclusión social observado a 

lo largo de la década de los 90 fue fruto de un proceso con estas características. 

La expulsión del mercado formal significó para los trabajadores la pérdida de la 

titularidad de un conjunto de derechos sociales de tipo contributivo, típicos de 

la estructura tradicional de tipo conservador de la seguridad social argentina 

(Filgueira, 1998; Hintze, 2007), al tiempo que los procesos de individualización 

                                                
16 La misma lógica explica las dimensiones reducidas del presupuesto destinado a la asistencia social. 
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del ahorro, tanto en el ámbito previsional como del seguro de salud, 

expandieron el peso del sector privado entre las clases medias, y los programas 

asistenciales de tipo residual sirvieron para atender las necesidades más básicas 

de los sectores vulnerables (Barrientos, 2009). 

Este proceso se inscribió en las transformaciones que experimentó el 

patrón de crecimiento del país en esa década (Basualdo, 2006; Lindenboim y 

Danani, 2003). Al contrario, el periodo de la postconvertibilidad constituye, en 

este sentido, la contracara de ese proceso (Danani y Hintze, 2011), ya que la 

coyuntura económica positiva ha producido una expansión del empleo 

registrado, con derecho a la seguridad social de tipo contributivo, lo que explica 

la recuperación tanto de la financiación como de la cobertura de la seguridad 

social17, en un proceso que benefició a aquellos sectores que tuvieron acceso al 

mercado de trabajo formal. La política social destinada a mejorar los ingresos de 

los sectores más vulnerables (excluidos del mercado laboral regulado) ha 

conocido un desarrollo muy articulado a partir de 2002. Dos ejemplos resultan 

paradigmáticos para este periodo: la moratoria previsional, que relajó las 

condiciones de acceso a una pensión contributiva para todas las personas en 

edad legal de jubilación; y la AUH, que integró a los trabajadores no protegidos 

al sistema de asignaciones familiares, creando un pilar no contributivo en el 

que, figuradamente, es el propio Estado que se hace cargo de los aportes 

patronales que las empresas en situación de irregularidad no proveen. 

Pese a estos avances, algunos autores (cfr. Isuani, 2010) sugieren que las 

nuevas medidas de política social no han modificado de forma significativa, ni 

la estructura del gasto social ni las modalidades de financiación del mismo. El 

principio rector de la seguridad social sigue siendo el contributivo, y en ese 

                                                
17 El crecimiento del empleo asalariado ha sido muy intenso entre 2003 y 2007 (+26%), aunque 
un 20% de éste fue empleo no registrado; en el periodo posterior (2007-2011) el empleo crece 
mucho menos (+7,6%), aunque se produce una reducción del empleo “en negro” (-1,5%), y un 
+9% de empleo registrado (Elaboración propia sobre datos del CEPED - UBA). En consecuencia, 
entre 2002 y 2011, el número de trabajadores registrados creció en 4,4 millones 
aproximadamente, hasta 9,4 millones totales, aunque el 70% de ese incremento se dio en el 
periodo que va hasta 2008 (Secretaria de la Seguridad Social, 2012). 
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contexto, la yuxtaposición de pilares no contributivos corre el riesgo de 

reproducir una segmentación que es bien visible en los mercados laborales. Esto 

sin olvidar que las clases medias y altas han demostrado tener la capacidad de 

auto-excluirse de los mecanismos de solidaridad colectivos a favor de formas 

privadas de producción del bienestar, como se demuestra en el caso de los 

seguros de salud (las llamadas “prepagas”). Este factor debilita la posibilidad 

de alcanzar el consenso social necesario para diseñar políticas sociales más 

universales e incrementar los ingresos del Estado con una reforma progresiva 

de la tributación. Un examen de las políticas sociales de la postconvertibilidad 

significa, además, reconocer la presencia de continuidades en la estructura 

productiva del país, con reflejos importantes en el persistente nivel de 

informalidad en los mercados laborales (Bertranou et al. 2011; Salvia et al., 2008), 

y los límites que ello establece a las transformaciones del régimen de bienestar 

argentino. Además, siempre es necesario tomar en consideración las sinergias y 

contradicciones que se producen entre las instituciones de bienestar y las 

instituciones que regulan la producción (Hall y Soskice, 2001). En conclusión, 

como el estudio de caso pretende demostrar, no es posible desligar la evolución 

de las políticas sociales de las transformaciones que ocurren en otros niveles de 

la sociedad. 

4. Plan de la Obra 

En la parte primera se presenta el marco teórico de la tesis, aunque las 

secciones finales de cada capítulo adelantan elementos del estudio de caso, para 

fijar de forma inmediata los elementos teóricos que respaldan la posterior 

investigación empírica y construir puentes conceptuales entre las dos partes 

que constituyen la tesis. 

En el capítulo 1, se presenta una revisión de la génesis y evolución del 

concepto de desarrollo y de las principales corrientes de pensamiento sobre este 

tema, con una mención destacada a la producción enfocada a la región 

latinoamericana. En particular, la revisión se centra en el debate en torno a al 

papel del Estado en el desarrollo. Se enfrentan las posiciones favorables a la 
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mayor desregulación posible de los mercados, en pos de garantizar la máxima y 

más eficiente producción de bienes y servicios, con las posturas que destacan 

los efectos negativos de mercados irrestrictos y la necesidad de una regulación e 

intervención del Estado, aunque desde posiciones ideológicas muy diversas. Se 

va desde propuestas que apuntan a corregir determinados rasgos del sistema de 

mercado a otras que critican la esencia explotadora del capitalismo. 

El segundo capítulo ahonda más en estos temas al tratar de la justicia 

social, y en su ausencia, de los procesos de exclusión social. En la base del 

discurso económico más ortodoxo se encuentra la certeza de que en el mercado 

cada individuo recibe en proporción a cuanto contribuye al proceso productivo. 

En consecuencia, los resultados distributivos del mercado no sólo son eficientes, 

sino también justos. Las medidas a favor de los necesitados no están justificadas 

por razones de justicia social, sino que para ser moralmente válidas deben ser el 

resultado de la voluntariedad del individuo que cede parte de sus derechos de 

propiedad para ayudar al otro. En contraste con esta posición, otras corrientes 

de pensamiento respaldan la idea de que todos los miembros de una sociedad 

nacen con un conjunto de derechos económicos, sociales y culturales no 

alienables. Cuando el disfrute de estos derechos no está garantizado, razones de 

justicia social justifican la intervención colectiva, a través de las instituciones 

estatales, para modificar los resultados distributivos del mercado y garantizar 

que todo individuo tenga acceso a un mínimo de recursos que le permitan 

desarrollar sus potencialidades y disfrutar de una calidad de vida comparable a 

la de sus conciudadanos. Cuáles son las dimensiones que expresan el acceso 

desigual o insuficiente a los bienes y servicios producidos en una sociedad se 

describe a lo largo del capítulo, que pasa en reseña los conceptos de 

desigualdad, pobreza y la dicotomía inclusión/exclusión social. 

 El tercer capítulo ofrece una discusión sobre las formas que toma la 

intervención estatal en relación a los derechos sociales fundamentales que 

constituyen la base de la inclusión social. De la interacción entre Estado y 

mercado, y del grado en que esos derechos son brindados de forma 

independiente de la capacidad de compra en el mercado de cada individuo, 
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derivan los efectos de inclusión o exclusión de un determinado régimen de 

bienestar. La idea general del capítulo es que el papel del Estado es 

fundamental en su doble función de regulador de la actividad económica y de 

administrador de los sistemas de seguridad social, asistencia social y provisión 

de servicios públicos. Esta segunda función es la que constituye el objeto del 

análisis posterior. En particular, se discute la forma en que la segmentación del 

mercado laboral se traduce en un acceso desigual a los distintos componentes 

del sistema de las políticas sociales argentinas. En suma, políticas sociales 

incluyentes constituyen uno de los instrumentos que tiene el Estado para 

aprovechar los recursos que genera el crecimiento económico en pos de lograr 

un desarrollo armónico de la sociedad18.  

En la segunda parte del trabajo, el estudio de caso parte de estas 

consideraciones teóricas para examinar la evolución de las políticas sociales 

bajo los gobiernos Kirchner a partir de 2003, en el marco de un análisis 

simultáneo de los principales rasgos del contexto socio- económico de ese 

período. El análisis de los indicadores sociales y de las características de las 

políticas sociales implementadas pretende contrastar las hipótesis presentadas 

con anterioridad en relación a la acción del gobierno argentino. El enfoque 

centrado en los derechos sociales y la función del Estado de reducir o ampliar el 

área de la exclusión social, en razón de la segmentación de las políticas sociales, 

permite interpretar los resultados de las diversas medidas adoptadas por los 

gobiernos kirchneristas. Una perspectiva histórica de largo plazo da mayor 

consistencia al análisis, subrayando el origen de los procesos e instituciones 

intervinientes en el ámbito de la producción de bienestar. Este aspecto es 

especialmente importante en el caso de las instituciones que, como se dijo, están 

caracterizadas por un elevado grado de resiliencia. Además, no puede 

                                                
18 Otras formas de intervención son las políticas económicas que buscan modificar el 
comportamiento de los agentes económicos con el objetivo de regular el funcionamiento de los 
mercados para obtener determinados resultados de interés general, mientras las políticas 
sociales tienden a actuar ex-post sobre los resultados distributivos del mercado. Este trabajo 
analiza principalmente las políticas sociales, aunque se hace continua referencia a las políticas 
económicas de los gobiernos argentinos, con el objetivo de esclarecer el contexto general en la 
que desarrollaron las primeras. 
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entenderse el periodo posterior a la crisis de 2001-2002 sin explicar el proceso 

que condujo a la misma a partir del golpe militar de 1976 y, en particular, a las 

reformas instrumentadas bajo el gobierno de Carlos Menem, muchas de las 

cuales fueron revertidas por el kirchnerismo, como en el caso de la absorción 

por parte pública de los fondos de pensión privados en 2008. El giro radical de 

Cristina Fernández muestra claras reminiscencias del primer peronismo, cuyos 

principales rasgos son descritos en la sección que describe el origen de las 

principales instituciones de la seguridad social argentina. Se observa, de hecho, 

un creciente activismo del Estado en la actividad económica, una reapropiación 

por parte del Estado de significativos componentes de la seguridad social, 

anteriormente privatizados, y una fuerte distribución de recursos a favor de las 

familias de menores ingresos. 

A lo largo del capítulo se muestra como los cambios observados parecen 

marcar un verdadero cambio de paradigma respecto a la década de los 90, en la 

que los actores políticos, desde el oficialismo, persiguen una reinterpretación 

del viejo sueño de Juan Domingo Perón de la armonía social entre clases 

sociales19, por detrás de la expresión “fetiche” de desarrollo con inclusión social. 

El énfasis oficial sobre este concepto forma parte, por lo tanto, de la 

construcción de un discurso que apuntó a diferenciar esta etapa de la década 

anterior, asociada al abismo de la crisis y origen de todos los males del presente, 

más allá que en el estudio se subrayen las numerosas continuidades, tanto a 

nivel de estructuras sociales como en los principios y en el contenido de las 

políticas públicas. 

                                                
19 “Pienso que el problema social se resuelve de una sola manera: obrando conscientemente 
para buscar una perfecta regulación entre las clases trabajadoras, medias y capitalistas, 
procurando una armonización perfecta de fuerzas, donde la riqueza no se vea perjudicada, 
propendiendo por todos los medios a crear un bienestar social, sin el cual la fortuna es un 
verdadero fenómeno de espejismo que puede romperse de un momento a otro. Una riqueza sin 
estabilidad social puede ser poderosa, pero será siempre frágil […]” (Perón, 25 de Agosto de 
1944). 
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5. Principales resultados y nuevas líneas de investigación 

En esta sección se resumirán brevemente los principales aportes de este 

trabajo de investigación. Respeto a la conformación del régimen de bienestar 

argentino, el trabajo muestra un reforzamiento de la componente estatal, a raíz 

de medidas que revierten las reformas del periodo neoliberal, como la 

estatización de los fondos privados de pensiones en 2008. Sin embargo, las 

carencias del sector público, evidenciadas de manera especial en el caso de la 

sanidad, dejan espacio para que las clases medio-altas prefieran acogerse a 

formas privadas de aseguramiento. Por otra parte, las clases bajas, excluidas de 

la seguridad social, tienen que hacer frente con su gasto de bolsillo a los gastos 

que derivan de contingencias vitales frente a las cuales no están protegidos, si 

bien sus ingresos han sido apuntalados en la última década gracias a políticas 

de tipo asistencial (los programas de transferencia condicionadas) que llegaron 

a sectores mucho más numerosos que durante los años 90. 

De hecho, el análisis efectuado de los cambios en el sistema de políticas 

sociales, confirma que las instituciones de bienestar han mantenido su 

conformación histórica, construida en torno a seguros colectivos de tipo 

contributivo, especialmente en el caso de las pensiones y jubilaciones y del 

seguro de salud. En este ámbito, el crecimiento del empleo protegido, 

especialmente en la etapa de Néstor Kirchner, supuso un incremento de la 

cobertura de las políticas contributivas, y un refinanciamiento de las mismas. 

Durante el gobierno de Cristina Férnandez, sólo el sector público ha mantenido 

un ritmo adecuado de creación de empleo registrado, lo que ha significado 

tener que atacar el problema de la desprotección de los trabajadores no 

registrados y de las familias en situación de bajos ingresos a través de políticas 

no contributivas, como se dirá en un momento. También, el gobierno hizo 

algunas excepciones a las reglas del componente contributivo en el caso, por 

ejemplo, de las personas mayores de edad a través de la moratoria previsional. 

Esta medida permitió obtener una cobertura casi total de las personas mayores 

de 65 años, aunque a nivel de pensiones mínimas. 
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También en el caso del componente no contributivo de las políticas 

sociales, se registró una ampliación de la cobertura, desde los programas de 

emergencia surgidos durante 2002 hasta la novedosa Asignación Universal por 

Hijo, que por primera vez intenta integrar un subsistema no contributivo en el 

régimen general de las asignaciones familiares20. Esta medida permitió 

incrementar de un 68% a un 80% de la población menor de 18 años con derecho 

a una prestación, a la que debe agregarse un 6% cubierto por programas de 

organismos subnacionales (cfr. 4.7.3). 

Respecto al poder adquisitivo de las transferencias, clave a la hora de 

determinar los efectos desmercantilizadores de las políticas sociales, los 

resultados del análisis son más ambiguos. En términos nominales, el valor de 

las prestaciones de las políticas sociales examinadas se incrementó de forma 

muy significativa. Al mismo tiempo, el grado en que ese incremento nominal se 

tradujo en un crecimiento real es incierto, dado el cuestionamiento de las 

estadísticas oficiales, y los efectos que ello tiene sobre la estimación de las 

variables monetarias. En otros términos, no es posible determinar de forma 

exacta en qué medida los incrementos observados significaron una simple 

recuperación de los niveles anteriores a la crisis o, al contrario, supusieron un 

incremento por encima de los niveles históricamente observados. Pese a ello, la 

elaboración de una serie propia de variaciones de precios al consumo permitió 

estimar de forma aproximada que a partir de 2008, cuando se da un 

recrudecimiento de la tasa de inflación, el incremento real de las principales 

transferencias reguladas por el ejecutivo por medio de decretos leyes sufrió un 

estancamiento. 

Queda pendiente para futuras investigaciones la construcción de un 

modelo interpretativo más preciso de la economía de las reformas de política 

social en el caso argentino. Las preposiciones que se van ofreciendo a lo largo 

del trabajo se basan sobre comparaciones entre cada una de las etapas en las 

                                                
20 Sin olvidar el fuerte incremento de las pensiones no contributivas, especialmente las de 
invalidez, en más de 700 mil prestaciones (Secretaría de Seguridad Social, 2012). 
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que se observaron cambios significativos de tendencia en alguna de las 

variables. Sin embargo la mirada es esencialmente estructural, mientras 

resultaría de interés analizar con más detalle la actitud de los actores, para 

formular hipótesis sobre las modalidades con las que se gestaron las reformas y 

las coaliciones políticas que las apoyaron. En esta clave, debería tratarse 

también del problema de la financiación y, por lo tanto, de la sostenibilidad 

futura de los incrementos observados y el espacio de maniobra del que 

dispondría el gobierno para mejorar los niveles de las prestaciones más allá de 

los mínimos que han sido garantizados a una mayoría de la población. 

Naturalmente respecto a este punto, se señalaron las dificultades crecientes de 

las arcas públicas, la ausencia de una verdadera reforma en sentido progresivo 

de la tributación y, en general, el retraso hacia cambios estructurales en el 

funcionamiento del sistema económico, que permitan sentar, sobre bases más 

genuinas, el crecimiento económico. 

Respecto a las cuestiones y debates teóricos que fueron evidenciados a lo 

largo de la primera parte, el caso de Argentina aporta sugerencias valiosas. Los 

cambios radicales de políticas públicas que se observan a lo largo de las últimas 

décadas permiten hacer comparaciones entre periodos para evaluar las 

relaciones entre diferentes niveles de intervención del Estado y la variación de 

los principales indicadores socio-económicos, lo que resulta de interés para los 

casos de países con instituciones de bienestar de tipo contributivo y elevados 

niveles de informalidad en el empleo (como puede ser el caso de algunos países 

de la periferia europea). Respecto a este punto, el estudio de caso mostró cómo 

la evolución de los mercados laborales fue clave para explicar la amplitud de 

los fenómenos de inclusión/exclusión respecto a un conjunto de derechos 

sociales fundamentales. En este sentido, se destacó como una de las finalidades 

de las políticas sociales fue precisamente el de sostener los niveles de la 

demanda interna y generar un círculo virtuoso con los niveles de empleo, y por 

lo tanto, con la financiación de la Seguridad Social. 

Sin embargo, permanecen dudas respecto al alcance de las reformas 

implementadas. En primer lugar, por la persistencia de las brechas entre 
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personas, según puedan acogerse al sistema contributivo o al no contributivo. 

No se ha avanzado de forma decidida hacia una mayor universalidad de las 

políticas públicas y prevalecen instituciones híbridas tanto en las transferencias 

ligadas a la protección social como en la provisión de servicios públicos. Las 

crecientes dificultades del gobierno para manejar las principales variables 

macroeconómicas también siembran dudas sobre la sostenibilidad futura de los 

avances logrados en esta década. La baja institucionalización de la actualización 

de algunas de las prestaciones examinadas hace posible que el incremento de 

los precios licue su valor en un breve periodo de tiempo si el ejecutivo así lo 

desea o lo permite. 

Como se afirma en el capítulo 1, las complementariedades entre las 

formas del sistema productivo y los regímenes de bienestar son elevadas. Los 

dos elementos no pueden persistir por largo tiempo sin apuntalarse 

recíprocamente. En esta óptica, el verdadero desafío está constituido por lograr 

desarrollar un sistema productivo de bienes y servicios que genere los recursos 

necesarios para sostener un Estado de bienestar ambicioso e incluyente y que al 

mismo tiempo demande y utilice de la mejor manera posible las 

potencialidades de los individuos que el sistema de bienestar abriga, protege y 

contribuye a desarrollar. Sin embargo, este proceso está sembrado de 

dificultades ya que la sociedad argentina parece una vez más víctima de una 

polarización política muy intensa a lo largo del clivaje histórico entre peronismo 

y antiperonismo, nunca resuelto de forma definitiva. 
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Primera Parte





Capítulo 1. El debate sobre la naturaleza del 

desarrollo 

 En esta sección se examina la literatura sobre el desarrollo económico con el 

objetivo de discutir críticamente el concepto y marcar las diferencias entre éste y el 

concepto, más al uso, de crecimiento económico. Al pasar lista de las diferentes 

corrientes teóricas que han tratado del tema del desarrollo en el estudio de los países de 

menores ingresos, con una atención explícita al caso particular de América Latina, se 

describirán las principales cuestiones que han sido objeto de debate. Entre ellas, se verá 

cómo se insertó la región en el sistema económico internacional, qué formas de 

industrialización prevalecieron, qué papel ha tenido el Estado en estos procesos y qué 

espacio se dejó a los mecanismos de autorregulación centrados en el mercado. Por 

último, se discutirán dos de las corrientes teóricas más recientes: en primer lugar, la 

literatura enfocada al estudio del papel de las instituciones en los procesos desarrollo; en 

segundo lugar, la que trata de cómo se ha inscrito la situación de la región, o de países 

particulares dentro de la misma, en el marco de los ciclos largos de la historia y de la 

evolución del sistema capitalista mundial. 

1.1. Introducción 

Entre las principales cuestiones que rigen los destinos de los gobernantes 

en todas las latitudes está sin duda la prosperidad económica, ya que de ella 

derivan en última instancia tanto los recursos materiales y simbólicos como el 

consenso necesario para sostener y desarrollar los proyectos al centro de su 

acción política. Por otra parte, no existe un consenso claro respecto a cuál es la 

mejor forma de medir el nivel de prosperidad de un país y cómo evaluar los 

cambios que afectan a un sistema económico, es decir, bajo que vara se 

considerarán progresivos o regresivos en el proceso de desenvolvimiento 

histórico. Muchos comparten la opinión, muy extendida a todos los niveles, de 

que es suficiente generar y acumular crecimiento económico, medido como el 

incremento que se da de un año para otro en la producción doméstica de bienes 

y servicios, tal y como viene registrado por las cuentas nacionales. Otros 
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comentaristas preferirán emplear un concepto más complejo, el de desarrollo, 

que luego pasan a precisar mediante adjetivos, de la manera más apropiada a 

sus ojos. La idea de desarrollo económico en el primer caso no es distinguible 

del concepto de crecimiento, mientras que en el segundo, se conjuga con 

especificaciones y etiquetas como ‘humano’, ‘sostenible’, ‘social’. Los defensores 

de esta última posición tienden a considerar imprescindible la inclusión de 

factores de tipo no económico a fin de superar la óptica puramente 

productivista contenida de forma implícita en el concepto de crecimiento 

económico, con la pretensión de señalar la importancia de incluir en el análisis 

del desarrollo otras dimensiones del ser humano. 

En todo caso, estas cuestiones adquirieron vigencia en los años de la 

reconstrucción económica de la posguerra. Fueron años en los que nuevos 

países se asomaban al escenario internacional, fruto de los procesos de 

descolonización, y en que las superpotencias surgidas de la segunda guerra 

mundial, Estados Unidos y Unión Soviética, competían en el campo de lo 

económico y lo simbólico para ganar influencia entre los nuevos Estados. En 

este contexto, los países menos industrializados fueron un importante terreno 

de experimentación para las políticas económicas, particularmente las 

enfocadas a la industrialización. En muchos casos, las sugerencias que llegaban 

a estos países fueron calcadas de la experiencia de los países de renta per cápita 

más elevada. Solo para poner un ejemplo, la resurrección europea luego del 

plan Marshall hizo mucho para enfocar el problema del desarrollo como una 

cuestión de resolver el problema de un nivel insuficiente de inversión en capital 

físico, en particular de infraestructuras (véase más abajo). 

El ejemplo de Estados Unidos, el país más próspero caracterizado por un 

sistema económico de libre mercado, era naturalmente uno de los modelos de 

más éxito que se presentaba a los ojos de los gobernantes del resto del mundo. 

Sin embargo, en ese momento, la planificación de tipo soviético parecía un caso 

a imitar para países que eran en prevalencia rurales, al representar un proceso 

de rapidísima industrialización en un país-continente que pocas décadas antes 

todavía había estado caracterizado por una organización económica y social con 
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carácter de tipo feudal. Naturalmente los costes humanos (y ambientales) de ese 

proceso particular todavía no habían sido revelados en toda su magnitud. En 

todo caso, la economía de guerra y la herencia de la gran depresión había 

dejado en todas partes el convencimiento de que el Estado podía y debía 

cumplir un papel central en el manejo de la economía (cómo se verá en el 

Capítulo 3). 

La evaluación de los diferentes casos-modelo, construidos alrededor de 

ejemplos históricos, y la cuestión de cuál era el más adecuado para agilizar los 

procesos de industrialización y modernización, considerados la vía maestra 

hacia la prosperidad, dieron lugar a un intenso debate académico y político. 

Diversas corrientes teóricas se disputaron la influencia sobre los países 

emergentes a la hora de aportar sugerencias sobre qué conjunto más o menos 

coherente de políticas económicas habrían de adoptar. 

Entre los países de rentas más bajas, América Latina ocupó un lugar 

preeminente porque los niveles de renta y la riqueza de materias primas de la 

que disfrutaba la región hacían preconizar un despegue económico cercano y 

estimulaban el interés de las inversiones extranjeras. Además, sus gobiernos 

gozaban de una independencia formal y de la soberanía política desde largo 

tiempo, en un cuadro en que los otros continentes vivían un proceso de 

descolonización más o menos pacífico. Eso significaba que los Estados 

latinoamericanos habían alcanzado una capacidad suficiente para acoger e 

implementar los planes de desarrollo propuestos desde la academia o los 

organismos financieros internacionales. El nivel de prosperidad material 

alcanzado, que se expresaba también en lo educativo y en lo científico, significó 

que una buena parte de las propuestas fueran originadas dentro de la propia 

región. 

A todo esto, debe añadirse que razones de carácter geopolítico dictaban 

el interés particular que la región suponía para la superpotencia 

norteamericana. Por situarse en el “patio de casa” de Estados Unidos, y ser 

además una importante fuente de materias primas y mercado de destino de los 
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productos norteamericanos, el continente constituía para la doctrina de 

seguridad de Washington la primera línea de defensa contra la avanzada de su 

adversario estratégico. Claro está, esta atención especial no se expresó 

solamente en términos de discusión académica, sino de forma predominante en 

la evidente influencia económica, política y militar del vecino del norte en los 

países de la región. En los casos en qué las medidas tomadas por los gobiernos 

locales interfirieran de manera significativa con los del país norteamericano, la 

intervención llegó a ser todavía más directa, como demuestra el largo historial 

de interrupciones de la normalidad democrática en la región. 

Dicho esto, la historia posterior mostró como una visión centrada en 

recetas deterministas y monocausales pecaba de optimismo respecto a la 

promoción del crecimiento y de ceguera respecto a las condiciones existentes y 

los senderos de desarrollo histórico sobre los que transitaban los países de la 

región. La elevada heterogeneidad de las economías latinoamericanas junto con 

su inserción internacional de tipo dependiente y los conflictos políticos internos 

que estos procesos generaron, impidieron que cualquiera de las recetas 

aplicadas fuera a la larga sostenible. También hizo que los cambios de rumbo 

fueran a menudo radicales y dictados por las presiones externas y los 

problemas acuciantes del momento. 

En las primeras secciones de este capítulo (1.2-1.6) de esta sección se 

efectuará una breve revisión de la literatura sobre desarrollo en relación a los 

países del “Sur”, para trazar las líneas fundamentales de lo que debe entenderse 

por desarrollo y como ese concepto se aplica en la práctica como estrategia 

política de largo plazo a la hora de diseñar los distintos “proyectos país”. En la 

sección dedicada a los clásicos (1.2), se enfatizará el papel de la inserción de los 

países coloniales o poscoloniales en la división internacional del trabajo, y se 

explicará cómo para los clásicos como Ricardo el comercio internacional 

aportaría beneficios a todas las partes (1.2.1), mientras para Marx el 

imperialismo de las potencias centrales resultaba funcional para resolver 

algunas de las contradicciones del capitalismo (1.2.2). En la sección siguiente se 

examina el nacimiento del concepto de desarrollo (y de la disciplina de la 
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economía del desarrollo), y de su contrario el “subdesarrollo”, en un continuum 

que permite pasar de un estado a otro a través de las políticas apropiadas 

(1.3.1). El debate residía precisamente en qué recetas aplicar. Las primeras 

teorías discutieron la modernización y la industrialización de los países en 

desarrollo, precisando algunas que era la estructura socioeconómica de estos 

países que los distinguía de los países desarrollados (1.3.2). En general se 

pensaba que el Estado tenía un papel importante en fijar las políticas 

estratégicas y coordinar la acción de los actores privados (además de regular la 

movilización de las clases trabajadores), y que con las políticas correctas y la 

asistencia internacional, bajo forma de capitales y tecnología principalmente, la 

brecha del subdesarrollo se cerraría progresivamente. El debate posterior atacó 

esta postura tanto desde la izquierda como, sobre todo, desde la derecha. Si los 

primeros señalaron como el subdesarrollo no constituía una etapa previa del 

desarrollo sino la contra cara del mismo y el fruto de una inserción desigual en 

el sistema económico internacional (1.4.1), los segundos centraron su ataque en 

los fallos del Estado y las virtudes de los mercados desregulados (1.4.4). Si bien 

las organizaciones internacionales introdujeron en su agenda las cuestiones 

sociales, en particular la lucha contra la pobreza, terminaron adoptando una 

postura simpatizante con el neoliberalismo (1.4.3). De hecho en las dos décadas 

posteriores las ideas de inspiración neoliberal se convirtieron en dominantes en 

todo debate sobre el desarrollo (1.4.5). 

Naturalmente, la discusión científica ha seguido adelante y se han 

enfatizado elementos que no se pueden generar de forma automática por el 

mecanismo distributivo del mercado, sino que introducen en el análisis otros 

conceptos como las innovaciones tecnológicas (1.5.1) o las instituciones (1.6). 

Estas posturas reconocen un papel al Estado y de su análisis se desprende que 

el programa “negativo” del neoliberalismo, es decir el desmantelamiento de 

todo tipo de traba al intercambio económico, no permite conducir por sí sólo un 

país hacia el progreso. Por último, otras corrientes se sitúan en una postura 

crítica con el concepto mismo de desarrollo (1.7.1) o con el modo de producción 

capitalista que lo caracteriza (1.7.3). 
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En la última sección (1.8), se delineará una historia de la inserción de 

América Latina a partir de los años 70, con una mirada que estará centrada de 

forma privilegiada en el caso argentino. Se examinarán las sucesivas recetas de 

política económica adoptadas por la región en respuesta a las crisis económicas 

cíclicas que caracterizaron el período, a la luz del debate teórico presentado en 

la primera parte del capítulo. El análisis permitirá contrastar cómo respondió la 

región a la evolución de los paradigmas dominantes en la teoría económica. Del 

análisis se desprende que las transformaciones en las políticas económicas 

adoptadas surgieron de la interacción a varios niveles de factores externos e 

internos. Las constricciones propias de la coyuntura y la prevalencia de teorías 

económicas que no sólo servían a interpretar la realidad sino que también 

definían qué políticas eran sensatas y razonables, afectaron la toma de decisión 

de los gobiernos frente al fuego cruzado de los grupos de interés nacionales y 

extranjeros. Las trayectorias de desarrollo de los países de la región pueden 

explicarse, en otras palabras, a partir de una interacción compleja de factores 

tanto estructurales como cognitivos. En conclusión, de este análisis emerge que 

el desarrollo es un fenómeno humano complejo y multidimensional, en el que 

entran en juego factores históricos, económicos, sociales y político-

institucionales. Esta es la razón por la cual el tema debe ser abordado desde un 

enfoque pluridisciplinar, cuya potencialidad se evidencia de forma particular 

en las investigaciones centradas en estudios de caso. 

1.2. La discusión sobre el desarrollo en los clásicos y su 

tratamiento de la herencia del colonialismo 

1.2.1. Teorías “clásicas” del desarrollo. La teoría de la ventaja 

comparativa como fundamento de la doctrina del libre cambio 

Si se intenta una primera definición, puede decirse que en la literatura 

económica se suele concebir la “teoría del desarrollo” como el área de la 

disciplina que aplica las enseñanzas que se traen de la experiencia de los países 

más industrializados al caso de los países en proceso de modernización. El 

primer grupo de países vivió, a partir por lo menos del siglo XIX, un proceso de 
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transformación estructural que los hizo pasar de una economía esencialmente 

agrícola y de subsistencia, a una basada en la industria y apoyada en mercados 

internos integrados y abiertos al comercio internacional, donde se generalizó la 

propiedad capitalista de los medios de producción. La carrera hacia la 

industrialización coincidió, en el caso de los países más poblados, con el 

fortalecimiento de su poderío político y militar en el concierto de las naciones. 

Si el primero de la clase durante largo tiempo fue el Reino Unido, pronto se 

unieron al club de las grandes potencias industriales países como Estados 

Unidos, Alemania, Francia, etc. Entre los países no europeos solo Japón alcanzó 

un cierto nivel de desarrollo industrial y militar en la primera mitad del siglo 

XX. Detalle no menor, es en esos países donde surge la corriente principal de la 

teoría económica y donde se elabora una respuesta a los problemas que surgen 

de la expansión de los mercados capitalistas. Es por esta razón, que esta sección 

hace referencia a las “teorías clásicas del desarrollo”, es decir a la literatura que, 

bajo el nombre de economía política, trata de explicar los principales rasgos de 

la naciente economía burguesa, capitalista e industrial. 

Como se verá más en detalle en el Capítulo 2, la economía política, se 

centró desde un principio en la cuestión del crecimiento, es decir, en la 

acumulación de los factores de producción, y en la posterior distribución del 

excedente que se generaba en el proceso productivo. Para los defensores del 

sistema capitalista, el factor más importante del proceso económico era el 

capital, ya que era el ingrediente que permitía aumentar de forma incremental 

la productividad del trabajo. A su vez, el motor principal de acumulación del 

capital era la profundización y extensión de los mercados radicados en los 

países industrializados. En este proceso, las otras áreas del planeta, en su mayor 

parte colonizadas o de reciente independencia, recubrían un papel secundario 

respecto al progreso de los países centrales. En general, asumían el papel de 

una fuente de mercados suplementarios y, sobre todo, de insumos productivos, 

cuya evolución fue subordinada a los procesos de crecimiento en los países 

centrales. 



 
48

Esta era la concepción de Adam Smith, quien consideraba la expansión 

del comercio a los mercados extra europeos como uno de los motores del 

crecimiento económico, ya que ampliaba la extensión de los mercados y 

favorecía la progresiva división del trabajo. Ricardo, por su parte, consideraba 

que la importación de los productos coloniales podría aflojar las restricciones 

causadas por el fenómeno del rendimiento decreciente de las tierras cultivables 

que, en los países centrales, tendía a hacer crecer los precios de los bienes 

salariales por excelencia, los alimentos y, por ende, contribuía a comprimir la 

tasa de ganancia. Se volverá a estos temas en más detalle en la sección 2.2. 

El propio Ricardo es también el autor de un concepto, el de ventaja 

comparativa, que tendría un impacto decisivo en toda futura teoría de las 

relaciones entre países ya industrializados y países en vías de industrialización. 

La idea de ventaja comparativa está en la base de todas las teorías que 

propugnan el libre comercio como beneficioso para todas las partes. Explicado 

en muy pocas palabras, este concepto afirma que el hecho de que un país no 

goce de ninguna ventaja absoluta en la producción de bienes, es decir sea 

menos eficiente en términos de productividad respecto a sus competidores en la 

elaboración de todos los géneros, no le impide obtener beneficios en el comercio 

internacional. Al contrario, el país deberá especializarse en aquellos bienes en 

los que posee ventaja comparativa, es decir en los que sea más productivo en 

relación con la producción del resto de bienes. En otras palabras debe producir 

los bienes en los que es relativamente menos ineficiente e intercambiarlos por 

bienes en los que su producción es relativamente más ineficiente. De esta forma, 

podrá obtener una cantidad mayor de todos los bienes por la misma cantidad 

de factores productivos. 

En un sistema de libre cambio, se realizará un equilibrio en el que cada 

país se especializará en la producción de aquellos bienes intensivos en el uso 

del factor productivo que poseen con más abundancia. Según esta perspectiva, 

por ejemplo, los países con tierras abundantes (como Argentina) deberían 

especializarse en la producción de bienes agrícolas (que utilizan más 

intensamente el factor tierra por unidad producida), minerales e hidrocarburos 
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(las llamadas ‘commodities21’). Los países ya industrializados, que poseen una 

gran dotación de capital, mantendrían su ventaja comparativa en la producción 

de bienes industriales, particularmente los más intensivos en el uso de capital. 

Países con una gran dotación de trabajadores, como podría ser el caso de China 

o India se especializarían exclusivamente en las producciones de bienes 

industriales que utilizan intensamente trabajo, es decir, las actividades 

industriales de baja productividad y de bajo contenido tecnológico. Como 

puede verse este tipo de análisis no toma en consideración ningún tipo de 

dinámica de largo plazo. Además, es obvio que no es lo mismo especializarse 

en una producción o en otra, tanto en términos de fortalecimiento de las 

cadenas productivas complementares, como del nivel de empleo o de la 

generación de innovaciones técnicas a nivel de unidad productiva. 

La historia económica muestra que pocos, entre los países de ingresos 

más elevados, se han contentado con explotar sus ventajas comparativas y no 

han intentado desplazar su sistema productivo hacia producciones con un 

mayor valor añadido. No obstante, las teorías de las ventajas comparativas han 

sobrevivido hasta el día de hoy en la disciplina, aunque expresadas en fórmulas 

matemáticas más sofisticadas, ya que constituyen la base y la justificación de la 

doctrina del libre cambio y, como tales, reciben el apoyo de todos los grupos de 

interés que se benefician de ella. En efecto, la idea de que un país debería 

aprovechar de las ventajas “naturales” que derivan de su dotación de recursos 

permanece muy fuerte. 

Una de las razones de esta persistencia es precisamente que las medidas 

alternativas en política comercial, tanto las proteccionistas como las 

librecambistas, favorecen determinados grupos productivos y categorías 

sociales, tanto en el ámbito de la producción como del consumo. En el corto 

plazo, las políticas proteccionistas favorecerán a los productores de bienes 
                                                
21En inglés, una acepción del término se refiere más genéricamente a la mercancía, es decir 
cualquier tipo de bien negociado en el mercado que satisface una necesidad o deseo humano. 
En la literatura en español, se utiliza el lema inglés en un sentido más estricto de categoría de 
bienes comerciados en cantidades físicas no diferenciadas según la calidad. Así en el caso de 
petróleo se habla de barriles de petróleo, sin diferenciarse su proveniencia. 
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protegidos, lo que repercutirá en un incremento de la demanda de empleo en 

esas industrias, y a los importadores de productos bajo licencia de importación, 

que se beneficiarán de los mayores precios internos. Este último aspecto 

perjudicara a los consumidores nacionales de esos productos, además de 

reducir las variedades disponibles de productos de consumo. En el caso que el 

país sufra represalias comerciales, las políticas proteccionistas afectarán 

también a los exportadores. 

Viceversa, una política librecambista favorece las producciones que 

gozan de una ventaja comparativa y perjudica la producción interna menos 

eficiente, con posibles costos en términos de empleo. En el caso de que las 

ventajas comparativas se den en la producción de bienes primarios o de bajo 

nivel de elaboración, el retorno de corto plazo es indudable ya la explotación de 

los recursos naturales requiere de un nivel de infraestructuras mínimo, que 

básicamente conecte los centros de extracción a los puertos de exportación. En 

muchos casos el nivel tecnológico requerido es inferior al de otras 

producciones, y es generalmente proporcionado por las multinacionales 

extranjeras que obtienen la concesión o por las empresas estatales de gestión, 

que pueden costear la importación de tecnología. Poco más es necesario, ya que 

las unidades extractivas suelen constituir economías de enclave, con pocas 

conexiones con el resto de la economía, si no se tiene en cuenta el elevado costo 

en términos ambientales que acarrean a las zonas donde están instaladas. 

Además, queda por ver quién es propietario o tiene la concesión de la 

explotación de los recursos naturales y resulta beneficiado por su 

comercialización en el mercado interno e internacional. De la regulación y 

fiscalización de la producción y exportación de las commodities depende 

cuanto del excedente generado logrará ser captado por el Estado. La siguiente 

cuestión es que los recursos así obtenidos sean utilizados de manera propicia al 

desarrollo de largo plazo del país. 

Si se mira al medio y largo plazo, una estrategia aperturista y centrada 

en la exportación de productos primarios puede acarrear como consecuencia un 

proceso de revalorización de la moneda nacional a causa del ingreso de divisas 
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foráneas. Este proceso, la denominada enfermedad holandesa, puede en el 

medio plazo potenciar los efectos negativos de la apertura al comercio 

internacional, al reducir de manera ulterior la competitividad de los sectores 

domésticos menos eficientes y al propiciar un incremento de los precios 

internos, especialmente de sectores de bienes no transables. 

Por otra parte, además, una estrategia centrada en el sector primario 

puede acarrear, en el largo plazo, la pérdida de ventajas competitivas que se 

generarían de forma dinámica en el sector industrial. En los procesos de 

expansión de la producción se acumulan a lo largo del tiempo los beneficios del 

progreso técnico y de las economías de aprendizaje, de forma que la producción 

de bienes industriales puede volverse suficientemente competitiva, si desde el 

sector público se promueve su desarrollo. Las teorías de la “infant industry” 

defendían, por ejemplo, la necesidad de proteger las industrias nacionales en su 

fase de desarrollo inicial, especialmente las que fueran consideradas 

estratégicas según algún tipo de criterio. Los sectores estratégicos debían ser 

fijados por la política industrial del Estado, la cual consistía en focalizar las 

inversiones, el sistema crediticio y la política comercial en la protección y 

promoción de los sectores que se esperaba generasen más innovación técnica, 

un crecimiento mayor de las exportaciones o que producían insumos 

considerados básicos para el desarrollo de otras industrias nacionales. 

Otro argumento en contra de una visión centrada exclusivamente en las 

ventajas comparativas señala como en las décadas de la posguerra una cuota 

mayoritaria del crecimiento del comercio internacional se ha dado a nivel intra-

sectorial, es decir, se ha generado bajo la forma de intercambios entre empresas 

que se sitúan en el mismo sector productivo entre países con dotaciones 

sectoriales similares. Buena parte del comercio entre los países más 

industrializados de la Unión Europea, donde rige un área de libre cambio, 

podría explicarse bajo esta modalidad de comercio. 

No obstante lo dicho, las estrategias primario-exportadoras siguen 

constituyendo una opción con muchos apoyos, y que en los últimos años de 
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elevado crecimiento de los precios de las materias primas han sido abrazadas 

con renovado entusiasmo por políticos y hombres de negocio. Se trata de un 

tipo de estrategia que siempre está disponible y recibe el apoyo de grupos 

económicos con una elevada capacidad económica y de influencia sobre la 

sociedad en países que, como Argentina, están dotados de grandes recursos 

naturales. Por último, no debe dejar de considerarse como al día de hoy una 

parte considerable del comercio internacional ocurre bajo la gestión de las 

grandes empresas multinacionales, cuyas cadenas productivas y comerciales 

estás descentralizadas a nivel geográfico con el objetivo de explotar todas las 

áreas de eficiencia y de bajo costo que permiten las distintas realidades 

nacionales. En este sentido la globalización de la producción ha ido en la 

dirección de explotar las ventajas comparativas de cada país en busca de lograr 

mayores beneficios. 

1.2.2. La expansión del capitalismo a través del libre comercio y el 

imperialismo en los países colonizados 

Que el libre comercio no favorecía a los países que se incorporaban 

tardíamente y de forma dependiente al sistema económico internacional había 

sido advertido ya por Karl Marx. Como se verá en la sección 2.2.1, este autor 

consideraba la difusión del capitalismo como una fuerza históricamente 

progresiva de destrucción y sustitución de las estructuras precapitalistas, que 

tendía a difundirse de los países ya industrializados hacia los países atrasados a 

través de procesos cómo el colonialismo y el libre comercio. Por otra parte, 

aunque los costes humanos del proceso podían ser elevados, sólo el capitalismo 

traería consigo los cambios económicos y tecnológicos necesarios para el 

desarrollo de las fuerzas productivas, lo que habría producido finalmente las 

contradicciones que conducirían en un futuro a la crisis del propio sistema 

capitalista, contradicciones que eran visibles en las recurrentes crisis de 

sobreproducción y en los ciclos más frecuentes de caída de la tasa de ganancia. 

Debe decirse que según Marx el proceso de expansión geográfica del 

capitalismo occidental resultaba funcional a reducir de forma temporal parte de 
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estas contradicciones sistémicas. La apertura de nuevos mercados de 

exportación para la producción industrial de los países capitalistas y de destino 

para las inversiones de capital en áreas caracterizadas por la carencia de ese 

recurso, permitía elevar las tasas de ganancia en los países centrales (Fonseca 

Castro, 1994:124). Además, las áreas que eran incorporadas al comercio 

internacional representaban para las potencias coloniales sobre todo una fuente 

de materias primas. La importación de éstas a cambio de productos 

manufacturados permitía que en los países centrales del capitalismo se 

produjera una reducción del costo de los bienes salariales y una expansión de la 

escala de la producción industrial, contribuyendo a su vez a contrarrestar la 

caída de la tasa de ganancia (Barber, 1995:86). 

Los teóricos marxistas del imperialismo, es decir, de la existencia de una 

relación profundamente asimétrica entre el grupo de los países centrales, los 

más industrializados, y el resto del planeta colonizado por el sistema capitalista 

mundial, no mostraban ningún optimismo respecto a la posibilidad de que en el 

largo plazo el capitalismo se asentara en las áreas periféricas bajo la forma de la 

industrialización. Estos autores consideraban, en general, que la relación de tipo 

colonial que caracterizaba su incorporación al sistema mundial impedía que en 

estos países se produjera un desarrollo industrial autónomo. Por esa razón, la 

instalación del capitalismo en esas regiones se mostraría como el resultado de la 

interacción compleja de las fuerzas sociales internas con los condicionantes 

externos, en la que la resistencia de las estructuras tradicionales precapitalistas 

jugaría un papel importante y que llevaría a que la transición al capitalismo 

ocurriera de forma heterogénea e incompleta (Palma, 1978:886). 

Pese a estas resistencias internas, una integración creciente de estos 

países en la economía mundial sería inevitable una vez que tuviera lugar su 

apertura al comercio internacional. En muchos casos esa apertura se 

determinaba por medio de fuertes presiones políticas y económicas, pero no 

eran poco frecuentes los casos en los que se lograba a golpe de cañón, como 

ejemplifican los casos de China o Japón a mitad del siglo XIX. De la apertura 

comercial sobre bases asimétricas iría derivando una división internacional del 
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trabajo desigual, que empujaría a las economías periféricas a especializarse en 

los bienes primarios de exportación. Paralelamente, se generaría un flujo 

sostenido de capitales del centro desarrollado hacia los países atrasados, en 

busca de mayores rendimientos. Como resultado, se sumarían nuevas 

relaciones de dependencia a estas dos formas primigenias de explotación. En 

primer lugar, se establecería una dependencia de tipo financiero, ya que estos 

países tenderían a endeudarse. En segundo lugar, se instauraría también una 

relación de dependencia productiva, ya que una vez que la producción local 

estuviera desplazada por la competencia internacional, estos países terminarían 

por encontrarse en una situación en la que “consumirían lo que no producen, y 

producirían lo que no consumen”22 (Palma, 1978:895-896). El caso de la 

producción de manufacturas algodoneras de la India destruidas por la 

competencia de la industria inglesa luego de la colonización es sólo uno de 

numerosos ejemplos. 

Sin embargo, estos autores dejaban espacio a la esperanza de un 

desarrollo en la periferia, al conectar el fin del colonialismo con el proceso de 

industrialización. Las burguesías nacionales revestían en esta visión el doble 

papel progresivo de luchar por la independencia nacional y por un desarrollo 

capitalista autónomo. Lucha nacionalista e independencia económica o incluso 

desconexión del sistema económico internacional representaban las muchas 

caras de una misma moneda. Como se verá más abajo (cfr. 1.4.1), muchas de 

estas ideas servirían de inspiración a los argumentos de la llamada teoría de la 

dependencia. 

                                                
22 Del resto, según Lenin, eran los extra-beneficios obtenidos por las prácticas imperialistas lo 
que permitían el incremento en los salarios reales de los trabajadores en los países centrales, de 
una forma que no había sido prevista por Marx. Este fenómeno tuvo efectos considerables en 
términos de estabilidad política y aumento de la demanda interna, lo que contribuía que el 
capitalismo se perpetuara no obstante las contradicciones que generaba (Palma, 1978:893-894). 
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1.3. Desarrollo y crecimiento, desarrollo y subdesarrollo 

1.3.1. El nacimiento de una disciplina: la economía del desarrollo 

Debe recordarse que Schumpeter distinguía con claridad entre el 

concepto de crecimiento, visto como la acumulación incremental de cambios 

dentro de una estructura que permanece estable, de lo que él llamaba 

desarrollo, es decir un cambio discontinuo, no incremental, en la estructura 

misma del sistema económico. El primer proceso podía ser investigado con los 

instrumentos tradicionales de la economía, el estudio estático del equilibrio en 

los mercados. Schumpeter, al contrario, defiende la necesidad de un análisis 

dinámico de los cambios “revolucionarios” de la estructura de los sistemas 

económicos, ya que no es posible alcanzar conclusiones a propósito del estado 

presente del sistema, sobre la simple base de un análisis de la situación anterior 

y bajo la hipótesis de un cambio evolucionario y adaptativo (Schumpeter, 

1934:58, 61-63). 

Ideas de este tipo fueron germinando en el contexto de la posguerra, la 

que fue la edad de oro de la reflexión sobre los países en vías de 

industrialización. Aunque una perspectiva que indagara sobre los procesos de 

transformación de forma estructural y no puramente incremental tuvo que 

esperar todavía algunos años para expresarse en las corrientes teóricas 

estructuralistas (cfr. 1.3.2), en particular la latinoamericana (cfr. Sánchez Vargas, 

2006:181). 

Como ya se mencionó, la posguerra fue la época de la descolonización, 

en la que el número de países independientes en busca de su propia estrategia 

para el futuro creció de forma exponencial. Pese a la naturaleza bipolar de las 

relaciones internacionales y a los conflictos de la guerra fría, los líderes de 

algunos de estos nuevos países apuntaban a seguir una línea autónoma de 

progreso político y económico. Esta línea se hizo visible en la conferencia 

internacional de Bandung de 1955 y el movimiento de los países no alineados. 

En ese contexto, se rompió de forma transitoria la idea de que la teoría 
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económica elaborada en los países más avanzados pudiera aplicarse con pocas 

o ninguna adaptación al resto de países23.  

Es en ese contexto que se formó una nueva disciplina dentro de las 

ciencias económicas que se bautizaría como economía del desarrollo. La 

autonomía intelectual de la que gozaron muchos de sus exponentes permitió 

que por vez primera se diera lugar al conocimiento generado para y, en muchos 

casos, desde zonas del mundo hasta ese momento ignoradas por la corriente 

principal de la disciplina. A continuación se recordarán solamente algunos 

elementos clave de las principales líneas teóricas elaboradas en este ámbito (y 

su período respectivo de auge), tanto por lo que concierne a las corrientes más 

ortodoxas cuanto a las heterodoxas. Se trata sólo de una breve pincelada de 

cada una de ellas, pero útil para el desarrollo del tema de este trabajo. No se 

dejará de mencionar la contribución de los llamados post-desarrollistas en su 

crítica radical al concepto mismo de desarrollo económico. 

El objetivo de ésta sección será discutir las diferentes ideas de desarrollo 

que se utilizan a la hora de evaluar diferentes opciones de política económica 

frente al diagnóstico de la situación socioeconómica en un determinado 

contexto geográfico y temporal. Toda evaluación de este tipo contiene 

implícitamente un marco de referencia, constituido por una concepción de 

desarrollo que delinea los rasgos del modelo ideal al que se aspira, y que 

permite proponer medidas para reducir la distancia entre la realidad y ese 

objetivo ideal. Para dar un simple ejemplo, si se hace equiparar desarrollo con 

crecimiento económico a la manera tradicional, nuestro marco de referencia se 

fundará sobre la maximización de la producción nacional medida por la 

evolución del PIB. Esta perspectiva, llevaría a evaluar como positivo todo 

cambio que comportase un incremento en ese indicador. Por otra parte, si la 

definición de desarrollo utilizada se aleja de esa concepción tradicional, 

                                                
23 Quizás uno de los mayores méritos de Keynes fue precisamente el de romper con la 
“monoeconomía”, según la expresión de Hirschman, es decir, con la pretensión de los 
neoclásicos de que su teoría económica pudiera explicar fenómenos económicos en cualquier 
tiempo y en cualquier lugar (cit. en Bustelo, 1998:84). 
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también se modificaran el marco de referencia y la evaluación positiva o 

negativa de un determinado cambio de estado. Lo que se examinará a 

continuación debe ser leído como la contribución de cada autor a este tipo de 

análisis: ¿qué consideramos y definimos como desarrollo? ¿En qué medida una 

transformación en el sistema socioeconómico se situará en la dirección del 

desarrollo, o bien en su contrario, el estancamiento o, incluso, el retroceso? 

Los orígenes teóricos de la disciplina se sitúan en el crisol de teorías 

enfrentadas nacidas a raíz del estallido de la segunda guerra mundial. En un 

libro de 1940 de C. Clark, “Las condiciones del progreso económico”, por vez 

primera se pusieron de manifiesto las enormes diferencias de renta per cápita a 

nivel mundial (Bustelo, 1998:88). En 1943, el artículo de Rosenstein-Rodan 

“Problems of Industrialization of Eastern and South-Eastern Europe” señalaría 

el comienzo de la disciplina de la economía del desarrollo, centrado en este caso 

en la industrialización de las áreas deprimidas y rezagadas del Sur y Este de 

Europa (Sánchez-Ancochea, 2007). 

Si el final de la segunda guerra mundial y la necesidad de la 

reconstrucción posbélica, conjugadas en el establecimiento de las instituciones 

de Bretton Woods, contribuyeron a dar nuevo impulso a los estudios sobre el 

crecimiento económico centrados en la situación de los países occidentales24, 

también generaron un interés renovado en relación con el destino de las áreas 

todavía no industrializadas. Las palabras pronunciadas por el Presidente 

norteamericano Harry Truman en su ‘Discurso sobre el estado de la Unión” del 

20 de enero de 1949 ejemplifican eficazmente el clima de la época. Se inaugura 

la ‘era del desarrollo’. Por primera vez en un discurso político de tan calado 

interviene la pareja de palabras desarrollo y subdesarrollo, mientras 

                                                
24 Las teorías del crecimiento tuvieron un auge a partir de esta época en los trabajos R. Solow, T. 
W. Swan, J. Tobin, K. Ara, J. Meade y otros, en el álveo de la llamada síntesis neoclásico-
keynesiana, que pretendió reconducir la innovación de Keynes a la tradición neoclásica (por 
ejemplo en el celebre modelo IS-LM que se enseña en todos los cursos básicos de 
macroeconomía) (Bustelo, 1998:89). 
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precedentemente se prefería hablar de regiones económicamente atrasadas25 

(Rist, 2002:87). 

La aparición del concepto de subdesarrollo sugiere no solo que es 

posible evolucionar a partir de ese estado (considerado natural, no provocado 

por el hombre) hasta el desarrollo, sino que además es posible provocar ese 

cambio a través de determinadas políticas (de ahí la transitividad del verbo 

“desarrollar”). Se pasa de la contraposición entre colonizador/colonizado, dos 

mundos incomunicados y en conflicto, a la relación 

desarrollado/subdesarrollado. Esta relación está caracterizada por la 

relatividad de las diferencias que separan los dos estados. Desarrollo y 

subdesarrollo se sitúan a lo largo de un continuum, por lo que puede decirse que 

subdesarrollo no es el opuesto del desarrollo sino su forma inacabada, en 

potencia. La sugerencia política implícita en este discurso es que a través de una 

aceleración del crecimiento sería posible colmar la distancia que separa las 

naciones y garantizar a todos un futuro de bienestar material y de progreso 

tecnológico (Rist, 2002:88-89). 

1.3.2. El primer debate: las teorías de la modernización y las críticas del 

estructuralismo 

En la estela de estas concepciones, las teorías de la modernización 

creyeron posible la reproducción en los “países en desarrollo” (otra expresión 

surgida en esta época), del proceso experimentado en el siglo anterior por los 

países “desarrollados”. Los autores que se adscriben a esta corriente, siendo 

Rostow (1960) el más célebre, consideraban que existe una única senda de 

desarrollo que, históricamente, todos los países deben recorrer. Estas 

trayectorias se componían de una sucesión de etapas comunes y necesarias para 

                                                
25 El IV punto de Truman empieza así: “We must embark on a bold new program for making 
the benefits of our scientific advances and industrial progress available for the improvement 
and growth of underdeveloped areas”. (Tenemos que embarcarnos en un nuevo y valiente 
programa para que los beneficios de nuestros avances científicos y nuestro progreso industrial 
estén disponibles para el mejoramiento y el crecimiento de las áreas subdesarrolladas [trad. 
propia]) (Truman, 20 de enero 1949). 



 
59

todos los países, que estaban calcadas de la historia económica del pequeño 

grupo de países ya industrializados (Todaro, 2000:78-79). 

En los modelos de desarrollo de esta época (años 50 y primeros de los 

60), se destacó particularmente el papel del ahorro en la acumulación de capital. 

No se trataba de nada novedoso. Como ya afirmaba la economía política clásica 

(cfr. 2.2), de la ganancia de los capitalistas se originaría el ahorro, ya que los 

trabajadores consumirían todos sus salarios, su propensión al ahorro siendo 

casi nula. De la cantidad de ahorro se hacía depender el flujo de las inversiones 

y por ende la intensidad del crecimiento económico. En este cuadro teórico, los 

flujos de capital extranjero y la ayuda externa podían suponer un apoyo 

esencial al crecimiento económico para colmar las brechas entre el ahorro 

doméstico y el nivel necesario de inversiones (la llamada ‘saving gap’ – ‘brecha 

de ahorros’).  

Esta perspectiva consideraba que era necesario superar un cierto umbral 

que permitiría acumular la suficiente cantidad de capital necesaria al despegue 

del desarrollo industrial de un país. Sin la ayuda externa era posible que este 

umbral no pudiera ser alcanzado. Una vez que se hubieran acumulado los 

factores productivos necesarios para emprender la senda del desarrollo y el 

proceso habría generado una inercia suficiente para autosustentarse y 

retroalimentarse. El mecanismo funcionaba porque en la acumulación de capital 

físico residía el crecimiento económico y el crecimiento era sinónimo de 

desarrollo. El caso del Plan Marshall fue tomado como paradigmático de lo qué 

debía hacerse. 

Pronto fue obvio que se trataba de una concepción a-histórica, 

generalizadora y abstracta, que ingenuamente creía de manera mecanicista en 

la inevitabilidad del desarrollo, sin considerar que todo proceso de 

transformación económica ponía en juego las relaciones de los actores sociales 

de un país, caracterizadas tanto por instancias de cooperación como de conflicto 

de intereses. 
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Es en una óptica que acepta la complejidad del desarrollo, que se 

distingue a partir de los años 30 el estructuralismo de origen latinoamericano, 

cuya figura principal fue Raúl Prebisch, y que fue desarrollado posteriormente 

desde la Comisión Económica para América Latina (CEPAL)26. Se trata de una 

fase fundamental en la reflexión autónoma y la generación de ideas desde la 

región para la región. 

Los estructuralistas compartían con las teorías de la modernización que 

la industrialización era un requisito imprescindible para el desarrollo. Sin 

embargo no consideraban que el proceso fuera automático una vez que se 

lograra una suficiente acumulación de capital. Una de las causas principales 

que impedía un desarrollo autónomo de la región era la forma en que se 

estructuraba el comercio internacional. Contrariamente a las teorías ortodoxas 

de la ventaja comparativa que se trataron en 1.2.1, el análisis de CEPAL 

señalaba que la división internacional del trabajo y la estructura de los 

intercambios no beneficiaba por igual a países desarrollados y países 

subdesarrollados, los latinoamericanos en particular. La estructura centro-

periferia que regulaba las relaciones económicas internacionales tendería a 

perpetuar una localización de las actividades productivas en la que los países 

de la periferia tenderían a especializarse en los productos de menor valor 

agregado, de bajo desarrollo tecnológico, principalmente en el sector primario, 

a menos que interviniera una estrategia de desarrollo nacional que apuntara a 

la industrialización de los países de América Latina (Prebisch, 1950/1986). 

La causa de los beneficios desiguales del comercio internacional radica 

en que, según la hipótesis de Prebisch y Hans Singer, en el largo plazo los 

precios relativos de los bienes primarios tenderían a caer respecto a los precios 

bienes manufacturados, por una compleja serie de razones económicas y 

                                                
26 Uno de los momentos fundacionales de esta corriente teórica es el documento “Estudio 
Económico de América Latina” de 1949, que constituye en palabras de Osvaldo Sunkel la 
“Biblia” de la CEPAL, donde se presenta el modelo centro-periferia y se propone por primera 
vez la tesis de la caída tendencial de los términos de intercambio para los productores de 
materias primas (Treviño, 2006). 
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tecnológicas27. Esto significaba para los países especializados en el sector 

primario-exportador, una reducción de los términos de intercambio, definidos 

como la relación entre los precios de los productos exportados y el de los 

productos importados. En otras palabras, sería necesario exportar una cantidad 

cada vez mayor de bienes primarios para poder importar la misma cantidad de 

bienes manufacturados, cuyo valor al contrario crecería en el tiempo. Este 

mecanismo significaba que en el largo plazo la estrategia de desarrollo basada 

en el sector primario se vería constreñida por problemas en la balanza de pagos. 

A esto se sumaban las mencionadas ventajas dinámicas proporcionadas 

por el proceso de industrialización, como la generación de tecnología y otras 

externalidades positivas, las economías de escala y de aprendizaje, etc., en 

comparación a un proceso de crecimiento centrado exclusivamente en el sector 

primario28. Sin hablar de que la generación de empleo para una población 

pujante que entraba en grandes números en el mercado laboral se consideraba 

posible sólo a través de la creación de una industria nacional. Del resto, los 

procesos tempranos de urbanización en los países de renta más alta de la 

región, mostraban una situación en la que los avances productivos en el ámbito 

rural expulsaban trabajadores en grandes números hacia las ciudades. 

El análisis estructuralista, en resumidas cuentas, venía a decir por vez 

primera que los países subdesarrollados de la periferia del capitalismo se 

caracterizaban por características estructurales radicalmente diferentes respecto 

a los países más industrializados del centro. En primer lugar por la 
                                                
27 Por el lado económico, la diferente estructura de los mercados en las dos áreas: oligopólicos 
en los países centrales industriales, lo que genera extra-beneficios y permite tener un control 
sobre los precios, frente a los mercados competitivos, tomadores de precios, en el sector 
primario de los países periféricos. Otro aspecto clave, es el progreso tecnológico tanto en 
términos de creación de productos sustitutivos (sintéticos por naturales) como los monopolios 
temporarios que benefician a las innovaciones tecnológicas, protegidas por el sistema de 
patentes. 
28 El gran incremento productivo generado por la introducción de nuevas técnicas y tecnologías 
de producción en la agricultura, la llamada “Revolución Verde”, desmintió temporalmente este 
pesimismo respecto al desarrollo rural, aunque deben señalarse, entre otros, los efectos 
negativos en términos ambientales que las nuevas técnicas agrícolas provocaron, a partir por 
ejemplo del uso de fertilizantes químicos y el sobre-consumo de agua. Además, en el caso de los 
países latinoamericanos la extrema concentración de la tierra hizo que los beneficios de estos 
avances quedaran en pocas manos. 
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heterogeneidad de su estructura productiva, que se expresaba en la coexistencia 

de sectores con diferencias sustanciales de productividad laboral. Algunos 

autores describirían la situación en modelos teóricos de tipo dualista, enfocados 

en la dicotomía entre un sector moderno exportador o manufacturero vs. uno 

tradicional agrícola/artesanal. En segundo lugar, la especialización en la 

exportación de pocos productos primarios producidos en enclaves 

desconectados del resto del sistema económico producía un crecimiento 

económico que generaba escasos efectos de arrastre hacia delante y hacia atrás 

de las cadenas productivas, según la terminología elaborada por Hirschman 

(Bustelo, 1998:116). Al contrario, el desarrollo industrial en el centro estaba 

caracterizado por la alta complementariedad de las cadenas de producción, 

desde la industria de los insumos, a la producción de maquinaria y otros bienes 

de capital, hasta la producción de bienes de consumo, en un sistema altamente 

integrado. 

Según esta perspectiva, entonces, la generación de un crecimiento 

económico rápido y sustentable requería de un cambio estructural de la 

economía de los países latinoamericanos, es decir, su trasformación de 

economías agrícolas de subsistencia a economías diversificadas tanto en 

manufacturas como en servicios. Entre otras políticas se proponía la protección 

de la industria nacional para permitir su desarrollo. Es por esta razón que al 

conjunto de políticas económicas que se proponían desde esta perspectiva, se le 

atribuiría la etiqueta de ISI, es decir, “industrialización por substitución de 

importaciones”, reduciendo considerablemente la complejidad del proyecto 

cepalino. De hecho, la misma CEPAL reconoció pronto los problemas del 

modelo ISI, tanto económicos (saturación del mercado interno, desequilibrios 

en la balanza de pagos) como sociales (en términos de desigualdad y pobreza 

urbana) e intentaría enmendarlos. No obstante esto no evitaría que su programa 

fuera atacado tanto desde la ‘derecha’ (por los sostenedores de los mercados 

auto-regulados) cuanto por la ‘izquierda’ (en especial por la escuela de la 

dependencia, como se verá en un momento). 
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Los pioneros de la economía del desarrollo que trabajaban en las 

universidades anglosajonas compartían esa perspectiva de tipo histórico-

estructuralista y unas premisas parecidas, aunque despojadas de la atención de 

los latinoamericanos hacia la relación asimétrica entre países y las 

especificidades en las trayectorias de cada país. En este sentido, los 

estructuralistas anglosajones compartían con los neoclásicos la idea de que la 

interconexión entre países desarrollados y no desarrollados era beneficiosa para 

ambos y que el proceso de desarrollo de éstos seguiría necesariamente el 

camino trazado por los primeros (Sánchez-Ancochea, 2007:33). 

Arthur Lewis, por ejemplo, propuso un modelo de crecimiento dual con 

dos sectores (tradicional/moderno), destacando el papel del flujo del exceso de 

mano de obra, en su mayor parte sub- o desocupada en la agricultura, el sector 

con más baja productividad, hacia el sector moderno de productividad más 

elevada. La abundancia de la emigración de trabajadores rurales, sin 

perspectivas en el campo, permitía su transferencia hacia la industria y los 

servicios urbanos sin que los salarios en estos sectores sufrieran una subida. El 

crecimiento de producto generado se transfería de esta forma directamente en 

un incremento de los beneficios, que reinvertidos en su totalidad permitirían 

que el ciclo de crecimiento se reprodujese. El mecanismo se perpetuaba 

entonces mientras hubiera un exceso de mano de obra en el sector tradicional-

agrícola, garantizando tasas elevadas de crecimiento sin presiones salariales. 

Con todas sus limitaciones29, el modelo de Lewis fue muy influyente, y una vez 

más coincidía ensalzar la acumulación de capital como clave para el desarrollo 

                                                
29 El modelo de Lewis se apoya en un conjunto de hipótesis que recibieron una críticas bastante 
fundamentadas: 1) nada garantiza que todos los beneficios sean invertidos en su totalidad; 2) Si 
las inversiones se concentran en sectores con tecnologías que ahorran trabajo, puede crecer el 
producto de la economía sin que el empleo aumente (los beneficios del crecimiento son mal 
distribuidos); 3) si el mercado de trabajo formal urbano no consigue absorber toda la población 
emigrante, esto genera un nivel de informalidad, subempleo o desempleo en las ciudades tanto 
o superior al de las zonas rurales (cfr. el modelo Harris-Todaro en Ray, 2002:361-366); 4) los 
salarios no permanecen constantes en el sector urbano, aun en presencia de desempleo urbano o 
baja productividad en el campo, a causa de factores como la fuerza de los sindicatos, el nivel de 
salarios en el sector público, o las prácticas salariales de las multinacionales extranjeras. 
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y en diagnosticar que, por lo menos en las fases iniciales de este proceso, sería 

inevitable un cierto incremento de las desigualdades (Todaro 2000:84). 

Otros autores de la época rechazaban estos automatismos para señalar 

que el encadenamiento de varios factores impediría el desarrollo de los países 

de rentas bajas, atrapándolos en un círculo vicioso de pobreza y carencia de 

capitales (Nurkse, 1955). En general, consideraban que las fuerzas de mercado 

no conducirían por sí solas a la pauta de desarrollo esperada por la teoría 

convencional. Al contrario sostenían la necesidad de una intervención directa 

del Estado en colaboración con la ayuda internacional, con el fin de paliar a las 

imperfecciones del mercado, como para desencadenar el proceso de 

industrialización, proveyendo al país de los capitales y las infraestructuras 

necesarias y coordinando las actividades del sector privado. Las posturas se 

distinguían en las modalidades que tomaría este proceso. Una alternativa era 

estimular al sector privado con un ‘gran empujón’ (big push), que no era otra 

cosa que la aplicación de un plan de inversiones industriales que promoviera la 

expansión simultánea de todos los sectores productivos (Rosenstein-Rodan, 

1943) Otros autores sostenían que sería preferible concentrar los recursos 

escasos en un número reducido de sectores industriales, seleccionados entre 

aquellos que tuviesen más efectos de arrastre “hacia delante o hacia atrás” en la 

cadena productiva (Hirschman, 1958). 

En esta perspectiva, el papel del Estado consistía en solucionar los 

problemas de coordinación entre actores económicos, siguiendo una línea 

teórica que se inspiraba a Keynes. Las decisiones de inversión de una empresa 

individual dependían de las expectativas de beneficio, y estas últimas a su vez 

por el conjunto de decisiones tomadas por todas las empresas de un sector o, 

incluso, de la entera economía. En esos casos, una actividad resultaba rentable 

sólo en el momento en que se producía todo un conjunto de actividades 

conectadas, generándose en un sector la demanda para otro sector y viceversa. 

La necesidad de que se dieran de forma simultánea una multiplicidad de 

condiciones hacía necesaria una intervención de parte del Estado. No se trataba 

sólo de construir las necesarias infraestructuras del intercambio económico, 
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físicas y no físicas, elemento ya reconocido por Adam Smith, sino de usar el 

gasto público y el control del crédito para enviar mensajes al sector privado y 

generar demanda efectiva. 

Para esta generación de autores, los fallos de coordinación que se 

generaban en el sector productivo eran constantes y provocaban un nivel 

subóptimo de inversión y, por tanto, una tasa de crecimiento reducida. 

Presuponiendo que la actividad estatal fuese suficientemente previsora y 

careciese a su vez de fallos, entonces una intervención pública constituía el 

necesario complemento para coordinar y regular la actividad privada. Como se 

verá en la sección 1.4.4, en este punto el análisis de la actividad del Estado por 

parte de estos autores carecía de los necesarios matices y puntualizaciones, y 

pecaba en parte de excesivo optimismo. 

Otras críticas que suelen aportarse a esta corriente es que, en términos 

generales, mantenían una escasa atención respecto al problema distributivo30, 

un énfasis en el capital físico respecto a otros elementos (como el nivel 

educativo de los trabajadores), una desatención hacia la agricultura y otros 

sectores tradicionales por la insistencia en la industrialización; un pesimismo 

exportador excesivo. Además, no distinguían entre el predesarrollo de los 

países ricos antes de la revolución industrial y el subdesarrollo contemporáneo, 

consideraban de manera simplista la modernización siempre positiva y el 

tradicionalismo siempre negativo. Por otra parte, consideraban que los sectores 

moderno y tradicional estaban esencialmente desconectados entre sí y no 

indagaban con la profundidad necesaria en las heterogeneidades presentes 

tanto en los llamados sectores modernos como en los tradicionales (Bustelo, 

1998:118-119; 129-130). 

                                                
30 Se pronosticaba un ciclo de empeoramiento de la desigualdad en las primeras fases del 
desarrollo, como factor necesario a la acumulación del capital. Debe señalarse que, en cambio, el 
premio Nobel Gunnar Myrdal promovió la necesidad de promover cambios políticos y sociales 
que mejorasen los indicadores sociales, señalando que “ni la integración nacional ni el progreso 
económico serán posibles sin amplias reformas distributivas” (Myrdal, 1959:180). 
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Los años sucesivos vieron el fracaso de la estrategia de ‘despegue’ en 

muchos países y la concomitante extensión del subdesarrollo. Fue un fracaso no 

en el sentido de que no se logró alcanzar un ritmo elevado de crecimiento, que 

sí se obtuvo en general, pero sí en el sentido de que este proceso de crecimiento 

estuvo caracterizado por un aumento de la heterogeneidad estructural y de las 

desigualdades sociales. En general, en América Latina se mostró toda la 

dificultad de la transición hacia producciones de mayor valor agregado, tanto 

por la falta de éxito en generar tecnología local31 como por las restricciones 

externas que generaban los procesos de industrialización en términos de 

importación de tecnología y bienes de capital. 

El mismo período significó la aceleración del incipiente milagro de Asia 

oriental, considerado a posteriori por la corriente principal de la economía 

como el fruto de una estrategia de apertura a los mercados internacionales de 

estos países, y en paralelo, se vislumbraron los síntomas cada vez más claros de 

un agotamiento del modelo de industrialización latinoamericana en la mayoría 

de los países de la región32. En particular, las dificultades se centraron en la ya 

citada transición de la llamada industrialización “fácil” a la “difícil”, es decir de 

la producción de bienes de consumo (de baja y media tecnología) a la 

producción de bienes intermedios y de capital y al fomento de las exportaciones 

manufacturadas, que permitieran obtener las divisas necesarias al proceso de 

crecimiento económico. Quizás las únicas parciales excepciones fueron los 

países más industrializados de la región, como Brasil, México y, en menor 

medida, Argentina. Por todas estas razones, proliferaron las críticas tanto desde 

la ‘derecha’ como de la ‘izquierda’ a las teorías de la modernización, incluso en 

su vertiente estructuralista, ya fuera desde una perspectiva neoclásica como 

desde las corrientes más heterodoxas de la economía. 

                                                
31Algunas excepciones se dieron en los países más desarrollados de la región, como Brasil y 
Argentina. 
32 En particular en la ya citada transición de la llamada industrialización “fácil” a la “difícil”, es 
decir a la producción de bienes de capital y a un crecimiento de las exportaciones 
manufacturadas, con la parcial excepción de Brasil y México. 
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1.4. Visiones conflictivas sobre el concepto de desarrollo en 

la transición hacia el neoliberalismo 

1.4.1. Las críticas a la teoría de la modernización desde la ciencia política 

Esta pérdida de confianza en la inexorabilidad del desarrollo se 

evidencia en las críticas a la teoría de la modernización que vienen de la ciencia 

política. En ese enfoque era implícita una correlación entre desarrollo 

económico y formación del Estado-nación, y su posterior evolución hacia las 

formas de la democracia liberal, considerando los dos procesos como 

mutuamente necesarios y suficientes. Otros autores en el ámbito de esa 

disciplina sostenían posturas similares. Ya Frank Sutton, en 1955, había 

señalado la diferenciación de las estructuras políticas en el pasaje de las 

sociedades agrícolas tradicionales a las sociedades industriales modernas (cit. 

en Huntington, 1971:286), concepto que fue reiterado por Almond (1960) al 

distinguir entre sistemas políticos desarrollados, subdesarrollados y en 

desarrollo. Por su parte, en su célebre estudio comparativo “El hombre político” 

a propósito de las bases de la democracia, Lipset (1963) mostraba cómo los 

procesos de modernización económica generaban las condiciones sociales 

necesarias a la consolidación y estabilidad democrática, en términos de niveles 

más elevados de urbanización, alfabetización e ingresos, entre otros. 

Respecto a estas posturas, otros autores criticaron, en primer lugar, la 

visión de la modernización como un proceso por etapas, global y 

homogeneizador, que conduciría a la convergencia de todos los sistemas 

políticos en dirección de un modelo ideal único. En segundo lugar, se objetó 

que existiera una correlación entre desarrollo económico, entendido como 

modernización, y el desarrollo político, entendido como democracia. 

Respecto al primer punto, Lucien Pye, por ejemplo, criticó el concepto de 

desarrollo político en la teoría de la modernización señalando que estaba 

afectado por las mismas falencias que el concepto de desarrollo económico, es 

decir, el carácter etnocéntrico, determinista y dicotómico. Al contrario, Pye 

consideraba que el desarrollo político consistía en un proceso no determinista y 
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conflictivo de construcción del Estado nación. Este proceso estaba caracterizado 

por la existencia de tensiones muy agudas entre las demandas crecientes de 

equidad (en términos de participación popular, igualdad frente a la ley y 

libertad de competir por los cargos públicos), el aumento de capacidad estatal 

(magnitud, eficiencia y eficacia de la acción estatal) y los procesos de 

diferenciación y especialización (división del trabajo y de funciones entre las 

estructuras políticas). En este sentido, los tres factores evolucionan en el tiempo 

con velocidades distintas lo que significa que ni el desarrollo es lineal, ni puede 

encasillarse en una sucesión de estadios bien identificados, sino que al contrario 

está caracterizado por una gama de problemas que pueden surgir separada o 

simultáneamente (Pye, 1965:5-6; 12-13). 

Por su parte, autores como Samuel Huntington (1972) atacaron la idea de 

que desarrollo político y económico se reforzaban mutuamente. Según este 

autor, al contrario, el equilibrio entre desarrollo socio-económico y orden social 

podía alcanzarse solo hasta el punto en que el crecimiento de la movilización 

social generado por las transformaciones económicas, tanto en términos de 

generación de nuevas fuerzas sociales como de incremento de la participación 

política, está compensado por un desarrollo adecuado de las instituciones 

políticas. En caso contrario, estas últimas no serían capaces de manejar el 

creciente nivel de demandas sociales que recae sobre ellas, lo que conduciría a 

inestabilidad, violencia y desorden político, o, como lo llama Huntington, al 

‘decaimiento político’ (‘political decay’) (Huntington, 1972)33. 

En la misma línea se sitúa Guillermo O’Donnell (1972), quién relaciona 

los acelerados procesos de modernización que vivieron algunos países de 

América Latina, entre ellos Brasil y Argentina, con la polarización política y, 

finalmente, el autoritarismo, a causa de la brecha que se abrió entre los procesos 

de diferenciación social que acompañaban la modernización y el retraso en la 

integración social de los grupos sociales que se incorporaban a los nuevos 
                                                
33 El propio Huntington participó a la redacción del informe “La Crisis de la Democracia. 
Reporte sobre la Gobernabilidad de las democracias”, publicado por la Comisión Trilateral, 
donde se sostenía una tesis similar (Crozier, Huntington y Watanuki, 1975). 
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procesos productivos. A esta brecha, se acompañó la distancia entre el 

desempeño decepcionante del régimen político democrático, y de la sociedad 

en general durante la crisis del modelo populista y el agotamiento del modelo 

de sustitución de importaciones (cfr. la sección 1.3.2), y las crecientes demandas 

políticas de la sociedad (activadas durante la etapa anterior de expansión 

económica) (O’Donnell, 1972:84-85). 

El autor sostiene que en estos dos países la movilización política, 

producida por la industrialización de las zonas urbanas, fue encauzada por el 

Estado en las experiencias del llamado populismo de Getulio Vargas y Juan 

Domingo Perón, en Brasil y Argentina respectivamente. Los trabajadores 

entraron a formar parte, aunque de manera subordinada, de una “alianza 

desarrollista” que combinaba nacionalismo e industrialización, para promover 

un crecimiento económico basado en la protección de la industria interna 

abastecida por recursos públicos y en el aumento del mercado interno de 

consumo a través de la incorporación de las clases populares urbanas Estas 

políticas recibían el apoyo naturalmente de los empresarios industriales, de una 

clase media urbana empleada cada vez más en el sector público, de los 

trabajadores obreros urbanos y de los militares. En el período sucesivo, 

“cuando los líderes populistas perdieron el gobierno, el sector popular quedó 

con un nivel mucho más alto y complejo de organización y con lealtades 

políticas cuyas difusas implicaciones ideológicas significaron, en años sin 

expansión económica, que los sectores más establecidos pudiesen temer su 

radicalización” (O’Donnell, 1972:69). 

Mientras la economía consiguió altos niveles de crecimiento, los partidos 

políticos al gobierno pudieron cooptar a los sectores populares con promesas de 

políticas distributivas y expansivas. Pero la alianza desarrollista se rompió 

cuando la inestabilidad y los menores niveles de crecimiento hicieron que los 

empresarios coincidiesen con la clase propietaria tradicional en considerar las 

demandas del sector popular como excesivas y dañinas para el proceso de 

acumulación de capital y una amenaza para el orden social existente (en 

términos de estructura de clases, distribución del poder político, alineación 
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internacional de esos países), provocando un consecuente proceso de 

polarización política (O’Donnell, 1972:80-81). 

El deterioro de las instituciones políticas participativas y los recursos 

declinantes de los gobiernos, en una época de inestabilidad económica, para 

hacer frente a una “saturación de demandas políticas”, se recrudece hasta 

alcanzar un estado de “empate” social que “impide la decisión e 

implementación consistente de cualquier política pública”, debilitando aun más 

el papel del gobierno y de las instituciones políticas (O’Donnell, 1972:86). Estos 

hechos estructurales explicarían el extenso apoyo brindado por las clases 

acomodadas a los golpes militares. La percepción de que la única solución para 

superar el impasse, era la exclusión política de los sectores populares, cuya 

activación y radicalización percibían como amenazadora, fue común no sólo a 

las clases altas sino también a las clases medias, perjudicadas por las crisis 

económicas, quienes entendieron los fallos del modelo económico como fallos 

en los regímenes democráticos formales, y apoyaron los proyectos militares de 

“restaurar la ley y el orden”. El aislamiento de las clases populares fue completo 

y su exclusión, por medio de la violencia de Estado, cuestión de tiempo 

(O’Donnell, 1972:82). 

1.4.2. Los ataques desde la izquierda a la modernización como desarrollo 

Regresando al ámbito más estricto de la economía del desarrollo, 

durante los años 60 empezaron a criticarse tanto los enfoques modernizadores 

como estructuralistas. Los elementos fundadores de éstas doctrinas fueron 

atacadas desde posiciones que se situaban a ambos lados del espectro 

ideológico. 

En un primer momento, recibieron un eco mayor las críticas al 

estructuralismo de la CEPAL provenientes de la ‘izquierda’ ideológica. Desde el 

marxismo se acusó a la CEPAL de proponer modificaciones sólo en la 

estructura productiva, sin referencia alguna a las relaciones de producción y a 

los vínculos de éstas con las fuerzas productivas. Los autores de lo que se llegó 

a llamar ‘escuela de la dependencia’ criticaron la ambigüedad de su cuadro 
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teórico y la falta de un análisis más profundo de la explotación de la periferia 

por parte del centro (Bustelo, 1998:193). Al contrario, reputaban necesario 

reintroducir en el análisis los factores políticos y sociológicos, identificar los 

actores relevantes y las fuerzas que operan en las sociedades dependientes y 

desvelar los objetivos que persiguen. En términos más positivos, era necesario 

reflexionar sobre cómo y bajo qué condiciones era posible superar una situación 

de dependencia (Cardoso, 1977). 

Un precursor de la escuela de la dependencia fue Paul A. Baran (1957), 

que en su trabajo ‘The Political Economy of Growth’ destacaba que no es una etapa 

previa al desarrollo sino un producto histórico del colonialismo y del 

imperialismo34. En este sentido la dependencia es el rasgo distintivo de los 

países capitalistas subdesarrollados. A su vez, la extracción del excedente de las 

economías subordinadas favoreció la acumulación de capital en las metrópolis e 

interfirió con el crecimiento natural de las áreas atrasadas. Por último, la única 

forma de salir del subdesarrollo es a través de la revolución anticapitalista (la 

construcción del socialismo) y la ruptura (la desconexión) de los lazos con el 

mercado capitalista mundial (Baran, 1957). 

Las teorías de la dependencia (años ’60-‘70) comparten la misma mirada 

global y holística respecto a la relación entre desarrollo y subdesarrollo desde 

una perspectiva latinoamericana. A partir del análisis histórico-estructural de la 

posición de los países del continente en el sistema capitalista mundial, llegan a 

la conclusión de que la región está marcada por una dominación de doble cara: 

una externa, fruto de la inserción en los flujos del comercio internacional, y una 

interna, regida por los intereses de las clases dominantes, fruto de la estructura 

interna de la economía (Rist, 2002:135). 

Respecto a la primera dimensión, se centra la atención en los 

mecanismos del comercio y las finanzas internacionales en conformar y 

perpetuar el subdesarrollo de la periferia. Sin embargo es la segunda dimensión 

                                                
34 Como afirmó G. A. Frank, y retomó José Luis Sampedro, desarrollo y subdesarrollo no son 
más que dos caras de la misma moneda (Sampedro y Berzosa, 1996). 
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la que explica la aceptación por parte de las élites dominantes de una inserción 

dependiente en el sistema internacional. Las clases dominantes asumen un 

papel subordinado a los modelos de pensamiento y consumo importados del 

exterior, no sólo por un retorno económico, sino también por el prestigio y 

poder político que se deriva de la relación privilegiada que instauran con los 

intereses de los países centrales, incorporados en las multinacionales, las 

agencias de desarrollo, los organismos financieros internacionales, 

etc.35(Todaro, 2000:90-94). 

En suma, el subdesarrollo sería un “fenómeno inducido por el exterior” 

de carácter estructural y persistente (Sunkel, 1970). En este contexto la 

industrialización asume un carácter “dependiente”, en el sentido que está 

caracterizada por la penetración del capital financiero y la tecnología del centro. 

El proceso de crecimiento económico que resulta de la industrialización 

dependiente está distorsionado y es sumamente desigual. La función del Estado 

reside en el mantenimiento del orden social en un contexto de desequilibrio 

permanente. La intervención del Estado es básica a la hora de sostener, manu 

militari cuando sea necesario, un modelo de desarrollo caracterizado por la 

“exclusión, la concentración de las rentas y la satisfacción de las necesidades de 

las capas favorecidas de la población” (F. H. Cardoso, cit. en Rist, 2003:136). 

En todo caso, la diversidad de posiciones dentro de la “escuela de la 

dependencia”, etiqueta, dicho sea de paso, que es rechazada por la mayoría de 

autores adscritos a la misma, es muy elevada. Gabriel Palma (1978) distingue 

por lo menos tres posturas en las teorías de la dependencia: i) un primer grupo, 

entre ellos André Gunder Frank y Samir Amin, se inspira directamente en la 

                                                
35 Una parte importante de la relación de dependencia reside en una subordinación intelectual 
de las clases dominantes al “asesoramiento erróneo e inapropiado proporcionado por 
bienintencionados, pero a menudo desinformados y etnocéntricamente sesgados, consejeros 
expertos internacionales de agencias de desarrollo nacionales de los países más desarrollados o 
de organizaciones internacionales de donantes. A su vez, la élite intelectual de los países en 
desarrollo reciben su educación y su primera experiencia profesional en instituciones 
conducidas desde los países más desarrollados, donde les viene despachada 
imperceptiblemente una dosis no saludable de conceptos ajenos y elegantes, pero inaplicables, 
modelos teóricos” (Todaro, 2000:94, trad. propia). 
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obra de Baran y niega la posibilidad misma de desarrollo en la periferia 

capitalista, a menos que se den estrategias revolucionarias o de desconexión del 

sistema internacional; ii) un segundo grupo forjado en la CEPAL, como Celso 

Furtado o Osvaldo Sunkel, critican la tesis del estancamiento inevitable de las 

economías subdesarrolladas, pero expresan su pesimismo sobre las 

posibilidades reales de un desarrollo nacional autónomo y no dependiente36; iii) 

por último, autores como Fernando Henrique Cardoso y Enzo Faletto 

consideraban que la dependencia no hace imposible el desarrollo de la periferia 

sino que lo condiciona al punto de generar contradicciones y desigualdades 

sociales y económicas especificas del capitalismo periférico, lo que llaman 

‘desarrollo dependiente’ (Palma, 1978:899-911). 

Éste último enfoque conseguía explicar cómo las más recientes 

transformaciones del capitalismo mundial, en particular el peso creciente de las 

multinacionales en los flujos económicos mundiales, influirían sobre la relación 

entre centro y periferia. Los fenómenos de a progresiva deslocalización de la 

producción industrial hacia la periferia en razón de la política empresarial de 

las multinacionales, y el concomitante aumento de los movimientos de capital 

en ambas direcciones, ya que a cada inversión corresponde un flujo financiero 

hacia la “casa madre”, comenzaron a modificar las relaciones de dependencia 

en una dirección novedosa. En el nuevo escenario, industrialización y 

autonomía nacional no eran dimensiones de un mismo proceso histórico de 

desarrollo; de hecho, la primera podía bien darse sin la segunda. De esta forma 

podía generarse un proceso de elevado crecimiento económico darse en la 

periferia, aunque bajo las pautas de un desarrollo capitalista dependiente de las 

decisiones tomadas en el centro y de las tecnologías y las cadenas productivas 

manejadas por el capital extranjero (Palma, 1978:909). 

                                                
36 En su análisis, el desarrollo latinoamericano se caracterizaba por la desnacionalización y no 
por el creciente control nacional; por los problemas crecientes en la balanza de pagos; por el 
empeoramiento de la distribución de la renta y del desempleo, por el sesgo industrial en vez de 
la diversificación. 
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En resumidas cuentas, esta perspectiva permite vislumbrar la interacción 

entre grupos de interés internos y externos a la hora de influir sobre la toma de 

decisiones de política económica. En palabras de Cardoso y Faletto, se trata de 

cómo “a lo largo de la historia de América Latina, diferentes sectores de las 

clases locales se aliaron o entraron en conflicto con los intereses extranjeros, 

organizaron diferentes formas de Estado, sostuvieron distintas ideologías o 

intentaron implementar diferentes políticas o definieron estrategias alternativas 

para manejar los desafíos imperialistas” (cit. en Palma, 1978:910). 

Entre las críticas que se hicieron a las teorías de la dependencia, debe 

señalarse la ambigüedad del término dependencia y su indefinición: muchas de 

las características que se atribuyen a la dependencia son en realidad rasgos 

propios del capitalismo, en particular en sus primeras fases de desarrollo, como 

podría verse en los países de reciente industrialización, como en la Europa del 

sur (Lall, 1975). De hecho, puede decirse, desde una perspectiva post-

desarrollista (cfr. 1.7.2), que la escuela de la dependencia constituye una 

“notable crítica interna al sistema occidental, pero no consigue hacer una crítica 

del sistema occidental. El ‘desarrollo de las fuerzas productivas’ es el objetivo 

[…] aunque los beneficios de tal operación no se distribuyen a las mismas 

clases” (Rist, 2003:139-141). En otras palabras, las teorías de la dependencia no 

logran cuestionar los presupuestos fundamentales del sistema que pretenden 

criticar. Quizás por esa razón, no llegan a presentar una propuesta o solución 

de transformación, que no pase por la vía revolucionaria. 

1.4.3. La cuestión del desarrollo en las organizaciones internacionales: 

enfoques excéntricos 

En la misma época, el debate que se daba en las organizaciones 

internacionales pasó a incluir preocupaciones de carácter social, en el que la 

mejora del bienestar de las poblaciones de los países pobres pasaba a tener un 

valor propio al lado de las usuales metas centradas en el crecimiento 

económico. 
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Un ejemplo que resume bien el clima de la época son las palabras del 

director del Instituto de Estudios para el Desarrollo de la Universidad de 

Sussex, Dudley Seers en su discurso de apertura de la 11º Conferencia Mundial 

de la Sociedad Mundial para el Desarrollo de 1969:  

“Las preguntas que hay que hacerse sobre el desarrollo de un país son, por tanto, las 

siguientes: ¿qué ha ocurrido con la pobreza? ¿Qué ha ocurrido con el desempleo? ¿Qué 

ha ocurrido con la desigualdad? Si todos esos tres problemas se han hecho menos graves, 

entonces se ha registrado sin duda un período de desarrollo en el país en cuestión. Si 

una o dos de esas cuestiones centrales han empeorado, y especialmente si lo han hecho 

las tres, sería muy extraño llamar “desarrollo” al resultado, incluso si la renta per 

cápita ha crecido mucho.” (cit. en Bustelo 1998:146). 

Un discurso con estas características se hacía eco en la literatura crítica 

con las teorías de la modernización al subrayar la distinción entre desarrollo y 

crecimiento económico, sobre la base de valores éticos centrados en el bienestar 

de los más pobres. De hecho los dos conceptos podían alejarse de manera 

notable toda vez que se registrara una desigualdad creciente en la distribución 

de los beneficios del crecimiento; un incremento insuficiente del gasto social, a 

menudo acompañado por un aumento de los gastos improductivos, entre ellos 

los militares; un nivel insuficiente en la creación de empleo que no llegara a 

cubrir el crecimiento de la población, en particular la urbana; y, por último, una 

pérdida del control nacional sobre los recursos políticos, sociales y culturales 

(Palma 1978:908). 

Sin embargo, las resistencias políticas en el ámbito de las organizaciones 

internacionales hicieron que el discurso oficial se hiciera eco de las 

preocupaciones sociales, pero en el marco de propuestas menos radicales y 

ambiciosas. El énfasis fue dirigido a combatir la pobreza, ya que atacar ese 

problema era mucho menos conflictivo que proponer políticas redistributivas. 

Con este espíritu, el presidente del Banco Mundial, Robert McNamara 

reconocía el alto nivel de desigualdad presente en los países subdesarrollados y 

que el enfoque centrado en el crecimiento económico había favorecido a las 

capas más acomodadas. Pese a esta constatación, la clave del desarrollo no 
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residía en una redistribución de la renta que, se entendía, habría reducido las 

perspectivas de crecimiento, sino en incrementar el potencial productivo de las 

personas más pobres, lo que derivaría en un reparto más equitativo de los 

frutos del crecimiento (McNamara 1973:6-8, 10). 

En opinión de McNamara, debía reconocerse la insuficiencia de los 

indicadores disponibles, en particular el PIB, para medir el cumplimento de las 

múltiples metas del desarrollo. No obstante, sus propuestas no se alejaban de 

los derroteros tradicionales, ya que los indicadores de pobreza utilizados por el 

Banco Mundial eran de tipo exclusivamente monetario. No obstante, en 

términos prácticos, si hubo un cambio sustancial de enfoque en las 

organizaciones internacionales dedicadas al desarrollo. Se abandonó la 

financiación de grandes proyectos en infraestructuras, inspirados por las teorías 

de la modernización, a favor de proyectos de medias y pequeñas dimensiones, 

en particular en las zonas rurales, donde se concentran la mayor parte de los 

pobres, según la nueva filosofía de acción del Banco. Para esta tarea se llamó a 

la contribución de los países más ricos, cuya responsabilidad en el asunto de la 

pobreza fue enfatizada (McNamara 1973:11-12, 26-28).  

Fue esa una época en la que, incluso en el mismo Banco Mundial, 

tuvieron lugar, todavía por algún tiempo, preposiciones alternativas al discurso 

oficial. En 1974, el Centro de Investigación sobre Desarrollo del Banco publicaba 

el estudio de dirigido por Hollis B. Chenery (1974), “Redistribution with Growth” 

(Redistribución con crecimiento). Los autores aceptaban que el crecimiento 

económico era una condición necesaria para erradicar la pobreza absoluta, pero 

al mismo tiempo advertían que las políticas instrumentadas hasta el momento 

reforzaban las tendencias hacia una distribución de la renta más desigual, 

especialmente en los casos en los que se partía de una situación inicial muy 

desigual. Desde una posición reformista y pragmática, los autores proponían 

una redistribución incremental, es decir, la instauración de políticas fiscales que 

permitieran redistribuir los frutos del crecimiento, desestimando políticas 

redistributivas más agresivas. En palabras simples, su propuesta no consistía en 
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repartir la tarta en su totalidad, sino en distribuir de forma menos desigual el 

crecimiento de la misma. 

 No obstante, esta estrategia distributiva fue criticada por su escasa 

incidencia concreta en la distribución de los ingresos, ya que las propuestas 

reformistas no atacaban a la raíz de la cuestión de la desigualdad, como la 

reforma agraria y la redistribución de los activos patrimoniales (Leys, 1975). 

Además, las reformas fiscales con carácter progresivo constituirían siempre un 

tipo de reforma de difícil implementación en muchos casos, como queda 

demostrado por la estructura tributaria de los países latinoamericanos. 

En el ámbito de las organizaciones internacionales no financieras, se 

promovieron objetivos de bienestar a través de enfoques no ortodoxos, 

entendiendo la visión ortodoxa como la incorporada en las estrategias que 

perseguían la maximización del crecimiento económico, tanto en las economías 

de mercado como en las planificadas. Es evidente que estos casos la capacidad 

de persuasión de estas entidades no estaba acompañada por un poder de 

influencia económica sino que apuntaba a modificar el marco de referencia del 

debate sobre el desarrollo. 

Entre los aportes más influyentes al respecto, debe recordarse el enfoque 

de las necesidades básicas, promovido por la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT), definidas como las categorías de bienes y servicios que permiten 

alcanzar un nivel de vida mínimo, al que toda sociedad debe aspirar para los 

grupos más pobres37(OIT, 1976). Naturalmente este enfoque se nutría de las 

discusiones coevas sobre la justicia social y la prioridad que debería asignarse a 

los estratos menos acomodados de la población (cfr. 2.4). En los años siguientes 

escribieron sobre el tema autores tales como Paul Streeten, Amartya Sen, Hans 

Singer o Richard Jolly. 

                                                
37 La OIT define cuatro categorías de necesidades básicas: 1) el consumo alimentario, la vivienda 
y el vestido para tener un nivel de vida digno; 2) el acceso a servicios públicos de educación, 
sanidad, transporte, agua potable y alcantarillado; 3) la posibilidad de tener un empleo 
adecuadamente remunerado; 4) el derecho a participar en las decisiones que afectan a la forma 
de vida de la gente y a vivir en un medio ambiente sano, humano y satisfactorio (OIT, 1976). 
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Los trabajos de estos autores, en particular el concepto de capacidades 

de Sen (cfr. 2.4.4), inspirarían o contribuirían directamente al nacimiento de uno 

de los enfoques más influyentes en el debate internacional, el de desarrollo 

humano, propuesto desde principios de los años 90 por parte del PNUD 

(Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo). El concepto de desarrollo 

humano se define como el proceso por el cual son ampliadas las posibilidades 

de elección de las personas sobre qué dirección dar a su propia vida. Los 

recursos económicos son una de las bases de las capacidades humanas pero no 

son los únicos: igualmente importantes son disfrutar de una vida prolongada y 

saludable, tener acceso a servicios educativos y bienes culturales necesarios 

para gozar de una vida plena, tener una vivienda y vivir en un hábitat que 

permita alcanzar una calidad de vida decente, y general garantizar la 

posibilidad efectiva de perseguir las oportunidades de realización personal y 

participar en las decisiones que afectan sus vidas y la comunidad donde viven 

(PNUD 1990:9). 

En el marco de este enfoque, el PNUD propuso la utilización del índice 

de desarrollo humano, un índice que integraba al crecimiento económico junto 

a otras dimensiones (salud y educación). Este índice constituyó una piedra 

miliar en la superación de una visión sobre el desarrollo centrada en 

indicadores puramente económicos, basados en el PIB, al demostrar la 

legitimidad de promover enfoques alternativos. Publicado periódicamente en 

los Informes sobre desarrollo humano de esta organización, este índice expresa 

el mensaje sustancial de este enfoque, es decir, la necesidad de considerar las 

múltiples dimensiones del desarrollo. Además, por su modalidad de 

construcción, promueve la necesidad de priorizar las inversiones en capital 

humano, es decir, en aquellos elementos que influyen sobre la capacidad 

productiva de las personas, como su salud, sus habilidades y conocimientos, 

etc., dimensiones que son expresamente captadas por el índice de desarrollo 

humano (Griffin y McKinley, 1992). 
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1.4.4. La revancha de la visión liberal y el neoliberalismo como paradigma 

dominante en el debate sobre el desarrollo 

La visión del desarrollo predominante, difundida por las organizaciones 

financieras internacionales sobre las que está edificado el sistema de relaciones 

económicas internacionales, tomó un giro muy alejado de estos enfoques 

pluralistas, para reafirmar una visión unidimensional enfocada al crecimiento 

económico. La vía maestra para perseguir esa meta eran las recetas 

tradicionales de inspiración liberal en lo político y neoclásica en lo económico, 

que pueden resumirse en la promoción en todos los ámbitos del libre mercado 

autorregulado. El nuevo auge político del paradigma neoclásico, que a partir de 

la gran depresión había tenido que convivir con las teorías keynesianas, sigue a 

la crisis del sistema de Bretón Woods a principios de los ’70 y al escaso éxito del 

manejo de la demanda efectiva y la gestión macroeconómica, nacida de la 

posguerra, frente a la estanflación sufrida por los países desarrollados. El 

declive de la hegemonía keynesiana en las ciencias económicas se había gestado 

ya en años anteriores gracias a la influencia de numerosos autores que, bajo la 

etiqueta política (posterior) de “neoliberales”, pasaron a dominar no sólo la 

academia, sino también el debate sobre la política económica, y a marcar la 

agenda internacional sobre el desarrollo (cfr. la sección 1.8.3, dedicada a la crisis 

de la deuda). 

Hasta finales de los años 60, como se ha visto, las posturas neoliberales 

representaban una minoría tanto en la disciplina de la economía del desarrollo 

como en las organizaciones internacionales dedicadas a proporcionar ayuda 

económica y asesoría técnica a los países en vías de desarrollo. El programa 

neoliberal que promovía reformas a favor del libre mercado auto-regulado y 

contra la regulación e intervención del Estado se fue asentando en primer lugar 

en los centros de producción científica para luego ser alzado por los gobiernos 

de los partidos conservadores en los países más desarrollados. En este sentido 

se habla de “neoliberal” como de una etiqueta política, en el sentido de 

identificar a un proyecto político de implementación de los principios de la 

teoría neoclásica en los sistemas económicos, tanto los nacionales como el 
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internacional, por medio del desmantelamiento progresivo de las instituciones 

de regulación nacidas al calor de la gran depresión y la segunda guerra 

mundial. 

La influencia de autores como Friedman y von Hayek (cfr. 2.4.1) se fue 

irradiando a partir de un número limitado de centros académicos (por ejemplo 

la universidad de Chicago) y think tanks hasta dominar la disciplina económica 

a lo largo de la década de los 7038. El triunfo político de los conservadores 

Ronald Reagan y Margareth Thatcher en Estados Unidos y Reino Unido marcó 

entonces el cambio de paradigma dominante también a nivel de política 

económica de los países desarrollados. La progresiva liberalización de los 

movimientos de capital y los mercados de divisas en los años 70 (véase 1.8.1) 

significó que a partir de entonces las desviaciones de la política económica de la 

nueva ortodoxia serían castigadas por los mercados, bajo forma de fugas de 

capitales y devaluaciones, como demostró la experiencia fallida del programa 

de reactivación económica de la primera presidencia de François Mitterrand 

(Rodrik, 2011:122). Como le gustaba afirmar a la primer ministro inglesa 

Thatcher en esos años, no había alternativa al modelo neoliberal (“there is no 

alternative”39). 

A través de la influencia que los países más ricos tienen sobre las 

organizaciones financieras internacionales como el FMI y el Banco Mundial este 

cambio de paradigma fue paulatinamente impuesto a las economías en vías de 

desarrollo, toda vez que requirieran de la asistencia de estas entidades. Este fue 

el caso de las reformas estructurales impulsadas en América Latina en 

respuesta a la crisis de la deuda (ver sección 1.8.4). Debe decirse que los 

                                                
38 Desde el punto de vista del manejo de la política económica, las teorías de Friedman reciben 
comúnmente el nombre de monetaristas, en el sentido de que este autor considera que las 
desviaciones de una economía del equilibrio son fenómenos puramente monetarios, causados 
por la arbitrariedad de la creación de la base monetaria. Friedman aboga por lo tanto por el 
control de la creación de la base monetaria como instrumento para combatir la inflación. 
39 Cfr. el discurso de Margareth Thatcher del 25 de junio de 1980. El colapso de la alternativa 
soviética y sus satélites no hizo sino reforzar esta convicción, tanto entre partidarios como 
críticos. Se recordará que incluso se llegó a hablar de fin de la historia, en el sentido de que la 
humanidad había alcanzado su forma de desarrollo más avanzado con la democracia liberal y 
capitalista (véase por ejemplo Fukuyama, 1992). 
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prolegómenos de estas reformas de inspiración neoliberal fueron vividos por la 

región latinoamericana incluso antes de su afirmación en los países centrales, de 

la mano de los gobiernos militares de la época, especialmente en el caso de la 

dictadura de Pinochet en Chile, pero también en la Argentina de después del 

golpe de 1976 (véase el vívido relato que de ello hace Klein, 2007). 

¿Desde qué bases teóricas se fue constituyendo la hegemonía neoliberal 

en la economía del desarrollo? La lucha por afirmar su superioridad científica 

partió de un ataque general al papel del Estado en la gestión de la economía. 

Los autores contrarios al intervencionismo estatal atacaron en una primera fase 

las políticas de substitución de importaciones, en particular, por sus efectos de 

distorsión de los mercados y por la de rentas de posición vinculadas al 

proteccionismo mismo. Las políticas comerciales de tipo proteccionista 

derivaban en decisiones político-administrativas que garantizaban el acceso a 

los mercados locales de importación solo a un número limitado de agentes (cfr. 

1.2.1 para un análisis de las consecuencias más generales del proteccionismo). 

Este hecho, daba lugar a que los agentes económicos estuvieran dispuestos a 

invertir recursos en toda actividad que pudiera influir sobre las decisiones de 

política comercial relativas por ejemplo a la asignación de las licencias o de 

cuotas de importación. El repertorio de actividades incluía financiación de 

partidos o de carreras políticas, fabricación de consenso en los medios de 

comunicación, lobbying de representantes electos o incluso corrupción de 

funcionarios. 

En términos más generales, estas actividades de rent-seeking (búsqueda 

de rentas) emergerían de forma natural toda vez que la distribución de recursos 

económicos dependiera de una toma de decisión de carácter político y no 

puramente técnico, es decir, con un cierto grado de arbitrariedad. Los 

incentivos para emprender acciones de este tipo serían más elevados cuanto 

más se concentrara el beneficio de la intervención en pocos actores, mientras su 

coste incidiera sobre una platea más amplia. Una licencia de importación 

favorece por ejemplo un número reducido de importadores, que pueden 

obtener un beneficio más alto en un mercado protegido, pero perjudica a la 
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totalidad de consumidores que tienen que aceptar un precio más alto por ese 

producto40. 

La lucha por la obtención de rentas de posición es una fuente de 

ineficiencia económica, ya que las decisiones políticas no favorecerían los más 

aptos sino los que más han invertido en actividades de este tipo, algunas hasta 

ilegales, como también de gastos improductivos, desviando fondos de la 

inversión productiva hacia el rent-seeking41. 

El toque de atención respecto a “los fallos del gobierno” abrió paso, sin 

duda, a un fértil filón de análisis, más allá de que sus resultados teóricos fueran 

utilizados en contraposición ideológica a los “fallos de mercado”. El artificio 

retórico utilizado fue presentar una ponderación continua de las dos fuentes de 

distorsión del mercado competitivo en términos de eficiencia, bajo el supuesto 

obvio de que a mayor eficiencia mayor bienestar colectivo. Los autores 

inspirados por ideologías neoliberales pusieron en general un énfasis mayor en 

los problemas de la acción pública, para demostrar que el Estado no era un 

buen sustituto del mercado, ni siquiera en ese número reducido de casos en los 

que las instituciones de mercado producían con evidencia, reconocida por el 

consenso de la disciplina, resultados inapropiados o nocivos para los intereses 

de la mayoría. 

Las críticas a la acción del Estado fueron sistematizadas por la llamada 

escuela de la ‘elección pública’. Según uno de sus más destacados 

representantes, el premio Nobel de economía James M. Buchanan (2005), en 

resumidas cuentas, lo que este programa de investigación persigue demostrar 

es que la acción del poder público está destinada a fracasar en su objetivo de 

promover el interés común y que la causa radica en la naturaleza propia de los 

seres humanos. El móvil del comportamiento humano no cambia por situarse 

una persona en un puesto del sector público. Como es general en el ser 

                                                
40 Las dificultades que tendrían en este caso los consumidores para coordinar una acción 
colectiva y contrarrestar las políticas que los perjudican fueron evidenciadas por Olson (1971). 
41 Cfr. entre otros, Little, Scitovsky, y Scott (1970); Balassa (1971) y Krueger (1974). 
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humano, los agentes que pertenecen al sector público, a todos los niveles de las 

instituciones estatales o políticas, persiguen de forma primaria y egoísta sus 

objetivos racionales, de la misma manera que lo hacen los agentes privados que 

actúan en el mercado. 

La diferencia respecto a la situación de mercado, es que el tipo de bien 

que viene intercambiado en el sector público toma la forma de poder decisorio, 

en virtud de la asunción de un determinado cargo público, sea electivo o no. La 

meta de los actores públicos es por lo tanto la obtención de la mayor cantidad 

posible de poder. Naturalmente, el poder puede ser intercambiado por otras 

tipologías de recursos materiales o inmateriales que les reporten beneficio, tales 

como la riqueza, el prestigio o reconocimiento, etc. 

Otra diferencia reside en que las decisiones públicas se traducen en una 

transferencia de recursos entre individuos o grupos sociales. En otras palabras, 

en toda decisión política opera, en alguna medida, una redistribución de tipo 

‘suma cero’ que, beneficiando a una parte, perjudica otra. En el caso de los 

intercambios que tienen lugar en el mercado, todas las partes contrayentes 

resultan favorecidas por definición, tratándose de relaciones contractuales de 

tipo privado y voluntario, ya que de lo contrario no habrían aceptado la 

transacción en primer lugar42. 

Cómo señala Buchanan, en el centro de la escuela de la elección pública 

se sitúan por lo tanto los principios del individualismo metodológico, es decir, 

un análisis de las dinámicas sociales asentada sobre los comportamientos 

individuales; la elección racional como base de explicación del comportamiento 

humano; y una visión de la política como intercambio, construida en analogía 

con el intercambio de mercado (Buchanan, 2005:204). Se trata de principios 

análogos a los del análisis económico ortodoxo lo que permite que los 

instrumentos teóricos de la teoría neoclásica puedan tomarse para modelar el 

comportamiento de los actores políticos. 

                                                
42 El hecho que las relaciones contractuales privadas escondan relaciones sociales de poder no 
está contemplado por esta teoría. 
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Estas son las bases sobre las cuales la escuela de la elección pública llega 

a contestar (en el dúplice sentido de responder y oponerse) a una serie de 

cuestiones políticas relativas a las dimensiones óptimas del Estado y a los 

efectos de la regulación e intervención directa en el sistema económico43. Entre 

otras, por qué “una vez establecidas, las burocracias tienden a crecer 

aparentemente sin límites [...]; por qué parecía haber una relación directa entre 

el tamaño total del gobierno y la inversión en esfuerzos para asegurarse 

concesiones especiales del gobierno; por qué el sistema impositivo se 

caracteriza por un creciente número de créditos especiales, excepciones y 

cláusulas de escape; por qué es tan difícil garantizar el equilibrio 

presupuestario; por qué sectores situados estratégicamente logran protección 

arancelaria” (Buchanan, 2005:219). 

Podría objetarse que en la balanza entre fallos públicos y de mercado se 

presupone la existencia tanto de las instituciones estatales como las de mercado. 

Esta suposición no se da plenamente en el caso de muchos países en vías de 

desarrollo. Es posible que en esos ámbitos las críticas de la escuela de la elección 

pública tengan un menor grado de validez. En esos contextos se desarrollan 

procesos paralelos y tortuosos de construcción de las instituciones de mercado 

y de las instituciones del Estado, cuya interacción debe estudiarse caso por caso. 

Sin embargo, prevaleció una mirada crítica de tipo universal y global a la acción 

del Estado y un ensalzamiento de las propiedades de autorregulación de los 

mercados, como se refleja en las recomendaciones y en las condicionalidades 

impuestas por el FMI (véase más abajo, 1.4.5). 

A modo de ejemplo, y fuera de la escuela de la elección pública, puede 

recordarse el trabajo de Peter T. Bauer, quién en años anteriores criticó in toto la 

intervención del Estado en la economía. Sobre la base de estudios de campo en 

                                                
43 Aunque afirme la neutralidad científica de la escuela de la elección pública, el propio 
Buchanan señala su importancia en la lucha contra la idealización “socialista” de la política, que 
a su decir dominaba entre los científicos sociales y los filósofos a mediados del siglo XX 
(Buchanan, 2005:214). Es decir, el propio autor admite el valor ideológico de sus teorías en el 
debate de ideas que se libró en esa época entre los fautores de visiones alternativas del papel del 
Estado en la economía. 
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Malasia y en África Occidental, Bauer afirmaba que el libre mercado funcionaba 

de forma eficiente tanto en los países en desarrollo como en los países más 

desarrollados, sobre la misma base de racionalidad de los actores económicos44. 

Por esta razón, la promoción del libre comercio y de la libre iniciativa privada 

aportaba muchos beneficios a esos países. De hecho las zonas del llamado 

‘tercer mundo’ que más habían entrado en contacto con los países desarrollados 

eran precisamente las más avanzadas. Al contrario, el impacto más negativo del 

colonialismo había sido la implantación de burocracias extensas y de un 

entramado de regulaciones económicas, lo que había significado la sustitución 

de las reducidas instituciones estatales preexistentes (Bauer, 1981). 

Para resumir cuanto se ha dicho hasta el momento, las teorías inspiradas 

en el pensamiento liberal consideraban que la intervención del Estado no 

curaba las distorsiones y los fallos del mercado, sino que creaba nuevas 

distorsiones y era fuente de nuevas ineficiencias. En este sentido, la excesiva 

intervención del Estado en la sociedad era el principal obstáculo para el 

desarrollo. Era desde este punto de vista que se criticaban las recetas de las 

teorías de la modernización, ya que asignaban un papel determinante al Estado 

en la promoción de las inversiones en capital físico y la coordinación de los 

actores privados necesarios al despegue. Ni hablar de la opinión sobre el 

estructuralismo y su propuesta de planificación del desarrollo por medio de 

una política comercial e industrial de Estado, una postura considerada 

equivocada y contraproducente para el desarrollo de un país. 

Es a partir de estas críticas, que la producción académica contraria al 

intervencionismo fue germinando en los años 60 y se fue haciendo 

predominante en los 70, en reacción tanto a los problemas ya señalados en las 

estrategias de crecimiento en los países en vías de desarrollo como por la 

                                                
44 La posición de Bauer se ponía en contraste con una larga tradición que atribuía otro tipo de 
racionalidades, no económicas, a las sociedades humanas, en particular las precapitalistas. 
Ejemplos de esta línea son el clásico “Ensayo sobre el don” escrito por Marcel Mauss en 1924 o 
el estudio de la sociedad argelina efectuado por Pierre Bourdieu a finales de los años 50. 
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interrupción brusca del ciclo virtuoso keynesiano en los países desarrollados45. 

La opinión expresada en 1976 por Charles Schultze, consejero económico del 

Presidente de EEUU James Carter, es bien representativa del cambio de 

paradigma “hace diez años, el Estado era considerado, en general, como un 

instrumento para resolver problemas; hoy para numerosas personas, el 

problema es el Estado en sí mismo” (cit. en Rosanvallon, 1995:69). 

El nuevo paradigma reafirmaba la tradicional confianza liberal en el 

papel beneficioso de los mercados. Las recetas que derivaban de esa perspectiva 

apuntaban a la liberalización y desregulación de los mercados y la apertura de 

las economías al comercio y a los flujos internacionales de capital46. En 

particular, se criticaban las intervenciones directas del Estado en el sistema 

productivo, por lo que se aconsejaba la privatización de las empresas públicas, 

consideradas en general ineficientes y una fuente importante de déficit fiscal. La 

dimensión y las funciones del Estado debían reducirse al mínimo, es decir, a la 

forma del Estado liberal clásico, y las cuentas públicas debían mantenerse en 

equilibrio para no desplazar a las inversiones privadas. El manejo 

macroeconómico de la economía al estilo keynesiano era considerado 

contraproducente en el mediano y largo plazo. 

Según esta visión, el fracaso de las estrategias estado-céntricas 

impulsadas por los países en desarrollo habría dependido de la ineficacia de la 

acción pública, del exceso de intervención y regulación de los mercados, de la 

incapacidad de captar los beneficios de la apertura a los flujos internacionales, 

todos ellos elementos que han conducido a un bajo nivel de crecimiento de la 

productividad y un bajo grado de innovación tecnológica. En el caso de 

América Latina, los modelos de substitución de importaciones quedaron 

                                                
45 El debate metodológico fue marcado, de manera paralela, por la preponderancia en el ámbito 
de todas las ciencias sociales de la teoría de la elección racional y de las técnicas cuantitativas 
prestadas por el análisis económico en el marco de una perspectiva positivista. 
46 Según las teorías neoclásicas del comercio internacional, el factor capital fluye de los países 
más ricos a los más pobres en busca de mayores rendimientos. Obstaculizar ese flujo conlleva 
por lo tanto, en las economías cerradas, a una menor acumulación de capital, es decir a un 
menor crecimiento económico (Todaro 2000:96). 
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especialmente desprestigiados, a raíz de la crisis de la deuda de principios de 

los 80, y por la persistencia de los males del desarrollo que afligían a la región 

latinoamericana, tales como pobreza, desigualdad y el decaimiento de los 

recursos naturales (cfr. 1.8). Los problemas de financiación que derivaron de 

aquella crisis otorgaron una influencia decisiva a las organizaciones financieras 

internacionales sobre la agenda de los países rescatados, y era desde el poder de 

esas organizaciones que el paradigma dominante y su recetario de políticas 

económicas se irradiaban con mayor fuerza. 

Naturalmente, pese a lo que se ha dicho hasta el momento, debe 

matizarse que los autores de ideas ‘neoliberales’ se posicionaban, como es 

natural, de manera más o menos radical respecto a la aplicación práctica de sus 

teorías. Para los partidarios más beligerantes del laissez faire (como Bauer) no 

sólo había que eliminar las distorsiones exógenas provocadas por la 

intervención pública, sino no que se debía interferir de ninguna manera en las 

distorsiones endógenas autogeneradas por las instituciones de mercado. Todo 

intento de corregir los fallos de mercado era, según esta perspectiva, 

contraproducente. 

Otros economistas, como los ya citados Balassa y Krueger, admitían, en 

cambio, la necesidad de contrarrestar algunas distorsiones endógenas mediante 

una intervención gubernamental bien calibrada. Esto era verdad en particular 

en aquellos contextos en que las instituciones de mercado no se habían 

desarrollado de forma completa, como en los países en vías de desarrollo. En 

estos casos, la intervención pública era necesaria precisamente para crear las 

instituciones de mercado allá donde no estaban establecidas. Fue esta versión 

del pensamiento neoliberal más conciliadora con la realidad, o por lo menos 

más pragmática, la que adquirió un peso dominante en la disciplina de la 

economía del desarrollo, como se verá a continuación. 
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1.4.5. La fase hegemónica del pensamiento único: el consenso de 

Washington 

Esta posición menos radical era compartida por el llamado enfoque 

“favorable al mercado” (‘market friendly’), cristalizado en los informes sobre el 

desarrollo del Banco Mundial (‘World Development Report’), en los que se 

reconocía que la intervención pública cumplía una función de soporte de los 

mercados en los países menos desarrollados. Se concordaba con la idea de que 

en estos países los fallos de mercado son más frecuentes, bajo la forma de 

mercados incompletos, externalidades, información asimétrica e incompleta, 

etc. Por estas razones, confiar toda asignación de recursos simplemente a los 

mecanismos de mercado no permitiría alcanzar el mejor resultado en términos 

ni económicos ni sociales. 

Como recoge Williamson (1990), este tipo de perspectiva se volvió 

dominante en los centros de gestión política de la ayuda al desarrollo, situados 

en su mayoría en la capital de Estados unidos, a partir de lo cual se popularizó 

la expresión ‘Washington Consensus’, para indicar el paquete de reformas 

estructurales impulsadas por los organismos financieros internacionales como 

contrapartida para obtener asistencia. Los países receptores, en muchos casos 

faltos de divisas y excluidos del circuito crediticio internacional, acudían a estos 

foros para obtener ayudas para la refinanciación de su deuda externa con paga 

capacidad de negociación. Aunque en los años posteriores esta expresión pasó a 

indicar la unidimensionalidad de la receta impuesta por igual a países de todas 

las latitudes, con indiferencia del contexto específico, Williamson atacó la 

equiparación popular entre su visión y la del ‘fundamentalismo de mercado’. 

Williamson considera al contrario que los actores políticos de estos organismos 

internacionales reconocen un papel al Estado, especialmente en la regulación de 

los flujos financieros. Además reconocerían, en opinión de este autor, la 

necesidad de lograr un cierto nivel de redistribución de la renta, si se quiere 

perseguir el objetivo de la reducción de la pobreza junto con la meta de 

promover el crecimiento económico (Williamson 2000:257). 



 
89

Esta óptica ‘market friendly’ pero ‘poverty focused’, es decir, amiga del 

mercado pero enfocada a la lucha contra la pobreza, caracterizó en principio a 

las políticas de ajuste impulsadas en el marco de la condicionalidad de los 

préstamos inducidos por el FMI. Se utiliza la expresión “inducidos” ya que la 

mayoría de la ayuda al desarrollo se canaliza a aquellos países que mantengan 

relaciones formales con el Banco Mundial y el FMI. Aunque se persiguieron con 

mayor ahínco las reformas estructurales de austeridad fiscal y liberalización 

económica, se promovieron en paralelo las políticas de lucha a la pobreza, 

focalizadas a paliar los costos sociales de las reformas y mejorar su 

aceptabilidad política. En el corto plazo, las reformas provocarían una serie de 

costos, en términos de pobreza y desempleo, a causa del necesario reajuste de 

recursos humanos y físicos entre sectores económicos, que si no eran 

compensados con ayudas específicas, perjudicarían el proceso reformador en el 

largo plazo, ya que minarían el consenso de la sociedad hacia el mismo proceso 

reformador. El discurso implícito en esta visión era que las recetas eran las 

adecuadas para garantizar en el largo plazo un crecimiento económico 

sustentable, que habría beneficiado al conjunto de la sociedad, incluidos los 

afectados por la fase inicial de las reformas. A favor de estos últimos era 

necesario implementar políticas paliativas de corto plazo (cfr. Rodrik, 1996). El 

hecho es que los años 1990 y 2000 han registrado una sucesión de crisis 

financieras y económicas ligadas a la libre circulación de capitales, que ha 

provocado que la promesa de desarrollo en el largo plazo ligada a las recetas 

neoliberales haya sido puesta en cuestión tanto a nivel académico como 

político. 

1.5. La evolución reciente del debate sobre el desarrollo en el 

pensamiento “mainstream” 

La evolución de las últimas tres décadas en el campo de la teoría 

económica del desarrollo ha registrado dos filones principales. En hecho más 

importante ha sido sin duda el reconocimiento del papel fundamental del 

capital humano y su correlación con la innovación tecnológica como fuente de 
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crecimiento económico ha sido enormemente influyente. Este tema ha sido 

explorado principalmente por las teorías del crecimiento endógeno (cfr. 1.5.2). 

Respecto a América Latina, debe señalarse como la perspectiva de la CEPAL en 

los 90 hizo suyo este tema para impulsar su propuesta de desarrollo con 

transformación productiva para (cfr. 1.5.3). Otro filón igualmente importante ha 

sido el análisis del papel de las instituciones en el crecimiento económico, tema 

al que será dedicada la sección 1.6. Dentro de este filón, algunos autores han 

estudiado cómo el capitalismo se presenta en diferentes formas según como se 

configuran las interacciones entre las instituciones sociales y económicas (cfr. 

1.6.2). 

A nivel de la discusión sobre las políticas de promoción del desarrollo en 

el ámbito de las organizaciones internacionales, los aportes teóricos 

mencionados han dado lugar a una perspectiva en cierta medida superadora 

del Consenso de Washington, bautizada por algunos “Consenso de 

Washington” aumentado, como se verá en la sección 1.5.1. La última década ha 

marcado por otra parte una inversión de tendencia respecto al interés 

internacional en temas de desigualdad, ya que el problema ha estado presente 

cada vez más en los análisis de las organizaciones internacionales (cfr. por 

ejemplo Banco Mundial, 2005). 

Todas estas posiciones se asemejan en el hecho de centrarse en el análisis 

del funcionamiento de los sistemas económicos de tipo capitalista en el corto 

medio plazo. Además, están caracterizados por su reformismo, es decir, por 

proponer medidas que buscan mejorar la eficiencia y el funcionamiento del 

sistema capitalista actual, sin cuestionar explícitamente su existencia, al 

considerarlo “el mejor de los mundos posibles”. En cierto sentido, consideran 

las modificaciones que proponen son necesarias precisamente para garantizar el 

funcionamiento y la sostenibilidad del sistema capitalista en el largo plazo. En 

este sentido, no son autores dedicados a una apología del capitalismo, ya que 

reconocen sus numerosas fallas, cuya más clara expresión son el continuo ciclo 

de boom y crisis, y las consecuencias sociales de los mismos. Más bien, 

pretenden aportar propuestas para reformar el sistema en la mejor dirección 
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posible. En este aspecto se distinguen de los autores que se presentaran en la 

sección 1.7. Ahí son contenidas las perspectivas más críticas con el sistema 

capitalista per se, caracterizadas por una mirada más de largo plazo del 

desarrollo y por el convencimiento de que las reformas del sistema no 

modifican su naturaleza última y posponen la superación de sus 

contradicciones. 

1.5.1. El estado actual del debate político sobre el desarrollo y la 

estrategia del consenso de Washington ‘aumentado’ 

De hecho, en la década de los años 2000, la creciente oposición política al 

consenso de Washington, los nuevos avances teóricos en la economía del 

desarrollo (ver sección 1.5.2) y las numerosas críticas al concepto mismo de 

desarrollo capitalista (1.7), han encontrado un eco incluso entre los defensores 

del llamado Consenso de Washington. Algunos han destacado como el 

problema de esta estrategia de desarrollo no residía tanto en las políticas que 

contenía la propuesta original, sino en todo lo que faltaba en ese programa. En 

otras palabras, no era necesario desechar todo lo obtenido hasta el momento en 

términos de reformas favorables al desarrollo de los mercados, sino al contrario 

debían fortalecerse las mismas con reformas complementares. Esta posición ha 

dado lugar, según algunos, a un renovado “Consenso de Washington 

aumentado” (cfr. Tab. 1). 

La nueva estrategia debería centrarse en reformas de carácter 

institucional, incluyendo la lucha contra la corrupción, la institución de redes 

asistenciales contra la pobreza extrema, la liberalización prudente y gradual de 

los mercados, la organización de bancos centrales independientes, etc. (Dani 

Rodrik, 2001:11) , algo que vino a definirse como la agenda de las reformas de 

segunda generación (Kuczynski y Williamson, 2003). La influencia de la 

perspectiva institucionalista (véase más abajo) es muy evidente. 

Esta posición conciliadora, no impidió que en otros foros, otros 

economistas adoptaran la posición opuesta, es decir, que los resultados 

decepcionantes de la aplicación de los preceptos del Consenso de Washington 
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alcanzarse mediante una pluralidad de políticas, en la realidad de los hechos no 

existen senderos únicos. De hecho, en los muchos casos en los que no es posible 

implementar la política que sería ‘optima’ (‘first best’), bajo la óptica de algún 

determinado marco teórico, deben ser adoptadas políticas de ‘second best’, que 

permiten que la situación progrese en dirección de las metas fijadas48. Por 

último, la discrecionalidad de los gobiernos no puede ser eludida totalmente, 

aun a través de las agencias de regulación o mediante reglas automáticas, por 

ejemplo en los estatutos de los bancos centrales, por lo que es necesario mejorar 

los procesos de toma de decisión, para que la acción del ejecutivo sea coherente 

con las metas fijadas (Rodrik, 2006:6-7). 

En términos más prácticos, Rodrik propone instrumentar lo que define 

un diagnóstico del crecimiento (“growth diagnostics”) para cada país concreto, 

con el objetivo de identificar los principales nudos que constituyen una 

restricción al crecimiento económico. Actuando sobre estos puntos críticos, con 

reformas diseñadas específicamente, las políticas de desarrollo podrán arrojar 

los mayores efectos en términos de resultados. En el más largo plazo, dos tipos 

de reformas institucionales serán necesarias: en primer lugar, debe perseguirse 

el mayor dinamismo productivo, a través de una continua diversificación hacia 

los sectores que más crecimiento tienen en los mercados internacionales; en 

segundo lugar, deben mejorarse los mecanismos institucionales de manejo del 

conflicto político y social, para favorecer en particular la adaptabilidad y la 

flexibilidad del país frente shocks externos que modifiquen la redistribución 

interna de rentas y recursos. Más en concreto, reforzar el imperio de la ley, 

consolidar las instituciones democráticas y los mecanismos de participación de 

la sociedad, junto con el establecimiento de eficaces redes de protección, son 

reformas institucionales que permiten lidiar con eventuales shocks adversos y 

efectuar los ajustes necesarios sin que se desencadene un conflicto distributivo 

que ponga en peligro tanto la estabilidad económica como la política. Los 

conflictos distributivos que sobrepasan un cierto nivel de guardia, no sólo son 
                                                
48 La diferencia entre políticas de ‘first’ y ‘second best’ viene de la economía del bienestar (cfr. 
2.3.1). 
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el obstáculo para un crecimiento sostenible en el largo plazo, sino que pueden 

conducir directamente al colapso económico (Rodrik, 2006:19-23). 

Es suficiente analizar los informes presentados por diversas entidades 

nacionales e internacionales para encontrar que estos enfoques se han vuelto 

dominantes a nivel de debate sobre política económica y de la retórica 

económica en la mayor parte de los países. Un buen ejemplo está constituido 

por la Agenda 2000 para la Unión Europea, que prometía convertir la región en 

la economía del conocimiento más competitiva y dinámica del mundo. La 

narración convencional alega que en el contexto actual de la globalización, cada 

país tiene que luchar para mejorar su competitividad en relación a los otros 

países. La receta del éxito en esta lucha por emerger consiste en mantener las 

cuentas públicas en orden, a través de una reforma restrictiva de las 

instituciones del Estado de bienestar; la moderación de los costos salariales y la 

desregulación de los mercados, en particular el laboral. El conjunto de estas 

políticas mejoraría la confianza empresarial, y por tanto, estimularían la 

inversión privada. Como complemento de la misma, el Estado debería fomentar 

la inversión en investigación y desarrollo y reformar los sistemas educativos 

para fortalecer el vínculo entre los conocimientos adquiridos por los estudiantes 

y las habilidades (skills) requeridas por el sistema productivo. Los previsibles 

superávit comerciales generados una vez que esta estrategia tuviera éxito 

deberían, por último, acumularse en las reservas de los bancos centrales de 

manera de poder protegerse frente a las fluctuaciones cíclicas de la economía 

mundial, garantizando la sostenibilidad del crecimiento en el mediano-largo 

plazo. 

Está claro que para los países en vías de desarrollo el desafío de la 

globalización de los intercambios no es simple, tanto por su atraso tecnológico 

como por sus pequeñas dimensiones en términos económicos, excluidos pocos 

grandes países como los BRICS (Brasil, Rusia, China, India, Sudáfrica). No 

obstante, esta estrategia es vista como la única posible para respetar de manera 

simultánea las condiciones de equilibrio macroeconómico y desregulación 

económica impuestas por las organizaciones internacionales, y al mismo tiempo 
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perseguir otros objetivos de carácter social, como reducir los niveles de 

desigualdad económica, por lo menos al margen, actuando sobre la 

desigualdad de oportunidades, y reducir en consecuencia la pobreza, al romper 

los circuitos de transmisión intergeneracional de la misma. 

En todo caso, estás reflexiones beben de los avances de las dos décadas 

anteriores en el campo de las teorías del crecimiento endógeno, como se verá en 

un momento. En el área latinoamericana estas ideas fueron difundidas en la 

forma del neoestructuralismo cepalino. Igualmente influyente fue el resurgir 

del institucionalismo en las ciencias sociales y su aplicación a las teorías del 

crecimiento y del desarrollo. Estos temas serán objeto de las siguientes 

secciones. 

1.5.2. Las teorías del crecimiento endógeno 

En la teoría neoclásica convencional, relatada en los manuales al uso en 

los cursos básicos de economía, el uso de los factores productivos esta 

caracterizado por rendimientos decrecientes: la consecuencia principal de este 

supuesto es que la teoría predice en el largo plazo un crecimiento económico de 

equilibrio nulo, concepto que llama a la memoria el “estado estacionario” de la 

economía política clásica (cfr. 2.2). Toda desviación del equilibrio es explicado 

ad hoc como el resultado de un impulso exógeno, típicamente el cambio 

tecnológico49. 

 La familia de teorías del crecimiento endógeno intenta mejorar la 

explicación ofrecida por las teorías convencionales sobre crecimiento 

económico, al incluir las variables que explican la desviación del estado de 

equilibrio dentro de las ecuaciones que describen sus modelos. En otras 

palabras, transformando en endógenas las variables exógenas de los modelos 

                                                
49 Se trata del famoso “Residuo de Solow”, es decir la proporción de crecimiento económico que 
el incremento en el uso de factores productivos (entes abstractos denominados capital, trabajo y 
tierra, principalmente) no consigue explicar. En los cálculos de Solow, casi el 50% del 
crecimiento de EE.UU. en la posguerra no podía ser explicado sino exógenamente, es decir por 
algún factor incógnito x distinguible del puro incremento de los insumos utilizados en la 
producción. 
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tradicionales50. En esta operación, introducen en sus modelos la hipótesis de 

que son posibles rendimientos crecientes de escala, lo que determina que en el 

largo plazo puede alcanzarse un crecimiento no nulo, escapando de la trampa 

del estado estacionario, que es el resultado teórico de la economía convencional. 

Las fuentes que generan crecimiento endógeno son diferentes según el 

modelo y el autor seleccionado. Pese a esto, en la literatura pueden distinguirse 

explicaciones basadas en la acumulación de ‘capital humano’ (el nivel de 

educación, lato sensu, de la fuerza trabajo)51 o en el progreso técnico, de las 

explicaciones que se fundamentan en los factores de tipo institucional. Los 

primeros afectan el nivel de productividad de la fuerza trabajo (por un nivel 

dado de capital), los segundos afectan principalmente los costes de transacción 

de la actividad económica y el ritmo de creación y difusión del conocimiento 

científico. 

Según Helpman (2007:12-13), la posición de consenso en la teoría del 

crecimiento considera que la acumulación de capital físico y humano influyen 

sobre el potencial de crecimiento, es decir, el nivel de renta per cápita máximo 

al que un país puede aspirar, pero son los factores tecnológicos e institucionales 

los que juegan un papel decisivo sobre las tasas de crecimiento a través del 

impacto que tienen sobre la productividad. Ambos factores generan 

externalidades positivas sectoriales o incluso sistémicas52 que permiten 

contrarrestar los rendimientos decrecientes del capital, y generar un aumento 

del crecimiento per cápita. En particular, las instituciones afectan los incentivos 

para acumular y para innovar, así como para adaptarse a los cambios. 

                                                
50 Cfr. por ejemplo Romer (1990); Aghion y Howitt (1992). 
51 Cfr. Barro (1991); Lucas (1988).  
52 Las innovaciones tecnológicas generan externalidades por su naturaleza de bienes no rivales 
en el consumo: su uso por parte de un actor económico, no disminuye la utilidad de su uso por 
parte de un número indefinido de otros actores. Además, el uso de las innovaciones es 
excluible, es decir su difusión puede ser obstaculada solo de forma temporal por medio de una 
protección selectiva bajo forma por ejemplo de patentes o de los derechos de autor. Estas formas 
de exclusión parcial aportan extrabeneficios al innovador, como describe Shumpeter, ya que 
dan forma a mercados con naturaleza de oligopólio o incluso monopólio. 
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Las consecuencias teóricas de la endogeneidad del crecimiento son 

numerosas. En primer lugar, la existencia de externalidades generadas por la 

innovación tecnológica justifican una intervención pública, ya que el nivel 

agregado de inversión del sector privado generado por decisiones individuales 

que toman en cuenta sólo la rentabilidad privada resultaría inferior al nivel que 

resulta óptimo para la sociedad. Si se incluyen en el cálculo económico los 

beneficios sociales de la generación y difusión del conocimiento, se explica la 

necesidad de que el sector público se haga cargo de una parte importante de las 

inversiones en investigación y desarrollo, en particular en la financiación de la 

ciencia de base, la cual no reporta beneficios en el corto plazo al no estar 

destinada a una aplicación productiva inmediata. 

Las externalidades pueden explicar también porque empíricamente se 

realiza un flujo de inversiones hacia los países menos desarrollados que es 

menor de lo predicho por la economía internacional convencional53. La razón de 

este fenómeno estaría, según las teorías de crecimiento endógeno, en que el 

crecimiento de la productividad producido por las inversiones privadas está 

condicionado por la acumulación de otras formas de capital, en particular de 

capital social y humano, que se acumulan a nivel sistémico y no de empresa. Es 

la presencia o la ausencia de externalidades positivas, que puede producirse 

por la carencia de esas formas de capital complementario, la que explicaría una 

parte considerable de los flujos de las inversiones extranjeras directas. 

Otra consecuencia de la presencia de factores endógenos de crecimiento 

es que invalida la existencia de un mecanismo automático de reequilibrio del 

                                                
53 En la visión ortodoxa los capitales deberían fluir hacia los países donde su rentabilidad es 
mayor (cfr. nota al pié 46). Esa mayor rentabilidad dependería en el caso de los países en 
desarrollo de la menor abundancia de capital acumulado. Si valiera esta hipótesis se produciría 
un flujo de capital hacia esos países superior al registrado empíricamente. De hecho durante 
largo tiempo ha ocurrido que el mayor flujo de capitales se ha producido entre los propios 
países desarrollados. Entre los países en desarrollo, unos pocos acaparan la gran mayoría de 
estos flujos (Brasil, China, India, etc.). Dejando a un lado los flujos de tipo especulativo, los 
movimientos de las inversiones de capital hacia los países en desarrollo pueden ser explicados 
por otros factores, como las dimensiones del mercado interno de destino, la posición geográfica 
en los flujos de comercio, los recursos naturales explotables, etc., más que por la sola cantidad 
acumulada de capital físico. 
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sistema económico internacional, que conduzca a la convergencia entre países 

pobres y ricos54. En este sentido la brecha entre países desarrollados y no 

desarrollados no se reduciría por virtud del libre comercio global. Es más, 

según estas teorías, el Estado tiene papel un importante en mejorar la 

asignación de recursos para una erogación suficiente de bienes públicos y 

fomentar las inversiones privadas en los sectores con alta intensidad de 

tecnología y conocimientos (donde el capital humano puede ir acumulándose) a 

través de políticas industriales y tecnológicas estratégicas55. 

Como se dijo, fue a partir de los aportes de esta perspectiva teórica que 

se consolidó un enfoque favorable al fomento del capital humano que destacaba 

la necesidad de focalizar el esfuerzo de cada Estado en implementar políticas 

que favorecieran los sistemas nacionales de investigación y desarrollo con el fin 

de mejorar la competitividad externa del país. En otros términos, la innovación 

tecnológica conduciría, a través de una mejora de la productividad, a la 

inserción de un país en los sectores más dinámicos y los de mayor valor 

agregado en los flujos de comercio mundial. Los efectos positivos de una 

inserción externa de este tipo consistirían en mayores tasas de crecimiento 

económico, una tendencia a realizar balanzas comerciales positivas (y por lo 

tanto a acumular una posición acreedora respecto al resto del mundo) y a atraer 

flujos de capitales externos, además de favorecer un derrame positivo en 

términos de crecimiento del empleo, desde el sector exportador, y de progresiva 

mejora tecnológica, por los efectos endógenos ya analizados. 

                                                
54 Se trata de uno de los debates más encendidos de la economía contemporánea: según los 
autores que apoyan la hipótesis de la convergencia, los datos empíricos desestimaría la 
convergencia de todos los países a un mismo nivel, pero confirmarían la convergencia 
condicional, es decir que a un mayor nivel inicial de producto en relación al nivel de largo 
período, menor sería las tasa de crecimiento (Fields 2002:195). 
55 En la literatura, el caso más paradigmático es el de los países industrializados de Asia 
oriental. En el caso de Corea del Sur y Taiwan, por ejemplo, la intervención del Estado no 
consistió en una intervención pasiva sobre las disfunciones del mercado, sino en modificar 
activamente los precios relativos de mercado y distorsionarlos deliberadamente según una 
estrategia consciente con objeto de estimular la inversión y el comercio exterior (Bustelo 
1998:182; cfr. también Chang 2002). 
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1.5.3. El neo-estructuralismo cepalino 

Esta preocupación en torno a la innovación tecnológica y la inserción 

internacional de cada país adquirió relevancia a nivel de América Latina a lo 

largo de los años 90, en todos los foros de debate regional, como es el caso de la 

CEPAL. A principios de los años noventa, esta organización innovó su enfoque 

con la adopción de los lineamientos fundamentales de las teorías del 

crecimiento endógeno con el objetivo de renovar su marco de referencia y sus 

propuestas para el desarrollo de la región latinoamericana. La obra de Fernando 

Fajnzylber (1992) es el mejor ejemplo de la nueva postura de la CEPAL. Este 

autor parte de un análisis de las deficiencias del modelo de industrialización 

latinoamericano, resumidas en lo que él llama el síndrome del “casillero vacío”, 

es decir, de que se trató de un proceso de crecimiento económico que no fue 

acompañado por una disminución de las desigualdades. 

Según Fajnzylber el desarrollo de América Latina ha estado 

caracterizado por el aprovechamiento de fases de temporánea “competitividad 

espuria”, originada, es decir, por “rentas geográficas” o derivadas de la 

abundancia de recursos naturales. A causa de la extrema desigualdad con la 

que está distribuida la propiedad de estos recursos, las rentas obtenidas de su 

explotación fueron destinadas desde un principio a alimentar el consumo 

suntuario de las clases propietarias (según los patrones típicos de las clases altas 

de los países desarrollados), fenómeno que continúa hoy en día. 

El intento de cimentar el desarrollo de estos países sobre bases más 

sólidas fue característico de las décadas entre la gran depresión y los años 70. 

En este período, parte del excedente se destinó, a través de la acción del Estado, 

al desarrollo de una base industrial autóctona, que sobrevivía principalmente 

gracias a la protección pública y destinaba su producción al mercado interno. 

La introducción de capital extranjero a través de las multinacionales no hizo 

sino profundizar este último proceso, ya que esas inversiones se dieron 

precisamente para explotar las rentas de la protección comercial (Fajnzylber, 

1992:22, 26). 



 
100

La propuesta de Fajnzylber (1992) se articula sobre una reafirmación de 

la importancia de la industrialización, “eje vital del desarrollo económico por su 

aporte al progreso técnico y a la elevación de la productividad”, en el que es 

fundamental “la combinación de aprendizaje e innovación” (íbid:22). Estos 

factores permiten alcanzar un ciclo virtuoso de “competitividad y crecimiento” 

permitiendo al país introducirse en aquellas producciones con mayor valor 

agregado e intensidad tecnológica y de mayor crecimiento en el comercio 

internacional, al agregar “valor intelectual a los recursos naturales o a la mano 

de obra disponible” (íbid:25). En definitiva, se clama por una verdadera 

transformación productiva que, en sus palabras: 

“permita elevar la productividad de la mano de obra, sustentar la competitividad 

internacional «auténtica» apoyada en la incorporación de progreso técnico, fortalecer y 

ampliar la base empresarial latinoamericana, elevar masivamente el nivel de calificación 

de la mano de obra y lograr el establecimiento de relaciones de cooperación constructiva 

entre el gobierno, sector empresarial y laboral basados en acuerdos estratégicos que den 

permanencia a las políticas económicas” (Fajnzylber, 1992:26). 

El crecimiento con un patrón industrial competitivo (es decir, sostenible 

en el tiempo) permitiría a su vez “flexibilizar el funcionamiento social” ya que 

la perspectiva de que en el futuro habrá mejoras en las condiciones de todos los 

individuos, permite reducir la intensidad de los conflictos sociales, aún en 

presencia de desigualdades persistentes (Fajnzylber, 1992:23). Una intensidad 

menor de los conflictos sociales permite retroalimentar el proceso al favorecer 

un clima de diálogo y de toma de decisiones estratégicas y de largo plazo. 

En definitiva, el pensamiento de la CEPAL ha evolucionado durante los 

años 90 en la dirección de resaltar la importancia del progreso técnico para 

incrementar la competitividad de los sistemas económicos de una forma 

sustentable en el tiempo, es decir, con “la capacidad de incrementar o al menos 

de sostener su participación en los mercados internacionales, con un alza 

simultánea del nivel de vida de la población” (Hounie and Pittaluga, 1999:19). 

En el contexto del debate en las organizaciones internacionales, la perspectiva 

de la CEPAL reivindicaba la importancia de establecer una estrategia de 
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desarrollo contextualizada para cada país, con base en las instituciones del 

Estado, con el objetivo de construir un ambiente propicio a la absorción de las 

innovaciones provenientes de las economías centrales y su posterior adaptación 

y difusión a nivel local. En otras palabras se advertía de que la liberalización de 

la economía no era condición suficiente para impulsar un proceso espontáneo 

de convergencia con las economías más desarrolladas, si no era complementada 

por políticas que tuvieran el objetivo de construir y desarrollar un verdadero 

sistema de innovación nacional56(Hounie y Pittaluga, 1999:24). 

1.6. El neo institucionalismo y las variedades de capitalismo 

1.6.1. Instituciones y neoinstitucionalismo: una revisión de la literatura 

A partir de los años 80, se asiste a un retorno del interés por las 

instituciones tanto en la ciencia política como en la economía. El ‘nuevo 

institucionalismo’ adopta los avances teóricos y metodológicos y las 

herramientas de investigación elaboradas en las décadas anteriores, en 

particular por el análisis de la elección racional (Peters, 2003:14). Si bien existen 

muchas versiones de este enfoque, con posiciones distantes en algunas 

cuestiones teóricas57, Peters (2001) destaca que todos comparten un núcleo 

analítico común, constituido por el supuesto epistemológico de que “los 

investigadores pueden llegar a un nivel analítico más elevado si empiezan a 

trabajar con las instituciones y no con los individuos […]; ya que las 

instituciones crean grandes regularidades en el comportamiento humano” 

(íbid:207). El nuevo institucionalismo busca por lo tanto explicar las 

instituciones en tanto “variable dependiente” y, sobre todo, explicar otros 

fenómenos utilizando las instituciones como “variables independientes” (ibíd.: 

306). 

                                                
56 Definido como “el conjunto de agentes, instituciones y normas de comportamiento que 
determinan el ritmo de importación, generación, adaptación y difusión de conocimientos 
tecnológicos en todos los sectores económicos, incluyendo las actividades de formación de 
recursos humanos y su financiamiento” (Hounie y Pittaluga, 1999:21). 
57 Hall y Taylor (1996), por ejemplo, distinguen tres corrientes diferentes del institucionalismo- 
el histórico, el sociológico y el de la elección racional. Peters (2003) llega a identificar hasta siete 
tipos diferentes. 
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En el caso de América Latina el resurgir del institucionalismo coincidió 

con la ola de transiciones a la democracia que caracterizó la década de 1980 y 

suscitó el interés por el diseño de las instituciones políticas en las nuevas 

democracias, la llamada ingeniería institucional, y por la calidad democrática 

de los nuevos regímenes. En este sentido, se pasó a concebir las instituciones 

como instrumentos políticos que podrían canalizar las fuerzas de la sociedad en 

un “caudal estable, regulado y previsible” (Cheresky y Pousadela, 2001:27). En 

este período, se dan debates del tipo que, por ejemplo, contraponen el 

presidencialismo al parlamentarismo como factor explicativo de la inestabilidad 

política de los países de la región, siendo dominante en América Latina el 

primer tipo de régimen de gobierno (cfr. por ejemplo Linz y Valenzuela, 1994; 

Mainwaring y Shugart, 1997). Por otra parte, más abajo se verá como la teoría 

institucional general, elaborada para el análisis de los países más desarrollados, 

fue adaptada al estudio de las sociedades latinoamericanas, donde prevalecen 

instituciones informales, a menudo débiles e inestables, y no siempre eficientes 

desde una óptica económica. 

Cuando se trata el tema de cómo definir el concepto de institución la 

tarea no es fácil. Las definiciones que presenta la literatura son numerosas y 

todavía no se ha consolidado un consenso teórico. Una de las definiciones más 

citadas, y quizás más influyentes por lo menos en la disciplina económica, se 

debe a Douglass North (1993): con una analogía, el autor define que “las 

instituciones son las reglas de juego en una sociedad o más formalmente son las 

limitaciones ideadas por el hombre para dar forma a la interacción humana. Por 

consiguiente estructuran incentivos en el intercambio humano, sea político, 

social o económico” (íbid:13). 

La noción de juego propuesta por North es funcional a la modelización 

de las interacciones interdependientes de los actores sociales, caracterizado 

cada uno por una dotación de recursos. La motivación que mueve el juego 

social es la competición con el fin de obtener alguna forma de alguna ventaja 

tangible individual. Según los ámbitos, éstas pueden tomar la forma de recursos 

monetarios o materiales, poder, ligado a una posición social, prestigio, 
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originado en determinadas características personales, etc. Al mismo tiempo, los 

actores están condicionados por un entorno de oportunidades, incentivos y 

amenazas, resultante de la acción de otros actores. La competición y en general 

el conflicto, en el que ganancias y pérdidas están disociadas entre ganadores y 

perdedores de la interacción, no es naturalmente la única forma posible de 

“juego” humano. En muchos casos, puede darse algún tipo de coordinación, 

basada en convenciones sociales, con coste nulo para los participantes, como en 

el caso en el que todos los miembros de una colectividad hablan el mismo 

lenguaje o conducen por el mismo lado. El comportamiento cooperativo está 

presente en toda acción colectiva, como por ejemplo en las actividades 

contestatarias. Este tipo de acción puede reportar beneficios para todo el grupo 

si tiene éxito, pero tiene costos para los participantes que aportan activamente 

sus recursos a la acción, resultando un conjunto de contradicciones entre la 

acción colectiva y el interés individual puramente egoísta (Offe, 2001:984). 

Más en general, puede entonces concebirse a las instituciones como 

aquellos sistemas de normas, creencias y organizaciones que guían, motivan y 

coordinan la conducta de los individuos de manera previsible y eficiente. Las 

instituciones modelan las interacciones y estructuran el sistema de incentivos 

de los actores sociales, generando comportamientos más o menos cooperativos. 

Por este motivo, son fundamentales a la hora de resolver ciertos problemas de 

la acción colectiva (como el oportunismo del ‘free rider’), aumentan la 

predictibilidad del comportamiento humano, reducen la incertidumbre o 

inducen a la estabilidad las relaciones interpersonales. Debe añadirse, que 

muchas instituciones no están formalizadas bajo forma de leyes o normas 

escritas, sino más bien están constituidas por rutinas de comportamiento, 

costumbres, hábitos, normas sociales y culturales que influyen sobre la 

conducta de las personas (March y Olsen, 1989:21-22). 

Desde una perspectiva más sociológica, Portes y Smith (2008:104-105) 

puntualizan que las instituciones pueden entenderse como el conjunto de 

reglas, formales o informales, que gobiernan las relaciones entre los diferentes 

roles que los individuos desempeñan en una organización social. En este 
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sentido, debe distinguirse en todo momento entre instituciones y 

organizaciones sociales. Los roles están definidos por un conjunto de normas 

vinculado a una determinada posición en una organización social, cuyo 

cumplimiento viene garantizado por los incentivos y restricciones que 

proporciona ocupar ese lugar. Las normas pueden entenderse como 

prescripciones expresas de comportamiento, que detallan qué debería o no 

hacerse. Las normas, por lo tanto, deben distinguirse de los valores, principios 

morales más generales, que orientan las percepciones del individuo de una 

forma más indirecta. Los valores prevalentes serán los constitutivos 

fundamentales de la cultura de la que es portadora una determinada 

organización. Los roles involucrarán, además, no sólo una previsibilidad de 

comportamiento dada por las normas, sino también el conocimiento de un 

repertorio de habilidades necesarias a desempeñar tales comportamientos con 

las modalidades correctas. Este conjunto de habilidades complementarias 

constituirá el capital cultural necesario para manejarse provechosamente dentro 

la organización. 

La distinción analítica entre instituciones, organizaciones, roles sociales 

y valores que sugieren Portes y Smith, permite comprender como en la realidad 

las personas que desempeñan un rol en una determinada organización no 

siguen ciegamente las normas institucionales que regulan sus relaciones con los 

individuos que desempeñan otros roles en la misma estructura social. Los 

actores más bien “modifican de forma constante las normas, las transforman e 

incluso se las saltan en el curso de las interacciones cotidianas” (íbid:107). Esta 

perspectiva corrige el determinismo de algunas visiones institucionalistas. De 

hecho uno de los problemas del análisis institucional reside que las 

interacciones humanas que en teoría están constreñidas por las instituciones, a 

su vez las modifican. La dirección de causalidad entre las dos variables, el 

comportamiento humano y las instituciones, sería por lo tanto por lo menos 

circular. 

La visión del ser humano que emerge del institucionalismo es por lo 

tanto muy compleja y deriva de la interacción de la acción individual con la 
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estructura social. También las motivaciones detrás de la acción individual son 

más complejas. En contraste con el paradigma neoclásico centrado en el ‘homo 

economicus’ neoclásico, que siempre alcanza la decisión que objetiva o 

sustantivamente es óptima en términos de una determinada función de 

utilidad, la persona con racionalidad limitada lleva adelante sus decisiones de 

manera tal que sea procesalmente razonable y satisfactorio a la luz del 

conocimiento y de los medios de computación disponibles (cfr. Simon, 1955). En 

este cuadro, las instituciones juegan un papel clave, ya que al reducir las 

incertidumbres propias de la interacción humana, simplifican la complejidad de 

los problemas que los actores deben resolver58. Las instituciones coadyuvan así 

los “programas de solución de problemas” (o algoritmos) poseídos por el 

individuo, reduciendo la carga que pesa sobre su capacidad computacional, 

necesariamente limitada por las capacidades de la mente humana de capturar, 

procesar y utilizar la información (North, 1993:41). 

Las instituciones pueden ayudar a explicar porque la conducta humana 

es más compleja que la visión economicista de utilidad individual, ya que 

incluye consideraciones de tipo altruista y otras limitaciones autoimpuestas 

(North, 1993:34). En muchas ocasiones los intereses de otros pueden entrar a 

formar parte de la decisión del individuo, ya que el reconocimiento de estas 

reivindicaciones puede ser percibido como una extensión del propio interés, 

como en los casos en que el bienestar de una persona depende del bienestar de 

otros (simpatía) 59, aunque ello pueda significar que el individuo deba actuar en 

el futuro contra sus propios intereses personales (compromiso). La idea del 

compromiso introduce una cuña entre la elección personal y el bienestar 
                                                
58 En el mundo de la economía neoclásica, el actor se enfrenta a situaciones en las que debe 
evaluar sus decisiones sobre la base de riesgos y no de incertidumbre. En situaciones de riesgo 
es posible atribuir probabilidades a los resultados alternativos de una acción y calcular 
consecuentemente los beneficios esperados de cada decisión. En una situación de 
incertidumbre, al contrario, no pueden calcularse esas probabilidades. 
59 El considerado fundador de la economía moderna, Adam Smith, en el íncipit al capítulo I 
intitulado “de la simpatía” de su “Teoría de los sentimientos morales”, ya escribía que: “Por 
más egoísta que quiera suponerse al hombre, evidentemente hay algunos elementos en su 
naturaleza que lo hacen interesarse en la suerte de los otros de tal modo, que la felicidad de 
éstos le es necesaria, aunque de ello nada obtenga, a no ser el placer de presenciarla” (Smith, 
2004:29). 
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personal, en el sentido que la gente puede racionalmente escoger un acto que 

lleva aparejado un nivel de bienestar personal anticipadamente inferior (Sen, 

1977:326-327,329). 

En otros términos, puede afirmarse que existe toda una categoría de 

actividades humanas que pueden ser disfrutadas solo en un contexto de 

sociabilidad, ya que se generan a partir de las relaciones de afecto y amistad. En 

términos económicos, estos bienes, en el sentido de satisfactores del bienestar 

humano, pueden ser definidos como una categoría especial de bienes 

relacionales, que adquiere valor sólo a través de la interacción con los demás y 

no puede ser intercambiado en el mercado. De hecho, las relaciones 

interpersonales, para ser genuinas, no deben ser instrumentales, su valor es 

intrínseco a la relación misma. En otras palabras, las relaciones de intercambio 

no pueden proveer bienes relacionales afectivos ya que las vacían de su 

significado profundo de gratuidad y de donación de uno mismo al otro 

(Bartolini, 2010). 

Todas estas manifestaciones del comportamiento humano en la sociedad 

moldean las instituciones, tanto que la pretensión de la economía capitalista de 

generar una esfera del intercambio totalmente autónoma y dominante sobre las 

otras esferas de la sociedad es una peculiaridad de la ideología de los mercados 

autorregulados. Más bien, en todas las sociedades, todas las relaciones 

económicas están “arraigadas” (‘embedded’) en un entramado de normas, 

conductas y motivaciones de carácter extraeconómico, familiar, político o 

religioso (Polanyi et al. 1976). Es este entramado de instituciones que favorecen 

los comportamientos cooperativos en las interacciones repetidas, generando un 

contexto de confianza en el comportamiento ajeno, que constituye la base de lo 

que algunos definen “capital social” (cfr. 2.6.1) y un ingrediente fundamental 

del desarrollo económico. Naturalmente, las instituciones no necesariamente 

cumplen esa función, ya que según como se hayan desarrollado a lo largo del 

tiempo pueden favorecer otro tipo de conductas, como se verá más adelante. En 

particular, puede favorecer la emersión de grupos que persiguen intereses 
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particularistas, y en ese caso el interés individual se conjuga con la acción 

colectiva en detrimento del interés más general de la sociedad (Hardin, 1997). 

Otro tema relevante en la literatura, es la discusión sobre el grado de 

eficiencia que presenta un determinado entramado institucional. Respecto a 

esta cuestión, nada en el proceso de formación de las instituciones asegura que 

la configuración que se observa en un momento dado sea eficiente ni, del resto, 

en qué sentido debería serlo. Según la escuela de la economía neo-institucional 

se puede razonar sobre la eficiencia de un particular entramado institucional, 

evaluando en qué medida el diseño de las instituciones económicas y políticas 

afecta los costes de transacción que interfieren en el intercambio de mercado y 

la generación de costos y beneficios para terceras partes, las llamadas 

externalidades (cfr. en particular Coase, 1960, y Williamson, 1993). En esta línea 

surge la cuestión de cómo es posible obtener la configuración institucional que 

maximice la eficiencia del sistema económico o político. Según algunos autores, 

las fuerzas de mercado serían suficientes para conducir a las instituciones 

emergentes hasta la forma necesaria para alcanzar este nivel institucional 

óptimo (Posner, 1977). Otros proponen mecanismos evolutivos a través de los 

cuales sobrevivirían sólo las instituciones más eficientes. Sin embargo la 

evolución real de las instituciones no parece seguir estos modelos. Una vez que 

las instituciones están asentadas, generan apoyo entre las fuerzas sociales y se 

convierten en difíciles de substituir o mejorar. En este sentido, “las instituciones 

raramente desaparecen a causa de ser consideradas relativamente ineficientes” 

(Offe, 2001:996)60. 

Esta característica de las instituciones es lo que asegura al investigador 

que las instituciones puedan durar lo suficiente para tener efectos sobre la 

realidad económica y política observada. Para que las instituciones puedan ser 

objeto de un análisis específico y autónomo deben constituir entidades con un 

                                                
60 Un ejemplo clásico es el estándar QWERTY para teclados, nacido para impedir el 
atascamiento de las maquinas de escribir mecánicas provocado por una más elevada velocidad 
de escritura, que una disposición más eficiente de las letras permitiría, pero totalmente 
anacrónico en un mundo de calculadores electrónicos (David, 1985). 
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cierto grado de estabilidad e independencia de la estructura de poder o de las 

fuerzas sociales de su entorno61. 

Diferentes enfoques se han propuesto explicar este atributo de las 

instituciones. Según el enfoque de la teoría de la elección racional, las 

instituciones son equilibrios que permanecen porque ningún actor tiene interés 

en cambiarlos. En esta perspectiva, las instituciones se auto-sostienen y se 

refuerzan así mismas (‘self-reinforced’) porque los actores se enfrentan: i) a 

costes irrecuperables, constituidos por ejemplo por los recursos invertidos en 

aprender cómo actuar en un determinado entramado institucional; ii) a la 

incertidumbre sobre las consecuencias a largo plazo para sus intereses de una 

reforma de las instituciones existentes, independientemente de los beneficios de 

corto plazo; iii) por último, todo proceso de cambio institucional genera un 

problema estándar de acción colectiva, con los costos individuales que esto 

acarrea (Rothstein, 2001:225-226). En este enfoque, entonces, existe la tendencia 

a ver el cambio como una dinámica generada por algún factor exógeno que 

rompe el equilibrio institucional, mientras excluye del análisis los cambios 

endógenos no puramente adaptativos (Streeck y Thelen, 2005:7). 

El enfoque de la ‘path dependence’, o “dependencia del sendero”, adopta 

una perspectiva al contrario más histórica, al entender que la explicación del 

hecho social dependerá en buena medida de las características que han 

prevalecido en los momentos anteriores y la evolución histórica que ha 

conducido al estado actual de la situación. En el caso del entramado 

institucional, esta perspectiva indica que el momento de génesis histórica de 

una institución determinada es fundamental para entender cómo ha 

evolucionado en el tiempo. Los estudios de path dependence típicamente 

examinaran por lo tanto el contexto histórico, el debate político, las coaliciones 

sociales que suportaban cada alternativa en el momento en qué se estableció 

una determinada institución social. Es lo que este enfoque considera 

                                                
61 Sin embargo, véase más adelante el enfoque de la debilidad institucional que pone en 
cuestión esta hipótesis (cfr. Levitsky y Murillo, 2005). 



 
109

“coyunturas críticas”, que producen cambios sociales radicales por rupturas del 

orden preexistente. Se sobreentiende que en los períodos entre dos coyunturas 

críticas, se da al contrario una evolución gradual de las instituciones que da 

lugar a innovaciones, como mucho, de tipo incremental. Estos largos períodos 

de inercia son caracterizados por su estabilidad institucional, por lo que este 

enfoque representa a los cambios que afectan a las instituciones como un 

proceso evolutivo con saltos, en analogía con la teoría evolucionista del 

“equilibrio puntuado” (‘punctuated equilibrium’), elaborada por los biólogos 

Niles Eldredge y Stephen Jay Gould en 1972. Se rechaza por lo tanto la 

gradualidad propia del funcionalismo, según la cual algún tipo de mecanismo 

selectivo favorece la supervivencia de aquellas innovaciones institucionales que 

cumplen alguna función útil para la permanencia de las organizaciones sociales 

frente a cambios exógenos. Al contrario, se opta como se dijo por una 

perspectiva que teoriza “largas continuidades” interrumpidas periódicamente 

por “cambios radicales” (Pempel, 1998). 

A manera de síntesis, Streeck y Thelen (2005) sostienen que pueden 

darse ambos tipos de cambio, por un lado el adaptativo de la teoría de la 

elección racional, ya que de una acumulación de pequeñas variaciones pueden 

producirse cambios de largo alcance, por el otro las inercias institucionales rotas 

por saltos y discontinuidades según lo delineado por el enfoque de la path 

dependence. Por esta razón, los dos autores sugieren un esquema conceptual 

(cfr. Tab. 2) que distingue entre los “procesos de cambio”, que pueden ser 

incrementales o bruscos, y los “efectos del cambio” que pueden estar marcados 

por la continuidad o la discontinuidad (Streeck y Thelen, 2005:8). 

Tab. 2. Tipos de cambio institucional   
    Resultados del cambio 
    Continuidad Discontinuidad 

Proceso 
de 
cambio 

Incremental Reproducción por 
adaptación 

Transformación gradual 

Brusco Sobrevivencia y 
regreso a lo inicial 

Crisis y substitución 

Fuente: Streeck y Thelen 2005:9   
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Como ya se señaló previamente, las instituciones “están creadas y 

recreadas continuamente por un gran número de actores con intereses 

divergentes, compromisos normativos diferentes, poderes asimétricos y 

limitaciones cognitivas. Se trata de un proceso que ningún actor individual 

controla plenamente. Los resultados lejos de estar estandarizados son 

contingentes, a menudo impredecibles y pueden ser comprendidos en su 

totalidad sólo retrospectivamente. […] Además, antes que impulsado por el 

exterior, el cambio es generalmente endógeno y en algunos casos producido por 

el mismo comportamiento que una institución genera” (Streeck y Thelen, 

2005:19). 

En particular, Streeck y Thelen (2005) distinguen cinco formas de cambio 

gradual en las instituciones, por desplazamiento (displacement), superposición 

(layering), deriva (drift), conversión (conversión), y agotamiento (exhaustion). 

Se da un proceso de desplazamiento, por la lenta emersión de alternativas 

institucionales, que es causada por el efecto de influencias del exterior y 

emulación de modelos extranjeros, se piense por ejemplo a la difusión del 

modelo de la seguridad social bismarkiana (cfr. Capítulo 3) o por el 

redescubrimiento de facetas institucionales pasadas, que desacreditan 

gradualmente a las instituciones dominantes y las sustituyen. Se da una 

superposición, cuando elementos nuevos añadidos a las instituciones 

preexistentes modifican su estatus y su estructura. Un ejemplo son los casos en 

los que se ha sobrepuesto un sistema privado voluntario de pensiones al 

preexistente sistema público. El dinamismo del primero entre las capas medias 

y pudientes de la población ha disminuido con frecuencia los consensos 

políticos y la sostenibilidad del sistema público (íbid:21). Ocurre una deriva, 

cuando por negligencia (intencional o no) se descuida la manutención o 

reformulación de la institución frente a cambios en el entorno, generando un 

incumplimiento creciente y una degradación de la institución misma. Los 

autores presentan el ejemplo de la sanidad estadounidense, en el que la 

inactividad de los legisladores conservadores para adaptar el sistema público 

de salud frente a los cambios sociales y demográficos, han reducido su 
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cobertura, generando un decaimiento de la institución (íbid:24). La conversión 

se da cuando viejas instituciones son reorganizadas para la obtención de nuevos 

objetivos o cuando nuevos fines se atribuyen a viejas instituciones. Por último, 

el agotamiento se presenta cuando la institución se va atrofiando gradualmente 

hasta colapsar. En estos casos, el funcionamiento mismo de la institución podría 

socavar sus presupuestos originales hasta generar su fin. Este proceso puede 

estar desencadenado por los límites al crecimiento de una institución, tanto en 

términos de recursos consumidos o de complejidad organizativa (íbid:30-31). 

 En la región latinoamericana, las instituciones han tendido a demostrar 

una estabilidad menor a la observada en los países industriales más 

desarrollados. En vez de considerar como dadas la estabilidad y el grado de 

implementación (‘enforcement’) de las normas, el enfoque de la debilidad 

institucional las considera dimensiones de análisis. En el ámbito de los países 

más desarrollados se puede aceptar la hipótesis preliminar de que las 

instituciones son de forma predominante de tipo formal y “fuertes”, ya que son 

1) aplicadas con el suficiente rigor para que sean cumplidas de forma rutinaria; 

2) son suficientemente estables para que los actores desarrollen expectativas 

compartidas basadas sobre el comportamiento pasado. En cambio, en muchos 

países de América Latina, las reglas formales cambian con relativa frecuencia, a 

menudo no se aplican de manera uniforme o incluso son violadas 

sistemáticamente (Levitsky y Murillo, 2005:270). 

Por esta razón, Levitski y Murillo proponen para la región una 

taxonomía de las instituciones que identifica como dimensión de análisis a la 

Tab. 3. Dimensiones de la fortaleza institucional 
    Nivel de implementación 
    Elevado Bajo 

Nivel de 
estabilidad 

Elevado Instituciones formales 
fuertes 

Instituciones formales 
estables pero poco 
implementadas 

Bajo Instituciones formales 
inestables (pero 
implementadas) 

Instituciones formales 
débiles 

Fuente: Levitsky y Murillo 2005:272 
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implementación y la estabilidad de las normas formales como aproximación de 

la fortaleza institucional de un sistema (cfr. Tab. 3). En el caso de instituciones 

formales fuertes, se observa de forma simultánea una elevada implementación 

de las normas formales y su relativa estabilidad en el tiempo. En el extremo 

opuesto, se sitúan las instituciones formales débiles. Cuando las normas 

formales son estables pero su cumplimiento es bajo, es posible que se esté en 

presencia de instituciones informales estables. También es posible el caso en 

que las instituciones formales estén implementadas pero no sean estables 

(Levitsky y Murillo, 2005:271-272). 

Si se aplica su esquema al caso argentino, los autores consideran la 

presencia de una heterogeneidad de instituciones, aunque las instituciones 

formales “fuertes” son de número reducido, principalmente las instituciones 

básicas de la democracia iniciada en 1983, modeladas sobre la histórica 

constitución de 1853, sin prejuicio de la reforma constitucional de 1994. Sin 

embargo incluso alguna de ellas ha sufrido importantes modificaciones, como 

es el caso de la composición de la Corte Suprema62. Por último, las instituciones 

económicas han mostrado una elevada volatilidad y bajo grado de 

implementación, es decir, de debilidad, como por ejemplo las instituciones 

tributarias, que han sido modificadas por cada gobierno en el intento de 

incrementar la base fiscal del Estado (Levitsky y Murillo, 2005:272-273). 

Retornando al tema de la relación existente entre instituciones y 

crecimiento económico, como se dijo existirían algunas formas institucionales 

que favorecerían la actividad económica, a través de la acumulación de capital y 

la innovación tecnológica. El desafío entonces residiría en promover el cambio 

institucional en la dirección de instituciones más eficientes, en la línea de las 

reformas estructurales de segunda generación (Banco Mundial, 1998, cfr. 1.5.1). 

Las instituciones serían una precondición de esos factores de desarrollo, ya que 

el entorno institucional puede fomentar o no la acumulación de conocimientos, 

                                                
62 La Ley 23.774, promulgada en abril 1990 bajo la presidencia de Carlos Menem, aumentó el 
número de jueces de 5 a 9. 
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y su aplicación al desarrollo de nuevas tecnologías, generando innovación. Por 

otro lado, donde prevalecen las instituciones del imperio de la ley, se 

garantizan los contratos y se limita el poder discrecional de las autoridades 

políticas, se promoverá la acumulación de capitales en el largo plazo (Helpman, 

2007:134, 162). 

En conclusión, según Helpman “las instituciones afectan los incentivos 

para innovar y para desarrollar nuevas tecnologías, los incentivos para 

reorganizar la producción y la distribución con el fin de explotar las nuevas 

oportunidades, y los incentivos para acumular capital físico y humano”; al 

mismo tiempo, “los grandes cambios tecnológicos siempre provocan grandes 

cambios en las organizaciones económicas. […] La capacidad de un país para 

crecer también está subordinada, pues, a su capacidad para adaptarse a esos 

cambios” (íbid:162). La capacidad de país para adaptarse depende, a su vez y en 

buena medida, de la calidad de sus instituciones políticas y económicas. En el 

largo plazo también las instituciones están obligadas a adaptarse, aunque 

evolucionan con lentitud, de ahí que, en algunos casos, el desajuste entre 

tecnología e instituciones se haga más grave, especialmente en épocas de rápido 

cambio tecnológico” (ibíd.). Retorna una vez más la cuestión del cambio y de la 

adaptación de las instituciones a nuevos contextos tecnológicos y económicos. 

Que las instituciones del Estado, en particular el aparato burocrático, 

tengan que estructurarse de forma de favorecer el desarrollo ha sido señalado 

por muchos autores (cfr., en particular, Evans, 1995). El ideal al que aspirar, y 

que muchos autores han visto ejemplificado en las exitosas economías de Asia 

oriental está constituido por las burocracias de tipo weberiano. En sus rasgos 

esenciales, las burocracias weberianas se caracterizan por adoptar métodos de 

reclutamiento meritocráticos y promover mecanismos de remuneración y 

carrera que favorecen el ‘esprit de corps’ de la institución y su autonomía frente 

a las presiones sociales, incluida una cierta impermeabilidad a los fenómenos 

de corrupción. 
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Junto a la necesaria acumulación de estas capacidades organizativas, el 

Estado “desarrollista” (‘developmental’) debe saber utilizar estos recursos para 

conducir al sistema económico hacia los objetivos de desarrollo que cumplan 

con una estrategia de crecimiento que sea sustentable e incluyente, no desigual. 

Para relacionarse con los sectores no estatales, la autonomía de la burocracia 

debe alimentarse del intercambio continuo de conocimientos y propuestas 

dirigidas a la elaboración común de proyectos de desarrollo con las empresas y 

otros actores relevantes, teniendo la capacidad de mantener en todo momento 

el equilibrio entre el interés de los grupos más poderosos y el interés general de 

la sociedad. 

Se trata de lo que Evans llama “embedded autonomy”, es decir, una 

“autonomía arraigada” en la sociedad. Si se cumplen estas dos condiciones, las 

políticas públicas podrán coadyuvar la competitividad de las empresas, 

favoreciendo la acumulación de conocimiento y la innovación tecnológica. A la 

vez el Estado deberá apuntar a la difusión más amplia del bienestar a través de 

la provisión de servicios sociales básicos, financiada por la creación de empleos 

de calidad, gracias al desarrollo de actividades de alto valor agregado y a la 

creación de un sector de servicios tecnológicamente avanzado (Evans, 2010). 

A modo de comparación, las instituciones de un Estado que no favorece 

el desarrollo tendrían rasgos muy distintos: la burocracia estaría marcada por 

métodos de reclutamiento basados en vínculos personales o políticos, 

mecanismos de carrera no meritocráticos y remuneraciones insuficientes 

conducirían a la desmotivación del funcionariado y a su permeabilidad a la 

corrupción y a la influencia de los sectores sociales más poderosos. En su 

interior es probable que surjan “núcleos de poder” autónomos (‘islands of 

power’) con la capacidad de doblegar las instituciones a su favor. La presencia 

de camarillas de poder en torno a intereses económicos privados obstaculizará 

el funcionamiento de las instituciones estatales. Respecto a las relaciones con la 

sociedad, se corre el riesgo que las organizaciones del Estado estén cerradas a 

las relaciones con el exterior por razones de cohesión interna y para protección 

de los intereses corporativos. Esto impediría que las instituciones del Estado 
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sean flexibles respecto a las innovaciones y provocará su rigidez y 

atrincheramiento en las tradiciones preexistentes. Por último, la falta de apoyos 

sociales hará que la organización caiga presa de los intereses de los más 

poderosos o vea muy limitada su capacidad de acción sobre la realidad social 

(Portes y Smith, 2008:108-109). 

En este sentido, la debilidad de las instituciones se vería reflejada en un 

bajo grado de acumulación tanto de capital humano cómo físico y en un bajo 

nivel de innovación tecnológica. Consideraciones de este tipo asumen una 

importancia relevante, como se verá, en el caso de Argentina. Algunos autores 

explican el errático desempeño económico argentino en las últimas décadas 

como fruto de algunas características institucionales de ese país. Este es el caso 

de Spiller y Tommasi (2007), quienes atribuyen a algunas características 

institucionales del Estado argentino la debilidad en el diseño de las políticas 

públicas en ese país. Por debilidad se refieren tanto a la volatilidad, 

incoherencia en el tiempo, falta de implementación, coordinación, eficacia y 

credibilidad de las políticas públicas como al bajo nivel de cooperación entre los 

actores políticos y la insuficiente acumulación de conocimientos y pericia en el 

diseño de las políticas públicas. Las causas de estos rasgos residirían en unas 

prácticas políticas, cuyo atributo fundamental es su horizonte de corto plazo 

(Spiller y Tommasi, 2007:6). 

Son las características institucionales del Estado argentino que diseñan, 

en la opinión de los autores, un sistema de incentivos que, por un lado, acorta el 

horizonte de los legisladores; por el otro constriñe débilmente la 

discrecionalidad del ejecutivo, y atribuye un gran peso a las relaciones entre 

éste y los gobernadores provinciales, que manejan un importante número de 

competencias y de presupuesto en el ámbito de las políticas sociales, en 

particular en el ámbito de la educación y la sanidad. Todas estas facetas centran 

la negociación política, lejos del legislativo, en arenas poco transparentes, en 

grupos reducidos o reuniones privadas, que carecen de la suficiente 

institucionalización para garantizar la aplicación en el tiempo de los pactos 

alcanzados (Spiller y Tommasi, 2007:6-7). 
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Al mismo tiempo, las instituciones del Estado tienen carencias, como en 

el caso del sistema jurídico o el burocrático63, por lo que no cumplen su función 

de coadyuvar la coherencia y aplicación en el tiempo de los acuerdos políticos. 

En esta situación, los actores intentarán introducir rigideces que limiten la 

posibilidad que la contraparte falte a sus compromisos. En este sentido, una 

larga historia pasada de actos unilaterales por parte del ejecutivo, de pactos no 

o mal aplicados, de giros radicales en las políticas públicas, influye 

negativamente en la credibilidad de las instituciones y en su capacidad de 

favorecer el alcance de soluciones cooperativas y de largo plazo entre los 

actores políticos (Spiller y Tommasi, 2007:7). 

En un cuadro en que los actores políticos con poder de veto son 

numerosos en todas las áreas de política pública (cfr. Stepan, 2004), un sistema 

de incentivos con estas características favorecerá el oportunismo de los actores 

y sus objetivos de corto plazo. Tanto los actores políticos, cuanto los actores 

socioeconómicos con peso en el diseño de políticas públicas (como los 

empresarios o los sindicatos), enfrentándose a un entorno político débilmente 

institucionalizado, tendrán incentivos para perseguir estrategias que les 

permitan maximizar sus beneficios en el corto plazo e introducirán rigideces en 

la implementación de futuras políticas para mantener sus rentas de posición. En 

particular, negociarán con el Estado acuerdos que les permitan extraer el 

máximo de los recursos públicos a corto plazo y minimizar el coste de 

implementación de las políticas públicas en relación con sus intereses (Spiller y 

Tommasi, 2007:7). 

Según muchos autores es esta fragilidad institucional, sumada a la ya 

mencionada inestabilidad política64, la que ha generado un entorno económico 

                                                
63 Los autores describen como junto a la burocracia permanente se ha formado una burocracia 
paralela, estrechamente ligada al ejecutivo, que la selecciona discrecionalmente, con un peso 
preponderante en la implementación de las políticas, cuyo mandato está limitado por la 
duración del mandato presidencial dificultando la coherencia de las políticas públicas en el 
largo plazo (Spiller y Tommasi, 2007: cap. 6). 
64 Es suficiente recordar que en los 38 años entre 1962 y 2000, Argentina tuvo 18 Presidentes, y 
37 ministros de economía (casi uno por año). La variabilidad en los niveles inferiores de la 
administración fue por lo menos parecida o superior (Spiller y Tommasi, 2007:164-166). 
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extremamente volátil y una sucesión esquizofrénica de políticas económicas, 

que probablemente ha favorecido el pobre desempeño en el largo plazo de la 

economía argentina, más allá de la adopción de éste u otro modelo de 

desarrollo. Es suficiente recordar la alternancia entre breves episodios de 

crecimiento (concentrados, antes del actual período de recuperación, entre 1962 

y 1974 o 1991-1998) y profundas fases recesivas o de estancamiento. Las 

políticas económicas adolecieron de las fragilidades en su diseño e 

implementación (subrayadas en los párrafos anteriores), produciendo una alta 

variabilidad de las tasas de cambio y de inflación, de los regímenes comerciales 

y de las políticas industriales, de los subsidios a la inversión o a la exportación, 

de políticas macroeconómicas sucesivamente expansivas o recesivas. Las 

políticas industriales del Estado, en particular, han carecido, en opinión de 

algunos autores, de coordinación, de consistencia y coherencia en el tiempo, de 

objetivos establecidos, verificables y de largo plazo, y por último, de 

mecanismos de evaluación para estimar su eficacia (Chudnovsky y López, 2007: 

cap. 1, 2 y 9). 

En suma, las características institucionales parecen haber tenido, en el 

caso de Argentina, un peso fundamental en su desarrollo no sólo político sino 

también económico. Naturalmente, si la arquitectura constitucional del país 

tiene raíces en el siglo XIX, la mayor parte de las instituciones de la política 

social son posteriores. Muchas de ellas alcanzaron su máximo desarrollo en la 

etapa del Estado interventor que se fue forjando a la luz de la gran depresión 

mundial de los años 30 y adquirió una forma definida bajo los primeros 

gobiernos de Juan Domingo Perón (Sidicaro, 2010). Una tesis muy difundida 

sitúa el quiebre en la evolución institucional de Argentina precisamente en el 

surgimiento del peronismo, como puede verse por ejemplo en Waisman (1987) 

o Gerchunoff y Fajgelbaum (2006). En todo caso es indudable que esos años 

constituyeron una quiebra con la exitosa etapa primario-exportadora previa al 

golpe de 1930, la época dorada en la que Argentina estaba caracterizada por la 

relativa estabilidad política y se situaba entre los países más ricos del mundo 

(cfr. Diaz Alejandro, 1975). Según esta perspectiva, el objetivo de estas reformas 
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era loable: transformar radicalmente el fallido Estado desarrollista de la década 

de 1980 para favorecer el desarrollo de la iniciativa privada, por medio de un 

fortalecimiento de las instituciones que garantizara el desarrollo a largo plazo 

del país, en particular la protección de la propiedad privada y de los contratos, 

la estabilidad de las políticas económicas bajo el cepo de la convertibilidad, etc. 

Sin embargo, los procesos de reforma del Estado bajo la Presidencia de Carlos 

Menem no siempre fueron caracterizados por la fidelidad a estos principios 

virtuosos (cfr. 4.2.3, sobre el gobierno de Menem). 

1.6.2. Las variedades de capitalismo 

Una de las líneas de investigación que quizás hayan tenido más 

influencia en la literatura reciente sobre el desarrollo es la teoría sobre las 

variedades de capitalismo. Esta corriente teórica parte de un enfoque de política 

económica comparada para analizar la variación institucional de los sistemas 

económicos en países capitalistas desarrollados. A partir de esta metodología, 

se han llegado a identificar distintas variedades de capitalismo y sus 

características más sobresalientes. Esta variabilidad puede explicarse y 

analizarse, en la perspectiva de estos autores, si se estudian las interacciones 

entre instituciones sociales y económicas. Al interior de esta interacción pueden 

identificarse algunas complementariedades, cuyo efecto refuerza o debilita las 

tendencias que hacen que los sistemas económicos graviten en torno a 

tipologías definidas y alternativas. La literatura sobre las variedades de 

capitalismo se centra de manera particular en la presencia de 

complementariedades entre las instituciones que rigen el bienestar y las 

instituciones que gobiernan la producción. 

Estas instituciones configuran sendos regímenes de producción y de 

bienestar, y la variación de los sistemas capitalistas derivaría de las 

complementariedades que emergen de la interacción de ambos. El concepto de 

régimen, en su sentido institucionalista, será tratado en detalle en el Capítulo 3. 

Baste aquí decir que en esta corriente el concepto de regímenes de producción 

hace referencia a las instituciones que regulan la cantidad y calidad de empleos 
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generados en el sistema económico, principalmente en el sector privado, por las 

empresas nacionales y extranjeras65. El régimen de producción prevaleciente 

dependerá de las formas más o menos competitivas que asumen las relaciones 

entre las empresas; las modalidades de financiación externa del sistema 

productivo, las cuales dependerán de las relaciones entre las empresas 

productivas y las instituciones financieras, bancarias o bursátiles; y, por último, 

el tipo de inserción internacional de un país, y el nivel de competitividad de las 

empresas nacionales. Todo ello se reflejará en el funcionamiento de los 

mercados laborales. Sin embargo, el mercado laboral también estará 

condicionado por las políticas económicas y de regulación del Estado, y en 

general por las instituciones sociales que rigen la demanda, la oferta y la 

utilización de la fuerza trabajo (Huber y Stephens, 2001:23). El conjunto de estas 

fuerzas determina, en consecuencia, la tasa de empleo relativa a cada nivel de 

productividad, el nivel de calificación media de los trabajadores empleados en 

el proceso productivo, el nivel de competitividad externa de un país, etc.  

Por lo que concierne a los regímenes de bienestar, esta perspectiva 

adopta una concepción restringida de las instituciones del bienestar, respecto a 

lo que se verá en el Capítulo 3, ya que su interés está centrado en las variaciones 

en cantidad y calidad de capital humano en dotación a la población activa de un 

país. El régimen de bienestar estará constituido por aquellas instituciones que 

contribuyen directamente a la inversión en capital humano, como los sistemas 

educativo y sanitario, pero también por todas las instituciones del mercado 

laboral que generan incentivos para que los individuos tomen determinadas 

decisiones respecto a la inversión en educación, fundamentalmente. Este último 

elemento constituye como se verá enseguida uno de los puntos de interacción 
                                                
65 Según los principales inspiradores de este enfoque, Hall y Soskice (2001), las empresas 
representan los actores protagónicos que promueven la adaptación de un sistema económico al 
cambio tecnológico y la respuesta a las presiones competitivas que provienen del sistema 
internacional. En esta óptica, el desempeño agregado de un país puede entenderse a partir de 
los resultados obtenidos a nivel de empresa individual y como efecto del comportamiento 
estratégico que las empresas adoptan respecto a los otros actores económicos que las rodean: no 
sólo el conjunto de las otras empresas, en unos o en otros sectores, proveedoras, clientes, 
competidoras, etc.; sino también, el Estado; las comunidades locales; los representantes de los 
trabajadores, etc. 
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entre regímenes de producción y de bienestar, siendo el otro las características 

de la demanda y oferta de empleo. 

De este modo, este análisis se centrará en las características del régimen 

de bienestar que estén relacionadas con el sistema productivo. Aquí se 

encuentran aquellas instituciones de la seguridad social ligadas al mercado 

laboral, como la legislación de protección del empleo, el seguro de desempleo y 

los aseguramientos colectivos, de tipo contributivo, para garantizar el 

mantenimiento del nivel de ingresos del trabajador frente a riesgos sociales 

(como la vejez o la enfermedad). El conjunto de estas instituciones disminuye el 

riesgo asociado a un empleo, de manera que constituyen un fuerte incentivo 

para que los trabajadores inviertan en los tipos de competencias que son 

específicas de un empleo, es decir, que están ligadas a una empresa 

determinada o, por lo menos, al mismo sector productivo. En otras palabras, 

estas instituciones cumplen, por un lado, la función de reducir la vulnerabilidad 

de los trabajadores frente a los ciclos económicos, pero por el otro también los 

atan a un empleo determinado y a un sector o categoría laboral específicos. En 

ambos casos, los trabajadores están incentivados a invertir en los conocimientos 

ligados a ese particular sector productivo. Sin estas formas de protección frente 

a los riesgos sociales, los trabajadores tendrían más incentivos para invertir en 

competencias de tipo más general, es decir, que puedan ser transferidas de un 

empleo a otro y de un sector a otro. Vale también el razonamiento recíproco, 

respecto a los incentivos que tendrá la empresa para invertir recursos en 

incrementar los conocimientos de sus empleados, en el ámbito de relaciones 

laborales de largo plazo, o en cambio, sustituir parte de esos trabajadores en el 

mercado laboral, en el caso de que necesite competencias de tipo más general, y 

éstas sean relativamente abundantes entre los trabajadores. 

En el otro lado de la relación, está la configuración del régimen de 

producción que fijará el tipo de empleo requerido por las empresas, sus 

funciones de producción, sus niveles de productividad, y su posición 

competitiva. Cada empresa tenderá a demandar un determinado contenido de 

competencias en tareas más o menos especializadas, y privilegiará en 
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consecuencia formas más o menos flexibles de relaciones laborales y diversas 

conformaciones de los regímenes de bienestar en el ámbito de las instituciones 

que regulan el empleo (Estévez-Abe, Iversen y Soskice, 2001). 

Los pioneros de este enfoque, Hall y Soskice (2001), proponen dos 

modelos de capitalismo que representan modalidades opuestas de 

complementariedad entre regímenes productivos y de bienestar, en el ámbito 

laboral, que permiten que las empresas resuelvan sus problemas de 

coordinación y competitividad66: el modelo de economía liberal de mercado y el 

modelo de economía coordinada de mercado. 

En el primer modelo, las empresas coordinan sus actividades a través de 

arreglos competitivos de mercado, mientras que en el segundo las empresas 

dependen en mayor medida de relaciones que no pasan a través del mercado. 

En este caso, las instituciones de política económica favorecerán el intercambio 

de información entre los actores, la deliberación y el acuerdo comunes sobre la 

base del conocimiento de los intereses de cada actor. Las mismas instituciones 

consolidaran los acuerdos sellados entre los actores, al permitir monitorear el 

comportamiento individual y sancionar los eventuales actos oportunistas que 

rompan con la actitud cooperativa. En suma, en las economías coordinadas 

serán visibles instituciones como poderosas asociaciones empresariales, 

sindicatos fuertes, una extensa red de participaciones cruzadas, y sistemas 

legales y regulatorios construidos para facilitar el intercambio de información y 

la colaboración (Hall y Soskice, 2001 :8-11). 

En términos más generales, en las economías de tipo coordinado las 

empresas estarán más dispuestas a invertir en activos específicos (cuyo destino 

                                                
66 Las empresas deben resolver problemas de coordinación con otros actores económicos en el 
ámbito de las relaciones industriales, con los representantes de los trabajadores; en la esfera de 
la educación y la formación profesional (como se dijo en el texto); a nivel de gobernanza 
corporativa, respecto a las fuentes de capitalización (los inversores) y financiación de la 
empresa; en la esfera de las relaciones con otras empresas (clientes, suministradoras, 
competidoras, etc.); por último, en las relaciones de tipo principal-agente con los propios 
empleados de la firma. De la capacidad de regular estas relaciones dependerá la competitividad 
de las empresas y el progreso tecnológico de un sistema económico en su conjunto (Hall y 
Soskice, 2001 :7). 
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no puede ser modificado fácilmente) o co-específicos (cuyo retorno depende de 

la cooperación activa de otras partes), mientras que en las economías liberales 

invertirán extensivamente en activos intercambiables, es decir, cuyo valor 

podrá ser liquidado con rapidez hacia otros fines. Por esta razón, las 

instituciones del primer modelo favorecerán las interacciones estratégicas que 

permiten comportamientos cooperativos como la formación sectorial, 

consorcios de investigación y desarrollo, etc. mientras en el segundo modelo los 

actores aprovechan la fluidez de los mercados para encontrar los mayores 

beneficios moviendo los recursos de un sector a otro. En este segundo modelo, 

las empresas necesitan el mayor grado de flexibilidad en los activos, en 

particular por lo que concierne a su fuerza de trabajo y el tipo de competencias 

requeridas. Cuánto más generales y utilizables para más tareas y en diferentes 

sectores sean esas competencias, mejor (Hall y Soskice, 2001 :15). 

Las complementariedades institucionales que emergerán en las otras 

esferas, tenderán a reforzar las diferencias entre los dos modelos. Por ejemplo, 

donde existen instituciones financieras que gestionan el capital a largo plazo, 

como los bancos de inversión, será más fácil mantener instituciones que 

favorezcan el empleo de larga duración, tales como la protección contra el 

despido, ya que se proveerá de capital a las empresas con independencia de la 

variación de la tasa de beneficio en el corto plazo. Al contrario, las economías 

liberales tenderán a confiar en las instituciones de mercado tanto respecto a la 

financiación, acudiendo a los mercados financieros, como en las relaciones 

laborales, prefiriendo mercados laborales flexibles. En el caso de las economías 

coordinadas, por lo tanto, tenderá a manifestarse la presencia de instituciones 

que, en ambas esferas, mostraran un nivel más bajo de recursos al mercado 

(Hall y Soskice, 2001:18). 

Naturalmente, desde el punto de vista que interesa a este trabajo, las 

conformaciones institucionales de cada variedad de capitalismo no son neutras. 

De hecho se sobreentienden configuraciones bien distintas de los regímenes de 

bienestar y del papel del Estado en los mismos, que como se verá en el Capítulo 

3 conducen a diferentes resultados tanto en términos de distribución como de 
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exclusión social (se deja para las secciones 2.5 y 2.6 una definición más precisa 

de estos conceptos). 

Como se dijo, la literatura sobre las variedades de capitalismo fue 

concebida desde una mirada dirigida a los países desarrollados. En los trabajos 

citados, el caso que representaría el paradigma del tipo ideal de economía 

coordinada sería Alemania, mientras el caso que más se acerca al modelo liberal 

sería el de Estados Unidos. No obstante, en los últimos años otros autores han 

empezado a estudiar la posibilidad de aplicar los conceptos básicos de esta 

perspectiva a otras realidades geográficas, caracterizadas por estructuras 

económicas más heterogéneas y menores niveles medios de ingresos. Este es el 

caso de los estudios que se han centrado en el análisis de la región 

latinoamericana. 

Un buen ejemplo de ello es el trabajo de Ben Ross Schneider (2009) en el 

que el autor propone un tipo ideal de variedad de capitalismo que bien 

representaría a la región latinoamericana, permitiendo remarcar algunas 

características propias del desarrollo capitalista en esa área. En su trabajo se 

resalta como los hechos empíricos que más caracterizan a la región son, en 

primer lugar, la naturaleza de las grandes empresas que dominan los mercados 

nacionales. Se da en la mayoría de países una coexistencia de un grupo 

reducido de conglomerados (holdings) de capital nacional altamente 

diversificados, que constituyen grupos económicos con frecuencia bajo control 

de una familia, al lado de las subsidiarias locales de grandes empresas 

transnacionales de capital extranjero. En un segundo lugar, y de forma 

subordinada al régimen de la producción, prevalece un régimen de bienestar 

caracterizado por la elevada atomización de las relaciones laborales, la cual 

contribuye a reproducir una fuerza de trabajo de baja calificación (Schneider, 

2009:555). 

En el ámbito de la producción, las grandes empresas (nacionales y 

extranjeras) internalizan las principales decisiones de inversión, tecnología y 

empleo de las unidades productivas controladas. Además, las grandes 
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empresas suelen operar en mercados regulados o con carácter de oligopolio; sus 

enormes dimensiones relativas, en mercados altamente concentrados, hacen 

que su poder de mercado entre las empresas clientes y proveedoras, y su grado 

de influencia sobre el sistema político a todos los niveles de gobierno sea muy 

elevado. En otras palabras, también en la interacción con los actores que rodean 

estas grandes empresas son predominantes las formas jerárquicas (cfr. nota nº 

66). La forma de gobernanza corporativa predominante está marcada también 

por la jerarquía, ya que estas empresas suelen estar controladas desde arriba, 

por el grupo familiar en el caso de los grupos económicos locales, o por la 

gerencia de la empresa madre situada en el extranjero, en algún país 

desarrollado o en otro países de la región, en el caso de las “translatinas”. 

Dicho esto, las privatizaciones de los años 90 no hicieron sino 

profundizar estas características al permitir que las grandes empresas se 

expandieran en sectores regulados, de elevada rentabilidad y bajo riesgo, a 

menudo monopolios naturales. De esta forma tanto las multinacionales como 

los grupos locales se expandieron a los sectores de los servicios públicos 

(utilities), sector petro-minero y de otras commodities, y al sector de la 

intermediación financiera (Schneider, 2009:556-561). 

Respecto a las relaciones laborales, el autor señala las diferencias de esta 

forma de capitalismo respecto a las formas coordinadas y de libre mercado: en 

la región, los trabajadores tienden a mantener relaciones de corto plazo con las 

empresas y pocos vínculos horizontales con el resto de los trabajadores. Así en 

comparación con esas tipologías de capitalismo, el nivel medio regional de 

densidad sindical es el menor, así como la duración media del empleo, 

acompañado por una elevada rotación de los trabajadores entre puestos de 

trabajo y entre distintos sectores. Al contrario, el grado de regulación de los 

mercados laborales formales es más elevado incluso que en las economías 

coordinadas, pero este hecho está más que compensado por la presencia 

considerable de la informalidad laboral que reduce considerablemente el grado 

de acatamiento de la legislación. Todo ello contribuye a que las relaciones 

industriales sean de tipo jerárquico, donde la regulación del Estado 
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desincentiva acuerdos sectoriales entre sindicatos y empresas e incentiva la 

búsqueda de influencia política para doblegar las políticas públicas en ventaja 

propia (Schneider, 2009:561-563). En los últimos años, Argentina ha constituido 

una excepción ya que, como veremos en el capítulo Capítulo 4, el gobierno ha 

promovido la contratación colectiva, la cual se ha desarrollado notablemente. 

Las interacciones y las complementariedades entre instituciones sociales 

y económicas con estas características han producido un bajo nivel de inversión 

tanto en el desarrollo de tecnología propia como en educación para incrementar 

el nivel de calificación de la fuerza de trabajo. El primer elemento se explica por 

la presencia invasiva de las multinacionales que introdujeron tecnología 

extranjera, ligada a líneas de productos elaborados en cadenas internacionales 

de valor, que desplazaron a las empresas locales de la frontera tecnológica hacia 

sectores de baja innovación, desincentivando la inversión local en investigación 

y desarrollo. Todo ello condujo, por el lado de la demanda de empleo, a un bajo 

ritmo de creación de puestos de trabajo, los cuales fueron en su mayoría de 

media y baja calificación, con una preponderancia del sector primario-

exportador y del terciario, en particular servicios de baja productividad 

(Schneider, 2009:561-563). 

Por el lado de la oferta de trabajo, las relaciones laborales de corto plazo 

y la elevada volatilidad tanto del crecimiento económico como de las políticas 

económicas generaron incentivos negativos a la inversión en capital humano, en 

particular en educación. Los grupos económicos hicieron frente a la elevada 

volatilidad de la situación económica con una intensa diversificación en 

múltiples sectores, con una preferencia hacia aquellos que garantizaran una 

elevada rentabilidad, como los sectores regulados y los monopolios naturales. 

La acción de estas empresas fue acompañada por un manejo extremadamente 

flexible de sus activos, entre los que la fuerza de trabajo constituyó una variable 

de ajuste fundamental. Todos estos elementos se reforzaron mutuamente, 

reduciendo los incentivos a instaurar relaciones de larga duración, lo que 

influyó negativamente sobre la inversión de las empresas en la formación de 

sus empleados y en el establecimiento de mecanismos institucionalizados de 



 
126

negociación entre asociaciones empresariales y de los trabajadores (Schneider, 

2009:567-570). 

Los Estados fueron frecuentemente actores de regulación económica, 

aunque débiles en cuanto no implementaron eficazmente esas normas y no 

lograron un suficiente grado de autonomía de las presiones sociales, como se 

discutió anteriormente. En este sentido, como principal filtro entre las presiones 

que se originaban en el sistema económico internacional y la economía interna, 

los Estados representaron la fuente principal de la volatilidad y del consecuente 

acortamiento del horizonte de decisiones de los actores económicos (Schneider, 

2009:569). 

Sin embargo, como señalan algunos autores (Martínez Franzoni y 

Sánchez-Ancochea, 2012), la región está llamada a resolver estos dilemas si 

quiere superar el doble desafío de la incorporación social y de mercado. En la 

línea de Hall y Soskice, se destacan las estrechas complementariedades 

existentes entre el sistema productivo y el régimen de bienestar, el cual deriva 

su financiación del primero y le provee de su insumo fundamental, la fuerza de 

trabajo, en la cantidad y calidad requerida. La sostenibilidad de los arreglos 

institucionales que configuran un régimen de bienestar dependerá por lo tanto 

del florecimiento del sistema productivo. Este último se puede lograr en el largo 

plazo únicamente a través de la continua transformación estructural hacia 

producciones de alto valor agregado y creciente contenido tecnológico. 

Sólo coordinando los esfuerzos en los dos ámbitos se puede lograr que 

se generen el número adecuado de empleos de calidad, expandiendo la 

incorporación al mercado, y simultáneamente se asegure el bienestar de las 

personas independientemente de su posición en el mercado, es decir, su 

incorporación social. Lo que nos vienen a decir los dos autores, por lo tanto, es 

que un esfuerzo concentrado solamente en la expansión de la protección social 

de parte del Estado, si no viene acompañado por una mejora de las fuentes de 

empleo de calidad, conduce a regímenes de bienestar segmentados y a una 

extensión de la informalidad, como ocurrió en muchos países de América 
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Latina durante la época del modelo ISI. Esta idea constituye uno de los 

elementos a tener en cuenta cuando se discutirá de la sostenibilidad del actual 

proceso de reforma política y económica en Argentina. 

1.7. El pensamiento crítico sobre el desarrollo y el sistema 

capitalista 

1.7.1. Los críticos de la globalización económica y financiera 

En la práctica, las cláusulas de condicionalidad del FMI en los préstamos 

otorgados luego de las numerosas crisis financieras que golpearon varios países 

y regiones del mundo en los años 90, como ya a lo largo de los años 80, se 

centraron en el ajuste macroeconómico y en el fomento de las políticas pro-

mercado, a expensas de la elaboración de un proyecto de desarrollo a largo 

plazo y de las preocupaciones de carácter social por los costes de la transición y 

reestructuración económica67. En la sección 1.8, se verá más en detalle como en 

el caso de América Latina factores internos y externos, provenientes de los 

cambios en el sistema económico internacional, desencadenaron una crisis del 

modelo preexistente de desarrollo ya en la primera mitad de los años 80. Sin 

embargo, en esta sección se tratará de cómo estos acontecimientos históricos 

dieron lugar a un resurgimiento, o mejor dicho a una mayor influencia, de la 

literatura crítica con el paradigma dominante, y qué formas principales 

tomaron esas críticas. 

Durante los años 90, las protestas de carácter local, como la de los 

zapatistas en Chiapas contra el TLCAN, se trasformaron, crisis tras crisis — el 

efecto tequila, la crisis asiática, la rusa, la brasileña, la argentina, tan sólo entre 

1994 y 2002—, en protestas de alcance cada vez más global, que de forma 

creciente pusieron en cuestionamiento el pensamiento único de inspiración 

neoliberal. Uno de los momentos de mayor impacto en los medios de 

                                                
67 La respuesta a la crisis global iniciada en Estados Unidos en 2007 fue inicialmente de signo 
diferente, al reconocerse la necesidad de estimular la demanda para hacer frente a la caída de la 
actividad económica y para reducir los costos de la absorción de la burbuja inmobiliaria. Sin 
embargo, frente a la explosión de los déficits públicos, pronto las medidas de estímulo fueron 
retiradas para hacer lugar a las tradicionales políticas de austeridad. 
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comunicación fue la cumbre fallida de la Organización Mundial del Comercio 

(OMC) en Seattle de 1999, pero a partir de entonces las marchas y las protestas 

continuaron hasta el día de hoy. Las redes transnacionales y las ocasiones de 

discusión (como en el foro social mundial), se han multiplicado bajo lemas 

como “otro mundo es posible”. En estos ámbitos, los movimientos sociales que 

se reconocen en la lucha contra los procesos de globalización de tipo neoliberal 

pueden coordinarse y difundir sus consignas. Si en una primera fase las 

protestas se centraron precisamente en la relaciones desiguales entre países 

desarrollados y en vías de desarrollo, en la fase de crisis que viven los países 

desarrollados, las protestas se centran en atacar cada vez más al sistema 

capitalista en su modalidad actual de finaciarización desenfrenada y en 

reivindicar un reforzamiento de la democracia y de los intereses de las masas 

frente al poder de los “mercados”, es decir, del 99% por ciento de la población 

contra el 1% . Estas son algunos de los lemas difundidos por los medios y en las 

redes sociales como en los casos recientes del movimiento denominado del 

“15M” en España o de “Occupy Wall Street” en Estados Unidos. 

Esta efervescencia social ha transcendido también hacia los centros de 

producción de conocimiento, las universidades y otros centros creadores de 

ideas. Algunos entre los más prestigiosos exponentes de la academia han ido 

adoptando posturas bastante críticas respecto a muchos elementos del llamado 

Consenso de Washington y, en particular, a la fallida labor de control de las 

crisis internacionales por parte de organismos internacionales como el FMI y el 

BM68. En este sentido, las posiciones de muchos autores de la corriente 

convencional se van matizando y el bloque del pensamiento ‘único’ pierde 

piezas importantes, mientras se vive una temporada de recuperación, a nivel 

popular, del pensamiento crítico, como demuestra el renovado interés por el 

pensamiento de K. Marx69. La crisis financiera desatada en los países 

                                                
68 Se recuerden al respecto los trabajos del premio Nobel Joseph Stiglitz, como “Globalization and 
Its Discontents” ( 2002) o “Making Globalization Work” (2006), o los editoriales para el New York 
Times del también premio Nobel Paul Krugman en relación a la actual crisis económica. 
69 Es suficiente observar el gran número de publicaciones que en los últimos tiempos han 
tratado las ideas de Marx en relación a la actual crisis del capitalismo. Entre otros, “Why Marx 
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desarrollados a partir de la crisis del sector inmobiliario norteamericano, no ha 

hecho que reforzar estas posiciones, aunque se esté lejos de vislumbrar cambio 

concretos en el sistema económico mundial. De hecho las políticas de ajuste 

impuestas en la zona euro a los países de la periferia afectados por la crisis de la 

deuda pública hacen recordar a aquellas impuestas a los latinoamericanos 

durante las crisis de los 80 y los 90. En todo caso, seguramente se ha abierto un 

espacio para un mayor pluralismo de ideas, una vez que organizaciones, como 

el propio FMI, parecen haber moderado alguno de sus dogmas70. 

Entre la rica bibliografía de trabajos que aportan una mirada crítica con 

el neoliberalismo desde la economía del desarrollo, se puede recordar, por su 

capacidad de síntesis, el libro de Ha Joon Chang e Ilene Grabel (2006), 

“Reivindicar el desarrollo”, en el que los autores pretenden desmontar uno por 

uno los ‘mitos’ que sustentan la ideología neoliberal, y en particular la 

tendencia a apelar a recetas únicas y universales para todos los contextos. Al 

contrario, basándose tanto en las teorías heterodoxas como sobre la base de 

algunos casos históricos de éxito, los autores sostienen que es posible imaginar 

un conjunto muy amplio de políticas alternativas a las recetas convencionales. 

En este sentido, cada país tiene la posibilidad de establecer su propia estrategia 

de desarrollo según su situación presente y su trayectoria histórica, más allá de 

los modelos unidimensionales que se quieren imponer desde muchas instancias 

internacionales. 

1.7.2. La crítica al concepto de desarrollo 

A nivel de discusión conceptual, los pensadores críticos con la visión 

neoliberal, encarnada en el Consenso de Washington, han insistido con 

frecuencia en proclamar que un desarrollo más ‘justo’, más ‘humano’, más 

                                                                                                                                          
Was Right” de Terry Eagleton (2011), “A Companion to Marx's Capital” de David Harvey 
(2010) o “How to Change the World: Reflections on Marx and Marxism” de Eric Hobsbawn 
(2011). 
70 Un ejemplo es el cambio de posición respecto a los controles de capitales, que ahora se 
admiten como parte de los instrumentos a disposición de la política económica para estabilizar 
las variables macroeconómicas, en particular para controlar la entrada de capitales 
especulativos de corto plazo (Ostry et al., 2010). 
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‘sostenible’ es posible. Se trata de etiquetas que muchas veces se han aplicado al 

concepto de desarrollo para gentilizar sus rasgos más economicistas y 

productivistas. No obstante, una postura alternativa alega que no es cuestión de 

añadir la especificación más acorde a las concepciones éticas de cada uno, sino 

más bien de criticar el concepto mismo de desarrollo. Una de las revisiones más 

completas de la literatura sobre esta corriente de pensamiento crítico está 

contenida en el libro ya citado de Rist (2003). 

La creencia del ‘desarrollo’, como la define este autor, consiste en una 

narración que sostiene que es posible alcanzar grados cada vez mayores de 

bienestar para todos los individuos por medio del progreso tecnológico y del 

crecimiento ilimitado de la producción de bienes y servicios, que la aplicación 

de esas innovaciones tecnológicas permite, tanto en términos de ahorro de 

recursos naturales como de satisfacción de nuevas necesidades y deseos 

humanos. En el centro del ‘desarrollo’ como mito está entonces la promesa de la 

abundancia generalizada, culminado un proceso que se considera “natural, 

positivo necesario e indiscutible” (Rist 2003:248-249). 

El concepto de desarrollo es por lo tanto un producto de la historia y una 

creación social, pero como toda creencia se ha transformado en un determinante 

de políticas públicas, en el móvil sugiere comportamientos y propone acciones. 

Como escribe Rist, “la mayoría de los dirigentes políticos y económicos se 

apoyan en la autoridad que les otorga el ‘desarrollo’ para transformar la 

naturaleza y las relaciones sociales en productos mercantiles y en ahondar las 

diferencias entre ricos y pobres, sin que les parezca contradictorio” (Rist 

2003:248-249). 

Un elemento fundamental de la crítica al concepto de desarrollo apunta 

a la imposibilidad de universalizar las pautas de hiperconsumo, comunes a los 

países más desarrollados, a los tres cuartos restantes de la población mundial. 

La imposibilidad de un crecimiento infinito deriva de la cantidad finita de 

recursos (minerales, tierra cultivable) y de los efectos antrópicos del desarrollo 

económico sobre el medio-ambiente (polución del aire, agua, efectos sobre los 
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ecosistemas). La insostenibilidad de ciertas formas de producción y consumo 

industrial parecen vislumbrarse en el incremento del precio de las materias 

primas que provoca, más allá de las fluctuaciones provocadas por los 

movimientos especulativos, el enorme crecimiento de India y China (mitad de 

la población mundial). 

Los daños ambientales de la acción humana parecen haber afectado los 

mecanismos más íntimos que sostienen la vida en nuestro planeta, como los 

numerosos estudios y vértices políticos sobre el cambio climático pronostican. 

Ha pasado mucha agua bajo el puente desde la publicación del informe del 

Club de Roma, Los límites al crecimiento (Meadows et al., 1972), y la sensibilidad 

a los cambios ecológicos que produce la actividad humana se ha elevado 

considerablemente. A pesar de este proceso de concienciación, todavía no existe 

un consenso unánime, en particular cuando son requeridos cambios costosos en 

los sistemas productivos y de consumo, como demostró la difícil ratificación del 

tratado de Kioto. 

Frente a los retos del cambio ecológico, los teóricos más confiados en los 

mecanismos de mercado sostienen que el progreso técnico y las variaciones de 

precio tenderán a disminuir el consumo de los recursos más escasos, 

impidiendo su agotamiento completo. La creación de mercados donde no los 

haya, como es el caso de los permisos de contaminación, permitirían por lo 

tanto alcanzar una solución del problema, gracias a la información que 

transmiten los precios sobre la escasez relativa de los bienes. De forma 

automática, los precios elevados en los recursos naturales (incluidos agua y 

aire) incentivarían la investigación tecnológica destinada al ahorro de estos 

insumos en el largo plazo. 

En el bando contrario, otros autores abogan por una reformulación del 

desarrollo humano, renunciando al crecimiento continuo a favor de una nueva 

relación más austera con el consumo, un mayor respeto hacia el medio 

ambiente y un sistema económico centrado en la satisfacción de las necesidades 

humanas fundamentales (Latouche, 2008). En este texto no serán tratados 
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explícitamente los temas de la sostenibilidad ecológica del desarrollo, 

tratándose de una cuestión que debe ser analizada en el largo plazo, mientras el 

análisis que aquí nos ocupa está centrado en las últimas dos décadas. Sin 

embargo, era necesario mencionar esta cuestión, tratándose de un aspecto que 

transciende e impregna a todos los demás problemas sociales, tanto en términos 

de efectos económicos (los recursos naturales disponibles: materias primas, 

alimentos, aire y agua), como directamente sobre el entorno vital y la salud de 

las personas. Se trata además de una cuestión que ha entrado de lleno en todos 

los debates sobre el desarrollo, y el propósito de esta sección es precisamente el 

de interrogarse sobre el concepto de desarrollo, examinar sus dimensiones y 

qué formas complejas asumen las mismas, por lo que la dimensión ecológica de 

estos procesos no podía ignorarse. 

1.7.3. Los críticos del sistema económico capitalista mundial. La 

perspectiva regulacionista y la visión de los ciclos largos de la historia 

Por último se quiere citar a esa corriente del pensamiento económico y 

social que se ha ocupado de analizar la evolución del sistema económico 

mundial en el largo plazo. En particular, se trata de un conjunto de autores que 

han tratado la nueva configuración del capitalismo a partir de que la crisis de 

los años 70, que ellos consideran sistémica, afectara y provocara el progresivo 

desgaste del modelo fordista de producción. Si se adopta esta perspectiva, no se 

mirará a una determinada coyuntura como fruto de las tendencias puntuales 

típicas de cada ciclo económico, sino que se considerará que estás tendencias se 

inscriben dentro de un proceso histórico de más largo plazo, cuyas causas 

estructurales deben ser identificadas, para comprender su evolución. En otras 

palabras, se tenderá a eliminar el “ruido” generado en el análisis por la 

información recolectada en el corto plazo, para intentar identificar las 

tendencias evolutivas subyacentes, con una perspectiva bien distinta a la de la 

teoría convencional, la cual intenta explicar precisamente esos cambios de corto 

plazo como desviaciones de un equilibrio de mercado de largo plazo. 
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Esta ruptura o cambio de ciclo se hace coincidir de forma general con la 

crisis del llamado ‘fordismo’, como bien señaló en primer lugar la denominada 

escuela de la regulación. Según los autores de esta corriente, de origen francesa, 

el fordismo había sido el régimen de acumulación dominante en la posguerra 

en el ámbito de los países occidentales. En estos países, donde rige el modo de 

producción capitalista según los lineamientos teorizados por Marx, un régimen 

de acumulación es la forma particular en la que se estabiliza, a lo largo de un 

determinado período temporal, la relación dinámica entre producción, 

consumo y distribución del excedente, de manera tal que pueda garantizarse el 

proceso de acumulación del capital. En otras palabras es el mecanismo 

institucional que rige la generación y la distribución del excedente, y que 

permite a su vez la reproducción del ciclo, a través de una reinversión de parte 

del propio excedente. 

En el caso del fordismo, éste era efectivamente un modelo de 

organización del trabajo alrededor de la cadena de montaje, en gran escala, para 

la producción de masas, lo que generó grandes aumentos de productividad. 

Pero el fordismo era también, al mismo tiempo, un sistema de convenciones 

que permitía repartir de forma negociada esas ganancias de productividad 

entre los distintos sectores y agentes sociales (Coriat, 1994)71. El pleno empleo, y 

el uso de la plena capacidad productiva, junto con el aumento constante del 

poder adquisitivo de los salarios permitían generar la demanda efectiva 

necesaria para estimular y saldar los incrementos de la producción, suavizar el 

ciclo de crecimiento y estabilizar el crecimiento de los beneficios empresariales. 

Además, una parte importante de los incrementos salariales no derivaban 

directamente de aportes de la empresa (como costes laborales), sino que se 

concretaban bajo forma de salario indirecto, a través de las instituciones del 

                                                
71 Para explicar la diferencia entre las dos acepciones de ‘fordismo’, Coriat aporta con acierto el 
ejemplo de Brasil, aunque su nota podría bien generalizarse a Argentina: en este país el 
desarrollo industrial se fundó en la difusión de unidades productivas fordistas en cuanto a 
organización de la producción, sin que se llegase nunca a un régimen de acumulación fordista, 
ya que faltó siempre un mecanismo institucionalizado de distribución de la renta entre las 
fuerzas productivas. Este elemento constituyó un elemento de fragilidad e instabilidad del 
modelo de desarrollo brasileño. 
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Estado de bienestar, financiadas, tanto por las empresas, como también por los 

trabajadores y la fiscalidad general. 

Otro concepto clave de esta escuela teórica es el modo de regulación, 

definido como el conjunto de instituciones, normas y hábitos cuyo efecto es el 

de ajustar los desequilibrios que un régimen de acumulación genera 

permanentemente. El modo de regulación asegura, de hecho, la compatibilidad 

del conjunto de decisiones descentralizadas que toman los agentes económicos 

en el sistema capitalista. Entre los constituyentes del modo de regulación están 

elementos formales como la ley, la norma, la regulación pública y cualquier otro 

vínculo a la actividad económica; pero también elementos informales como el 

compromiso y la negociación, y, en general, todo un sistema de valores y 

representaciones o la simple rutina de los agentes económicos (Boyer y Saillard, 

2002:41). 

Para analizar el modo de regulación existente, la escuela de la regulación 

recurre a las “formas institucionales”, es decir, las configuraciones específicas 

que asumen las relaciones sociales. En este ámbito cada modo de regulación 

está caracterizado por establecer una jerarquía entre las formas institucionales 

que definen una forma determinada de capitalismo. Estas formas 

institucionales son (Boyer y Saillard, 2002:39-40): 

• las formas de la competencia, es decir, la organización de los mercados, 

el grado de concentración, la formación de los precios, etc.; 

• las formas de la moneda, entendida como instrumento de equivalencia 

entre unidades económicas; regulado en regímenes monetarios 

conformados por conjuntos de instituciones y políticas monetarias; 

• las formas del Estado y cómo el sector público interfiere con la 

dinámica económica; 

• la formas de la relación salarial, es decir, los determinantes de los 

salarios y el empleo, la organización del trabajo, etc.; 

• las formas de inserción en la economía mundial, que se concretan en las 

relaciones comerciales, financieras y monetarias con el exterior. 
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En el caso del régimen de acumulación fordista, el modo de regulación 

fue denominado ‘keynesiano’ por esta escuela, dado el peso que ejercieron en 

las dos décadas posteriores al fin de la segunda guerra mundial las políticas 

económicas inspiradas en el autor de la Teoría General, John Maynard Keynes. 

Estos años vieron la consolidación de una serie de instituciones (en su mayoría, 

públicas o reguladas por el Estado) relativas al manejo de la incertidumbre y el 

riesgo de los ciclos económicos. Se trataba de un conjunto de políticas 

microeconómicas que protegían al individuo o a la empresa de mutaciones 

improvisas en el contexto económico. A nivel del individuo físico, las 

instituciones del Estado del bienestar protegían al trabajador asalariado 

(generalmente hombre) y, por extensión, a toda su familia del grueso de los 

riesgos vitales y económicos (vejez, enfermedad, desempleo, etc.), como se verá 

más en detalle en el Capítulo 3. Por otra parte, las políticas agrícolas e 

industriales, las leyes de reforma de los bancos para la protección de los 

pequeños ahorradores, estaban destinadas a resguardar las pequeñas y 

medianas empresas de los vaivenes de los mercados72 (Galbraith, 1972:132). 

La gestión macroeconómica de los ciclos constituía un elemento todavía 

más importante de la política económica, ya que se trataba de prevenir los 

riesgos antes que se concretaran, en particular el desempleo y la quiebra de las 

empresas. El instrumento principal del manejo macroeconómico consistía en 

impulsar la demanda efectiva con adecuadas políticas fiscales y monetarias. La 

meta principal de la acción del Estado consistió en limitar la inseguridad 

económica a través de la eliminación o la atenuación de los ciclos económicos, 

para estabilizar la economía en un nivel que garantizara el pleno empleo y el 

uso pleno de la capacidad productiva. En el caso especial de Estados Unidos, el 

keynesianismo asumiría una forma militar, al tener el gasto en defensa una 

preponderancia en el gasto público como generador de demanda efectiva 

(Galbraith, 1972:133). 

                                                
72 Las grandes empresas y, caso extremo, los monopolios ya se las ingeniaban, tácita o 
explícitamente, para limitar la competencia en sus sectores de actividad. 
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El modo de desarrollo es definido, por lo tanto, como la forma en la que 

se estabiliza en el largo período la relación entre régimen de acumulación y 

modo de regulación, por medio de la consolidación de determinadas formas 

institucionales (véase Fig. 1). El desfase entre ambos elementos conduce a crisis 

del modo de desarrollo (cfr. más abajo). Mientras permanecen en equilibrio bajo 

la forma de un determinado modo de desarrollo, el modo de regulación aporta 

un ambiente propicio al florecimiento del régimen de acumulación. Sin 

embargo, un régimen de acumulación está sujeto a los cambios provocados por 

todos los factores que afectan a la generación del excedente, como los cambios 

en las tecnologías o en la escala de la producción. Por otra parte las formas 

institucionales del modo de regulación pueden permanecer atrasadas frente a 

nuevas dinámicas sociales (por ejemplo, demográficas) y ajustes económicos de 

envergadura (por ejemplo, a nivel sistémico de la relación internacional del 

trabajo). Cuando como consecuencia de estas transformaciones, se produce una 

Fig. 1. Elementos constitutivos y dinámica de un modo de desarrollo 

 

Fuente: Boyer y Saillard (2002:44), trad. propia 
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asincronía entre los dos elementos constitutivos del modo de desarrollo, se 

produce una crisis de tipo estructural. 

Otros tipos de crisis también surgen de las contradicciones que nacen de 

la evolución histórica de las formas institucionales. Las crisis de tipo exógeno 

son desencadenadas por factores externos al modo de regulación, cuya reacción 

depende del mismo. Un ejemplo de esta modalidad de crisis son las provocadas 

por un incremento abrupto de los precios de las materias primas o de las tasas 

de interés internacional. Las crisis de tipo cíclico se desarrollan en cambio por 

los procesos que son internos al modo de regulación, sin que intermedien 

cambios sustanciales de las formas institucionales. Sin embargo, en estos casos, 

la recuperación ocurre sin cambios considerables en la política económica y sin 

la necesidad de abarcar reformas de calado en las instituciones del país. Se trata, 

en este sentido, de “crisis menores” (Boyer y Saillard, 2002:43-44). 

Algo bien distinto ocurre cuando es el modo de desarrollo que entra en 

crisis. En las crisis de tipo estructural, la recuperación de una fase recesiva no se 

da automáticamente sino que se produce en el medio de procesos de reforma de 

las instituciones existentes, en la búsqueda de un nuevo equilibrio que permita 

reanudar establemente la acumulación de capital. Pueden producirse, como se 

vio, dos formas de crisis estructural: la crisis del régimen de acumulación y la 

crisis del modo de regulación, según el origen del desfase en el modo de 

desarrollo. En ambos casos, los síntomas de una crisis estructural serán visibles 

en la incapacidad de mantener el nivel de acumulación previo, en la disolución 

de las instituciones sociales que suportaron el proceso de acumulación, en el 

incremento de los conflictos políticos y sociales, tanto a nivel nacional como 

internacional. Naturalmente, la forma específica que asumirá una crisis 

estructural dependerá del régimen de acumulación y del modo de regulación 

existentes en un determinado momento histórico73 (Boyer y Saillard, 2002:44). 

                                                
73 Con un alcance todavía más amplio, las crisis de tipo trascendental se producen cuando 
queda en entredicho el modo de producción dominante y se da una crisis estructural de la que 
no consigue emerger ningún nuevo régimen de acumulación. En consecuencia, el desempeño 
económico permanece negativo o estancado en el largo plazo y los procesos de reforma política 
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Dicho esto, queda por aclarar qué provocó la ruptura de la estabilidad 

del modelo fordista keynesiano a caballo de los años 60 y 70. ¿Qué proceso 

provocó la ruptura del círculo virtuoso keynesiano que había permitido durante 

casi tres décadas incrementar simultáneamente la rentabilidad del capital y la 

calidad de vida de los trabajadores, tanto en términos de un aumento de los 

salarios reales como de la institucionalización del salario social en el Estado de 

bienestar? Este período de mejora del bienestar social, localizado en particular 

en los países más avanzados de Europa, fue logrado gracias a las elevadas tasas 

de crecimiento de la productividad del trabajo, ganancia generada en 

consecuencia de la elevada tasa de progreso técnico realizada en esos países y 

en otras áreas del mundo como Japón y algunos países de América Latina. 

Como destacan Duménil y Lévy (2007) ya en la década de 1960 se inicia 

un cambio de tendencia que se expresa en el declive de la tasa de ganancia en 

los países más desarrollados, proceso que continuará en los años posteriores 

hasta tocar un mínimo a principio de los años 80 (Cfr. Fig. 2)74. Los autores 

explican este fenómeno con la caída de la tasa de crecimiento del progreso 

técnico. Los efectos de la caída de la tasa de ganancia llevaron a una reducción 

de la tasa de acumulación de capital, y en consecuencia provocaron un declive 

en las tasas de crecimiento económico. Los efectos de este cambio en la tasa de 

progreso técnico se manifestaron, por lo tanto, bajo la forma de fenómenos 

simultáneos de mayor desempleo y mayor inflación, por lo que se quebraba la 

eficacia de las políticas macroeconómicas keynesianas. Además se produjo un 

crecimiento lento del poder adquisitivo de los salarios y un incremento de los 

conflictos sociales relacionados con el reparto del producto entre capital y 

trabajo. 

                                                                                                                                          
están bloqueados o, incluso, son contraproducentes. El ejemplo más reciente de este caso sería el 
colapso del sistema político y económico de la Unión Soviética (Boyer y Saillard, 2002:44). 
74 En la figura, Europa se refiere a Alemania, Francia y Reino Unido. Los autores calculan la tasa 
de ganancia como la relación entre la ganancia, en sentido amplio (producción menos coste de 
trabajo), y el stock de capital fijo al neto de la amortización. Las ganancias incluyen entonces 
impuestos, intereses y dividendos a pagar (Duménil y Lévy 2007:46). 
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El período que va desde finales de los 70 hasta principio de los 80 

constituye por lo tanto una manifestación de una crisis profunda del 

capitalismo. La posterior recuperación de las tasas de ganancia fue 

consecuencia, según Duménil y Levy, de los efectos sobre la rentabilidad de las 

políticas de desregularización de los mercados, en particular los financieros, y 

la compresión de los salarios. La caída de la tasa de progreso técnico no fue 

contrarrestada, de ahí la imposibilidad de reconstruir un compromiso de clase 

de tipo fordista-keynesiano. Frente a una etapa de estancamiento de los salarios 

reales, el incremento de la demanda interna de los países desarrollados se 

sostuvo en el creciente endeudamiento de los hogares, como demuestran los 

niveles de deuda privada alcanzados en la mayoría de los países desarrollados. 

Paralelamente la financiarización de las economías y la globalización de los 

flujos de capital favoreció a los tenedores de activos financieros, provocando un 

aumento de la desigualdad en la mayoría de los países desarrollados (Duménil 

y Lévy 2007). 

Otros autores añaden que la caída de la tasa de ganancia en la economía 

productiva de los países desarrollados fue fruto del incremento de la 

competencia interestatal, a causa del incremento de los flujos de intercambio 

Fig. 2. Tasas de ganancia en Europa y Estados Unidos 

 

Fuente Duménil y Lévy (2007:46) 
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económico y la expansión del desarrollo industrial hacia las áreas externas a 

Estados Unidos, en un primer momento a la Europa Occidental y Japón 

posbélicos y, posteriormente, Asia Oriental y partes de América Latina. Este 

cambio en las formas del capitalismo global ha sido por lo tanto una 

manifestación del actual proceso de transformación en las relaciones 

internacionales, en particular en la posición declinante del hegemón Estados 

Unidos. El incremento de la competencia entre las empresas capitalistas, 

causada por un proceso de sobreacumulación de capital y la caída de las tasas 

de la rentabilidad de las actividades productivas, está correlacionado con un 

recrudecimiento de la competencia interestatal por el control del capital móvil, 

en particular bajo la forma del capital financiero. Se trata de una de las tesis 

fundamentales de Giovanni Arrighi (1999). 

Este autor afirma, sobre la base de la teoría de Marx75, que la producción 

en bienes materiales no constituye el fin último de lo que él llama “las agencias 

capitalistas”76. La producción material es sólo el medio para “asegurarse una 

flexibilidad y una libertad de elección en el futuro siempre mayores. […] si no 

existe expectativa alguna por parte de las agencias capitalistas sobre este 

incremento futuro de su libertad de elección o si esta expectativa se incumple 

de modo sistemático, el capital tiende a reorientarse hacia formas más flexibles 

de inversión, sobre todo, a su forma-dinero” (Arrighi, 1999:18). 

Este principio de comportamiento de la agencia capitalista individual 

puede generalizarse como “pauta de comportamiento del capitalismo histórico 

                                                
75 En la célebre formula de Marx sobre el capital (DMD’), D se refiere al capital en su forma 
líquida, monetaria y financiera. Como tal posee la flexibilidad máxima a la que corresponde la 
máxima libertad de elección para el capitalista. M se refiere al capital-mercancía (M), el que está 
invertido en un conjunto concreto de factores productivos, que se organizan con el objetivo de 
la obtención de beneficios. El objetivo final del capitalista es obtener al final del proceso de la 
producción una ampliación del capital-dinero inicial (D’). M es por lo tanto solo un medio para 
alcanzar D’ y no un fin en sí mismo (Arrighi, 1999:17-18). 
76 Es decir los centros de decisión de la inversión del capital, cuya naturaleza es capitalista ya 
que busca multiplicarse en modo “sistemático y persistente, con independencia de la naturaleza 
de las mercancías y actividades particulares que sean, incidentalmente, el medio para ello en un 
momento dado” (Arrighi, 1999:21). 
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como sistema-mundo”77. Es decir, Arrighi teoriza la alternancia de épocas de 

expansión material y acumulación de capital físico (la parte izquierda de la 

transformación D→M) con fases de expansión financiera (M→D’), en la que una 

parte creciente de capital inmovilizado y buena parte del capital liquido se 

acumula y se revaloriza en los mercados financieros, al punto que podría 

escribirse directamente D →D’(Arrighi, 1999:19). La transición entre las dos 

fases ocurre cuando “la inversión del dinero en la expansión del comercio y de 

la producción no cumple ya el objetivo de incrementar el flujo de tesorería del 

estrato capitalista de modo tan efectivo como pueden hacerlo las operaciones 

puramente financieras” (Arrighi, 1999:21). 

En óptica histórica, este autor define al ciclo completo DMD’, constituido 

por la fase de expansión material y la fase de expansión financiera, “ciclo 

sistémico de acumulación”. El último de estos ciclos ha estado centrado en 

Estados Unidos, y desde los años 70 ha cristalizado en una fase de expansión 

financiera. Estas fases se caracterizan por ser “fases de cambio discontinuo 

durante las cuales el crecimiento en virtud de la senda establecida [del 

desarrollo material] ha alcanzado o está alcanzando sus límites, y la economía-

mundo capitalista “se desplaza” a otra senda mediante reestructuraciones y 

reorganizaciones radicales (Arrighi, 1999:22-27). 

1.8. Transformaciones en la inserción internacional de 

América Latina desde los años 70 

1.8.1. El régimen internacional de Bretton Woods y su crisis 

El declive de la hegemonía de Estados Unidos teorizado por Arrighi se 

pone de manifiesto en la crisis del régimen internacional, creado en la 

posguerra bajo la conducción de este país. El objetivo de esta sección es discutir 

como este hecho afectó a la región latinoamericana, prestando una atención 

particular al caso de Argentina. La base del régimen que reguló las relaciones 

internacionales en lo económico en el ámbito de los países capitalista fueron los 

                                                
77 Arrighi sigue por lo tanto la línea trazada por Fernand Braudel y Immanuel Wallerstein. 
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acuerdos de Bretton Woods, celebrados en 1944, es decir, antes del final de la 

contienda. En ellos se pusieron los cimientos de la arquitectura política y 

económica de la posguerra a través de la constitución de un conjunto de 

organismos internacionales y acuerdos multilaterales en lo político y lo 

económico, en particular en el ámbito financiero. 

El espíritu que permeaba los acuerdos suponían una reacción a los 

horrores de la guerra y era fruto de una reflexión teórica sobre las causas 

últimas de la misma. Había consenso sobre el hecho que la crisis económica de 

los años 30, y las respuestas que se dieron a la misma, habían contribuido de 

forma decisiva al debilitamiento de las democracias europeas al fomentar los 

extremismos y los nacionalismos, como en el caso de Alemania. Este proceso 

tuvo un reflejo claro en la respuesta no coordinada de los países frente a la Gran 

Depresión, que se manifestó en la adopción de políticas proteccionistas y en las 

continuas devaluaciones, como un tentativo de superar la crisis a través del 

comercio exterior a costa de los otros países. Esta estrategia de empobrecer al 

vecino (‘beggar thy neighbour’), tuvo como resultado un colapso del comercio 

mundial y, en consecuencia, un empeoramiento de la situación económica para 

todos los países. Los acuerdos de Bretton Woods representaban por lo tanto el 

intento de evitar fracasos en el orden internacional del tipo de los ocurridos 

entre las dos grandes guerras. Al mismo tiempo, el régimen internacional así 

diseñado constituía un bien público para los participantes del mismo, que se 

beneficiarían de la cooperación interestatal resultante, auspiciada por su 

promotor principal, Estados Unidos, el Estado hegemónico y el único que, a la 

salida de la guerra, tuviera tanto los recursos como la voluntad de garantizar su 

funcionamiento78. 

                                                
78 El concepto de hegemonía ha sido discutido extensivamente por la literatura de diferentes 
disciplinas. En el campo de las relaciones internacionales se refiere no solo al predominio 
militar y económico, sino también a la voluntad y la capacidad de establecer y mantener un 
orden internacional que, si bien sirve los intereses del hegemón, se considere legítimo por las 
otras potencias del sistema internacional en cuanto mutualmente beneficioso. El orden, la paz, 
el comercio internacional, constituyen un conjunto de “bienes públicos” que surgen de la 
interrelación hegemónico-subordinado y benefician a todos los actores (aunque evidentemente 
de manera desigual). 
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Con este designio se crearon en el área de la relaciones económicas 

internacionales instituciones tales como el Fondo Monetario Internacional, cuya 

misión inicial fue la de favorecer la coordinación financiera interestatal y evitar 

que las crisis en la balanza de pagos que afectaran a uno de los países miembros 

se contagiaran a otros países y transcendieran a nivel del equilibrio sistémico. 

Contextualmente, se creó el Banco Internacional de Reconstrucción y 

Desarrollo, que iría a financiar la reconstrucción de las economías europeas 

occidentales, y posteriormente se constituiría en el Banco Mundial. A falta de la 

creación de una Organización Mundial del Comercio, cuyo nacimiento debería 

esperar hasta 1995, en las décadas sucesivas posteriores, se fueron cerrando una 

serie de acuerdos comerciales que fomentaron el libre intercambio, como el 

GATT (General Agreement on Trade and Tariffs). A nivel regional, debe destacarse 

que los acuerdos de asociación intraeuropea, que conducirían en 1957 a la 

constitución de la Comunidad Económica Europea, perseguían el mismo 

objetivo de fomentar la libertad comercial y la cooperación económica. 

Como ya se ha señalado, este entramado de acuerdos internacionales, 

que conformaban un sistema ordenado de relaciones vigente para todos los 

países en la órbita de los Estados Unidos, se sostenía en la posición hegemónica, 

tanto militar como económica, de ese país al finalizar la segunda guerra 

mundial (cfr. Gilpin, 2001)79. Quizás la demostración más evidente de la 

hegemonía norteamericana fue el régimen monetario que gobernaría los 

intercambios internacionales a partir de Bretton Woods, el llamado “patrón 

oro” (Gold Exchange Standard). El pilar fundamental del sistema monetario 

internacional sería la convertibilidad del dólar norteamericano (US$) en una 

cantidad fija de oro. Sobre la base de esta relación se construían el resto de las 

relaciones de cambio, al ser las otras divisas convertibles en US$ a un tipo de 

cambio fijo, que podría modificarse solo mediante negociaciones 

internacionales. La estabilidad de los tipos de cambio estaba acompañada por 

un control de los movimientos de capital relativamente estricto en comparación 

                                                
79 Cfr. Gilpin (2001). 
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con la liberalización progresiva del comercio internacional de bienes y servicios, 

en el marco de los acuerdos GATT. 

En el caso de los países europeos el conjunto de estas instituciones 

permitió un elevado grado de discrecionalidad en el manejo de las políticas 

macroeconómicas domésticas, lo que fue la base fundamental del 

establecimiento del modo de desarrollo fordista-keynesiano. El 

resquebrajamiento de los regímenes internacionales de la posguerra, y su 

transformación posterior, constituyeron por lo tanto una de las causas 

fundamentales de la crisis de ese modo de desarrollo. 

En las décadas posteriores al final de la guerra, la situación internacional 

fue cambiando, como se dijo, de forma rápida a causa de acontecimientos como 

los procesos de descolonización y la lucha por la influencia sobre los nuevos 

Estados independientes que se desencadenó entre las dos grandes 

superpotencias por un lado; y la paralela reconstrucción y los posteriores 

“milagros económicos” en Europa occidental y Japón por el otro. Que la 

posición hegemónica de los Estados Unidos en lo económico ya no era tan 

holgada como en los primeros años de la posguerra quedó de manifiesto en los 

crecientes déficits comerciales sufridos por Estados Unidos a partir de los años 

60, lo que provocó una creciente sangría en las reservas de oro del país. En 

parte, el fenómeno estaba generado por las propias inversiones de las 

multinacionales norteamericanas en Europa, es decir, por el comercio intrafirma 

de estas empresas, y no por un declive productivo de los Estados Unidos. Sin 

embargo, un efecto de estas políticas empresariales fue el creciente número de 

dólares circulantes y depositados en el exterior y fuera del control de la Federal 

Reserve norteamericana (principalmente en la plaza de Londres)80. En el mismo 

período, el gobierno de EEUU tuvo que financiar sus misiones bélicas (en 

particular, el creciente esfuerzo bélico en Vietnam) con la emisión ulterior de 

dólares. Todo ello condujo a déficits en la cuenta corriente que, junto con el 

desequilibrio entre los pasivos denominados en dólares en el exterior y las 

                                                
80 Arrighi (1999:360-366) analiza con detalle este proceso. 
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menguantes reservas áureas norteamericanas, condujo a una pérdida paulatina 

de la confianza en la divisa norteamericana y en el patrón oro. 

Un paso decisivo en el proceso de desmantelamiento de las regulaciones 

de Bretton Woods se dio cuando en 1971 el presidente de EEUU, Richard 

Nixon, decidiera certificar el fin de la convertibilidad del dólar en oro, 

enterrando de esta forma el Gold Standard. Se dio inicio así a un período de libre 

fluctuación de las divisas, y a un florecimiento de la especulación en los 

mercados de divisas, lo que provocó una inmediata devaluación del dólar 

respecto al marco alemán y al yen japonés. A continuación, la crisis del petróleo 

de 1973, originada en la decisión de los países OPEP (Organización de los Países 

Exportadores de Petróleo) de multiplicar el precio de los hidrocarburos, 

desencadenó una recesión en los países desarrollados81. La primera respuesta 

de los gobiernos de esos países a la crisis fue la adopción de políticas de 

estímulo, en aplicación de las tradicionales recetas de inspiración keynesiana. 

Sin embargo, en esa ocasión el efecto de shock de coste causado por el aumento 

de los precios de la energía (y otras materias primas) invalidaron la eficacia a 

medio plazo de estas políticas al generar una dinámica inflacionaria creciente. 

De hecho, se originó un verdadero conflicto distributivo sobre la 

cuestión de cómo distribuir los costes del shock energético, ya que una clase 

obrera cuya fuerza relativa estaba en sus máximos históricos, pudo resistirse 

inicialmente tanto a los intentos de reducir el nivel de los derechos obtenidos 

por los asalariados como de reducir su poder adquisitivo, para reducir los 

costos empresariales. De hecho, la tasa de ganancia se fue reduciendo a lo largo 

de la década de los 70, como se vio en la Fig. 2, hasta que la llegada al poder de 

                                                
81 Debe notarse que la devaluación del dólar durante el primer shock petrolífero, así como 
durante el segundo shock o en la reciente subida de las commodities a partir de 2007, precedió 
temporalmente a la subida de los precios de las materias primas. A partir de este hecho, se 
puede avanzar la hipótesis de que una parte importante del incremento de los precios 
calculados en dólares fue causado por el interés, tanto de los productores como de los tenedores 
de capital financiero, de protegerse de la devaluación del dólar. En el caso del cartel del OPEC, 
estos países tienen la capacidad de fijar hasta un cierto límite el precio en dólares de su 
producción. Los tenedores de capital financiero, entre ellos los especuladores, buscarán refugio, 
entre otras cosas, en los títulos respaldados por commodities o en el oro para proteger o 
incrementar el valor de sus activos fijos. 
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los gobiernos conservadores en EEUU y Reino Unido marcó un cambio de 

tendencia82. 

En el campo de la política económica, la tentativa de fomentar el 

crecimiento pero al mismo tiempo controlar la inflación dio lugar a una 

alternancia de políticas keynesianas expansivas y ajustes anti-inflacionarios de 

tipo ortodoxo, por medio de políticas fiscales y monetarias restrictivas. En 

consecuencia de las políticas de stop and go, la década estuvo marcada por una 

volatilidad elevada en las tasas de crecimiento del PIB, que en media, fueron 

inferior a las de los años 60, y un progresivo incremento en el nivel de inflación, 

que registró tasas elevadas aun durante los años recesivos frente a aumentos 

del desempleo. La rotura del trade-off entre desempleo e inflación, que había 

gobernado la política macroeconómica en las décadas anteriores, dejo lugar a 

una situación que se vino a llamar de “estanflación”. 

De forma simultánea con estos hechos, se generó a nivel mundial un 

aumento de liquidez en busca de rentabilidad. El aumento del precio del 

petróleo provocó de hecho una transferencia de recursos hacia los países 

exportadores de petróleo, en concepto de mayores “recibos energéticos”. Estos 

países, caracterizados por economías relativamente reducidas, tenían una 

capacidad de gasto limitada: no podían consumir (aun en bienes de lujo) o 

invertir en el propio territorio la totalidad de las divisas que obtenían. Por lo 

tanto, una parte considerable de estas divisas se depositaron en el exterior, 

principalmente en la banca privada de los países occidentales. Estos bancos, en 

su mayoría norteamericanos, inundaron de préstamos en dólares con tasas de 

interés reales muy bajas (dado el alto nivel de inflación medio vigente) a las 

                                                
82 Paradójicamente, la década anterior había registrado un incremento de la conflictividad 
social, aunque alejada de la lucha de clase por la obtención de derechos sociales colectivos. Más 
bien en la dirección de demandas no colectivas de reconocimiento de derechos civiles 
individuales en el campo de la cultura, las identidades y los valores, lo que se evidencia en los 
movimientos estudiantiles a partir de 1968. Si bien estos movimientos diesen por hecho la 
obtención de los derechos sociales básicos, su énfasis por la realización individual socavó, en 
opinión de algunos autores, la legitimidad de los sistemas de bienestar fundados sobre seguros 
colectivos homogéneos. En el plano simbólico, fueron la antesala de la deriva individualista de 
la desenfrenada década “yuppie” (acrónimo de young urban profesional”, joven profesional 
urbano) de los 80, como señala Judt (2010). 
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economías en desarrollo83. Como se verá en la sección 1.8 este hecho tuvo 

profundas consecuencias sobre la región latinoamericana, ya que promovió el 

endeudamiento rápido de la región. Este proceso pareció sustentable hasta que 

permanecieron vigentes las condiciones coyunturales de la segunda mitad de 

los años 70. Cuando a caballo con la década de los 80 la coyuntura internacional 

cambió de forma radical, los efectos sobre la región tuvieron importantes 

consecuencias económicas, sociales y políticas. 

El profundo cambio en las políticas económicas de los países 

desarrollados derivó de la solución adoptada al problema de la estanflación, en 

particular en los EEUU. La segunda crisis del petróleo (revolución iraní de 

1979), multiplicando una vez más los precios de las materias primas, exacerbó 

los problemas inflacionarios de los países industriales mientras los sumía en la 

recesión. La respuesta que se dio al dilema que había aquejado estos países en 

los años anteriores constituyó un giro radical respecto a las políticas 

keynesianas, ya que se puso todo el énfasis en el control de la inflación, aun a 

costa de un aumento del desempleo84. Las nuevas recetas monetaristas sugerían 

la necesidad de controlar la expansión de la oferta de moneda, en cuanto la 

inflación sería un fenómeno puramente monetario. Estas ideas de inspiración 

neoliberal, como se mostró en la sección 1.4.4, se constituyeron en el nuevo 

paradigma económico y desacreditaron a las recetas de inspiración keynesiana 

                                                
83 Perkins (2005) relata, a partir de su propia experiencia laboral, como los estudios de 
sostenibilidad de las deudas contraídas con la banca internacional, a menudo sobreestimaban la 
capacidad de crecimiento de esos países, es decir su capacidad de pago futuro. En opinión del 
autor esos “errores de predicción” jugaban a favor de la propia banca privada en detrimento de 
las necesidades de los países receptores (aunque en muchos casos no de los gobernantes del 
momento, que se veían favorecidos por la llegada de capitales extranjeros). 
84 En esta época gano popularidad la teoría llamada NAIRU (Non-Accelerating Inflation Rate of 
Unemployment, nivel de desempleo que no acelera la tasa de inflación) que predicaba la 
imposibilidad de reducir la tasa de desempleo por debajo de un determinado nivel “natural” 
con políticas de activación de la demanda sin que eso generara tensiones inflacionistas, que en 
el medio plazo afectarían a la actividad económica y a la misma tasa de desempleo. Esta tasa 
NAIRU se situaría en un nivel superior al desempleo friccional fisiológico (generado por la 
simple rotación y búsqueda de nuevos empleos) en proporción a las distorsiones provocadas 
por la presencia de instituciones de regulación de los mercados laborales que alejan el mercado 
de la situación de equilibrio entre demanda y oferta, teorizado por los neoclásicos. Si se acepta 
esta teoría, el desempleo se combatiría por lo tanto a través de reformas de desregulación de los 
mercados laborales y no por medio de políticas macroeconómicas de estímulo. 
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por su incapacidad de poner fin a la crisis. La llegada al poder, a caballo entre 

1979 y 1981, en EEUU y en Inglaterra de dos campeones del nuevo curso como 

Ronald Reagan y Margaret Thatcher daría el espaldarazo definitivo al nuevo 

enfoque de política económica. Su programa se centraría en reformas 

marcadamente liberales y a favor de los mercados, anunciando una nueva 

época de desregulación y liberalización, privatización y fomento de la iniciativa 

privada, control y rebaja de la influencia sindical, que fueron acompañados por 

procesos de financiarización y desindustrialización, e incremento de las 

desigualdades sociales. 

En el campo de la política monetaria, el presidente de la FED, Paul 

Volcker decidió un alza de las tasas de interés, que llegaron a doblarse entre 

1979 y 1981, con la meta de atajar la inflación y restaurar la confianza en el 

dólar, situación que 

rápidamente se 

produjo85. Se pasó por 

lo tanto de una 

situación en la que 

prevalecían tasas de 

interés real negativo a 

un período de tasas 

de interés real muy 

elevadas (cfr. Fig. 3). 

La política restrictiva 

                                                
85 En realidad, la Reserva Federal adoptó la tesis del monetarismo y fijo sus objetivos en 
términos de metas de expansión de la cantidad de moneda. En el contexto inflacionario de esos 
días, el resultado de desaceleración marcada del incremento de la base monetaria fue el alza de 
las tasas de interés. La confianza en el dólar fue efectivamente restaurada como demuestra el 
declino del precio del oro en dólares en el período posterior al Volcker shock. Cuando el 
gobernador asumió (agosto de 1979) el oro se intercambiaba a una tasa media de 300 dólares 
por onza en el mercado de Londres. Para enero de 1980 el dólar se había depreciado hasta 
alcanzar un precio máximo de 850 US$ por onza (y un valor medio para todo el año de 614,5 
US$ por onza). Frente al incremento de las tasas de interés la demanda de dólares creció, 
llevando el valor medio anual del precio en US$ de la onza de oro a 459.3 en 1981 y 375.3 en 
1982 (LBMA). 

Fig. 3. Tasa de interés real de Estados Unidos 
(Federal Reserve y Bonos del Estado) 

 

Fuente: Boughton (2001:22) 
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americana fue prontamente imitada por los Bancos Centrales de los otros países 

desarrollados. Este cambio radical en la coyuntura económica internacional, 

denominado a veces “Volcker Shock”, tuvo un impacto significativo para todos 

los países endeudados en dólares, ya que se enfrentaron al doble incremento 

del servicio de la deuda provocado por el incremento de las tasas de interés 

internacional y por el incremento del valor del dólar en términos de divisa 

nacional. La tasa de cambio real del dólar creció cerca de un 50% entre 1979 y 

1985 a raíz del cambio de política monetaria (en la segunda mitad de los años 80 

caería rápidamente a niveles previos, cfr. Boughton 2001:34). La consecuente 

crisis económica que afectó a los países industrializados, a causa de la segunda 

crisis del petróleo y a las políticas restrictivas que se instrumentaron para 

superarla, provocó además un deterioro de los términos de intercambio (es 

decir, la relación entre los precios de los bienes exportados respecto a los bienes 

importados) para la mayoría de los países en desarrollo. Los precios de todas 

las materias primas sufrieron una caída en la primera mitad de los años 80, lo 

que significó la necesidad de un esfuerzo exportador mayor, en volumen, para 

obtener la misma cantidad de divisas (dólares) para pagar el servicio de la 

deuda86 (Diaz Alejandro, 1985). Todos estos efectos se hicieron sentir, en 

particular, en América Latina, es decir, la región que más se había endeudado 

en los años anteriores de elevada liquidez, como se verá a continuación. 

1.8.2. El endeudamiento de la región latinoamericana 

Al incorporarse al sistema económico mundial después de conquistar la 

independencia de la corona española, en el proceso de transición de la 

economía colonial al capitalismo, la región latinoamericana asumió un triple 

papel que resultó funcional a la economía de los países centrales: en primer 

lugar el de mercado de consumo de los bienes industriales producidos en 
                                                
86 Países con una estructura de las exportaciones más diversificada (como Brasil) vieron como 
sus términos de intercambio mejoraban a lo largo de la década. Los países que habían 
beneficiado de la bonanza petrolera, sufrieron las pérdidas mayores por el hundimiento del 
precio del petróleo durante la década (México y Venezuela en particular). En el caso de 
Argentina, no hay tendencia clara por las variaciones erráticas del precio de los productos 
agrícolas, aunque se registra una caída total de alrededor del 9% en este índice a final de los 
años 80. Cfr. CEP (2004:83-84). 



 
150

Europa (Gran Bretaña, en primer lugar) y Estados Unidos, en tiempos más 

recientes; en segundo lugar, y de manera creciente, el de principal fuente de 

materias primas para el consumo y la producción industrial; por último, el de 

destino de los capitales excedentes de los países industriales. En la fase del 

liberalismo oligárquico ‘criollo’ se dio, por lo tanto, un matrimonio de intereses 

entre las clases dominantes de los países de la región y los intereses de las 

potencias extranjeras, lo que configuró el modo de desarrollo de la etapa 

primaria-exportadora (Fonseca Castro, 1994:124). Ya en esas fases iniciales se 

forjo por lo tanto esa alianza entre intereses domésticos e internacionales que 

marcaron el carácter dependiente del desarrollo económico de la región, como 

sugirieron Cardoso y Faletto (cfr. 1.4.1). 

Los treinta años tumultuosos que, como en el resto del mundo, siguieron 

al estallido de la primera guerra mundial, vieron la caída de los regímenes 

oligárquicos latinoamericanos y la ampliación de la participación política de 

clases populares urbanas, fruto de los incipientes procesos de industrialización. 

En lo político, esta ampliación de la movilización fue directamente reprimida o 

encanalada en sistemas corporativos por regímenes que fueron en muchos 

casos de naturaleza militar (cfr. Huntington, 1972, en 1.4.1). En lo económico, la 

caída del comercio internacional favoreció un desarrollo industrial hacia dentro, 

que generó una clase capitalista industrial local, fuertemente dependiente de la 

intervención y protección pública (Thorp, Ocampo y Cárdenas, 2000). Este 

proceso no fue revertido, sino marginalmente, en las décadas posteriores al fin 

de la segunda guerra mundial. Sin embargo, eso no significó que la región 

estuviera desconectada del sistema económico mundial. 

El nuevo modelo de desarrollo implicó que la incorporación en el 

sistema se articularía “también y fundamentalmente a través de la producción 

(especializada en una producción que es extensión de las actividades primarias) 

y menos a través de la circulación”, es decir, una integración aun mayor en el 

capitalismo mundial, aunque no por medio de los flujos comerciales si no de las 

inversiones de capital extranjero en los mercados locales. Los capitales 

extranjeros, sin embargo, no modificaron la especialización productiva de los 
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países de la región, visible en la estructura de sus exportaciones, aunque si 

potenciaron la capacidad de consumo de las poblaciones residentes, a las que 

estaba destinada la producción de las filiales locales (Fonseca Castro, 1994:125-

126). 

Este nuevo papel de la región se expresaría a través de la expansión de la 

producción industrial destinada al mercado interno protegido cuya dinámica, 

tecnológica y productiva, estaría dominada por la inversión de las empresas 

transnacionales. Las divisas necesarias al desarrollo industrial seguirían siendo 

generadas por el sector primario dominado por las oligarquías locales. Sin 

embargo los crecientes desequilibrios externos, fruto entre otras cosas de la 

importación de la tecnología y bienes de capital necesarios para transitar hacia 

la fase “difícil” de la ISI (cfr. 1.3.2), se verían agudizadas en muchos casos por 

las salidas de capitales, en buena parte bajo forma de repatriación de beneficios 

(Fonseca Castro, 1994:128). 

La inserción de América Latina como válvula de escape del sistema 

financiero internacional se vería ampliada a raíz de la crisis de la deuda a 

caballo entre finales de los 70 y principio de los años 80. Durante la década de 

los años 70, la demanda sostenida de la región había constituido un desahogo 

para la producción de los países occidentales en crisis y, en particular, un 

destino del crédito abundante y la liquidez del sistema bancario de los mismos 

países, que reciclaron en la región el flujo abundante de los petrodólares, que 

los países productores depositaron en los bancos privados occidentales. La 

consecuencia obvia fue el aumento de la deuda externa, que el citado shock de 

las tasas de interés de la Reserva Federal en 1979 terminó de rematar 

conduciendo a la crisis de la deuda que tan impacto tendría en la “década 

perdida” latinoamericana, como se verá en breves momentos. 

Las liberalizaciones comerciales y financieras propiciadas por los 

regímenes militares, en especial modo en el Cono Sur, constituyeron la base 

sobre la que se gestó la financiarización de la región y su papel como motor de 

la revalorización de los capitales, gracias la desregulación financiera y a las 
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medidas de ajuste macroeconómico que, apuntaban a garantizar el pago de la 

deuda externa, y a los primeros procesos de privatización de los servicios de 

utilidad y de las producciones energéticas, que atrajeron capital multinacional a 

cambio de un acceso a rentas monopólicas en los mercados internos de servicios 

protegidos, en un aperitivo de lo que serían años después las reformas 

estructurales impulsadas en la región (Fonseca Castro, 1994:128). 

Los regímenes militares medían su eficacia no sólo en términos de la 

efectividad de la represión de la oposición social a la reestructuración 

económica y la desmovilización de las clases populares, sino también en 

términos del desempeño económico que supieran lograr. Para mantener su 

legitimidad, por lo tanto, los gobiernos militares recurrieron intensamente al 

endeudamiento externo para estimular la economía. El acceso al mismo estaba 

sumamente facilitado, como se dijo, por la elevada liquidez en los mercados 

internacionales de capitales en busca de un destino rentable, y qué mejor que 

una región que todavía crecía a tasas muy elevadas, y las bajas tasas de interés 

prevalecientes a nivel internacional, ya que los países desarrollados habían 

adoptado en esos momentos políticas monetarias muy laxas para intentar salir 

del atolladero de la crisis. Por otra parte, la misma la banca internacional 

privada promocionaba activamente las inversiones en los países emergentes, ya 

que necesitaba reciclar los petrodólares depositados en sus arcas y aprovechar 

de las nuevas ocasiones que se habían abierto en el mundo nuevo de las tasas 

de cambio flexibles y el movimiento de capitales.  

De esta forma si la deuda fuese en algunos países usada en inversiones, 

como en caso de Brasil, donde la dictadura gozaba de consenso entre las clases 

medias gracias al milagro económico que vivió el país en esos años, en otros 

casos el dinero que entraba al país, pronto era extraído nuevamente, 

revalorizado, bajo forma de remesas de utilidades, intereses sobre la deuda o 

directamente fuga de capitales. De esta forma, una parte significativa de las 

divisas obtenidas en el exterior fueron funcionales a la valorización financiera 

de grandes grupos empresarios y especuladores, que se aprovecharon del 

arbitraje entre tasas de interés internas y externas, como fue evidente en el caso 
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de Argentina. En este país se manifestaron, a partir de la liberalización 

financiera propiciada por José Alfredo Martínez de Hoz, ministro de economía 

de la junta militar (1976-81), dos fenómenos estrechamente relacionados: el 

endeudamiento externo del sector privado y la fuga de capitales al exterior (E. 

Basualdo, 2006). 

La Tab. 4 resume lo dicho hasta el momento, mostrando como la deuda 

marcó un crecimiento explosivo durante la segunda mitad de los 70 y principios 

de los 80, para luego seguir acumulándose a lo largo de los años 80. Sin 

embargo en este amplio período de tiempo es posible identificar algunos 

subperíodos caracterizados por flujos entre América Latina y el resto del 

mundo de naturaleza bien distinta. En el período 1, de elevada liquidez de los 

petrodólares, la entrada de capital a la región se incrementó considerablemente, 

sin embargo las tasas de interés permanecieron reducidas, por lo que el 

incremento de la deuda fue relativamente lento y no se tradujo en un 

incremento excesivo de los pagos al exterior. En resumidas cuentas, la región 

recibe en estos años una transferencia de recursos positiva del resto del mundo. 

En el período 2, durante el shock de las tasas de interés originado en EEUU, se 

produce un incremento considerable de las tasas de interés, que retroalimenta 

una explosión de la deuda externa. Los países de la región intentan hacer frente 

Tab. 4. Deuda Externa y Transferencia de recursos (miles de millones de 
dólares US, corrientes) 

Período 

Entrada 
Neta de 
capital 

Pagos netos 
de Utilidades 
e Intereses 

Transferencia 
Neta de 
Recursos 
(TNR) %TNR/Export. 

Deuda 
Total 

1970 3,8 -2,8 1,1 6,5 23,0 
Media 
período 1 
(1973-1976) 12,9 -5,4 7,5 18,1 67,4 
Media 
período 2 
(1979-1982) 29,2 -24,4 4,7 5,2 255,8 
Media 
período 3 
(1983-90) 9,3 -34,7 -25,4 -23,2 396,4 
1991 39,2 -31,2 8,0 6,6 434,2 
Fuente: Elaboración propia sobre datos de Fonseca Castro (1994:129) 
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a los pagos externos recurriendo de forma más intensa al endeudamiento 

externo. Sin embargo, el default mexicano de 198287 evidencia la 

insostenibilidad en el largo plazo del proceso de endeudamiento y produce que 

una reducción considerable de las fuentes de financiación externas. Las 

elevadas tasas de interés en EEUU y otros países desarrollados también 

producen un efecto de sifón atrayendo capitales hacia esas regiones y 

retrotrayéndolos de los países emergentes. En los hechos, la banca internacional 

privada se negó a financiar ulteriormente la región y, al contrario, requirió por 

todos los medios, en particular frente a las organizaciones internacionales, el 

pago de las deudas contraídas. Se inició así el largo período de la crisis de la 

deuda propiamente dicha, el período 3 en la tabla, en el que la región sufre una 

extracción de recursos en divisas extranjeras a favor de los países acreedores 

que resultó igual, de media, a un cuarto de las exportaciones anuales (Fonseca 

Castro, 1994). Las consecuencias económicas y sociales de la crisis, que se 

detallan a continuación, darían lugar a una verdadera “década perdida” para la 

región. 

1.8.3. Crisis de la deuda y década perdida 

Como se detalla en Damill y Fanelli (1994), los países de la región 

tuvieron que hacer frente, por lo tanto, a la apertura simultánea de dos brechas, 

una externa en sus cuentas con el exterior y una fiscal, en sus cuentas públicas. 

Respecto a la primera se registraron crisis en la balanza de pagos, por las 

razones expuestas en el párrafo anterior. El déficit en la cuenta financiera 

provocado por el incremento del servicio de la deuda, se sumó en esa 

coyuntura un déficit en la cuenta corriente de la balanza comercial, causado 

tanto por la caída de los términos de intercambio como por la caída de los 

volúmenes de exportación. Ambos fenómenos se originaron por la crisis 

                                                
87 Se recuerda que México es un país productor de petróleo y en los años anteriores había 
podido endeudarse gracias al respaldo de sus ingresos petrolíferos. La caída del precio del 
petróleo en el período previo al default explica en parte sus improvisas dificultades de 
financiación. 
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económica en los países centrales y las fluctuaciones en los mercados de las 

commodities. 

En un principio, para poder financiar ese déficit en la cuenta corriente, 

los países afectados recurrieron a la emisión de nueva deuda externa, como se 

vio en la Tab. 4, sin embargo la sostenibilidad a largo plazo del endeudamiento 

se fue haciendo menos creíble tanto por la dimensión de la brecha externa y 

como por la caída de la actividad económica. La explosión de la burbuja del 

endeudamiento, llevó a fugas de capitales, devaluaciones e inestabilidad 

económica, elementos que hicieron que la caída de confianza en la deuda de 

estos países se quebrara aún más, en un circuito de retroalimentación. El punto 

de rotura de las ilusiones previas fue el citado default de México en 1982, 

declarando la moratoria de sus pagos sobre la deuda externa. El final de la 

burbuja arrastró, como en un efecto dominó, el financiamiento externo 

voluntario a la región latinoamericana, en su mayoría de parte de los bancos 

privados, lo que obligó estos países a financiar las brechas externas, de un año 

para otro de varios puntos % de déficit sobre el PIB, con recursos propios88. De 

ahí que, como se anticipó, durante todos los años 80 los flujos netos de capital 

salieran de América Latina a favor de los países acreedores. 

Financiar un déficit en la balanza de pagos sin poder recurrir a 

financiamiento externo y con recursos propios significó principalmente la 

necesidad de generar mayores superávit comerciales, bien a través de un 

aumento de las exportaciones (vía devaluación y políticas comerciales), o bien a 

través de una reducción de las importaciones (vía devaluación, políticas 

comerciales y reducción de la demanda interna a través de políticas económicas 

restrictivas). Este último tipo de ajuste fue el que prevaleció en la región en los 

                                                
88 En esos años los prestamos multilaterales, es decir de organizaciones internacionales, fueron 
estipulados solo con pocos países considerados geopolíticamente importantes, como por 
ejemplo Colombia (lucha contra el narcotráfico) o Costa Rica (conflictos con las guerrillas en 
Centro América). Cfr. Damill y Fanelli (1994). Otros programas de asistencia de parte del IMF 
fueron estipulados con un número mayor de países, México, Brasil, Argentina, Ecuador, Perú, 
Venezuela, Bolivia entre 1981 y 1989 (Boughton, 2001:274). 
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primeros años 80, ya que incrementar las exportaciones en esa coyuntura de 

crisis económica en los mercados de destino no era viable en el corto plazo. 

Los efectos del incremento de las tasas de interés y la devaluación de la 

moneda incrementaron además el coste de la deuda externa pública, yendo a 

impactar sobre las cuentas públicas. Por añadido, debe recordarse que en 

algunos países se hizo frente a la crisis de la deuda con la estatización de la 

deuda externa privada, con el objetivo de evitar la quiebra de los sectores 

productivos que se habían endeudado en los años anteriores (este fue el caso de 

Argentina y Chile). Al mismo tiempo, esta operación constituyó una 

transferencia de recursos públicos significativos en manos privadas e 

incrementó considerablemente la deuda externa pública y su coste para las 

arcas del Estado89. 

Sumándose a estos efectos dañinos sobre el gasto público, también los 

ingresos fiscales sufrieron una reducción. Por un lado se redujeron los ingresos 

aduaneros, por la caída de los precios internacionales (aunque su valor en 

moneda nacional cayó menos por las devaluaciones sobrevenidas). La crisis 

interna también afectó a los ingresos tributarios, especialmente en aquellos 

países que habían desarrollado un sistema tributario cuyos ingresos estaban en 

su mayor parte originados en la tasación indirecta del consumo y la actividad 

interna (este fue el caso, por ejemplo, de Brasil o Argentina). De esta forma se 

gestaba un dilema. El mismo proceso causal que hacía que, por un lado, las 

políticas monetarias restrictivas corrigieran temporáneamente la brecha externa 

vía una contracción de la economía, por el otro lado, provocaban una caída de 

los ingresos fiscales a causa de la recesión, lo que terminaba abriendo aun más 

la brecha fiscal. 

Frente al agravamiento de la brecha fiscal, los países implementaron un 

abanico de medidas. Por un lado se procuró lograr un superávit (primario) en 

                                                
89 Considérese que una parte considerable del endeudamiento externo privado no fue destinado 
a inversiones productivas (lo que habría aportado en el largo plazo a mayores ingresos fiscales), 
sino a actividades financieras, en parte especulativas. 
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las cuentas públicas, a través de un aumento de la tributación o un recorte del 

gasto público. Mientras el recurso a la primera modalidad fue limitado, por el 

histórico problema de reformar la tributación directa y dada la situación de 

crisis, se recurrió con mayor liberalidad al recorte del gasto público. Con pocas 

consideraciones de largo plazo, se optó por eliminar en la práctica todo gasto en 

inversión pública y se congelaron o redujeron las remuneraciones reales de los 

funcionarios públicos. Estos fenómenos se dieron de forma principal en los 

países que tenían las estructuras estatales más desarrolladas, como Argentina. 

Otro instrumento de fácil implementación fue una calibración en sentido 

proteccionista de la política comercial, con un endurecimiento de los aranceles a 

las importaciones (que resultaba complementario a la estrategia de cierre de la 

brecha externa) o impuestos a las exportaciones (para capturar parte de las 

rentas del sector exportador, generadas por las continuas devaluaciones). Este 

aspecto significó desandar en el camino hacia la liberalización comercial que los 

gobiernos militares habían intentado recorrer en los años anteriores, por lo 

menos de manera temporal. 

Cuando estas políticas tradicionales habían agotado sus grados de 

libertad, la única alternativa fue, en la mayoría de los casos, la emisión de nueva 

moneda para hacer frente a los pagos internos, a través de la compra de la 

nueva deuda emitida por parte de los Bancos Centrales. Al impulso 

inflacionario proveniente del gasto público financiado con emisión monetaria, 

se sumaban las consecuencias sobre los precios internos de las continuas 

devaluaciones. No debe olvidarse que estos países habían convivido durante 

años con elevadas tasas de inflación (tanto en el caso de Brasil como de 

Argentina, por ejemplo) por lo que habían desarrollado una serie de 

instituciones de indexación que provocaban que una parte considerable de la 

tasa de inflación tuviera un carácter inercial, en lo que algunos han denominado 

“régimen de alta inflación” (Frenkel, 1989)90. Cualquier variación del contexto 

                                                
90 La indexación funcionaba como un mecanismo para reducir los costes, en términos de 
información y conflicto, derivados de la continua renegociación de los contratos (Frenkel 
1989:6). 
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económico, por ejemplo 

una devaluación, se 

trasmitía rápidamente a 

todos los precios, 

realimentando la 

inflación. Como muestra 

la Tab. 5, el problema de 

la inflación elevada 

afectó a muchos de los 

países de la región y se 

transformó en 

hiperinflación a finales de la década en Brasil, Argentina y Perú (el caso de 

Bolivia se sitúa en la primera mitad de la década). 

No debe olvidarse, por otra parte, el contexto político en el que se 

produjo la crisis. Esos años estuvieron caracterizados por la transición a la 

democracia en muchos países de la región. Tanto los gobiernos militares en sus 

últimos días, pero sobre todo los nuevos gobiernos democráticamente electos 

tuvieron que hacer frente a una explosión de las demandas sociales, que habían 

permanecido reprimidas durante los regímenes autoritarios. En muchos casos, 

las demandas de la sociedad obtuvieron un rango constitucional, en particular 

por lo que concierne a toda una nueva generación de derechos económicos y 

sociales. Estos fueron incorporados en las nuevas constituciones democráticas 

que vieron la luz en esos años, un buen ejemplo de ello es la Constitución 

brasileña de 1988. No obstante, el hecho de que los derechos sociales estuvieran 

garantizados sobre el papel, no significó que los gobiernos tuvieran toda la 

capacidad de garantizarlos en lo inmediato, dando satisfacción a las demandas 

populares en ese sentido (Huntington, 1994). No obstante, las esperanzas de 

qué los nuevos gobiernos democráticos avanzaran en esa dirección los dotaba 

de un gran capital político, pero a su vez hacían depender su legitimidad de los 

progresos sociales que supieran lograr. 

Tab. 5. PIB per cap. e inflación en la segunda 
mitad de los años 80 en América Latina 

Variación PIB per 
cápita Tasa de Inflación 

 

media 
1985-
1989 

1989 
Media 
1985-
1989 

1989 

Argentina -2,2 -6,1 468,7 4928,6 
Brasil 2,4 1,5 489,4 2337,6 
Bolivia -1,9 -0,4 192,8 16,6 
Chile 4 7,6 19,8 21,4 
Colombia 2,6 1,4 24,5 26,1 
México 0,7 -1,4 73,8 19,7 
Perú -2,8 -13,1 443,2 2775,3 
Venezuela -1,2 -10,4 32,5 81 
Fuente Bresser Pereira (1991:17, cuadro 2) 
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El balance de la década fue al contrario muy negativo desde ese punto 

de vista. En particular, la crisis de la deuda fue agotando los recursos del 

Estado, al mismo tiempo en el que sobre los mismos se recrudecieron todo tipo 

de conflictos distributivos. Las tasas elevadas de inflación no hacían sino 

exacerbar la lucha, ya que la elevada variabilidad de los precios relativos hacia 

que en cada momento dado hubiera ganadores y perdedores en la distribución 

de los ingresos. La ventaja la tenían de forma clara los hacedores de precios, 

como es obvio, ya que en todo momento podían ajustar casi instantáneamente 

sus variables a la inflación. Las demás categorías intentaban recuperar por otros 

medios el poder adquisitivo que la inflación erosionaba, pero siempre existía un 

desfase temporal. Por ejemplo, los salarios y las rentas fijas, como las pensiones, 

podían ser reajustados de forma periódica según fueran indexados o sujetos a 

negociaciones colectivas. En ambos casos, el ajuste no era inmediato, por lo que 

el poder adquisitivo de estas categorías tendía a deteriorarse. Este juego de 

suma cero incrementaba por momentos la inestabilidad sistémica, como se verá 

a continuación, y representaba el verdadero problema de fondo a resolver para 

atacar el problema de la inflación (Bresser Pereira, 1991). 

Por esta razón, una vez exprimidos los márgenes de maniobra de las 

políticas de ajuste sin que se hubiera resuelto el triple problema de la 

estabilidad, el crecimiento y la deuda externa, cobraron fuerza las explicaciones 

institucionales de la crisis. Sobre la base de esas consideraciones, se intentó 

transformar de forma radical el entramado de instituciones que conformaba los 

regímenes de alta inflación que se habían instalado en la región. El principal 

instrumento de esta estrategia fue la implementación de planes de 

estabilización que combinaban las tradicionales medidas de austeridad, con 

otras de inspiración no ortodoxa, y ahí estaba la innovación, ya que se pretendía 

modificar las instituciones económicas que regulaban todo intercambio 

económico, en particular con las que regulaban los precios de los contratos. El 

primer paso consistía en restaurar la confianza en las monedas nacionales, a 

través del cambio de unidad monetaria, como en el caso del austral en 

Argentina o el cruzado en Brasil. De igual importancia eran los acuerdos 
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tripartitos con sindicatos y empresarios para el congelamiento de los precios y 

los salarios, que apuntaban a romper con la inflación inercial, es decir, el efecto 

que la inflación pasada tenía sobre la variación de precios presente. Este efecto 

alimentaba la espiral precios-salarios, en cuanto no sólo tenía sus raíces en las 

expectativas, sino que además estaba incorporado en los contratos indexados, 

por lo que estas medidas debían influir sobre ambos factores. 

Aunque estos planes lograron mejorar la situación económica en el corto 

plazo, no lograron atajar las causas estructurales de la inflación. En primer 

lugar, ninguna medida había logrado desatar los nudos de la crisis de la deuda 

y el Estado seguía sin lograr cerrar las brechas externas y fiscales. Por esta razón 

el Estado tuvo que seguir recurriendo a la emisión monetaria, lo que, en el arco 

de pocos meses, puso bajo presión a las variables macroeconómicas que 

comenzaron a deteriorarse de nuevo, en particular la tasa de inflación. Frente a 

esta situación, los controles de precios y salarios se revelaban carta muerta, ya 

que se había prometido moderación salarial a cambio de precios estables, y la 

promesa claramente no se había cumplido. Los conflictos distributivos 

subyacentes entre las partes sociales emergieron a la luz una vez más y se 

desencadenó una carrera precios-salarios aun más rápida, los salarios actuando 

en el papel de Aquiles que persigue la tortuga sin alcanzarla nunca. 

Debe añadirse, que si bien una inflación moderada pueda incrementar 

los ingresos públicos (por el efecto del ‘fiscal drag’91), cuanto más elevado sea el 

incremento de los precios, mayor será el posible impacto negativo sobre las 

cuentas públicas a causa del denominado efecto Olivera- Tanzi92. De esta forma, 

                                                
91 Es decir, el ‘arrastre fiscal’ que se produce en cualquier impuesto progresivo cuando el 
incremento nominal de la base contributiva hace pasar un contribuyente al tramo tributario 
superior, lo que incrementa la tasa tributaria media para ese individuo. 
92 A medida que aumenta la tasa de inflación, la recaudación real obtenida mediante impuestos 
disminuye. La razón es que existe un desfase temporal entre el cálculo o la determinación del 
impuesto y su pago. Por ejemplo, las personas pagan sus impuestos respecto a la renta que 
ganaron el año anterior. Supongamos un ejemplo en el que una la persona que ingresó $50.000 
el año anterior deberá pagar en una determinada fecha un impuesto de $10.000. Si, en tanto, los 
precios se han multiplicado por 10, el valor real de los impuestos es sólo la décima parte de lo 
que debería habar sido, por lo que las entradas tributarias en términos reales se deterioran 
rápidamente y el déficit presupuestario puede hacerse incontrolable. 
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las tasas cada vez más elevadas de inflación condujeron a un agravamiento de 

la brecha fiscal previa, que como se dijo constituía una de las fuentes de la 

inflación a través de la emisión monetaria. En resumidas cuentas, se implantó 

un círculo vicioso por lo que deterioro de las cuentas públicas e inflación 

elevada se retroalimentaban recíprocamente. 

En algún momento, las tasas de inflación se elevarían tanto, por ejemplo 

por encima de 50% mensual, que se podría empezar a hablar de hiperinflación. 

La causa desencadenante sería algún hecho, político o económico, que hundiera 

la confianza en la situación del país y por extendido en la moneda nacional, 

desencadenando fugas de capitales y provocando una aún mayor inestabilidad. 

La caída de las reservas monetarias, antes o después conduciría a una 

devaluación, que auto-cumpliría las expectativas negativas sobre el país y su 

divisa nacional. A su vez, la caída del valor exterior de la moneda nacional 

causaría un encarecimiento de las importaciones que de forma rápida se 

extendería a los precios, generando una aún mayor inestabilidad económica. 

Por efecto de la dinámica hiperinflacionaria, se manifestaría un acortamiento 

extremo de todos los contratos y una variabilidad cotidiana de los precios 

relativos, lo que alimentaría una pérdida ulterior de confianza en la moneda 

local, impulsando una fuga todavía mayor hacia la divisa de reserva 

(generalmente el US$) y devaluaciones incrementales. Para intentar defender 

sus activos, las personas invertirían en bienes físicos toda moneda nacional en 

su poder para intentar mantener su valor real. En los cálculos económicos se 

abandonaría el uso de la moneda nacional y se empezaría a razonar en términos 

de alguna moneda extranjera estable.  

Las consecuencias sobre la economía real de la hiperinflación incluyeron 

caídas de la actividad productiva y de la demanda interna, cierre de empresas y 

una informalización de la economía, lo que produjo una reducción del empleo 

formal, no compensado por el paralelo crecimiento del empleo informal. En 

términos distributivos, la estampida de los precios condujo a un fuerte recorte 

del poder adquisitivo de todos los salarios y otras rentas fijas. Estos procesos 

provocaron la multiplicación de la pobreza y la indigencia. Mientras, en el 
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ámbito político, el creciente malestar social hacia el gobierno de turno fue 

terreno fértil para que tuvieran lugar explosiones espontáneas de protesta 

social, como por ejemplo los saqueos de supermercados. Otras protestas iban 

contra los ajustes de precios y el gasto público contenido en los programas de 

reforma de inspiración neoliberal, más que contra la inestabilidad económica en 

sí93. En todo caso, finalmente el descontento popular tuvo que enfrentarse a la 

respuesta represiva del Estado, lo que según los casos produjo el cambio 

anticipado de los dirigentes al poder (renuncia de Alfonsín), mientras en otros 

casos propició tentativos de golpes de Estado (Hugo Chávez) o autogolpes 

(Alberto Fujimori en Perú) de diverso signo y fortuna. 

1.8.4. Las reformas estructurales 

Para hacer frente al recrudecimiento de la crisis se alcanzó un consenso 

tanto entre las élites locales como entre los funcionarios de los organismos 

internacionales de que era necesario plantear un programa de reformas 

estructurales que cambiaran radicalmente la naturaleza del Estado, 

abandonando definitivamente la experiencia de la industrialización por 

sustitución de importaciones (ISI). Algunos autores señalan de hecho que la 

adopción de recetas afines a las contenidas en el Washington Consensus (cfr. 

1.4.5) no fue fruto de una imposición externa sino que germinó de forma 

autónoma a partir de una reflexión dentro de las mismas elites 

latinoamericanas. En todo caso, se verificó una amplía y generalizada 

convergencia de las políticas económicas de la región a principios de los 90 

hacia los principios del libre mercado (Edwards, 1995:41-43). 

El diagnóstico en torno a las causas de la crisis de los años 80 en 

Latinoamérica que pasó a dominar el debate apuntaba a dos factores principales 

sobre los que era necesario operar con reformas de tipo estructural. En primer 

                                                
93 Para el caso de Argentina, cfr. Rapoport (2003:882). Otros momentos históricos significativos 
fueron vividos por Venezuela durante el llamado “Caracazo” de 1989 en respuesta a las 
medidas económicas del presidente Carlos Andrés Pérez, o en el caso de la rebelión armada de 
los zapatistas en Chiapas, contra el gobierno de Carlos Salinas de Gortari y el tratado de libre 
comercio con Estados Unidos y Cánada (NAFTA). 
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lugar, se señalaba el excesivo estatismo en la región, manifestado en las 

políticas proteccionistas, de regulación de los mercados y en el peso del Estado 

y de las empresas estatales en el conjunto de la economía. En segundo lugar, se 

recalcaba la tendencia prevaleciente al populismo económico, es decir, la 

propensión a ejecutar políticas de redistribución en el corto plazo, sin calcular 

sus costes en el presupuesto público, las reacciones en los agentes económicos 

capitalistas, y las restricciones externas. De la misma manera, las medidas que 

incrementaban los salarios nominales en breves períodos de tiempo y sin 

consideraciones por la productividad, subestimaban sus impactos inflacionarios 

(Bresser Pereira, 1991:15). 

El primer factor había provocado la baja competitividad de esos países 

en los mercados internacionales, un reducido nivel de eficiencia en las 

actividades económicas y el bajo crecimiento de la productividad en el largo 

plazo. El segundo factor era causa de inestabilidad crónica, déficits fiscales e 

inflación. Las políticas redistributivas en última instancia estaban destinadas a 

fracasar en sus propios términos, ya que provocaban colapsos económicos que 

afectaban principalmente a las clases populares, a favor de las cuales estaban en 

principio diseñadas esas políticas (Dornbusch and Edwards, 1990). 

Es obvio que el predominio en los países desarrollados, tanto en la 

academia como a nivel político, de una determinada visión sobre las necesarias 

reformas económicas para salir del atolladero constituía un instrumento ulterior 

de presión sobre los gobiernos del área, por lo menos de cara a la opinión 

pública. La influencia de las organizaciones financieras internacionales era 

indudable, ya que su predisposición era esencial en toda negociación sobre la 

concesión de préstamos multilaterales y la renegociación de la deuda externa. 

Pero una influencia igual o superior tenía la difusión, como se dijo, de los 

paradigmas predominantes entre las propias élites políticas del país 

endeudado, lo que restringía el universo de las posibles políticas a lo contenido 

en el programa del Washington Consensus. En otras palabras, el conjunto de 

soluciones consideradas aceptables y legítimas, entre las cuales elegir según sus 

preferencias individuales (cfr. Hall, 1993), fue reducido a un conjunto finito de 
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medidas que conformaban una receta de validez universal para todos los 

contextos y las situaciones94. También debe subrayarse que al cabo de una 

década de crisis recurrentes y soluciones ineficaces, existía un cierto consenso 

en la necesidad de trasformaciones radicales. Además, en la opinión pública, la 

legitimidad de la acción estatal y el favor hacia las empresas estatales había 

decaído significativamente, ya que los largos años de baja o nula inversión de 

parte del Estado, subsidios implícitos al sector privado, y las finalidades 

políticas que habían caracterizado una parte del accionar de las empresas 

estatales, había cobrado su precio sobre la calidad de los servicios y bienes 

ofrecidos (el caso argentino fue particularmente evidente, véase por ejemplo 

Twaithes Rey, 2003). 

Debe agregarse que los países de la región se veían obligados a alcanzar 

algún acuerdo con los países acreedores, si querían que se reactivaran los flujos 

de capitales privados a la región. Por esos motivos de índole económica, eran 

muy elevados los incentivos para subscribir planes de reestructuración de la 

deuda externa que se negociaban en las cumbres internacionales de la época. 

Sin embargo, los recursos que las organizaciones internacionales ponían a 

disposición para la reducción de la deuda estaban supeditados a la aceptación 

del programa de reformas económicas, bajo la llamada “condicionalidad de la 

ayuda”, como pudo verse en el caso del Plan Brady en 1989. Del resto, factores 

de política interna, mencionados en el párrafo anterior, permitieron que estas 

reformas se implementaran sin encontrar mucha oposición política en países 

como Argentina, aunque en otros sí provocaron revueltas sociales, como ya se 

indicó. En general, las élites económicas nacionales tenían mucho interés en 
                                                
94 En relación a este punto, se ha criticado el “asesoramiento erróneo e inapropiado 
proporcionado por bienintencionados, pero a menudo desinformados y etnocéntricamente 
sesgados, consejeros expertos internacionales de agencias de desarrollo nacionales de los países 
más desarrollados o de organizaciones internacionales de donantes. A su vez, la élite intelectual 
de los países en desarrollo reciben su educación y su primera experiencia profesional en 
instituciones conducidas desde los países más desarrollados, donde les viene despachada 
imperceptiblemente una dosis no saludable de conceptos ajenos, y de elegantes, pero 
inaplicables, modelos teóricos” (Todaro 2000:84). Un ejemplo notorio, fue el estrecho vínculo 
entre la Universidad de Chicago y la Universidad Católica de Chile en la formación de 
dirigentes que aplicarían la política económica chilena de inspiración neoliberal durante la 
dictadura militar (Rosende, 2007). 
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abrir sus países a los flujos internacionales y aceptaron de buen grado e 

impulsaron las medidas impuestas por la intelligentzia económica internacional. 

Las principales áreas de reforma abarcaron metas tan amplias como la 

eliminación de los controles de precios y la desregulación de los principales 

mercados, en primer lugar los financieros; la eliminación de la mayor parte de 

los subsidios al consumo y la producción; la eliminación de casi todas las 

barreras no arancelarias y la reducción de los aranceles y de los tramos 

arancelarios, junto con un nuevo impulso a desarrollar acuerdos de libre 

cambio a nivel regional, recuérdese el NAFTA (1994) y el MERCOSUR (1991); el 

énfasis sobre el equilibrio macroeconómico, tanto monetario como fiscal; la 

privatización de las empresas de propiedad estatal; la introducción o fomento 

de elementos mercantiles y privados en funciones anteriormente consideradas 

de prioridad pública como la Seguridad Social, la educación y la salud (Ramos, 

1997). Una rápida comparación con la Tab. 1 demuestra que la inspiración de 

las reformas recalca con bastante fidelidad el consenso de Washington. 

Respecto a la intensidad y velocidad de las reformas, un estudio del 

alcance de las reformas estructurales a mitad de los años 90 en cuatro áreas, 

liberalización financiera, comercial, del mercado laboral, privatizaciones, 

mostraba como toda la región aplicó en mayor o menor medida las políticas que 

iban en la dirección de una mayor desregulación de los mercados, en particular 

en el ámbito de los flujos financieros y comerciales con el exterior. El caso de 

Argentina es uno de los más significativos, por la rapidez de implementación 

de las reformas en la primera mitad de los 90, llegando a ser en 1995 el tercer 

país que más reformas de inspiración neoliberal había implementado, por 

detrás sólo de Bolivia y Perú (Correa, 2002:92). 

1.8.5. Consecuencias sociales de las reformas estructurales y el nuevo 

rumbo de América Latina entre “populismo” y “neo-desarrollismo” 

Los años 90 vieron la caída del consenso respecto al programa de 

reformas estructurales que se agudizó durante la serie de crisis que golpearon 

los países de la región a caballo del siglo. Todo esto se daba en un contexto de 
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elevada volatilidad internacional, en un ciclo de crisis financieras que desde el 

final del sistema de Bretton Woods no ha tenido fin (Reinhart y Rogoff, 2009). 

En el ámbito político, el desencanto con las políticas económicas de la 

década anterior se ha hecho evidente con el generalizado cambio de signo de 

los gobiernos de la región en la primera mitad de los años 2000, con la 

excepción de algunos pocos como Colombia. A la primera elección de Hugo 

Chávez a finales de los 90, siguieron en la primera década de este siglo Lula da 

Silva (seguido por Dilma Rousseff) en Brasil, Néstor Kirchner (seguido por 

Cristina Fernández de Kirchner) en Argentina, Michelle Bachelet en Chile (que 

sucedió al también socialista Ricardo Lagos), Evo Morales en Bolivia, Tabaréz 

Vázquez (seguido por José Mujica) en Uruguay, Rafael Correa en Ecuador, 

entre otros. Este cambio en el panorama de la región ha sido observado como 

un verdadero “giro a la izquierda” en reacción a las consecuencias de las 

políticas neoliberales implementadas en los años 90 (Paramio, 2006). 

Como se mencionó en la sección 1.5.1, incluso entre los partidarios del 

Consenso de Washington se reconoce que el balance de la primera década no 

fue positivo. La causa, insisten, reside según los analistas en que las recetas 

fueron implementadas de manera incompleta, o porque faltaba un conjunto de 

medidas (de segunda generación) en la receta impartida, o finalmente porque la 

medicina de las reformas fue interrumpida demasiado pronto, cuando los 

efectos positivos estaban empezando a revelarse. En todo caso, el caso de la 

región latinoamericana está en el centro del debate, ya que el giro en las 

políticas económicas, aunque debe discutirse hasta que punto, permite hacer 

una comparación entre las dos décadas. De hecho este trabajo se basará en una 

comparación entre los 90 y los 2000 en el caso de Argentina. 

 La Tab. 6 permite hacer un examen preliminar de algunas variables 

socioeconómicas fundamentales. Puede verse que en términos de su objetivo de 

fondo, es decir, restaurar las tasas de crecimiento económico, los resultados 

obtenidos en los años 90 no fueron relativamente elevados. Constituyeron una 

mejora en comparación a los años 80, pero en términos históricos no fueron 
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muy elevados si se comparan con el período caracterizado por el ISI. En 

relación a los años 90, la última década destaca por un regreso a tasas de 

crecimiento elevadas. Incluso si se comparan las reacciones a las crisis 

internacionales, América Latina ha podido resistir de mejor manera en el 

período 2008-2011 de cuanto hubiera hecho entre 1999 y 2002, aunque la 

segunda crisis tuvo epicentro precisamente en la región y la primera todavía no 

da signos de haber terminado. 

 En términos de equilibrio macroeconómico, si se logró obtener una 

rebaja substancial de la inflación. Esta austeridad macroeconómica parece haber 

sido heredada y mantenida en el segundo período. Este equilibrio puede 

medirse también en términos de brecha externa y de manejo presupuestario. 

Sin embargo, quizás el mayor fracaso de los años 90 fue no lograr una 

mejora substancial de los indicadores sociales. El crecimiento económico logró 

reducir la pobreza, pero sin rebajarla a las tasas de 1980 (y de hecho se dio un 

incremento en números absolutos). Uno de los problemas fue que los frutos del 

crecimiento fueron mal distribuidos, como demuestra la media para toda la 

Tab. 6. Algunos indicadores socio económicos (promedio América Latina ) 
 

Variaciones 
medias 
anuales  

1971-1980 1981-1989 1990-1997 1998-2003 2004-2008 2009-2011     

PIB Total 5,6 1,3 3,3 1,4 5,3 2,8    
PIB per 
cápita 3 -0,8 1,5 -0,1 4 1,7    

IPC   67,17 33,01 9,79 7,86 6,20     

Fuente: CEPALSTAT; CEPAL (2010:57)           

  Pobreza       Indigencia       

  1980 1990 1999 2010 1980 1990 2000 2010 

América 
Latina 

40,5 48,4 43,8 31,4 18,6 22,6 18,6 12,3 

Urbana 29,5 41,4 37,1 26 10,6 15,3 12 7,8 
Rural 59,8 65,2 64,1 52,6 32,7 40,1 38,7 30 

Fuente: CEPAL (2012:215)               

Desigualdad  Gini (ingresos hogares)           

  promedio   alrededor 
de      

  años 1970 años 1980  1992 1998 2002 2008   
América 
Latina y 
Caribe 

48,8 51,2   52 53,2 53,6 51,9   
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región de la variación del índice de Gini a lo largo del tiempo. En ambos 

aspectos, la década de los años 2000 parece haber logrado una inversión de 

tendencia (Cornia, 2010), aunque debe advertirse que la situación de cada país 

ha sido como es natural diferente y que los valores medios esconden la elevada 

heterogeneidad que existe entre los países de la región. En todo caso, en el 

Capítulo 4 se retomaran estos temas con más detalle para el caso de Argentina, 

país que constituye el objeto de este trabajo. 

Con carácter más general, muchos autores han advertido la coincidencia 

entre el “giro a la izquierda” en los gobiernos latinoamericanos y la mejora de 

los indicadores sociales. Algunos han hablado de nuevo “modelo desarrollista” 

(cfr., por ejemplo, para el caso de Argentina, Godio, 2004). Muchos han 

advertido de la gran diferencia de matices entre los distintos gobiernos de 

“izquierda” en la región. Una distinción entre gobiernos de izquierda de tipo 

socialdemócrata y gobiernos de corte populista ha calado hondo. Una discusión 

al respecto puede verse en Panizza y Miorelli (2009), a propósito de la 

distinción entre gobiernos “malos” populistas y “buenos” socialdemócratas, 

donde son alistados con claridad entre los primeros los gobiernos de Evo 

Morales en Bolivia, Rafael Correa en Ecuador y Hugo Chávez en Venezuela. 

En la misma línea, Bresser Pereira (2007) vislumbra una nueva estrategia 

de desarrollo (para los países de ingresos medios), el “neodesarrollismo”, casi 

una tercera vía que se distingue tanto de los preceptos de lo que él llama la 

“ortodoxia convencional” de inspiración neoliberal como de modelos más 

cercanos al tradicional “populismo económico”. Según este autor, esta nueva 

estrategia de desarrollo pone el Estado al centro de una coordinación de los 

diversos intereses económicos y sociales de un país con el objetivo de 

consensuar las políticas necesarias a aprovechar en mayor medida de las 

ventajas de la globalización. Con esta finalidad, la política económica apunta a 

garantizar el nivel de inversiones y la estabilidad macroeconómica, por medio 

de una estrategia dúplice: por un lado, el ahorro positivo del Estado, la 

promoción de la inversión privada (con tasas de interés reducidas) y la apertura 

regulada a la inversión directa exterior (IDE), en contraste con los déficits 
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financiados con deuda externa y los intereses elevados típicos de los 90; por el 

otro, una política monetaria basada en metas de inflación (en contraste con la 

“complacencia” del populismo económico con el incremento de precios) y la 

administración de la tasa de cambio para situarla a un nivel competitivo para la 

producción nacional, para prevenir los males de la “enfermedad holandesa” (en 

contraste con la fluctuación libre prescrita por la economía neoclásica); además 

se rechaza el proteccionismo, aunque se utilizan todos los instrumentos 

multilaterales para negociar regulaciones del comercio internacional favorables 

a los intereses nacionales y con el fin de promover el desarrollo de actividades 

de mayor valor agregado; en este sentido, esta estrategia parte de la necesidad 

de aprovechar las bases de competitividad de cada país (especialmente en la 

explotación de recursos naturales), pero supera los incentivos de las ventajas 

comparativas por medio de una política industrial que favorezca el 

encadenamiento productivo y la generación de nuevo valor y nuevo 

conocimiento. Por último, la acción del Estado no apunta a una redistribución 

directa a favor de los sectores de bajos ingresos, sino que se diseña una política 

social que pretende romper la transmisión intergeneracional de la pobreza y, en 

el corto plazo, garantizar un nivel mínimo de ingresos, por medio de los 

programas de transferencias condicionadas, o el acceso al crédito para que 

puedan adquirir bienes durables o su propia vivienda95. 

No siempre las diferencias son tan evidentes. Como recuerda Ludolfo 

Paramio (2006), la mayoría de los países de la región se han caracterizado por 

un manejo prudencial de la política macroeconómica, lo que distingue esta fase 

de por ejemplo los años 80, cuando prevalecían los desequilibrios (aunque es 
                                                
95 Bresser Pereira hace referencia en su artículo, de 2007, tanto a Argentina como a Brasil. Sin 
embargo, el primer país se ha alejado cada vez más, durante el mandato de Fernández de 
Kirchner, de la propuesta “neo-desarrollista”, como se verá en el Capítulo 4: los superávit 
fiscales y externos han virado hacia el déficit; la tasa de inflación está en dos cifras; la tasa de 
cambio está sobrevaluada a causa del incremento de los precios de los bienes no transables; el 
enfoque de la política económica está centrado en la demanda interna, en subsidios al consumo 
y a las empresas concentradas; la distribución opera entre sectores, en particular desde el sector 
primario exportador, sin que se haya establecido una reforma tributaria, etc. Quizás la 
diferencia más grande entre los dos países es la ausencia de consensos en el caso argentino, 
tanto sobre los principales lineamentos de política macroeconómica como, en consecuencia, 
sobre qué rumbo dar a una estrategia de desarrollo nacional (así lo señala O’Connor, 2010). 
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verdad que la crisis económica internacional de 2008 ha producido una mayor 

divergencia en términos de política económica). Además, ambos grupos de 

países han centrado su acción en ampliar la política social del Estado. En 

algunos casos han apuntado a una universalización de algunos programas, 

aunque la mayoría de nuevos programas han sido focalizados (para una mayor 

discusión cfr. Cap. 3). En todo caso, lo que distingue realmente a los dos grupos 

de países, en opinión de Paramio, ha sido la actitud frente a los adversarios 

políticos. En el caso de los países más “populistas”, la lucha política se 

transforma en guerra contra los enemigos internos y externos, lo que conduce a 

una polarización de la sociedad. En esto, se asemejan a gobiernos neoliberales 

de corte populista, como los de Menem y Fujimori (cfr. Weyland, 1999). En 

estos casos, hay una tendencia permanente hacia una deriva delegativa de la 

democracia, como observó O’Donnell (cfr. nota al pié nº Error! Bookmark not 

defined.).  

En todo caso, la región en su conjunto ha podido aprovechar de la 

bonanza inusitada del comercio mundial y de un incremento de los precios de 

todas las commodities de las cuales América Latina es un gran productor. En 

este aspecto el efecto del crecimiento industrial de China ha sido sin duda un 

factor fundamental. Por supuesto, cabe señalar que la crisis económica 

internacional desencadenada a partir de EEUU y que ahora afecta 

principalmente a la Unión Europea ha tenido un cierto efecto, aunque retrasado 

y atenuado, hasta el momento, sobre la región. Por ejemplo, en comparación a 

crisis anteriores, el crecimiento económico regional se ha visto afectado 

seriamente sólo en 2009 y, parcialmente, en 2012. Aunque frente a la crisis, la 

respuesta ha sido variable, en general se han puesto en marcha planes de 

estimulo anticíclicos, como en el caso de Brasil, y de protección del empleo y la 

demanda interna como en Argentina, como se dirá en se ha intentado proponer 

la creación de una nueva arquitectura económica mundial en los foros 

internacionales como el recientemente constituido G20, donde América Latina 

disfruta de un importante peso, sobre todo gracias a Brasil, pero también a 

México y a Argentina. 
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En la continuación del trabajo, podrá tratarse más en detalle todos estos 

temas para el caso de Argentina, al examinarse las consecuencias sociales de las 

variaciones en el crecimiento económico de largo plazo, con una mirada 

comparativa con décadas anteriores, en términos de pobreza, desigualdad y 

exclusión. Se intentará contestar a la pregunta de los efectos del cambio político 

sobre las políticas sociales, la interacción de las mismas con las políticas 

económicas implementadas, los efectos interdependientes de la intencionalidad 

política con la coyuntura económica. 

1.9. Conclusiones 

El objetivo de este capítulo fue discutir de forma crítica dos conceptos 

que son muy utilizados en el debate actual sobre política económica, 

generalmente de forma intercambiable, desarrollo y crecimiento. Ambos 

conceptos aluden al progreso y a la prosperidad material de una comunidad 

política. De hecho, constituyen, tanto en la literatura científica como en el 

debate público, dos de las dimensiones fundamentales que permiten evaluar la 

situación de un país en relación al estado de las actividades económicas y a la 

dirección de los cambios que las afectan. Su uso cómo sinónimos es frecuente, 

como puede leerse todos los días en la prensa escrita, aunque siempre prevalece 

el énfasis en el crecimiento económico, cuya definición es más unívoca y de 

medición más simple, por lo que las informaciones sobre las variaciones del PIB 

acaparan los titulares de los medios de comunicación. Sin embargo, cómo se 

subrayó a lo largo del capítulo, los dos conceptos no deben confundirse. El 

crecimiento económico constituye, en la visión de este trabajo, sólo un aspecto 

del desarrollo, una dimensión relacionada a la producción ampliada de bienes y 

servicios en el tiempo que, sin embargo, no agota la multidimensionalidad del 

concepto. 

Naturalmente, al abandonar la visión unidimensional del crecimiento 

económico, se pierde en simplicidad, y se pasa de una definición clara y de unas 

técnicas establecidas de medición de las cuentas nacionales, consensuadas cada 

vez con más frecuencia a nivel internacional, a un concepto contendido, 
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complejo y multidimensional, difícil de medir y que ha generado un debate que 

se ha nutrido de la aportación de diversas corrientes de las ciencias sociales en 

las últimas décadas. Por esta razón, a lo largo del capítulo se han examinado las 

principales cuestiones que han animado el debate sobre el desarrollo y las 

aportaciones con las que cada escuela teórica ha alimentado la discusión, desde 

posturas ideológicas muchas veces opuestas. 

Para cumplir con este cometido, en primer lugar se ha contextualizado 

históricamente la aparición del concepto mismo de desarrollo, situada en la 

segunda posguerra. En segundo lugar, se ha localizado el debate sobre el 

desarrollo a aquellos países que en algún momento habían sido colonias 

europeas y que frente al proceso de industrialización que habían realizado los 

países europeos más ricos y otras pocas ex-colonias de población de origen 

europeo, como los Estados Unidos, habían quedado rezagados, presentando 

condiciones de vida material insuficientes para satisfacer las necesidades 

humanas básicas. En el centro de la cuestión de desarrollo se situaba 

precisamente la desigualdad evidente entre las distintas naciones, y de qué 

forma podía reducirse la brecha que los procesos denominados de 

modernización habían generado. Además, dado el objeto del estudio de caso 

(Argentina) y la riqueza de la producción teórica de la región, se prestó una 

atención particular a la región latinoamericana y a las ideas que originaron de la 

misma. 

A partir de este encuadre, se presentaron de forma cronológica los 

grandes debates que estuvieron al centro de la disciplina, evidenciando las 

posturas contrapuestas, y cómo los temas de discusión fueron evolucionando a 

lo largo del tiempo. Aunque la palabra “desarrollo” fue utilizada en el debate 

de la posguerra, su utilización no representaba sino la última encarnación de 

una discusión de muy largo recorrido sobre la “riqueza de las naciones”, es 

decir, el corazón mismo de los estudios sobre la economía política ya desde los 

tiempos de Adam Smith. Con esta idea, se presentó en la sección 1.2 un breve 

análisis de cómo los economistas clásicos trataron la cuestión de cómo las 

regiones más atrasadas se incorporarían al sistema capitalista en expansión. 
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En resumen, se evidenciaron dos posturas contrapuestas. Por un lado, la 

postura liberal que pronosticaba una inserción beneficiosa, impulsada por las 

ventajas inherentes al libre comercio internacional, en base al concepto clave de 

ventaja comparativa. Por el otro, las posturas críticas que evidenciaban como el 

libre comercio y la apertura y transformación de las economías de tipo 

tradicional no se imponían por sus beneficios presuntos sino por impulso de 

prácticas imperialistas ya que resultaban funcionales a una solución, aunque 

temporánea, de las contradicciones inherentes al capitalismo. De hecho, la 

inserción en el sistema capitalista de los países de la periferia económica bajo las 

formas del dominio colonial y la explotación, había impedido e impediría el 

surgimiento de todo proceso autónomo de industrialización. 

Estos temas fueron retomados por la literatura crítica con la corriente 

principal de la disciplina que desde América Latina intentó explicar el 

“desarrollo dependiente” de la región, como un estado diferente tanto de las 

formas económicas tradicionales como de los modelos de desarrollo 

prevalecientes en los sistemas económicos más ricos y avanzados (cfr. sección 

1.4.2). En contraste con esta posición, el estudio del desarrollo como disciplina 

había estado caracterizado desde sus albores por una visión que era en esencia 

optimista respecto a las posibilidades de generalizar la prosperidad material 

alcanzada por países como Estados Unidos, el modelo al que miraban los 

líderes de los países del “mundo libre”. 

Respecto a este último punto, en la sección 1.3.2 se evidenció cómo el 

debate se centró más en qué recetas a aplicar que en la propia dirección del 

proceso. De hecho, algunos autores sostuvieron que la generalización de los 

procesos de modernización recalcaría de forma necesaria las mismas etapas que 

habían recorrido los países industriales. En oposición a esta postura, otras 

corrientes, como los estructuralistas latinoamericanos, remarcaron que no 

podían recabarse lecciones de la historia de los países desarrollados, ya que los 

procesos de desarrollo “tardío” no iban a ser lineales sino marcados por 

heterogeneidades y una coexistencia de elementos modernos y tradicionales. 

Para superar los obstáculos que se presentaban a estos países, el Estado 
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cumpliría un papel fundamental de coordinación y regulación de los procesos 

de transformación económica, además de promover políticas económicas que 

favorecieran la industrialización. En todo caso, ambas posiciones enfatizaban 

como la falta de capital constituía uno de los límites fundamentales de la 

industrialización de la periferia, para resolver la cual la cooperación económica 

internacional sería clave. 

El debate posterior, sintetizado en la sección 1.4, fue caracterizado por 

un ataque de estas posiciones. Como se anticipó, desde la izquierda se criticó el 

optimismo de la disciplina, en particular su caracterización del funcionamiento 

del sistema capitalista internacional, proponiendo de hecho que sólo un cierto 

grado de desconexión del mismo posibilitaría formas de desarrollo 

independiente (1.4.1). Al contrario, desde posturas liberales, se criticó de forma 

particular el papel atribuido al Estado y la regulación de los flujos económicos 

internacionales posteriores a los acuerdos de Bretton Woods, atacando los fallos 

inherentes a la acción estatal y la virtudes de liberalizar los intercambios y la 

actividad económica, tanto a nivel nacionales como internacional (1.4.4). Si bien 

las organizaciones internacionales introdujeron en su agenda las cuestiones 

sociales, en particular la lucha contra la pobreza, terminaron adoptando una 

postura de simpatía con el neoliberalismo (1.4.3). De hecho en las dos décadas 

posteriores las ideas de inspiración neoliberal se convirtieron en dominantes en 

todo debate sobre el desarrollo (1.4.5), en particular a nivel de organizaciones 

internacionales y en el debate público. 

La evolución reciente de la disciplina, presentada en la sección 1.5, aun 

no desestimando los preceptos basilares del consenso neoliberal, ha registrado 

el fuerte reconocimiento del papel crítico del capital humano en su conexión 

con el fomento de la innovación tecnológica, considerada la autentica fuente del 

crecimiento económico. Por esta razón, no se rechaza la intervención del Estado, 

en particular por lo que se refiere a las políticas sanitarias y educativas, aunque 

se reitera que el buen funcionamiento de los mercados supone la forma más 

eficiente de distribución de recursos entre las distintas formas de consumo y 

producción. Sus proposiciones, por lo tanto, tienen carácter reformista y surgen 



 
175

de un análisis del funcionamiento de los sistemas económicos de tipo capitalista 

en el corto medio plazo. 

En la misma línea, se sitúa la literatura institucionalista, centrada en la 

explicación de los efectos sobre el crecimiento económico de diferentes modelos 

de instituciones económicas y sociales, a través del impacto sobre los incentivos 

que promueven la competición, el conflicto o la cooperación entre los actores 

(sección 1.6.1). En particular, la literatura sobre las variedades de capitalismo ha 

evidenciado de forma convincente las sinergias entre diferentes modelos de 

políticas económicas y políticas sociales (1.6.2), elemento que deberá tenerse a 

mente tanto en el análisis de los regímenes de bienestar (ver Capítulo 3) como 

en la sostenibilidad de los mismos (cfr. las conclusiones del Capítulo 4 para el 

caso de Argentina). De hecho, se ha evidenciado cómo el diagnóstico 

institucionalista del caso argentino explica parte de las facetas que han 

caracterizado el desarrollo de ese país. 

Sin embargo, un análisis de la literatura sobre el desarrollo no habría 

sido completo sin una presentación de las posturas más críticas con el 

neoliberalismo (sección 1.7). Este trabajo adopta algunas de las preposiciones 

suportadas por esta literatura, en particular por lo que concierne las visiones 

más complejas del desarrollo (1.7.2) y, sobre todo, el análisis de largo plazo del 

funcionamiento del sistema capitalista, según los cuales los recientes 

acontecimientos producidos durante la crisis económica que afecta el planeta no 

serían sino aspectos de una crisis de la hegemonía de Estados Unidos, iniciada 

décadas atrás, y consecuencia de la ruptura del compromiso keynesiano 

pactado al término de la segunda guerra mundial. 

Bajo esta óptica, se presenta en la sección 1.8 una historia de la inserción 

internacional de la región latinoamericana en la posguerra, como caso que 

puede ejemplificar la vigencia de las ideas sobre crecimiento económico y 

desarrollo presentadas en las secciones anteriores, y como la evolución del 

sistema económico mundial ha impactado sobre las trayectorias de cada uno de 

los países de la región. Parece evidente que los procesos de crecimiento e 
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industrialización, aun generando visibles progresos materiales en las 

condiciones de vida de la población, también han dejado sin resolver y han 

exacerbado problemas sociales, cuyos síntomas más persistentes son la pobreza 

que sigue aquejando la región y el elevado grado de desigualdad que la 

caracteriza. 

En este sentido, las recetas promovidas bajo la hegemonía del 

pensamiento neoliberal no han logrado un verdadero cambio de marcha. De 

hecho, las consecuencias sociales de las mismas han generado un cambio 

político de gran envergadura en la mayoría de países de la región en la primera 

parte de este nuevo siglo. El objeto de este trabajo es precisamente el de evaluar 

estos cambios en el caso de Argentina bajo una lente que no se limite a registrar 

las estadísticas sobre crecimiento económico, sino que pretende abordarlo a 

partir de una visión multidimensional del desarrollo, entendido como una 

evolución progresiva de las condiciones de vida de los argentinos y del papel 

del Estado como motor y garante último de este proceso. 

 



Capítulo 2. Más allá del crecimiento 

económico: pobreza, desigualdad y 

exclusión social 

En esta sección se efectúa una revisión de la literatura económica en el tema de 

la relación entre crecimiento y distribución. Partiendo de los clásicos, se llega a la visión 

prevaleciente en la corriente principal de la disciplina, ejemplificada por los teoremas de 

la economía del bienestar. Sobre esta discusión, se introduce una visión ética de la 

cuestión, surgida del examen del debate sobre la distribución en la filosofía política. A 

continuación, de forma más operativa, se examinan los conceptos que han sido 

utilizados para evaluar las preferencias sobre determinados estados sociales: la pobreza, 

la desigualdad y la exclusión social. En los tres casos se presenta una adaptación al caso 

de argentino. 

2.1. Introducción 

En esta sección se pretende efectuar una revisión de la literatura sobre 

teoría económica para analizar cómo en esta disciplina se han relacionado 

crecimiento económico con la distribución de las ganancias que origina el 

mismo. Un presupuesto implícito en las teorías económicas consiste en 

considerar el crecimiento de la producción, entendida como la transformación 

de la materia a través del trabajo humano, como la base del progreso humano. 

Esta perspectiva productivista representa uno de los fundamentos implícitos de 

la economía capitalista, el modo de producción dominante de la 

contemporaneidad y el ámbito temporal y espacial en el que se asentará el 

análisis que sigue a continuación. 

Cómo describieron en vívidas imágenes los más célebres críticos del 

sistema capitalista, “la época de la burguesía se caracteriza y distingue de todas 

las demás por el constante y agitado desplazamiento de la producción, por la 

conmoción ininterrumpida de todas las relaciones sociales, por una inquietud y 

una dinámica incesantes” (Marx y Engels, 1848). De hecho, la cuestión de qué es 



 
178

la ciencia económica está fuertemente ligada al crecimiento productivo dentro 

de un sistema capitalista de mercado. Una las definiciones más extendidas 

afirma, a veces con otras palabras, que la ciencia económica es el “estudio de 

cómo las sociedades hacen uso de sus recursos escasos para producir bienes de 

valor y distribuirlos entre los individuos” (Samuelson y Nordhaus, 1998:5, trad. 

propia). Debe notarse que se habla de eficiencia en el uso de los recursos 

escasos en un momento temporal específico, refiriéndose al momento propio de 

la decisión económica. Este discurso viene a decir que el estudio de la economía 

es una guía para elegir cuál, entre las diferentes opciones de transformación de 

los recursos disponibles, brindará el retorno productivo más elevado. 

A una visión del mundo con estas características le es ajena toda 

reflexión sobre los límites al crecimiento de la producción que son dados por las 

dimensiones finitas del planeta que habitamos y de los recursos naturales que 

podemos extraer de él. Dejando de lado este aspecto, tratado en el capítulo 

anterior, es posible entonces sintetizar las visiones economicistas prevalecientes 

como aquellas que, en una perspectiva general de crecimiento continuado e 

indefinido, apuntan a la minimización del uso de insumos (inputs) en los 

procesos de transformación productiva con el objeto de obtener el mayor nivel 

de output. A nivel microeconómico este resultado se obtendría de la 

maximización del beneficio obtenido por la unidad económica, es decir, la 

diferencia entre el costo de los inputs y los ingresos obtenidos de la venta en el 

mercado de la producción96. De la diferencia existente, positiva en valor, del 

output y los inputs utilizados derivaba contemporáneamente la cuestión de 

cómo distribuir el excedente obtenido en el proceso. 

                                                
96 En un sistema de mercado competitivo, con un número muy elevado de empresas, el punto 
de equilibrio resultaría del nivel de producción en el que el coste marginal igual al beneficio 
marginal. En la realidad los mercados verdaderamente competitivos son una rareza, de lo que 
deriva que las empresas mantienen un cierto grado de poder de mercado que les permite 
obtener ‘extra-beneficios’, respecto al beneficio nulo del equilibrio teórico. No se profundizará 
más el tema, aunque es uno de los ejemplos más evidentes de la distancia entre teoría 
económica ortodoxa y realidad (una exposición muy clara de estas cuestiones puede verse en 
Hill y Myatt, 2010). 
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En nuestra revisión de la literatura económica, se distinguirá una 

primera fase, la llamada ‘economía clásica’, período en el que la dimensión de la 

distribución constituía una cuestión clave del problema económico, de una 

segunda fase posterior, denominada comúnmente ‘neoclásica’, en la que este 

tema fue relegado a un plano secundario. En las siguientes secciones, se 

presentarán sucintamente las principales características de estas dos fases de la 

teoría económica. A partir de las conclusiones alcanzadas en esta primera parte, 

se pasará a tratar del debate sobre la relación entre eficiencia y equidad bajo la 

perspectiva de la justicia social. 

La relación estrecha existente entre crecimiento y distribución constituía 

sin duda el núcleo de la reflexión de los clásicos. Este elemento la distingue en 

esencia de la corriente teórica que pasó a dominar la academia en el siglo 

posterior, la economía ‘neoclásica’ o ‘marginalista’, que desplazó el tema a un 

segundo plano, siendo su principal objeto de estudio la formación de los precios 

y el comportamiento de los agentes económicos en el sistema de mercado. Las 

principales conclusiones de los primeros autores etiquetados bajo la 

denominada teoría neoclásica fundamentaron los principios básicos del 

paradigma ortodoxo dominante en el pensamiento económico contemporáneo. 

Los críticos de la corriente principal han solido referirse, en cambio, una y otra 

vez, a los clásicos no sólo por compartir su interés primario por la distribución, 

sino también por la perspectiva de largo plazo que les caracterizaba. Los 

economistas no ortodoxos se han caracterizado además por una visión amplia 

de la disciplina, sin rémoras a la hora de la utilización de conceptos originados 

en otras áreas de las ciencias sociales. 

En el discurso económico más convencional, bajo una óptica donde 

prima la eficiencia, las relaciones entre el crecimiento y la distribución posterior 

del output obtenido, bajo forma de ingresos monetarios, están regidas por leyes 

cuasi-naturalistas y de equilibrio automático. El vínculo entre los dos momentos 

clave de la producción es tratado como una derivación lógico-matemática de las 

teorías dominantes sobre la asignación óptima de los recursos. Dicho en otras 

palabras, la distribución se deriva de una teoría de la optimización. Del 
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funcionamiento ‘natural’ de todos y cada uno de los mercados deriva la 

distribución más eficiente de los recursos, entre los que se incluyen tanto la 

fuerza de trabajo (los trabajadores) como el capital (los medios de producción). 

De la remuneración de ambos factores resulta la distribución del output que 

refleja la contribución de cada uno a la producción final. 

Los economistas que han reflexionado sobre la relación entre eficiencia y 

equidad desde este enfoque ortodoxo han llegado a formular una serie de 

hipótesis expresadas por ecuaciones que, bajo unos supuestos teóricos 

restrictos, demuestran la validez por deducción de estas preposiciones. El 

relativo debate ha encontrado lugar en una sub-disciplina de la ciencia 

económica, denominada economía del bienestar, caracterizada por su 

inspiración normativa. Si bien esta área de estudios está caracterizada por sus 

fuertes conexiones con la filosofía política no ha dejado de lado, como se verá, 

los métodos lógico-matemáticos de formulación de sus hipótesis, típicos del 

discurso científico en la corriente principal de la economía. En la sección 

dedicada a esta corriente de investigación, se tratará de cómo la cuestión central 

a la que pretenden responder sus adherentes trata de las configuraciones 

posibles de un estado social óptimo. En otras palabras, de cómo la sociedad 

debería escoger entre ‘estados del mundo’ alternativos, distinguiendo cuál de 

ellos garantiza un bienestar mayor. En últimas, la cuestión a dirimir es cómo 

conjugar y armonizar eficiencia y equidad, considerando la primera un objetivo 

primario al que va subordinado toda discusión sobre la segunda. 

Partiendo de una discusión sobre este enfoque que muestra algunos de 

sus límites, el trabajo reciente de algunos economistas, entre ellos especialmente 

Amartya Sen, ha logrado influenciar profundamente el debate político a nivel 

de las instituciones internacionales que se ocupan del desarrollo, aportando 

elementos que escapan del economicismo más básico. El presente capítulo 

constituye, en los hechos, un complemento de lo que fue examinado en el 

capítulo anterior respecto a la elaboración del concepto de desarrollo, en el 

período posterior al fin de la segunda guerra mundial. Como se vio, la 

problemática del desarrollo fue instalada en referencia a la política económica 
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de los países que todavía no habían emprendido un proceso significativo de 

industrialización. En el ámbito de la discusión política sobre como fomentar 

estos procesos, la disciplina económica de las teorías del desarrollo dieron una 

contribución fundamental, pero desde una posición un poco marginal respecto 

a la teoría principal, que se ocupaba de los países capitalistas industrializados. 

Es en esta rama de la disciplina económica que el problema distributivo vuelve 

a ser un elemento fundamental ya que representa, para algunas corrientes, una 

de las dimensiones constitutivas del propio concepto desarrollo, operándose 

una distinción entre desarrollo y crecimiento ajena a la teoría económica 

estándar. Es por esta razón que a continuación se examina como en el debate 

económico surge y cae la atención sobre el tema de la distribución, para 

finalmente retornar de la mano de la filosofía política y su interés sobre la 

equidad. 

2.2. Las fuentes del crecimiento económico y la distribución 

de la renta en la economía política clásica 

Durante largo tiempo, por lo menos desde finales del siglo XIX hasta la 

década de los 70 del siglo pasado, tratar de desarrollo económico significó 

esencialmente reflexionar sobre los factores que promueven el crecimiento. En 

el caso de la economía política clásica, el análisis del crecimiento iba ligado 

estrechamente al tema de la distribución del excedente, al menos desde que 

Adam Smith publicara su fundamental tratado sobre “la riqueza de las 

naciones’. Por esa razón es necesario partir de un breve análisis de algunos 

elementos del pensamiento de los economistas políticos clásicos sobre los 

vínculos entre crecimiento y distribución. Este resumen se completará con 

algunas breves referencias a las posteriores críticas de Marx a la economía 

política clásica. 

El pensamiento económico del mercantilismo ligado a la emergencia de 

los Estados nación había equiparado la prosperidad de los reinos europeos con 

la cantidad de recursos financieros controlados, con un énfasis particular a la 

acumulación del metal que constituía la principal moneda de cambio en los 
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intercambios internacionales, el oro97. Por esta razón el mercantilismo promovía 

un control estricto de las mercancías importadas, y fomentaba las exportaciones 

a través de un aumento de la producción interna y un énfasis en el incremento 

de la población activa98. El objetivo de estas políticas era incrementar no sólo los 

recursos materiales sino también financieros para poder costear el 

mantenimiento de los ejércitos nacionales y hacer frente a los conflictos bélicos a 

gran escala de la época. El mercantilismo constituía entonces una continuación 

de la política por otros medios, más que una teoría exclusivamente económica, 

un medio de garantizar la grandeza de la nación frente a las otras potencias. 

Los llamados economistas clásicos se posicionaron en una postura crítica 

hacia el mercantilismo, favoreciendo en particular el crecimiento del comercio y 

la libertad económica, como predicado en la célebre expresión de los fisiócratas 

franceses ‘laissez faire, laissez passer’ (dejad hacer, dejad pasar). El progreso de las 

naciones no residía en la acumulación de reservas metálicas sino en el 

crecimiento de la actividad productiva, tanto agrícola como fabril. Los clásicos 

destacaban como sólo la acción del hombre sobre los recursos naturales 

representaba una labor productiva generadora de riqueza, al proporcionar al 

término de un ciclo económico una cantidad de producto superior a los inputs 

introducidos, es decir, un excedente positivo. Al contrario el consumo suntuario 

de la clase rentista daba lugar a trabajo improductivo que no aportaba a la 

prosperidad de la nación. 

En otras palabras, al centro de las teorías de los economistas clásicos 

(entre ellos, se citan Adam Smith, David Ricardo, Thomas Malthus y John 

Stuart Mill) está la preocupación sobre el crecimiento económico, entendido 

                                                
97 Para un relato detallado de las razones y expresiones de la ensoñación de las naciones 
europeas y Estados Unidos por el oro, véase Galbraith (1975). 
98 La nueva atención de los Estados nación respecto a los niveles de población con fines 
productivos y bélicos es reflejado en el florecimiento de estadísticas nacionales de mortalidad y 
natalidad a lo largo del siglo XVIII. El caso más evidente de este fenómeno fue la “medicina 
estatizada” nacida en Prusia, donde se expresa la preocupación por “el propio cuerpo de los 
individuos que en su conjunto constituyen […] la fuerza del Estado frente a sus conflictos, sin 
duda económicos pero también políticos, con sus vecinos”, como señala por ejemplo Foucalt 
(1974:8-10). 
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como crecimiento de la producción de bienes. Por otra parte, también hay un 

fuerte interés en la distribución del excedente entre las diferentes clases, es 

decir, entre consumo e inversión, ya que en la distribución residía la clave de la 

prosperidad del porvenir. Por su parte, Karl Marx efectuó una reflexión sobre 

las mismas cuestiones, aunque desde una posición de crítica respecto a los 

clásicos. Sin embargo puede afirmarse que compartía, al mismo tiempo, 

muchos de los temas y las categorías, y algunos de los supuestos, de la 

economía clásica99. 

Es conocido que Smith, en la ‘Riqueza de las naciones’, teorizó que el 

motor del crecimiento económico en términos per cápita más allá, es decir, de la 

expansión numeraria de la población, residía en la división del trabajo. De la 

división del trabajo, es decir de la especialización de cada trabajador en una 

determinada tarea productiva, derivaría una mejora progresiva de sus 

capacidades productivas gracias al aprendizaje de las técnicas, a la progresiva 

reducción de los tiempos de producción y al creciente progreso técnico que 

derivaría de la incorporación de maquinas ahorradoras de trabajo100. Todo ello 

incrementaría la productividad del trabajo de la que dependía estrechamente el 

crecimiento del ingreso per cápita. A su vez la especialización dependía 

crucialmente de la extensión incremental de los mercados de destino de la 

producción. En otros términos, el crecimiento económico surgía tanto de la 

intensificación, por unidad de trabajo y tierra, como de la extensión geográfica 

de la producción. 

En relación a la distribución de la renta, Smith consideraba que las 

remuneraciones de capitalistas y trabajadores se movían en una relación 

inversa, y así lo sostenían los demás clásicos. Conforme subían los salarios, los 

beneficios necesariamente se reducían. No obstante, los clásicos creían que, en 

el largo plazo, los salarios de los trabajadores gravitarían alrededor del nivel de 
                                                
99 Para esta sección se hará referencia a Barber (1995) y Screpanti y Zamagni (1997). 
100 Elaboradas por los propios trabajadores, los productores de maquinaria o los trabajadores 
especializados en la producción científica y tecnológica. La existencia de “inventores” 
dedicados exclusivamente a la creación de nuevas máquinas era también fruto de la división 
social del trabajo. 
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subsistencia, ya que cualquier aumento temporal de la renta se vería 

compensado por el posterior incremento de la población101. La relación positiva 

entre renta disponible y procreación, condenaba, en otras palabras, a los 

trabajadores a permanecer en un estado cercano y poco superior, en términos 

modernos, a la indigencia, en la que estaba garantizada sólo la mera 

reproducción física de la fuerza trabajo102. 

Al lado de los trabajadores asalariados, los clásicos teorizaban la división 

de la sociedad en otras dos clases sociales fundamentales según su posición en 

la producción y en la distribución, los terratenientes y los capitalistas. En 

consecuencia de las leyes demográficas, la clave para decidir el destino del 

excedente venía de la mano de estas dos clases sociales. Eran dos los destinos 

posibles del excedente: el consumo para el disfrute presente, especialmente en 

gastos suntuarios, de los rentistas o el ahorro, en pro del aumento de la 

producción futura. Los clásicos sostenían que la clase social que ahorraba buena 

parte de los ingresos derivados del proceso productivo era constituida por los 

capitalistas. Sus beneficios serían reinvertidos en su totalidad, generando la 

acumulación de capital necesaria a la reproducción y al crecimiento del sistema 

económico a lo largo del tiempo. Una preposición que expresaba el 

funcionamiento de este circuito virtuoso, y que resultó extremadamente 

influyente para la teoría económica posterior, fue la famosa ‘ley de Say’ que 

predicaba la natural equivalencia entre ahorros e inversiones a nivel agregado. 

Una consecuencia de este principio es que toda oferta crea su propia demanda. 

                                                
101 La explicación más celebre se debe a Malthus: “la población, cuando nada la frena, aumenta 
en una progresión geométrica. Los bienes de subsistencia sólo aumentan en progresión 
aritmética” ( cit. en Barber, 1995 57). Malthus individuaba dos posibles frenos a la población: el 
positivo (el hambre, las enfermedades, la guerra) y el preventivo, es decir la restricción 
voluntaria del crecimiento de la población. 
102 Del resto, esta situación era funcional a la mercantilización del trabajo posterior a la 
abrogación de las leyes de pobres y al cercamiento de las tierras comunales (enclosures). Para 
movilizar la fuerza de trabajo y disciplinarla a los ritmos de la producción fabril era necesario 
que sus condiciones de vida dependieran exclusivamente de su acceso al mercado laboral, lo 
que condujo a la abrogación de las leyes de pobres en la Inglaterra de la revolución industrial 
(cfr. Polanyi 1944/2006). Las consecuencias que el desarrollo industrial provocó en las 
condiciones de vida de las clases trabajadoras fueron retratadas de forma eficaz por Friederich 
Engels en su célebre “La situación de la clase obrera en Inglaterra” de 1845.  
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Se desestimaba de esta forma la posibilidad de crisis generadas por la falta de 

demanda efectiva, ignorando factores como el atesoramiento o la especulación 

monetaria y financiera. 

En el análisis de los clásicos, la tasa de beneficio era por lo tanto un 

regulador primario de la tasa de crecimiento económico. A su vez, los 

beneficios estaban determinados de manera residual a partir de la distribución 

de la renta. Los beneficios quedaban en mano de los capitalistas, luego de haber 

restado la cuota debida por la subsistencia de los trabajadores y las rentas 

pagadas a los propietarios de las tierras. Si bien la parte de los salarios 

permanecía estable en el largo plazo por las razones expuestas, lo mismo no 

ocurría con las rentas de la tierra, que tendían a crecer a lo largo del tiempo. 

Este fenómeno conduciría a un progresivo declive de las tasas de beneficio. La 

causa de este proceso se encontraba en los rendimientos decrecientes de la 

tierra. El crecimiento económico y la expansión de la población causarían de 

hecho un uso cada vez más extendido de las tierras marginales. Expandir la 

producción agrícola a las áreas menos productivas provocaría un aumento de 

las rentas de los propietarios de las tierras más fértiles. Las rentas pagadas por 

estas tierras se relacionaban precisamente con los rendimientos de las tierras 

menos fértiles al margen de la frontera agrícola, al representar la cantidad que 

un productor capitalista estaría dispuesto a pagar para garantizarse el uso de 

las tierras más fértiles (la renta relativa a estas últimas sería nula). Al 

incremento de las rentas haría de contrapartida la correspondiente reducción de 

los beneficios. Menores beneficios provocarían una reducción del ritmo de 

acumulación, y en consecuencia del ritmo de crecimiento. La teoría así trazada 

dictaba que en el largo plazo se alcanzaría el llamado ‘estado estacionario’, 

momento en el que no habría ulterior acumulación, y por lo tanto, el 

crecimiento per cápita sería nulo. 

La tendencia natural hacia ese equilibrio podría ser ralentizada sólo por 

medio de la innovación tecnológica o paliada mediante la importación de 

productos primarios. Las mejoras en la productividad de la tierra y de la fuerza 

trabajo a través del progreso técnico aumentarían la tasa de beneficio, al 
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aumentar el producto por cada cantidad de insumos utilizados. A su vez, el 

comercio internacional, en particular la importación de productos primarios, y 

la concomitante reducción del costo de los bienes - salario de subsistencia, 

podrían reducir el peso en términos reales de la masa salarial y, a la vez, la 

presión demográfica sobre la tierra, conteniendo el incremento de las rentas 

agrícolas103. Estas prescripciones parecen describir perfectamente la política 

económica ejecutada por la Inglaterra librecambista e imperial de mitad del 

siglo XIX en adelante, en búsqueda constante del abastecimiento de materias 

primas y bienes de primera necesidad en los territorios extraeuropeos a cambio 

de productos industriales manufacturados. 

Para resumir lo dicho hasta el momento, los clásicos consideraban la 

pobreza como el estado natural de la clase trabajadora, y la distribución 

(funcional, se diría hoy) de la renta como el mecanismo fundamental que 

explicaba la acumulación del capital, y, por lo tanto, el crecimiento económico. 

Cuánto más excedente quedara en manos de los capitalistas, más elevado sería 

el nivel de inversión y consecuentemente más fuerte sería el posterior 

crecimiento económico. Aun en términos estilizados, esta última es una 

posición que subscribirían la mayoría de economistas y hacedores de políticas 

públicas en la actualidad. 

Debe decirse que ya John Stuart Mill matizaba estos resultados al señalar 

el interés de reflexionar también sobre la equidad del sistema. En su opinión 

existían dos tipos de leyes económicas: mientras las leyes de la producción eran 

inmutables, fijadas por la naturaleza y la tecnología, las leyes que gobernaban la 

distribución del producto social caían dentro de una categoría diferente. En este 

caso, las consecuencias estaban socialmente determinadas y quedaban sujetas al 

control humano (cfr. Barber 1995:94). De esta forma se abría paso al dilema 

                                                
103 Ricardo escribía, por ejemplo, que “[…] si por la extensión del comercio exterior, o por mejoras en 
la maquinaria, los alimentos y los bienes de subsistencia del trabajador pueden comprarse en el mercado a 
precio reducido, los beneficios subirán. Si en lugar de producir nuestro propio trigo o fabricar las ropas y 
otros bienes de primera necesidad del trabajador descubrimos un nuevo mercado del que podemos 
abastecernos en estos bienes a un precio más barato, los salarios caerán y los beneficios subirán” (cit. en 
Barber, 1995:86). 
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entre equidad y eficiencia que llenaría tantas páginas y sobre el que tanta tinta 

se derramaría en las décadas posteriores. 

2.2.1. Algunos elementos de la crítica de Marx a la economía clásica 

Pese a su crítica rigurosa de la economía clásica, Marx hizo suya una 

parte importante de la estructura analítica de los clásicos al discutir 

profundamente las contribuciones de Smith y Ricardo, aunque sus conclusiones 

en términos de política económica fueran, como es obvio, bien distintas. Como 

en la sección anterior, la exposición de algunos elementos del pensamiento de 

Marx será necesariamente breve y simplificada, por razones de espacio y para 

no alejarse demasiado del tema de este trabajo. No obstante, se quieren 

mencionar por lo menos algunos aspectos fundamentales de la reflexión teórica 

de Marx, que serán retomados en el Capítulo 3, donde se tratará de la literatura 

sobre la cuestión social. 

En primer lugar, debe recordarse que Marx consideraba el capitalismo 

burgués una fuerza progresiva de la historia, en el sentido de que 

proporcionaría una cantidad creciente de la producción de bienes materiales 

para la satisfacción de las necesidades humanas104. Al mismo tiempo, la 

revolución burguesa habría cumplido el papel histórico de liberar al ser 

humano de los vínculos del feudalismo. En estos términos, el incremento de la 

producción material, en sus palabras la expansión de las fuerzas productivas, 

era, por lo tanto, para Marx tan importante como lo era para los clásicos. Puede 

llegar incluso a decirse que el liberalismo económico y su antítesis crítica 

comparten el mismo afán productivista, la misma fe en el progreso ilimitado de 

                                                
104 En el ‘Manifiesto del Partido Comunista’, Marx y Friedrich Engels escriben “la burguesía ha 
creado energías productivas mucho más grandiosas y colosales que todas las pasadas 
generaciones juntas. Basta pensar en el sometimiento de las fuerzas naturales por la mano del 
hombre, en la maquinaria, en la aplicación de la química a la industria y la agricultura, en la 
navegación de vapor, en los ferrocarriles, en el telégrafo eléctrico, en la roturación de 
continentes enteros, en los ríos abiertos a la navegación, en los nuevos pueblos que brotaron de 
la tierra como por ensalmo ¿Quién, en los pasados siglos, pudo sospechar siquiera que en el 
regazo de la sociedad fecundada por el trabajo del hombre yaciesen soterradas tantas y tales 
energías y elementos de producción?” (Marx y Engels, 1848:15). 
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la ciencia y la tecnología105. Fe que no sería cuestionada sino en el siglo XX, 

tanto en relación con las armas de destrucción masivas como por el surgimiento 

de las preocupaciones sobre la sostenibilidad ecológica del sistema capitalista 

(cfr. Rist 2003). Sin embargo, eso no impedía claramente que en toda su obra 

señalara la injusticia incorporada en el funcionamiento del sistema capitalista, 

ya que el mismo se fundaba sobre la concentración de cantidades crecientes de 

riqueza en pocas manos, a través del control de la acumulación de capital 

apoyada sobre la explotación del trabajo salariado. 

Siguiendo a los clásicos como Ricardo, Marx situaba al trabajo en el 

origen de todo valor. A partir de ese supuesto quiso investigar el origen de la 

propiedad privada y la relación social que esta institución social esconde en 

relación con el trabajo humano. Ya en 1844, Marx señalaba que la producción de 

bienes no es otra cosa que el trabajo fijado en objetos, y que los mismos son 

trabajo enajenado, ya que no pertenecen al trabajador sino al propietario de los 

medios de producción. El trabajador ya no produce para su propia subsistencia 

como antaño, sino para el provecho de otros hombres. En este sentido, sufre 

una posición doblemente servil: no sólo es expropiado del resultado de su 

trabajo, sino que pasa a depender de la obtención en el mercado de sus medios 

de subsistencia, por medio del salario. El trabajo, de medio principal de 

autorrealización del ser humano, pasa a convierte en un elemento negativo ya 

que no es “voluntario, sino forzado, trabajo forzado. Por eso no es la 

satisfacción de una necesidad, sino solamente un medio para satisfacer las 

necesidades fuera del trabajo […] tan pronto como no existe una coacción física 

o de cualquier otro tipo se huye del trabajo como de la peste” (Marx, 1844, 

XXIII)106. 

                                                
105 Ambas posiciones se contrapondrían en este aspecto a la posición conservadora y 
reaccionaria herencia del ‘ancien régime’, un ejemplo de la cual es, entre otros, la posición 
antiliberal y antisocialista de papa Pío IX en el ‘Syllabus’. La doctrina social de la Iglesia 
empezaría a desarrollarse posteriormente a partir de la encíclica “Rerum novarum” de papa 
León XIII. 
106 Ésta última preposición paradójicamente evoca a la posición de teoría económica ortodoxa 
respecto al trabajo, que viene considerado una fuente de desutilidad (insatisfacción, molestia, 
agravio) en los modelos de maximización. Es a partir de este supuesto, que la teoría neoclásica 
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A partir de este punto se deduce que la propiedad privada tiene una 

doble naturaleza: una naturaleza objetiva, siendo el producto del trabajo 

enajenado apropiado por el no trabajador, y otra relacional, siendo la relación 

social entre trabajador y no trabajador (capitalista, patrono del trabajo) que 

permite la enajenación del trabajo (Marx, 1844, XXV). Como se verá la sección 

3.2.2, otra forma de propiedad, esta vez social, se irá conformando 

progresivamente a partir de la relación salarial, en lo que representará un 

compromiso entre capital y trabajo mediado por el Estado (cfr. Castel, 1997) 

Respecto a las condiciones de los trabajadores, Marx consideraba, de 

manera semejante a los clásicos, que los salarios gravitarían alrededor de la 

subsistencia. Lo que distingue el análisis de Marx reside en los factores que 

explicarían este fenómeno. Alejándose de las explicaciones demográficas de 

Malthus, Marx consideró que la pobreza estructural de la clase trabajadora y 

desigualdad en la distribución de excedente eran una característica estructural 

del proceso de acumulación capitalista y funcional para su reproducción 

(Barber, 1995:120). 

José Nun (2001) ofrece un resumen acertado de este punto. Según Marx, 

el salario se mantiene al nivel de subsistencia, por un permanente exceso en la 

oferta de trabajo en el largo plazo. Este exceso no se debe a ninguna ley 

demográfica, sino a la existencia de una población supernumeraria o ejército 

industrial de reserva. La fuente de esta sobre oferta es múltiple: la separación de 

los productores de sus medios de producción; la sustitución del obrero por la 

máquina cada vez que los salarios tienden a elevarse; las crisis periódicas del 

sistema, que no sólo aumentan la desocupación entre los trabajadores, sino que 

proletarizan a sectores de la pequeña burguesía, quienes pierden sus pequeños 

negocios y propiedades al no poder competir con la producción fabril (Nun, 

2001:53,73-75). 

                                                                                                                                          
construye sus teorías acerca de los efectos de desincentivo que producen las intervenciones 
públicas sobre la oferta de trabajo. Las posturas contrarias a la excesiva generosidad de los 
subsidios de desempleo son el ejemplo más evidente. 
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La población excedente es, a su vez, funcional al mercado de trabajo en 

un sistema capitalista, ya que su volumen se expande y se contrae en 

correspondencia de los vaivenes de ciclo industrial, sin que el pleno empleo se 

alcance nunca de forma estable. La función principal del ejército de reserva es 

precisamente la de proveer la mano de obra requerida en la etapa ascendente 

del ciclo económico. Se trata de una reserva de trabajo lista para responder a 

cualquier aumento de la demanda debida a procesos expansivos del capital. De 

su misma existencia deriva otra función determinante de la población 

supernumeraria: la de ejercer con su presencia una amenaza constante sobre la 

población ocupada. El miedo de ser substituidos por los trabajadores no 

ocupados provoca que el trabajador incremente la intensidad de su labor, 

además de limitar la fuerza de sus reivindicaciones salariales. De esta forma, la 

presencia de una fuerza de trabajo excedente es esencial para contener el precio 

de la fuerza trabajo, es decir, el coste de producción para el capitalista (Nun, 

2001:75-76). 

Por cierto, Marx distingue entre distintas modalidades de la 

superpoblación relativa: hay una parte de excedente flotante, constituida por 

trabajadores que entran y salen del proceso productivo, según el ciclo 

económico, el ejército de reserva propiamente dicho; junto a éste, la 

superpoblación intermitente o estancada, forma parte del ejército obrero en 

activo, pero su base de trabajo es muy irregular (es el caso, por ejemplo, de los 

trabajadores domiciliarios); en los proceso de modernización, otra parte muy 

importante está constituida por la fuerza de trabajo que es desplazada del 

sector agrícola a causa de la penetración del capitalismo en las áreas rurales, y 

que potencialmente se incorpora al proletariado urbano o manufacturero 

(superpoblación latente); por último, las personas que no logran integrarse en el 

sistema productivo, la categoría residual de la superpoblación, pasan a integrar 

las filas del pauperismo (Nun, 2001:75-76). 

En resumen, se han querido mencionar por lo menos tres aspectos del 

análisis de Marx que distanciándose de lo que sería el enfoque de la economía 

neoclásica, aportan una perspectiva crítica sobre la relación salarial, vista como 
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una relación salarial y no como un contrato privado entre individuos; los 

factores que causan la existencia de una población activa no ocupada, situación 

no contemplada por los neoclásicos sino como consecuencia de la regulación de 

los mercados laborales, que impiden la reducción de los salarios al nivel en el 

que demanda y oferta se equiparan; por último, a partir de la existencia de una 

superpoblación funcional al sistema es que Marx explica la gravitación de los 

salarios al nivel de subsistencia. En otras palabras, la pobreza y la desigualdad 

son estructurales al funcionamiento del sistema económico capitalista. Al 

contrario, para los neoclásicos, los salarios reflejan la productividad del 

trabajador, por lo que la solución a la pobreza reside en incrementar la 

productividad de cada trabajador, a través del crecimiento (que incrementa la 

dotación de capital por trabajador) y la inversión en capital humano, 

principalmente educación, que incrementa las capacidades productivas del 

mismo trabajador. Como se verá en la siguiente sección, para los neoclásicos el 

problema de la desigualdad y la pobreza es entonces un falso problema. 

2.3. La indiferencia de los marginalistas (o la legitimación del 

status quo) y el problema distributivo en la economía del 

bienestar 

Los economistas neoclásicos de la llamada revolución marginalista en 

economía107, entre ellos Jevons, Menger y Walras, centraron su atención en las 

decisiones que explican el comportamiento de las unidades económicas – 

individuos y familias, empresas e industrias – en el mercado. A partir de ahí 

elaboraron una teoría de los precios, que los explica como los valores que 

conducen al equilibrio entre demanda y oferta en todos y cada uno de los 

mercados. En resumidas cuentas, el interés de los neoclásicos estaba centrado 

en la evolución del sistema económico en el corto plazo frente a algún tipo de 

choque exógeno, bajo la hipótesis de que en el largo plazo todos los mercados 

                                                
107 Al utilizar métodos matemáticos que indagaban la variación en ‘el margen’, es decir por 
medio de derivadas, del comportamiento de los agentes económicos, descrito a través de 
sistemas de ecuaciones diferenciales. De forma típica, se estudia el efecto sobre la variable 
dependiente de variaciones infinitesimales de una o más variables independientes. 
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estarían necesariamente en equilibrio. De esta forma, fueron desplazados del 

núcleo de la disciplina económica los temas que habían preocupado la 

generación precedente de economistas: el crecimiento a largo plazo y la 

distribución de la renta108. 

El problema de la distribución de la renta para los neoclásicos no era que 

una derivación de su teoría general de los precios aplicada a los mercados de 

los factores productivos, según una clasificación tripartita (trabajo, capital, 

tierra), que en el caso del trabajo incluía todo esfuerzo humano (salarios, 

sueldos, remuneración del empresario-propietario) y en el caso del capital, 

todos los medios de producción considerados como una entidad homogénea. 

Una vez establecidas estas categorías, la fuerza de la demanda y de la oferta en 

los mercados de los factores productivos establecería la justa recompensa para 

cada factor. Bajo esta perspectiva, discutir de la distribución que emergía 

naturalmente de la actividad económica carecía de relevancia, ya que cada 

agente recibiría en proporción a su participación al proceso productivo. 

Según este esquema, los salarios pagados a los trabajadores serían una 

transposición directa, para utilizar la terminología marginalista, de la 

productividad marginal del trabajo, es decir, del incremento ‘al margen’ de la 

cantidad producida, generado por el uso de una unidad añadida de trabajo109. 

Por otra parte, el beneficio representaría la remuneración por los bienes capital 

que han sido aportados al proceso productivo por los propietarios de los 

mismos, igual a la productividad marginal del capital, calculada de forma 

análoga. 

En un cuadro teórico de este tipo, parecería que no hay lugar para 

intervenir y cambiar el resultado distributivo que emerge del funcionamiento 

automático de los mercados. Sin embargo, enfrentados a una realidad 

                                                
108 Como escribió la economista Joan Robinson en los años 60, de las grandes cuestiones del 
desarrollo de los clásicos se pasó a cuestiones de pequeño calibre como “por qué un huevo 
cuesta más que una taza de té”(cit. en Barber, 1995:157). 
109 En términos matemáticos, la derivada de la función de producción Y respecto a la cantidad 
de trabajo utilizada en la producción L. Donde Y, es una función de los factores de la 
producción, trabajo, capital, tierra, etc., tomados como cantidades homogéneas: Y=f(L, K, T, …). 
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económica caracterizada por la elevada desigualdad existente entre seres 

humanos y los conflictos políticos que esta situación generaba, la reflexión 

teórica de los pensadores liberales no podía quedar al margen como si tales 

problemas no existieran. Debían de proveer por lo menos una justificación de 

este estado de cosas y ofrecer una perspectiva de mejoramiento colectivo en el 

largo plazo. 

Por estas razones, surge la discusión dentro de la economía neoclásica 

sobre qué sistemas de mercado conducen al mejor de los mundos posibles en 

términos de bienestar de la sociedad y cuáles son los grados posibles de 

redistribución en la óptica de no afectar a la eficiencia económica. Al mismo 

tiempo, debía demostrarse cómo otras formas más profundas de intervención 

económica conducirían en el largo plazo a una situación peor de la que se 

obtiene de equilibrio natural de las fuerzas de mercado. Estos puntos 

constituirían, en resumen, las metas de la rama de la economía neoclásica que 

se ocupa de evaluar las alternativas de política económica bajo la vara de una 

visión peculiar del bienestar social. 

2.3.1. Los aportes de la economía del bienestar 

La evaluación normativa del equilibrio alcanzado en los mercados 

competitivos y la evaluación de las posibilidades teóricas de una redistribución 

de la renta nacional y sus efectos sobre la eficiencia del sistema económico 

estuvieron en el centro del análisis de la llamada ‘economía del bienestar’. Esta 

rama de la economía ortodoxa mantuvo el mismo individualismo metodológico 

que caracteriza la corriente neoclásica. Este rasgo resulta evidente en el amplio 

uso de los métodos utilizados como paradigma en la microeconomía, que 

consisten en medir el bienestar individual en términos de utilidad110 y, por 

                                                
110 Una entidad abstracta que refleja el valor que los individuos atribuyen a un determinado 
bien o situación del mundo cuando los comparan a las alternativas posibles. A partir de sus 
preferencias reveladas es posible afirmar que algo aporta más utilidad que las alternativas que 
han sido descartadas. Podría asemejarse a sentimientos subjetivos como el placer, el agrado, la 
satisfacción que derivan del consumo de bienes o de actividades humanas, como por ejemplo el 
tiempo de ocio. Como se dijo, al trabajo humano se le atribuye un aura negativa, generadora de 
desutilidad. 



 
194

medio del uso de alguna función matemática, agregar la suma de las utilidades 

individuales en una medida de bienestar social. Gracias a sistemas de 

ecuaciones de este tipo, las teorías neoclásicas del bienestar establecen una 

evaluación normativa de los estados sociales que derivan de hipótesis 

alternativas de distribución o redistribución de los recursos entre individuos. 

Es siguiendo estas líneas teóricas que la corriente neoclásica acepta la 

posibilidad de redistribuir la renta con la finalidad de lograr un mayor grado de 

equidad. Este resultado está, sin embargo, supeditado a un conjunto de 

condiciones restrictivas. Para explicar cuáles son estas restricciones, se debe 

proceder por grados. Se tratará de presentar, de manera simplificada, un 

modelo teórico formalizado que expresa los rasgos principales de esta corriente. 

Más que el funcionamiento o plausibilidad de este modelo, condicionado a un 

elevado número de supuestos, interesa destacar cuales son las conclusiones 

implícitas a las que llega en términos de qué políticas de distribución y de 

intervención del Estado son legítimas en el marco teórico de la economía del 

bienestar. 

En primer lugar, debe recordarse que el vértice de la elegancia teórica de 

la construcción neoclásica es el modelo de equilibrio económico general (EEG) 

propuesto por primera vez por Leon Walras a finales del siglo XIX. La hipótesis 

de Walras afirmaba que, supuesta la validez de determinadas hipótesis111, se 

produciría la existencia de un vector de precios (es decir, un precio de mercado 

para todos los bienes y todos los factores productivos) de manera tal que: 1) 

todos los consumidores maximicen sus funciones de utilidad112; 2) todas las 

                                                
111 Mercados completos y perfectamente competitivos, tecnologías caracterizadas por 
rendimientos constantes de escala, etc. Aunque quizás la característica más peculiar del modelo 
walrasiano reside en la hipótesis de la necesidad de un ‘subastador’, que mediante el tanteo de 
los precios, permitiría que todos los mercados alcanzaran el equilibrio. 
112 Inspirándose en el utilitarismo de Bentham, una ecuación que describe las preferencias del 
individuo (reveladas en su consumo) y que permitiría calcular como se transforman los bienes 
adquiridos en utilidad. Esta última característica sería, como se dijo anteriormente, la que los 
individuos pretenden maximizar, mientras buscarían minimizar las actividades o bienes que 
produzcan desutilidad.  
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empresas maximicen sus beneficios; 3) todos los mercados permanezcan en 

equilibrio (Artoni, 1999:47) 

El debate posterior sobre el EEG se ha centrado en la demostración o la 

confutación de la existencia, unicidad y estabilidad de tal equilibrio. No se va a 

relatar cómo ha evolucionado la literatura sobre un tema que sigue levantando 

un debate metodológico muy intenso. Los teoremas que aportan justificaciones 

teóricas del modelo están caracterizados por una serie de suposiciones tan 

estrictas que hacen dudar de su plausibilidad empírica. Una buena parte de los 

resultados de este debate, por lo tanto, podrían formar parte de esos aportes 

científicos considerados en la disciplina como “las más deseadas contribuciones 

a la economía, si bien son meros ejercicios matemáticos, no sólo sin ninguna 

sustancia económica sino también sin ningún valor matemático” (Georgescu-

Roegen, 1979:317; trad. propia). 

En esta sección, se quiere centrar más bien la atención en cuáles son las 

características del punto de EEG en términos de bienestar social. Recordemos 

que en este marco teórico por bienestar se entiende alguna forma de agregación 

de las utilidades individuales. Al mismo tiempo, según la economía del 

bienestar, la deseabilidad social de estados económicos alternativos debe 

discutirse a través del cálculo de una medida del bienestar de la sociedad en su 

conjunto. Para armonizar simultáneamente los intereses individuales y sociales, 

la clave reside en el concepto de ‘óptimo de Pareto’. Una determinada 

asignación de recursos es óptima según Pareto si es imposible modificarla para 

mejorar el bienestar de, por lo menos, un individuo sin disminuir el bienestar 

de cualquier otro individuo. En otras palabras, se considera intangible el 

bienestar individual por lo que resulta legítima sólo una redistribución que no 

disminuya el bienestar de ningún individuo y mejore, al mismo tiempo, el 

bienestar de por lo menos uno de ellos 

El problema reside, entonces, en definir las condiciones bajo las cuales es 

posible alcanzar el optimo de Pareto y verificar si existe un mecanismo de 

mercado que lo determine de forma necesaria y suficiente. Los dos teoremas de 
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la economía del bienestar alcanzan ambos resultados teóricos. El primer 

teorema asocia el óptimo de Pareto a la competencia perfecta, bajo algunas 

hipótesis restrictivas113. A su vez, el segundo teorema afirma que es posible 

alcanzar cualquiera de los infinitos puntos de óptimo de Pareto a través de una 

distribución de los recursos que no provoque distorsiones en el 

comportamiento de los agentes económicos (Artoni, 1999:48). Si el equilibrio 

competitivo garantiza la asignación óptima de los recursos, es decir la 

eficiencia, ¿qué hay de la equidad? ¿Es posible una redistribución si un 

determinado estado social es considerado injusto según algún criterio 

determinado? 

El segundo teorema de la economía del bienestar establece que el único 

instrumento de redistribución compatible con la eficiencia económica son las 

transferencias lump sum o de suma fija. Este tipo de transferencias, que son 

independientes en relación con el comportamiento individual, no producen 

efectos sobre las decisiones de optimización de los agentes económicos. Una 

transferencia que variara con el ingreso o el nivel de consumo sí que 

modificaría los incentivos individuales114. Las transferencias de suma fija 

afectan el nivel de ingresos del individuo, pero no modificarán sus decisiones 

económicas, por ejemplo la asignación de su tiempo al ocio o al trabajo o el 

gasto dedicado al consumo de un bien u otro. En consecuencia, los actos 

redistributivos que se sirven de transferencias de suma fija no trasladan la 

llamada ‘frontera de las posibilidades de utilidad’ (FPU)115. 

                                                
113 Mercados completos (es decir, para cualquier bien y servicio, incluidos los futuros, como en 
el caso de los seguros) y competitivos, y ausencia de externalidades, bienes públicos y 
asimetrías informativas. 
114 La manera más eficiente de financiar este sistema sería obviamente a través de una lump sum 
tax, o impuesto de suma fija. En general, se preferiría la combinación de impuestos que tuvieran 
el menor efecto distorsionador sobre el comportamiento de los agentes económicos. Las 
consideraciones sobre el carácter más o menos progresivo del sistema impositivo pasarían 
claramente a un segundo plano. 
115 Se trata de la curva que representa el conjunto de puntos donde la distribución de las 
utilidades de cada individuo es compatible con el criterio de eficiencia de Pareto. En otras 
palabras, si nos movemos a lo largo de la curva de la FPU, modificamos la distribución de las 
utilidades bajo la condición de respetar el criterio del óptimo de Pareto. 
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Este tipo de políticas, que 

mejoran el bienestar social sin 

disminuir la eficiencia del sistema, 

se definen de first best, que sería 

como decir ‘la primera entre las 

mejores posibilidades’. Las 

políticas que se alejan de este 

principio, por ejemplo otras formas 

de redistribución distintas a la de 

suma fija, permiten alcanzar 

situaciones sociales deseables, es 

decir, un aumento del bienestar 

social, pero al precio de modificar 

los comportamientos de los agentes económicos y restringir la FPU116. En 

consecuencia, en términos de eficiencia se alcanza un estado social inferior al de 

first best. Un tipo de elección social con estas características es llamada de second 

best (Artoni, 1999:60-62). 

La Fig. 4 permite entender mejor las implicaciones del segundo teorema 

del bienestar: Para simplificar, el modelo presupone sólo dos agentes 

económicos, y la FPU (AB en la figura) dibuja la curva de los puntos-

combinación de utilidad de los dos individuos derivada de la asignación 

óptima de recursos en la producción y en el consumo (en el modelo los dos 

individuos son contemporáneamente productores y consumidores). En un 

primer momento, el mundo se sitúa en N, el estado inicial, donde los 

individuos 1 y 2 están caracterizados por la pareja de utilidades (U1 y U2). 

Las curvas W representan la función de utilidad social, constituidas por 

los puntos de distribución de utilidad entre los individuos 1 y 2 que permiten 

alcanzar el mismo nivel de utilidad social. En términos más generales se podría 

                                                
116 Por ejemplo, impuestos progresivos pueden desincentivar el aumento de las horas 
trabajadas. 

Fig. 4. El segundo teorema de la 
economía del bienestar 

 

Fuente: Artoni (1999:61), elaboración propia 
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hablar de funciones de bienestar social (véase la Fig. 4), utilizando el concepto 

de utilidad como una aproximación del bienestar. En ese caso, cuanto más 

alejadas del punto de origen O estén las curvas de la función de bienestar social, 

mayor será el bienestar de la sociedad.  

¿Cuáles son los resultados, en términos de bienestar social, en 

correspondencia de la toma de diferentes medidas redistributivas? En el 

modelo, por el punto inicial N pasa la curva W1. Este representa el punto de 

referencia con el qué comparar los resultados de políticas alternativas de 

redistribución. El punto F representa el resultado de políticas de first best, es 

decir, es el estado donde se obtiene el mayor nivel de bienestar social 

(W3>W2>W1) y, de manera simultánea, se mantiene el mismo nivel de eficiencia 

económica, al estar F situado sobre la FPU. El punto P representa, en cambio, el 

resultado de políticas de second best. En este caso, las políticas redistributivas 

provocan una pérdida de eficiencia, visible en la reducción del área cubierta por 

la FPU. La nueva curva de FPU es la A’B’. No obstante, el bienestar social 

asociado al estado P es mayor que el preexistente en la posición inicial N, ya 

que se da W2>W1. Se trata entonces de un resultado socialmente deseable, 

aunque inferior al obtenido gracias a políticas de de first best (estado F). 

Resumiendo los resultados que evidencia este modelo, ejemplo de la 

visión neoclásica, podemos señalar que cualquier política pública que influya 

sobre el cálculo racional de los agentes económicos causa una pérdida de 

eficiencia en el sistema y representa una solución subóptima respecto a las 

alternativas que tengan efectos neutrales sobre el comportamiento maximizador 

de los individuos. En otros términos, si se aceptan las preposiciones del análisis 

normativo de la economía del bienestar, con toda la carga de suposiciones que 

se han dicho, puede concluirse que existe un trade-off entre eficiencia y 

equidad117. 

                                                
117 Como escribió el economista Arthur Okun en 1975, las ineficiencias en los mecanismos de 
redistribución pueden describirse acertadamente usando la metáfora de un cubo agujereado: “el 
dinero debe llevarse del rico al pobre en un cubo agujereado. Parte de aquél desaparecerá en el 
trayecto” (cit. en Screpanti and Zamagni, 1997:384-385). 
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Para completar la discusión sobre este modelo, debe considerarse que la 

definición de la función de utilidad social, utilizada en el modelo anterior, no es 

unívoca. En un célebre teorema, Kenneth Arrow demostró incluso la 

imposibilidad de agregar las funciones de utilidad individuales en una función 

de utilidad social. Arrow escribe: “Si excluimos la posibilidad de 

comparaciones interpersonales de utilidad118, los únicos métodos para pasar de 

las preferencias individuales a las elecciones sociales [...] consisten en la 

imposición o en la dictadura” (cit. en Artoni, 1999:65). En conclusión, según 

Arrow no es posible ordenar los puntos pareto-óptimos de la FPU, sobre la base 

de las funciones ordinales individuales de utilidad, dada la no comparabilidad 

entre individuos119. 

Resulta entonces difícil fundar 

las decisiones de política económica y 

social sobre bases totalmente 

objetivas y científicas, incluso en el 

marco teórico neoclásico. Sólo 

abandonando la presunción de 

objetividad y explicitando los juicios 

de valor que llevan a preferir un 

estado social a otro es posible superar 

la imposibilidad de Arrow. Como se 

puede apreciar en la Fig. 5, a 

decisiones sociales alternativas 

                                                
118 Para los utilitaristas clásicos, en cambio, era posible medir y comparar la utilidad de 
diferentes individuos, ya que Bentham y sus seguidores tenían una visión cardinal de las 
preferencias (atribuyendo una cantidad numérica a cada una de ellas). Los neoclásicos rechazan 
esta visión porque quieren basar sus teorías sobre fundamentos objetivos (las preferencias 
reveladas) y no subjetivos, por lo que creen que las curvas de indiferencia individuales tienen 
un carácter ordinal. Se pueden ordenar las preferencias pero no cuantificarlas exactamente. 
119 Si no es posible medir la utilidad que origina en el consumo de diferentes combinaciones de 
bienes, entonces sólo la comparación de la utilidad resultante de cada elección tiene sentido 
para obtener funciones ordinales de utilidad. En otros términos, es posible establecer que una 
combinación de bienes proporciona a un individuo más utilidad que otra, según las 
preferencias que él propio revela, pero no cuantificar la diferencia entre las dos combinaciones. 

Fig. 5. Funciones de bienestar social 
según la aversión social a la 
desigualdad 

 
Fuente: Elaboración propia 
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corresponden diferentes juicios de valor, implícitos en la forma de las funciones 

de bienestar social que escojamos. El grado de concavidad que presentan las 

curvas es una medida de la aversión de la sociedad a la desigualdad. La 

aversión es máxima en la curva con forma de L (o rawlsiana) – donde el 

aumento del bienestar (ingresos, utilidad u otra medida) de un solo individuo 

no modifica el bienestar social (al no afectar el bienestar del resto del sociedad) 

– o es indiferente en la recta (benthamiana) – donde la sociedad busca 

maximizar la suma total de las utilidades individuales, no importa como estén 

distribuidas. Concavidades intermedias reflejan grados intermedios de 

adversidad a la desigualdad por parte de la sociedad (Baldini and Toso, 

2004:70, 74) 

Las conclusiones a las que llega la economía del bienestar pecan, en este 

sentido, de lo que Amartya Sen ha llamado “bienestarismo” (welfarism), el 

principio según el cual es posible juzgar un determinado estado del mundo 

sobre la base de las utilidades individuales a través de alguna función derivada 

del conjunto de éstas. Esta concepción implicaría que dos estados del mundo 

serían equivalentes si el conjunto de utilidades individuales es idéntico (Sen, 

1979). El utilitarismo clásico utilizaba explícitamente una función aditiva de las 

preferencias individuales, considerando calculable el nivel de utilidad obtenido 

por cada individuo en un determinado estado del mundo. Arrow, por su parte, 

consideraba posible reducir matemáticamente a un caso límite de la función 

utilitarista el principio distributivo propuesto por Rawls120, y es en ese sentido 

que se aborda su teoría en los gráficos de esta sección; es decir, el Rawls visto a 

través de la teoría económica del bienestar. 

Para ver en la práctica cómo funcionan las funciones de utilidad, en la 

Fig. 6 se retoma el modelo anterior de dos individuos a y b con utilidad Ub y Ua, 

y se construye una FPU de tipo second best, ya que no se restringe el tipo de 

políticas distributivas. A lo largo de la FPU, todos los puntos por encima de la 

bisectriz representan estados en los que vale Ub>Ua. Lo contrario vale por 

                                                
120 Cfr. Arrow (1973:256-257). 
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debajo de la bisectriz (Ub<Ua). Para todos los puntos de la bisectriz vale Ub=Ua. 

Dadas estas premisas, si se supone que N es la posición distributiva inicial, 

entonces vale lo siguiente: 

• Si la aversión de la sociedad hacia la desigualdad es nula y se ha 

alcanzado esa determinada distribución de recursos de una manera que es 

considerada socialmente legítima, entonces los niveles de utilidad 

individual no deben ser modificados por la autoridad pública mediante 

redistribución. Se trata de una posición cercana a la de Nozick (véase en la 

sección 2.4.1). En otras palabras, la sociedad no se mueve del punto N. 

• En el caso en el que se logre un acuerdo privado con efectos de 

redistribución entre las partes (una transferencia voluntaria del tipo de la 

beneficencia), es posible que la sociedad se mueva hasta alcanzar el punto 

paretiano P. Este punto representa una redistribución que hace que la 

utilidad de cada individuo aumente sin que disminuya la del otro. Se trata 

de un mejoramiento social que un liberal á la Nozick consideraría aceptable. 

• Un caso extremo se presenta si la aversión social a la desigualdad fuese 

la máxima. La prevalencia del ‘igualitarismo’ conduciría la sociedad al 

estado social E, donde, como se dijo, vale Ub=Ua. La mejora del individuo 

más desfavorecido costaría una 

disminución del bienestar del otro 

individuo. 

• En el punto B, la sociedad 

maximiza la suma no ponderada 

de la utilidad de los dos 

individuos (max Ub+Ua), siguiendo 

la visión utilitarista clásica a la 

Bentham, en el que el bienestar 

individual es perfectamente 

calculable. 

• Por último, el punto R se 

Fig. 6. Juicios de valor y funciones 
de utilidad social 

 Fuente: Artoni (1999:62), elaboración 
propia 
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alcanza si el objetivo de la sociedad es maximizar la utilidad del individuo 

más desaventajado. Se trata del llamado ‘maximin’ que expresa la teoría de 

la justicia de Rawls en términos de la economía del bienestar. 

La Fig. 7 resume gráficamente como el incremento de la aversión social 

hacia la desigualdad genera un incremento en el nivel de redistribución de 

equilibrio, resultando en una transferencia del individuo más favorecido al 

menos favorecido. Cuanto mayor es la aversión social a la desigualdad, mayor 

es esta transferencia, que provoca una variación ∆Ub negativa—de la utilidad 

que del individuo Ub a cambio de una variación positiva de la Ua del otro 

individuo. 

A partir de este análisis es posible concluir que incluso para la economía 

neoclásica, la cual profesa con espíritu positivista su objetividad científica, la 

armonización de eficiencia económica y distribución no es neutral desde el 

punto de vista ético. Al contrario, las decisiones relacionadas con la distribución 

están vinculadas con elecciones sociales determinadas por juicios de valor. A 

pesar de ello, el discurso económico mayoritario sostiene, más o menos 

explícitamente, que grados elevados de redistribución tienen efectos tanto en 

términos de eficiencia como del efecto negativo de la extracción de recursos de 

los individuos de mayores recursos, tanto desde el punto de vista de la justicia 

social (véase a continuación) como del papel de las personas acomodadas, a 

través del ahorro, en el crecimiento económico. 

Fig. 7. Redistribución y grado de aversión social a la desigualdad 

 
Fuente: Elaboración propia 
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2.4. Distribución como justicia social en la filosofía política 

En la sección anterior se vio como la pretensión de la teoría económica 

neoclásica de separar teorías y valores, y supeditar las razones de la equidad a 

los cálculos de la eficiencia de forma objetiva, no encuentra justificación ni en la 

realidad empírica, por el elevado número de precondiciones, ni por medio del 

propio razonamiento deductivo, ya que la arquitectura lógico-matemática que 

rige el sistema sigue mostrando problemas de difícil solución o conduce a 

resultados inaceptables, como en el caso del dictador de Arrow. Por lo tanto, 

debería aceptarse la necesidad de razonar en términos normativos, explicitando 

los valores que se esconden detrás de cada enunciado científico respecto a la 

justicia de un determinado estado social. De esta forma, no se ocultarían los 

elementos normativos implícitos en el discurso económico, rompiendo con la 

presunta separación entre sujeto investigador y el objeto de estudio, relación 

que debería ser, en cambio, tratada reflexivamente. 

Es en estos términos, que a continuación se hará referencia a esos autores 

que en debate constante con la teoría económica aportaron elementos 

normativos al análisis de la equidad. Es en el campo de la filosofía política, 

especialmente en la reflexión sobre la justicia, donde se generó el debate teórico 

normativo sobre qué tipo de distribución social puede derivarse de cada idea de 

justicia. Las ideas que surgieron de ese debate, a través de un constante diálogo 

interdisciplinar, llevaron a algunos autores a superar las concepciones 

utilitaristas de la economía del bienestar. Por esta razón, resulta de interés tratar 

más en detalle los principales resultados de esta reflexión político-filosófica. 

En un primer momento, se discutirán brevemente algunos de los 

elementos básicos de la filosofía política de Robert Nozick, junto con las 

contribuciones teóricas de autores liberales como Friedrich von Hayek y Milton 

Friedman. Estos autores significan una fuente de inspiración directa para la 

ideología neoliberal contemporánea. A continuación, se resumirán los rasgos 

principales de la concepción de justicia según John Rawls y las posteriores 

especificaciones elaboradas por Ronald Dworkin. Finalmente, se examinará la 
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posición de Amartya Sen, quién retoma la tradición de la economía del 

bienestar, aunque superándola por alcance y cuya perspectiva ha sido muy 

influyente en toda la posterior discusión sobre el desarrollo humano y la 

pobreza. Respecto a la postura neoliberal, este último grupo de autores acepta 

la legitimidad de alguna forma de distribución para favorecer la posición de las 

personas con menores recursos económicos. 

2.4.1. La posición liberal 

En esta sección, se presentan las concepciones de justicia que tienen su 

origen en la corriente del liberalismo clásico, y que se desarrollaron en la 

segunda mitad del siglo XX con el objetivo de criticar el creciente grado de 

intervención del Estado en la economía que se fue dando a partir de la Gran 

Depresión. En general, los autores afines a esta postura abogan por un grado 

mínimo de redistribución, en nombre de la defensa de los derechos 

individuales, in primis el de propiedad. En consecuencia, consideran que un 

exceso de poder estatal no sólo es un problema para la eficiencia económica, 

sino una verdadera amenaza a la libertad. 

Uno de los autores más influyentes de esta postura es Nozick (1974), 

quién funda su crítica a la concepción de justicia de Rawls (1971, cfr. 2.4.2) con 

el fundamento de la inviolabilidad de los derechos individuales. Según Nozick, 

las funciones del Estado deben de estar limitadas a la protección del individuo 

contra el abuso de la fuerza, a la defensa de la propiedad privada y a garantizar 

el respeto de los contratos. Toda intervención pública en los otros ámbitos de la 

vida del ser humano constituye en sí misma una violación de sus derechos 

naturales y absolutos. Se habla de derechos naturales porque son anteriores a 

cualquier forma de organización social, y son absolutos porque su único límite 

es el respeto de los derechos idénticos de los demás individuos, con la 

prohibición explícita de considerar nuestros semejantes como medios y no 

como fines, según el célebre principio propuesto por Kant. 

De forma más concreta, Nozick considera que no hay acción 

redistributiva que pueda ser justificada si afecta a la propiedad privada 
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individual, en todos los casos en que se haya obtenido de forma legítima y 

conforme a justicia, tanto por adquisición en el mercado como por transferencia 

voluntaria. Esta concepción se justifica porque los bienes no circulan libremente 

por el mundo, sino que están siempre anclados a los individuos que posean el 

título de propiedad del bien en cuestión. Los derechos individuales son como 

amos a los que se cuelga la propiedad de los bienes. En este sentido, no se 

legitima ninguna forma de redistribución autoritativa de los bienes económicos, 

ya que constituye una violación de los derechos individuales. La única 

excepción a este dictado son los actos voluntarios de transferencia a favor de los 

necesitados, como la filantropía y la beneficencia, ya que el desprendimiento 

voluntario de los derechos de propiedad es perfectamente aceptable bajo este 

concepto de justicia social (Artoni, 1999:89; Granaglia, 1990:53). Naturalmente, 

como señala Granaglia (1990:66-67) una visión de este tipo, lejos de ser neutral 

como se convendría a una concepción puramente procedimental (o formal) de 

justicia, tiene el efecto de legitimar el goce pleno de las posiciones de ventaja y 

privilegio en la sociedad, fruto a menudo de la perpetuación de asimetrías a lo 

largo de generaciones, en razón de una primigenia legitimidad de los derechos 

de propiedad adquiridos. 

En una postura similar se sitúa la corriente de pensamiento económico 

mayoritaria, oculta a veces, como se dijo, en detrás del formalismo matemático. 

Una formulación teórica más explícita de la posición liberal en reacción a las 

principales ideas de política económica en boga en las décadas posteriores a la 

Gran Depresión, keynesianismo y marxismo, provino de la llamada escuela 

austríaca. Particularmente influyente fue la obra de Friedrich Hayek, el más 

célebre vocero de esta escuela teórica, que alcanzaría vasta difusión académica 

y política a través de la labor de la escuela de la Universidad de Chicago. En 

esta institución, y en los demás centros de investigación de inspiración liberal 

que irían surgiendo en la posguerra, se irían forjando las ideas de reforma 

económica y social del Estado keynesiano, propagadas por la profesión 
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económica, en la persona de Milton Friedman y otros economistas laureados121, 

que a continuación se impondrían políticamente en una época marcada por la 

ideología neoliberal. 

 En esta sección, se citarán los principales lineamentos de las ideas de 

Hayek y Friedman ya que resumen bien los principales rasgos del 

neoliberalismo, una ideología que tanto impacto tendría en la plasmación de la 

política económica de los países capitalistas a partir de la crisis económica de 

los años 70. Esa influencia se extendería tanto a través de la producción 

académica y la influencia política de los think tanks neoliberales como por la 

adopción de estas ideas por los actores políticos internacionales y locales 

(Harvey, 2005). 

Hayek, como se dijo, vivió intensamente el debate económico posterior a 

la Gran Depresión, oponiéndose ferozmente a todo tipo de intervención estatal 

en la economía, por ejemplo las implementadas en Inglaterra, ya que en su 

opinión su naturaleza era análoga a la de las economías planificadas de los 

Estados no democráticos. En su perspectiva, toda política colectivista, 

conduciría necesariamente al totalitarismo político (Hayek, 1944). A partir de 

esta convicción nutría Hayek su fe en el libre mercado y derivaba su concepción 

del Estado mínimo. 

La concepción básica de Hayek es que no puede haber libertad política y 

civil (“personal”) sin libertad económica, es decir, sin libre mercado. Es en el 

mercado donde los seres humanos pueden escoger libremente entre diferentes 

maneras de vivir. Así es que la sociedad debería estar ordenada, en la manera 

de lo posible, dejando libre desahogo a las fuerzas espontáneas de la sociedad y 

reduciendo al mínimo el grado de intervención estatal. Toda acción que 

proviene del poder político es en efecto una forma de coerción (Hayek, 1944:13, 

15) 

                                                
121 Se pueden recordar los premios nobel para Hayek en 1974 y Friedman en 1976, pero también 
a tantos otros representantes de la escuela de Chicago premiados con el Nobel, como George 
Stigler en 1982 o Gary Becker en 1992, entre muchos otros. 
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En opinión de Hayek, el sistema de libre mercado debe preferirse a las 

economías planificadas, y al colectivismo en general. Pero esta elección no está 

guiada sólo por razones de eficiencia económica, porque el sistema es el más 

eficiente en la asignación de recursos escasos y en la producción de bienes y 

servicios. Más importante aún, el sistema de mercado es la única forma de 

(auto) regulación social de las actividades humanas que no necesita de la 

intervención coercitiva o arbitraria de la autoridad pública. La observación de 

los precios en el mercado proporciona información de forma descentralizada a 

los actores económicos sobre los cambios en las cantidades ofertadas y 

demandadas, permitiéndoles tomar sus decisiones sin necesidad de que 

intervenga una autoridad central (Hayek, 1944:37-38). 

Es por esta razón que Hayek juzga negativamente todo control o 

distorsión de los precios (o cantidades) causado en el mercado por la 

intervención pública, ya que considera que de esta forma se destruye el 

principal mecanismo de coordinación del comportamiento individual por parte 

de las instituciones de mercado. En su opinión, por lo tanto, el papel de los 

poderes públicos debería estar limitado a la consolidación de las instituciones 

de mercado y no a su substitución por parte de los actores estatales. Más 

concretamente, en la tradición liberal del Estado mínimo, las políticas públicas 

deberían ocuparse de la defensa de las fronteras y del orden público interno, 

además de proteger la aplicación de los contratos y de los derechos de 

propiedad, a los que éstos dan lugar, a través del sistema jurídico. En cuanto a 

la política económica, serían justificables la corrección de los llamados fallos de 

mercado (bienes públicos, externalidades, etc.) y la lucha contra los monopolios 

(Hayek, 1948:110). 

Hayek admite que en un sistema de libre mercado las oportunidades de 

las que goza cada individuo no son iguales, y que éstas dependen de la 

distribución inicial de las dotaciones, es decir, de la propiedad sobre recursos 

económicos que se transfiere por herencia de una generación a la siguiente. A 

partir de esta constatación, Hayek no llega a la conclusión, como sería de 

esperar, de que es necesaria alguna forma de redistribución, por lo menos 
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respecto a la trasmisión de riqueza, para garantizar una real igualdad de los 

puntos de partida. Más bien, este autor sostiene que si es verdad que las 

oportunidades están mal distribuidas, también es verdad que el sistema de libre 

mercado es el único que garantizará la libertad a todos los individuos por igual. 

De hecho, es el único sistema donde los resultados y logros de cada individuo 

dependerán exclusivamente de su esfuerzo y no de las decisiones de algún 

poder público (Hayek, 1942:106). 

De manera paradójica, Hayek llega a la conclusión de que el sistema de 

mercado es el que mejor garantiza la posibilidad de los que menos tienen, ya 

que en ese sistema ningún individuo o institución posee el suficiente poder 

para obstaculizar los intentos de los pobres de mejorar su posición social. En 

resumidas cuentas, Hayek afirma que “la propiedad privada es la más 

importante garantía de libertad, no sólo para los que disponen de alguna 

propiedad, así mismo no mucho menos para los que no disponen de ella. Es 

sólo porque el control de los medios de producción está dividido entre muchas 

personas que actúan independientemente y que nadie obtiene un poder 

completo sobre nosotros” (Hayek, 1942:108). El mundo ideal de Hayek es el del 

capitalismo competitivo donde el poder de mercado está uniformemente 

distribuido. Es obvio que la vigencia de este modelo en la realidad de los países 

capitalistas queda por demostrarse, ya que la evolución de las últimas décadas 

ha ido en la dirección opuesta de la concentración del capital en empresas 

multinacionales de dimensiones cada vez mayores. 

La posición de Friedman (1962) se inspira en los mismos principios 

básicos de Hayek, aunque se caracteriza por concretar sus teorías en un 

conjunto de propuestas políticas. De forma parecida a Hayek, Friedman destaca 

el poder de coordinación del sistema competitivo: “el principio central de la 

economía de mercado es la cooperación a través del intercambio voluntario. Los 

intercambios no tendrán lugar si no son mutuamente beneficiosos y cada parte 

no recibe en proporción a cuanto ha contribuido al producto agregado” 

(Friedman, 1962:137). Viceversa, resalta que “la más grande amenaza a la 

libertad es la concentración de poder” (Friedman, 1962:10). Obviamente admite 
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el rol del Estado en la serie de funciones mínimas ya citadas y en la promoción 

del sistema competitivo. No obstante, señala que cuanto más amplia es la 

dimensión del Estado, más elevado es el riesgo de que el poder público sea 

utilizado en favor de intereses particulares. 

Respecto a la desigualdad, Friedman nota que es complicado distinguir 

entre las distintas fuentes de la desigualdad, sea fruto de la fortuna o de la 

elección y mérito individuales (cfr. más abajo en 2.4.3, la discusión de Dworkin 

sobre este tema), ya que todos éstos elementos dependen de la situación 

heredada, fruto de una concatenación de casualidades y fortunas pasadas. En 

este sentido destaca que la ética capitalista en sí no permite dirimir qué 

distribución es justa o cual no lo es. Sin embargo, si se considera la ética 

capitalista como instrumental y corolario necesario al principio fundamental de 

la libertad, en ese caso sí se puede afirmar que todo resultado del juego 

competitivo es sustancialmente justo: la desigualdad no surge por decisión de 

alguna autoridad política sino como fruto del libre juego de intercambios en el 

mercado (Friedman, 1962:164-165). Por esta razón a lo largo del libro, Friedman 

desmonta toda intervención pública con fines distributivos, tanto en términos 

económicos (es ineficiente o contraproducente) o políticos (atenta a la libertad 

individual). 

Además, Friedman añade que la desigualdad cumple una serie de 

funciones positivas en el ámbito de una sociedad capitalista libre. En primer 

lugar, da lugar a centros de poder económicos que actúan de contrapeso al 

poder del Estado. La descentralización del poder permite la difusión de ideas 

nuevas o no convencionales y la experimentación de nuevos productos o 

servicios. En segundo lugar, contribuye a la movilidad social (a través de la 

acumulación de riquezas) y erosiona los estatus sociales. Por último, este autor 

señala como, en realidad, el aparente alto nivel de desigualdad vigente en el 

sistema capitalista contemporáneo es mucho menor de lo que se registraba en la 

época precapitalista y menor de lo que se produce en los sistemas alternativos 

(socialistas), donde prima una desigualdad política completa (Friedman, 

1962:167-169). 
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Al llegar al final de esta sección, es posible arriesgar un resumen de las 

que han sido las ideas principales a la base del pensamiento neoliberal. En 

primer lugar, en el centro de esta ideología está la fe en los mecanismos de 

mercado y una visión centrada en el valor absoluto de la libertad individual. Al 

mismo tiempo, esta corriente está caracterizada por el recelo hacia toda 

intervención pública, cuya implementación requiere en todo momento de una 

justificación racional, que demuestre su necesidad y la falta de soluciones de 

mercado alternativas. Respecto a la desigualdad, podría decirse que está 

considerada como un mal necesario, aunque en verdad cumple algunas 

funciones útiles al sistema, cuando no directamente es una consecuencia justa 

de la competición de mercado que premia el mérito individual y, por lo tanto, 

incentiva comportamientos que favorecen a la sociedad en su conjunto. En todo 

caso, el intento de modificar la distribución existente llevaría a una solución 

peor que la enfermedad, ya que implicaría mecanismos coercitivos que con 

seguridad atentan contra la libertad individual. 

2.4.2. El concepto de de justicia social y la redistribución legítima 

En este epígrafe se presentarán a autores que, sin abandonar los 

principios fundamentales del liberalismo, han investigado en sus obras las 

concepciones de justicia social con el objetivo de superar el trade-off entre la 

eficiencia económica y la redistribución. De esta forma, han justificado alguna 

forma de intervención pública para modificar los resultados distributivos del 

sistema de mercado. 

Entre estos autores, el más influyente es sin duda John Rawls. En una 

posición antitética a la representada por Nozick, la obra de John Rawls aporta 

las razones filosóficas para sostener que, bajo ciertas condiciones, alguna forma 

de redistribución social es legítima. Para alcanzar esta conclusión, el autor 

construye una justificación más sólida de las políticas redistributivas, respecto a 

las que proponía el utilitarismo clásico122, fundada en una formulación de una 

                                                
122 El utilitarismo clásico (siendo Jeremy Bentham el más célebre) justificaba la redistribución de 
unos pocos a unos muchos sobre el supuesto de que la utilidad marginal de una unidad 
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teoría de la justicia como equidad. En la visión de Rawls, el objeto de la 

reflexión sobre la justicia es la forma en que las principales instituciones sociales 

distribuyen derechos y deberes fundamentales y determinan la distribución de 

las ventajas que derivan de la cooperación social (Rawls, 1971:6). 

En términos simplificados, Rawls parte de una situación hipotética 

denominada “posición originaria”123, que le sirve de experimento mental para 

reflexionar sobre qué forma de contrato social pactarían los miembros de una 

sociedad si pudieran estar libres de todo vínculo e interés particularista. La 

posición originaria es, por lo tanto, una situación ideal en la que todos los 

individuos están colocados detrás del velo de la ignorancia, que les impide 

formular hipótesis razonables sobre la posición que llegarán a ocupar en la 

sociedad. No obstante, la situación les obliga a diseñar los principios 

fundamentales que regirán la sociedad a partir de su constitución. La idea de 

Rawls es que el contrato que resultará de esa situación hipotética, fruto de una 

imparcialidad obligada por la ignorancia de la distribución futura de las 

ventajas sociales, estaría caracterizado por dos principios fundamentales de 

justicia, jerárquicamente ordenados y reguladores de la estructura básica de la 

sociedad (Rawls, 1971:301): 

• 1) El principio de la libertad afirma que cada persona tiene iguales 

derechos al más extendido esquema de libertades fundamentales que 

sea compatible con un conjunto análogo de libertades para todos los 

demás participantes de la sociedad. 

• 2) El principio de la diferencia dicta que las desigualdades sociales y 

económicas están justificadas en tanto que sean razonablemente 

ventajosas para todos los miembros de la sociedad. Además deberán 
                                                                                                                                          
adicional de ingreso es decreciente. Siendo así, el bienestar de la sociedad, equivalente como se 
vio en 2.3.1 a la suma de las utilidades individuales, aumentaría en el caso en que se transfiriera 
una unidad de ingreso del individuo más rico al más pobre: la pérdida de utilidad del primero 
estaría más que compensada por el aumento de la utilidad del segundo. Este mecanismo 
presuponía, como se dijo, la mensurabilidad cardinal de las utilidades. 
123 En su método, Rawls sigue la tradición contractualista que de Hobbes en adelante ha basado 
sus resultados en la teorización de las características del estado de naturaleza y del pacto social 
que negociarían los individuos en ese momento específico para resolver sus conflictos. 
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ser consecuencia de cargos y posiciones abiertos a todos los miembros 

de la sociedad en igualdad de condiciones. 

De este segundo principio deriva que las reglas del juego deberán 

favorecer a los miembros de la sociedad que tengan menos recursos. La 

desigualdad de oportunidades es aceptable sólo en la medida en que 

incremente las oportunidades de aquellos individuos que gozan de las menores 

oportunidades (Rawls, 1971:303). 

En concreto, Rawls alega que es necesario que se repartan de forma 

equitativa los bienes que denomina primarios (primary goods), es decir, las – 

“libertades y oportunidades, ingresos y riquezas, y las bases del respeto por sí 

mismos” (Rawls, 1971: ibid.). Los bienes primarios son necesarios para que cada 

individuo, independientemente de sus fines particulares, persiga su propio 

proyecto de vida racional (Granaglia, 1990). Amartya Sen reitera que para 

Rawls “los bienes primarios constituyen una categoría general de recursos – o 

medios con propósitos generales – que ayudaría a cualquier persona a 

promover sus fines” (Sen, 2004). La economía del bienestar tradujo, como se 

vio, este principio en el concepto de maximin, es decir, el criterio de maximizar 

el bienestar social a través de la maximización del bienestar de los sujetos que 

ocupan los estratos más bajos de la sociedad (Screpanti and Zamagni, 1997:386). 

En un trabajo posterior, ‘El liberalismo político’ (Rawls, 1996), el autor 

precisa el argumento, describiendo un conjunto básico de bienes primarios, que 

en su visión representan el fundamento sobre el que se sostiene el pluralismo 

político. En su lista, Rawls enumera los derechos y libertades básicas, la libertad 

de desplazamiento y la libre elección de ocupaciones; los poderes y las 

prerrogativas de los puestos y cargos de responsabilidad en las instituciones 

políticas y económicas, las rentas y riquezas, y las bases sociales del auto-

respeto, aunque señala que la lista podría extenderse si necesario (ibid.:177-178). 

Así afirma que:  

“La utilización de los bienes primarios supone que […] los ciudadanos toman parte en 

la formación y en el cultivo de sus fines y preferencias” (ibid.:182). Es posible así 
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diseñar un “esquema de libertades básicas equitativas y de oportunidades justas que, 

cuando esté garantizado […] asegure para todos los ciudadanos el desarrollo apropiado 

y el ejercicio pleno de sus dos poderes morales y una participación justa en los medios 

generales esenciales para promover sus determinadas (permisibles) concepciones del 

bien. Por supuesto, no es ni posible ni justo permitir la consecución de todas las 

concepciones del bien (algunas significan la violación de los derechos y libertades 

básicos). Sin embargo, podemos decir que, cuando las instituciones básicas satisfacen los 

requisitos de una concepción política de la justicia mutuamente reconocida por 

ciudadanos […] este hecho confirma que esas instituciones permiten suficiente espacio 

para modos de vida dignos del apoyo de los ciudadanos devotos” (ibid.:183). 

La propuesta de Rawls constituyó una fuente de inspiración para la 

producción de una muy abundante producción de análisis y críticas en el 

ámbito de las teorías de la justicia. El crítico más severo de Rawls fue 

precisamente Nozick, ya tratado en la sección anterior, pero en los años 

posteriores se generó una literatura muy amplia, que no puede ser analizada en 

este momento en su totalidad, por razones de espacio y oportunidad. No 

obstante, a fines de destacar algunos elementos que resultarán útiles en el 

trascurso de los capítulos que siguen, a continuación se mencionaran algunos 

aportes que continuaron a investigar sobre la justicia siguiendo el sendero 

iniciado por Ralws, en relación particularmente con el concepto de bienes 

primarios y las garantías y derechos que se les deben prestar a las personas que 

tienen menos recursos en la sociedad. 

2.4.3. Una crítica al “igualitarismo del azar” de Dworkin 

Ronald Dworkin, en un par de artículos de 1981, reflexiona sobre los 

conceptos alternativos de igualdad en la distribución. En primer lugar, advierte 

que hay una gran diferencia entre tratar las personas de manera igualitaria 

respecto a la distribución de oportunidades o de determinados recursos, y 

tratarlas como iguales a la hora de establecer algún esquema de distribución 

social. En el primer caso se opera una distribución de forma tal que cada 

persona recibe exactamente una cuota igual de recursos; en el segundo caso, se 

distribuye de manera que cada persona acceda a un nivel equiparable de 
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bienestar, según algún principio establecido. Los dos casos son bien distintos 

(Dworkin, 1981a:185-186). 

Dworkin rechaza la segunda forma de igualitarismo. En su opinión, no 

todos los individuos son iguales y tienen idénticas necesidades o aspiraciones, 

ni todas las preferencias por otra parte merecen la protección de la sociedad. Si 

se piensa por ejemplo el problema de la distribución en el caso en que algunas 

personas hayan adquirido gustos particulares o preferencias más costosas de la 

media. Si se acepta la segunda forma de igualitarismo, la consecuencia sería que 

estos individuos deberían obtener una cuota mayor de la tarta para alcanzar el 

mismo nivel de bienestar. Se trata de una postura que suscita la oposición neta 

de Dworkin, quien considera que no todas las preferencias son merecedoras de 

recibir la misma atención de parte de la sociedad. En su opinión, deben siempre 

tenerse en cuenta estos problemas a la hora de fijar las reglas de redistribución 

social. La solución que el autor propone es apuntar a una igualdad de 

oportunidades a través de una oportuna redistribución de los recursos. 

Con este objetivo, Dworkin parte de una reflexión respecto a las 

desigualdades en la dotación de recursos iniciales, discusión que evoca los 

bienes primarios de Rawls, para destacar la importancia de la responsabilidad 

individual a fines de asegurar el cumplimiento del ideal de justicia. La 

responsabilidad individual entra en el análisis una vez que se distinga entre las 

desigualdades que están causadas por situaciones que se escapan del control 

individual, es decir son frutos de la ‘suerte bruta’ o brutal luck, como la llama 

Dworkin, de las desigualdades que son la consecuencia de las decisiones 

tomadas individualmente sobre el cálculo de los riesgos. Estas decisiones 

constituyen apuestas del individuo, cuyo desenlace positivo o negativo afectará 

naturalmente el bienestar de la persona. El principio de la responsabilidad 

individual indica que quién tomó la decisión debería cargar con las 

consecuencias de su suerte, en palabras del autor con su ‘option luck’, que no es 

otra cosa que el resultado del azar ligado a la opción tomada en un momento 

dado (Dworkin 1981b:293). 



 
215

El autor considera por tanto que la sociedad debería tomar posturas muy 

distintas respecto a estas dos formas de desigualdad. Por un lado, es justo 

compensar de alguna forma las diferencias en los recursos poseídos por los 

individuos por causa de la distribución aleatoria de la suerte, es decir, por 

razones que están fuera del control del individuo, en términos de dotaciones 

iniciales – talentos innatos, elementos genéticos. Por otro lado, se debe 

responsabilizar al individuo de sus elecciones, por lo que los efectos 

distributivos que deriven de las elecciones individuales no se han de corregir. 

De ahí que Dworkin concluye una vez más que no se debe perseguir la 

igualdad en términos de resultados, es decir alguna medida del bienestar, sino 

en la distribución de los recursos iniciales y en las oportunidades a disposición 

de cada individuo, permitiendo que cada cual cargue con los efectos de sus 

propias acciones. 

Con esta posición se da entonces respuesta a los problemas de incentivos 

y de ‘riesgo moral’ tan presentes en la literatura económica ortodoxa, y que el 

“principio de la diferencia” rawlsiano dejaba sin especificar. Dworkin pide a la 

sociedad que corrija las desigualdades que derivan de la distribución no 

homogénea de la suerte (en términos de dotaciones iniciales, recursos, talentos, 

etc.) preservando los incentivos individuales. Una redistribución de parte del 

Estado está entonces justificada si persigue realizar una igualdad de 

oportunidades real para todos los integrantes de la sociedad.  

En otras palabras, como bien define una autora crítica con la posición de 

Dworkin (Anderson, 1999), el Estado debe tener el objetivo de neutralizar el 

efecto negativo de la “suerte bruta” sobre la vida de los individuos. En la 

mayoría de las situaciones, el mecanismo de mercado distribuye los bienes 

según el mérito individual, proporcional al esfuerzo cometido. En consecuencia, 

sólo la cuestión de la distribución desigual de la “buena suerte”, es decir la 

dotación inicial de recursos y talentos, debería constituir una preocupación para 

el logro de la justicia social. Los igualitaristas “dworkinianos”, en otras 

palabras, ven el Estado como el asegurador de última instancia, la institución 

que interviene cuando el mercado de seguros privados no logra proporcionar 
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un producto asequible y sobre bases de igualdad para todos los ciudadanos. 

Llevada a sus últimas consecuencias, esta postura sostiene que, donde existe un 

seguro privado de cobertura de un riesgo y el individuo decide no tomarlo para 

protegerse, los efectos negativos que surgen del hecho de que ese evento se 

verifique pasan a estar a cargo del individuo. El aseguramiento privado, por lo 

tanto, exime a la sociedad en su conjunto de cubrir una multiplicidad de riesgos 

que pasan a estar abrigados exclusivamente por la responsabilidad individual. 

Sin embargo, con frecuencia, se ha dado de parte del Estado una postura más 

moderada, aunque caracterizada por un implícito paternalismo, que prevé 

formas de aseguramiento obligatorio y restricciones de las preferencias 

individuales, del tipo de la legislación anti-tabaco en campo sanitario, para 

reconducir en parte la responsabilidad de las acciones sobre el conjunto de la 

sociedad (Dworkin 1981b:292). El aseguramiento en instituciones regladas por 

el Estado en protección de los riesgos sociales constituye una de las principales 

formas de política social, como será tratado en el Capítulo 3. 

Sin embargo, esta concepción viola lo que Anderson considera el 

principio básico de todo igualitarismo, es decir, la preocupación y el respeto 

como base para tratar a todos los individuos por igual. El “igualitarismo del 

azar” (‘luck igualitarism’), como Anderson define a la posición de Dworkin, no 

cumple con esta preposición. Al contrario, trata de forma muy dispar a las 

personas que considera son causa de su propia mala suerte. Para poner un 

ejemplo, esto significaría discriminar entre las discapacidades, según la causa 

que las originó, en detrimento de todo principio de solidaridad humana. Bajo 

esta concepción, los que tienen derecho a una ayuda, deben sufrir la 

estigmatización de tener que demostrar que son merecedores de la protección 

de la sociedad. Este concepto evoca, por lo tanto, a las diferenciaciones entre 

pobres dignos y merecedores (‘deserving poor’) y los indignos, que deben ser 

institucionalizados para garantizar su control y el mantenimiento del orden 

público (cfr. 2.6.4). En otras palabras, aunque sean evidentes sus raíces en el 

liberalismo, estas teorías se arrogan el derecho (o lo atribuyen a la autoridad 

pública) de formular, como dice esta autora, “juicios intrusivos y degradantes 
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sobre las capacidades de las personas de ejercitar su responsabilidad y de hecho 

les dicta los usos más apropiados de su libertad” (Anderson, 1999:289). 

Al contrario, una posición igualitarista genuina debería reivindicar la 

igualdad moral de todas las personas y, por lo tanto, su igual derecho a 

participar a la vida social y política en paridad de condiciones, en una 

comunidad fundada sobre bases democráticas y de autodeterminación, en la 

que cada uno puede aportar su contribución y está sometido a reglas y 

obligaciones sometidas a la discusión abierta, según procesos decisorios 

convenidos. En este sentido, la “igualdad democrática” que propone la autora 

puede leerse como una teoría relacional de la igualdad, en la que la distribución 

de los recursos está acompañada por el reconocimiento mutuo de la igualdad 

moral de todas las personas. El fundamento de toda reivindicación de los 

recursos a redistribuir debe de estar construida sobre esa afirmación de 

igualdad y en el reconocimiento del valor del otro. Una concepción igualitarista 

de justicia no puede consolidar una situación de inferioridad de los necesitados 

respecto al resto de la sociedad, en razón de alguna motivación natural, como 

puede ser la mala distribución de las dotaciones iniciales (Anderson, 1999:314). 

Formulado en términos negativos, los igualitaristas deberían luchar 

contra la opresión en todas sus extensiones: la marginación y la dominación 

social, la explotación y las jerarquías de estatus, la sumisión cultural, etc. Las 

sociedades en las que se desarrollan estas formas de opresión conducen a la 

legitimación de la desigualdad en la distribución de los recursos y la aceptación 

de que existan niveles de bienestar muy dispares entre sus miembros. Es 

evidente que este tipo de sociedad no logra garantizar a todos y por igual las 

libertades y los derechos fundamentales (Anderson, 1999:312). Es precisamente 

el enfoque de derechos, que reivindica, junto a los derechos liberales clásicos, a 

los derechos sociales, económicos y culturales de los individuos, el que puede 

ser tomado como guía para la elaboración, y la evaluación, de políticas públicas 

que puedan luchar eficazmente contra estas formas de opresión y a favor de 

una mayor igualdad efectiva. Estos temas, como se verá, serán tratados con 

mayor detalle en el Capítulo 3. 
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2.4.4. La igualdad en la distribución de capacidades para Amartya Sen 

Otra tendencia ha indagado sobre la naturaleza de los bienes a distribuir 

y su relación con el bienestar de los individuos. Partiendo de la idea de bienes 

primarios de Rawls, Amartya Sen ha procurado definir de qué manera los 

individuos transforman en bienestar los bienes que están en su poder. A partir 

de esta relación, Sen ha construido el concepto de capacidades, entendiéndolo 

como una medida de la libertad individual en el acto de efectuar tales 

transformaciones de la forma que cada persona considera apropiada. Asentado 

en el concepto de capacidades, Sen se pregunta qué principios de justicia 

deberían guiar la redistribución de recursos en una sociedad para perseguir un 

ideal de justicia. La conclusión a la que llega, como se verá, es que debería 

garantizarse una cantidad suficiente de capacidades a cada persona. En otras 

palabras debe ampliarse lo más posible las libertades negativas y positivas de 

cada uno (cfr. más abajo). Lo que cada persona haga con esa libertad, le 

pertenece a ella misma, y no concierne a la sociedad en su conjunto (Wolff, 

2007). Este concepto ha influenciado notablemente la literatura económica de 

los últimos años, como demuestra el premio Nobel de economía otorgado a Sen 

en 1998, y como se dirá más adelante, en el tratamiento de la cuestión de la 

pobreza. 

Antes de discutir de ese tema, se examinarán más en detalle las teorías 

de Sen. En su obra, este autor critica a los utilitaristas porque en sus cálculos 

sobre el bienestar excluyen toda información relacionada con los elementos no 

utilitarios. De hecho, como demuestra el propio autor, el intento de integrar el 

enfoque utilitarista con el reconocimiento de la existencia de una esfera de 

derechos individuales intangibles se enfrenta a muchas dificultades. Su 

‘teorema de la imposibilidad del liberal paretiano’ afirma la imposibilidad de 

construir una función de elección social que satisfaga simultáneamente criterios 

de eficiencia y de libertad individual124. 

                                                
124 Amartya Sen (1982) propuso una condición débil de liberalismo (condición L) que sirve para 
proteger la esfera privada de cualquier persona cuando se ve inmersa en un proceso de elección 
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Además, Sen pretende superar lo que considera un límite de los estudios 

convencionales sobre bienestar. Se trata del problema de establecer la mejor 

medida o, como la llamó Gerald Cohen (1989), la “moneda de la justicia”, es 

decir el “algo” de los individuos que se debe cuantificar para reflexionar sobre 

la justicia de una distribución y de los principios que la rigen. Lo común en 

estudios económicos sobre el bienestar son las variables de tipo monetario. La 

más utilizada es sin duda el ingreso, definida por Henry Simons en los años ’30 

como la cantidad monetaria que un individuo podría consumir en un período 

de tiempo establecido sin modificar el tamaño de su riqueza, sumada a la 

variación de la riqueza en el mismo período. Como tal, esta definición incluye 

toda fuente de ingresos, aunque operativamente algunos de ellos resultan 

difíciles de calcular en términos monetarios125 (sobre estos temas cfr. Baldini y 

Toso, 2004). 

En alternativa a la renta, otros estudios empíricos utilizan el ‘consumo’, 

por razones esencialmente teóricas: por ejemplo, la importancia del 

autoconsumo en los países en desarrollo y la mayor estabilidad del consumo en 

el tiempo respecto a la renta). Este último elemento se basa en las teorías de la 

‘renta permanente’ de Friedman o del ‘ciclo vital’ de Franco Modigliani que, en 

su esencia, afirman que los individuos, racionalmente, procuran mantener un 

perfil de consumo constante a lo largo de la vida frente a una variabilidad más 

                                                                                                                                          
social: "La condición L exige que para toda persona haya al menos un par de estados sociales, 
digamos x e y, tales que su preferencia en ese par sea decisiva para el juicio social; esto es, si 
prefiere x a y, se tiene que reconocer entonces que x es socialmente mejor que y, y de igual 
modo si prefiere y a x. […]" (cit. en Aguiar, 2006). Respetada la condición U (ninguna limitación 
a las preferencias individuales), Sen demuestra la imposibilidad de una función de elección 
social que respete al mismo tiempo la condición L y la condición de eficiencia Paretiana. 
125 Entre otras: los salarios en especie (‘fringe benefits’ como los ticket comida, vehículos de la 
empresa etc.); ganancias o pérdidas de capital (se trata de ingresos o gastos sólo potenciales); 
trabajo no pagado (por ejemplo, el trabajo en el hogar, que produce bienestar para el núcleo 
familiar pero no es reconocido por las estadísticas); rentas a imputar (muchos bienes capital 
generan bienestar sin transitar por el mercado, por ejemplo la casa de propiedad); además, 
muchas de las transferencias del estado no tienen forma monetaria (por ejemplo, servicios 
educativos o sanitarios dan un beneficio que debería calcularse en términos de coste 
oportunidad, es decir el coste que debería sostenerse para adquirir privadamente el mismo 
servicio). 
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elevada de la renta, a través del recurso al mercado del crédito126. Los 

problemas de acceso al crédito para los estratos menos favorecidos de la 

sociedad y los mercados crediticios incompletos e imperfectos en muchos países 

en desarrollo constituyen un punto débil de la variable-consumo. Otro punto 

débil es su dependencia de las preferencias personales, lo que podría generar 

confusión, por ejemplo, entre simple parsimonia y pobreza. 

Por último, la riqueza en sentido patrimonial, la propiedad sobre 

recursos materiales y no materiales, capitales financieros y no financieros, es 

una variable que genera bienestar no sólo en términos monetarios, por los 

ingresos que genera, sino por la seguridad y el prestigio social que proporciona, 

pero una vez más es difícil de cuantificar, ya que se trata de un atributo 

comparativamente móvil, liquido y de valor variable según las condiciones de 

mercado. Las subdeclaraciones en las encuestas sobre los hogares en muchos 

casos ocultan la dimensión de este fenómeno. 

Por todas estas razones se sigue utilizando la variable ingresos 

individuales cada vez que se discute de distribución. No obstante y frente a este 

tipo de indicadores, Sen considera que reducir el bienestar a la dimensión 

monetaria es una limitación, ya que lo que importa no son los bienes y los 

recursos materiales en sí, sino aquello que permiten hacer o ser (para esta 

sección cfr. Sen, 1995). Con este fin, Sen define el bienestar en términos de 

‘funcionamientos’ (functionings). Éstos son el conjunto de acciones y condiciones 

que caracterizan la vida de un individuo: las actividades que emprende (dar un 

paseo), sus estados físicos (tener buena salud), sus situaciones mentales (estar 

contento) y sus atributos sociales (estar integrado en la sociedad). El individuo 

puede elegir entre conjuntos alternativos de funcionamientos a su disposición, 

aunque debe escoger uno para cada determinado momento. Sen define 

                                                
126 Durante la infancia o la vejez, los ingresos son menores que durante la madurez; el 
desempleo, una enfermedad o algún otro accidente pueden crear dificultades temporales; la 
maternidad obliga la mujer a dejar el empleo durante un tiempo, y el trabajo de cuidado en el 
hogar recae sobre distintos miembros del mismo a lo largo del tiempo, etc. 
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entonces ‘capacidades’ (capabilities) la gama de funcionamientos entre los que el 

individuo puede elegir. 

Evidentemente, una persona con problemas de salud o económicos ve 

reducido el abanico de funcionamientos disponibles, es decir, sus capacidades, 

y en consecuencia sus posibilidades de elección se ven mermadas. Por 

consiguiente, la amplitud de las capacidades de un individuo no sólo es una 

medida de su bienestar sino también es una medida de su libertad. Se trata de 

una libertad en sentido positivo que complementa a la libertad ‘negativa’, es 

decir, la ausencia de coacción o interferencia externa (por parte de otros 

individuos o organizaciones sociales) sobre el ámbito de la acción individual 

(Berlin, 1958). En conclusión, para Sen la sociedad debe organizarse de manera 

de garantizar a todo ser humano un nivel mínimo de capacidades, más que 

aportarle un conjunto mínimo de bienes primarios (Rawls) o simplemente 

distribuir los recursos de forma tal que esté garantizada la igualdad de 

oportunidades (Dworkin). 

Al incluir el elemento de la elección, el enfoque de Sen logra conciliar el 

principio de responsabilidad individual con una idea de justicia basada en un 

concepto amplio de igualdad, entendida como el acceso universal a un conjunto 

de derechos que garantizan tanto las libertades negativas como las positivas. De 

esta manera, Sen ofrece así una respuesta a las críticas liberales contra el 

igualitarismo. Si se garantiza la libertad positiva de elección sobre su propia 

vida a todos los individuos, lo que posteriormente éstos hagan (o dejen de 

hacer) con ella será de su propia responsabilidad, por lo que no tendrán 

derecho a clamar contra ninguna violación de los términos de la justicia social 

(Wolff, 2007). 

Del trabajo de Sen ha derivado una rica literatura que ha tenido un 

impacto muy importante en los estudios económicos sobre desigualdad y 

pobreza, y más en general sobre la concepción de desarrollo. A partir de sus 

teorías, por ejemplo, se llegó a elaborar, en el ámbito del PNUD, un “índice de 
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desarrollo humano” (IDH) alternativo al índice de crecimiento económico, o 

“producto interno bruto” (PIB) (cfr. 1.4.3). 

 Por otra parte, Sen nunca ha precisado sistemáticamente cuales 

“funcionamientos” deberían incluirse entre las capacidades básicas. Otros 

autores han querido precisar cuáles son los “funcionamientos” esenciales que 

deberían estar protegidos por la sociedad. Martha Nussbaum, por ejemplo, 

traza una lista de las capacidades fundamentales del ser humano (cfr. Tab. 7). 

La autora los presenta como una lista inconclusa y abierta a la discusión de 

cuáles serían los “objetivos generales” que una sociedad determinada podría 

promover a fin de garantizar los derechos que se consideren fundamentales. No 

obstante, Nussbaum sí afirma que los elementos que incluye en su lista forman 

parte de una versión minimalista pero necesaria de justicia social, y que, 

aunque puedan establecerse prioridades entre ellos, todos tienen un relevancia 

Tab. 7. Las capacidades centrales del ser humano 

• Tener la capacidad de vivir una vida de duración normal. 
• Gozar de condiciones adecuadas de salud, alimentación y vivienda. 
• Libertad de movimiento; seguridad frente a la violencia (incluida la 

domestica). Libertad reproductiva y sexual. 
• Cultivar las capacidades de imaginación y sentimiento gracias a la 

educación, la libertad y pluralidad cultural y religiosa y de expresión. 
• Fomentar la sociabilidad humana y el altruismo, sin que el desarrollo 

emocional de la persona sea vea entorpecido por el miedo y la ansiedad. 
• Tener la capacidad de formular una concepción del bien y un 

proyecto de vida propios, gracias a la protección de la libertad de 
conciencia. 

• Garantizar la posibilidad de asociarse con otros seres humanos, a 
través del reconocimiento mutuo, del respeto y sin discriminación, 
protegiendo las libertades de palabra, de asamblea y asociación. 

• Promover la capacidad de vivir en respeto y relación con las especies 
no humanas de nuestro entorno. 

• Tener la capacidad de reírse, jugar y entretenerse en actividades 
recreativas. 

• Garantizar el control sobre el propio ambiente, en términos de 
libertades políticas, laborales y de propiedad 

Fuente: Nussbaum (2003:41-42) 
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central y se complementan mutuamente para alcanzar ese ideal (Nussbaum, 

2003:40). 

Como se puede observar al leer los 10 puntos de la lista, existe una 

relación estrecha entre derechos y capacidades. Nussbaum afirma que pensar 

los derechos en términos de capacidades es la mejor forma de que estén 

asegurados. En otras palabras, hacer que los ciudadanos dispongan de sus 

capacidades en estas áreas es la mejor forma de sancionar la disponibilidad de 

los derechos humanos de todos. Una sociedad sería esencialmente injusta, a 

menos que este conjunto de capacidades no haya sido debidamente garantizado 

(Nussbaum, 2003:37-38). 

Por otra parte, a partir de la explicitación concreta de las capacidades, en 

la teoría económica se han derivado numerosas propuestas a favor de un 

análisis multidimensional de la pobreza. Se trata de un concepto según el cual 

“la pobreza de una vida no se basa solamente en el estado empobrecido en el 

que una persona efectivamente vive, sino también en la falta de oportunidades 

reales – determinada por limitaciones sociales o circunstancias personales - de 

vivir vidas valiosas y valoradas” (PNUD, 1997:16). 

Aparte de un florecimiento de índices que intentan alargar la perspectiva 

de la pobreza más allá de lo monetario, como el muy difundido “Índice de 

Desarrollo Humano del PNUD”, este enfoque se fundamenta en el intento de 

operacionalización de los funcionamientos según las teorías de Sen (véase por 

ejemplo la literatura producida por la Oxford Poverty and Human 

Development Initiative de la Universidad de Oxford; un ejemplo es Alkire y 

Foster, 2009). Se trata, en resumidas cuentas, de un avance en una visión sobre 

la pobreza que supere los límites del enfoque monetario y unidimensional y 

que hace acercar la cuestión de la pobreza al enfoque de la exclusión social (más 

sobre este tema en la sección 2.5.1 y 2.6.5). Al respecto, debe sin duda recordarse 

el trabajo pionero de Townsend (1979) para el caso del Reino Unido, en el que 

se sostenía que el análisis de la pobreza no debía limitarse a cuestiones de 

subsistencia sino debía incorporar la imposibilidad de participar en la vida 
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social según las prácticas corrientes de una sociedad, es decir, la exclusión de 

los usuales modelos de vida, costumbres y actividades, introduciendo por lo 

tanto una visión tanto relativa como subjetiva en el enfoque de la pobreza. 

2.4.5. Sobre el principio de la suficiencia 

Se completa este apartado, con algunos autores que comparten la visión 

de que el objetivo de las políticas sociales debería ser el de elevar a los 

individuos más desfavorecidos por encima de un umbral mínimo de 

capacidades establecido por la sociedad. No se trataría entonces de alcanzar la 

igualdad absoluta, sino que sería suficiente mejorar la situación de los más 

necesitados. Estos tendrían la prioridad en la atención pública y sus 

necesidades serían ponderadas más que proporcionalmente por la sociedad en 

su conjunto. 

Sería ésta una forma de contestar a la crítica que se les hace a menudo a 

las visiones igualitaristas, es decir, el de querer nivelar hacia abajo toda la 

sociedad en pos de la igualdad de todos. No se trataría de rebajar el bienestar (o 

lo que estemos midiendo) al nivel de los más desfavorecidos, sino reconocer el 

derecho de éstos a reclamar una mejora en su situación y que a sus 

reivindicaciones se les brinde un peso superior que a los individuos más 

aventajados de la sociedad127. 

La idea central de estos autores es que una sociedad de iguales se 

alcanza cuando se da una igualdad en las relaciones sociales entre individuos 

más que en la distribución justa de alguna cantidad de “algo”128 (Wolff, 

2007:134). Esto es el punto clave que distingue esta propuesta de las 

presentadas anteriormente. Si tomamos como ejemplo a Frankfurt (1987), este 

autor considera que los igualitaristas no deberían centrarse en la desigualdad, 

                                                
127 Se trata de una visión etiquetada como “prioritarianismo”. Para un análisis exhaustivo de 
todas las corrientes del igualitarismo, cfr. Parfit (1997). 
128 Michael Walzer (1983), por su parte, sugiere la necesidad de discutir que significa cada 
categoría de bienes para las personas, de qué forma son creados y que valor adquieren para los 
individuos antes de discutir sobre cómo distribuirlos. Según este autor, la distribución de cada 
bien es relativa al significado social que se le atribuye, por lo que se genera una multiplicidad 
de esferas distributivas que se rigen por principios de justicia distintos. 
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entendida como el hecho de que algunos individuos tengan una cuota más 

pequeña de los recursos en comparación que otras personas, sino más bien con 

el hecho de en esa sociedad se permita que algunos de sus miembros no tengan 

lo suficiente para vivir vidas dignas y poder desarrollarlas según la forma que 

les parezca más valiosa (Frankfurt, 1987:33-34). 

En otras palabras, según lo que a veces se denomina “doctrina de la 

suficiencia”, lo que importa desde un punto de vista moral, es decir en la óptica 

de la justicia social, es que las personas tengan lo que ellas consideran 

suficiente. Si esta condición se produce, no es moralmente determinante o 

cuestionable que algunas personas tengan más que otras. En efecto, las 

desigualdades existentes, e igualmente intensas, entre los súper-ricos y las 

clases medio altas rara vez suscitan preocupación, mientras es la percepción de 

que un determinado número de personas sufren de una privación lo que 

estimula ese sentimiento de injusticia (Frankfurt, 1987:21, 30). 

Según Frankfurt, en condiciones de escasez económica, la mejor 

respuesta a la cuestión de la justicia es redistribuir los recursos disponibles de 

forma que el mayor número posible de individuos obtenga un nivel suficiente 

de los mismos. Si se fuerza una redistribución con el objetivo de que todos 

obtengan la misma cantidad de recursos, una consecuencia posible sería la de 

provocar un nivel inferior de recursos para todos. Este efecto sería 

particularmente negativo si redujera para algunos el nivel de recursos por 

debajo de lo necesario. 

Se trata del dilema que los críticos del igualitarismo llaman de 

“achatamiento hacia abajo”. Como se dijo, la cuestión se da en los casos en los 

que debe decidirse entre dos estados del mundo: uno marcado por la 

desigualdad en el que algunos individuos obtienen un nivel mucho más alto 

respecto a los demás, en comparación a otro estado más igualitario en el que, 

sin embargo, todos los miembros se sitúan a un nivel inferior al caso anterior. El 

discurso vale todavía más si la distribución supone que algunos individuos se 

sitúen por debajo de un umbral mínimo establecido (Frankfurt, 1987:30-31, 37). 
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En cierto sentido se sigue la línea de Rawls de atribuir una prioridad a 

las personas menos aventajadas en los principios de la redistribución, pero al 

contrario que en el caso de Rawls esa prioridad no es absoluta. Una posición 

rawlsiana daría prioridad al grupo de los menos aventajados pero se 

desinteresaría de lo ocurre en el grupo de las personas que superan el umbral 

mínimo establecido. Podría darse una reducción del bienestar asociado a las 

clases medias en favor de las clases altas, que no encontraría una oposición en el 

caso de Rawls en cuanto se asegurara el mínimo a los menos aventajados y ese 

empeoramiento estuviera asociado en una mejora de la eficiencia del sistema.  

Una concepción diferente es la que privilegia la asignación de una 

“prioridad balanceada” (‘weighted priority’) a los que menos tienen. La 

redistribución a favor de este grupo puede ser balanceada, desde el punto de 

vista moral, con los cambios que se dan en el bienestar del resto de la sociedad. 

La prioridad que les es asignada no es por lo tanto absoluta (Parfit, 1997:213). 

Por tanto, esta postura indica que debe pesar más en la consideración pública la 

situación de los que están peor en términos absolutos, respecto a umbrales 

establecidos. En otras palabras, desde un punto de vista moral, se debe mejorar 

la situación de los menos aventajados porque se considera mala de por sí, y no 

porque comparativamente se piensa que es peor que la situación de otras 

personas (Frankfurt, 1987:37). Tomando dos grupos de personas sin ningún 

contacto entre ellos, uno de los cuales se situara en un nivel inferior a lo 

considerado moralmente digno, estaría por lo tanto justificada alguna forma de 

“cooperación internacional” que transfiriera recursos hacia el “mundo” menos 

rico. En todo caso el punto de vista no comparativo de esta corriente sugiere 

que el mundo con privaciones debería recibir ayuda, incluso si no hubiera 

personas que en el otro mundo están mucho mejor, simplemente porque su 

situación es mala en términos absolutos y no porque es mala en relación con 

otros (Parfit, 1997:214). 

Esta conclusión da paso a la siguiente sección (2.5) donde se discutirán 

precisamente y desde el punto económico, no más desde el punto de vista 

moral, las diferencias absolutas y relativas entre las personas según la variable 
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monetaria que, como se discutió previamente, resulta la más utilizada en la 

literatura, los ingresos. En la sección 2.6 se extenderá la mirada al concepto de 

exclusión social, que respecto a los análisis anteriores, incluye una visión 

multidimensional anclada en una perspectiva de derechos, como fue 

adelantado al término de la sección anterior (2.4.4). 

2.5. De la pobreza y la desigualdad 

2.5.1. Notas teóricas sobre la pobreza y su evolución en el caso de 

Argentina 

Es conocido que la medición de la pobreza supone la identificación de 

qué sujetos hay que considerar pobres. El reconocimiento de su condición de 

pobreza se ha fundado tradicionalmente en la fijación de una línea de la pobreza, 

un umbral que separa a los pobres de quienes no lo son. En este sentido qué 

método escoger para construir la línea de la pobreza adquiere un peso crucial 

en la medición del fenómeno (Baldini y Toso, 2004:94). Una vez que se hayan 

identificado a los pobres, uno de los indicadores más utilizados es la extensión 

de la pobreza. Se define la extensión de la pobreza absoluta como la proporción 

de personas que no disponen de la suficiente cantidad de recursos necesarios 

para satisfacer sus necesidades básicas. En la literatura se encuentran distintas 

modalidades para establecer este nivel mínimo de ingresos reales. Para 

comparaciones entre países se suele calcular una línea internacional de pobreza 

(1 o 2 dólares PPP –purchasing power parity – paridad de poder adquisitivo). Sin 

embargo, las estadísticas oficiales nacionales, y este es el caso de Argentina, 

establecen una línea de pobreza a partir de la determinación de una referencia 

básica de necesidades reales –conocida como canasta básica– en moneda local. 

En el caso del argentino Instituto Nacional de Estadística y Censo (INDEC), y 

de manera similar a otros países, se calcula una canasta básica de alimentos 

(CBA), compuesta por una selección de bienes que satisfacen las necesidades 

nutricionales, elegidos sobre la base de los hábitos de consumo predominantes 

en el país, que surgen de una Encuesta de Ingresos y Gastos de los Hogares (la 
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primera de 1985/86, repetida en 1996/7)129. El valor monetario de esta canasta 

corresponde a la línea de indigencia. Comparando el ingreso de los hogares o 

de los individuos “equivalente”130 con la línea obtenida, se puede calcular la 

tasa de incidencia de la indigencia. 

La línea de pobreza se obtiene calculando el valor monetario de una 

canasta básica total (CBT). Ese valor se obtiene presuponiendo que las personas 

bajo la línea de pobreza gastan una cierta proporción constante de sus ingresos 

en adquirir la CBA. Con una simple operación algébrica se obtiene entonces la 

CBT directamente de la CBA. De forma análoga a lo vista para la indigencia, es 

posible obtener la tasa de incidencia de la pobreza o índice H131. Gráficamente 

H se obtiene de la proporción de personas (q), calculado sobre el total de la 

población (n), que viven con un ingreso Yq inferior al nivel de pobreza absoluta 

establecido (Yp) es decir: qH
n

=  con Yq < Yp. 

Este índice, aunque muy difundido, presenta serios límites. Por un lado 

no da cuenta de la intensidad de la brecha de ingresos de los pobres. Un caso 

límite se daría si hubiera una caída de ingresos sólo y para cada uno de las 

personas que se encuentran por debajo de la línea de pobreza. En ese caso, H no 

registraría ningún cambio en su situación. Por otra parte, H tampoco da cuenta 
                                                
129 Las líneas metodológicas para el cálculo de las líneas de pobreza e indigencia utilizadas por 
el INDEC están disponibles en línea (acceso 28 de noviembre de 2011): http://www.indec. 
gov.ar/nuevaweb/cuadros/74/pobreza2.pdf. 
130 Se trata de hacer comparables los ingresos de núcleos familiares heterogéneos (diferente 
número de componentes de diferentes edades). Considerar solamente el ingreso total 
conduciría a concluir que en dos familias con iguales ingresos pero de diferente composición, el 
bienestar alcanzado por cada uno de sus miembros es el mismo. Sin embargo sus necesidades 
no son homogéneas (un niño tiene un nivel de necesidades, en términos monetarios, inferior al 
de un adulto). Además se deben tener en cuenta las economías de escala que se obtienen debido 
al uso de determinados “bienes familiares” (la vivienda o la calefacción, por ejemplo) Para tener 
en cuenta estos elementos, son utilizadas las llamadas “escalas de equivalencia”, algoritmos que 
ajustan el número de componentes familiares a un valor de componentes equivalentes, lo que 
permite comparar los costes de vida relativos entre familias con diferente tamaño y 
composición. Se divide el ingreso familiar por el número de “adultos equivalentes” obtenidos, y 
se atribuye ese valor a cada miembro de la familia (a partir de ahí pueden hacerse evaluaciones 
sobre el ingreso de cada individuo “equivalente” o multiplicar por el número de miembros para 
obtener el ingreso familiar “equivalente”) (Mancero, 2001:7). 
131 En la literatura en español también es común la expresión ‘extensión de la pobreza’, mientras 
en la inglesa es utilizada la fórmula headcount index (que trasmite la idea de “contar cabezas”) y 
de ahí la abreviación H utilizada en las estadísticas internacionales. 




















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































